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    No es una exageración afirmar que, durante 
buena parte del mes de noviembre de 2021, los 
ojos del mundo estuvieron dirigidos hacia Glas-
gow. El motivo es conocido, pues la ciudad esco-
cesa fue la sede de la Conferencia de las Partes 
de la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático, más conocida como 
COP26.

La trascendencia del encuentro era indudable. 
A lo largo de más de dos semanas los repre-
sentantes de 196 países, más la Unión Euro-
pea, examinaron alternativas y líneas de acción 
orientadas al desafío más grande que enfrenta 
la humanidad: el calentamiento global. 

Tal como lo han señalado los científicos, el au-
mento de las temperaturas en el planeta sigue 
su marcha, lo cual se evidencia en eventos más 
extremos que incluyen temporadas de lluvia más 
fuertes, pero de menor duración, y sequías más 
fuertes, pero menos prolongadas, huracanes o 
ciclones, y el derretimiento de los casquetes po-
lares. El alza prevista de dos grados centígrados 
o más afectaría a centenares de millones de per-
sonas, poniendo en riesgo la economía, el bien-
estar social y un gran número de seres vivos. 

Es tan grande el peligro que resulta inaceptable 
cruzarse de brazos. Solamente acciones con-
tundentes que limiten de manera significativa la 
emisión de gases de efecto invernadero podrán 
evitar los peores escenarios e integrar la sos-
tenibilidad como un principio fundamental de 
cualquier actividad humana. 

Y es que ninguna otra cita en el plano multila-
teral se puede comparar con esta, debido a la 
urgencia de tomar decisiones para contener el 
calentamiento global. Como bien lo señalan los 
científicos, el aumento de las temperaturas pro-
medio en el planeta sigue su curso, convirtién-
dose en una amenaza para miles de millones 
de personas. Se estima que más de una tercera 
parte de los habitantes del planeta se verían di-
rectamente afectados si seguimos por la senda 
de las últimas décadas. 

Para un país como Colombia, sobre cuyo terri-
torio pasa la línea ecuatorial, los riesgos son 
inmensos. El motivo es que las zonas tropicales 
serían particularmente vulnerables a los vaive-
nes en las precipitaciones, como ya lo confirma 
la fortaleza de fenómenos de variabilidad climá-
tica como El Niño y La Niña, acompañados ya 
sea por una disminución del nivel de los embal-
ses que sirven para generar energía o por inun-
daciones que golpean regiones enteras.

A lo anterior se suma el previsible incremento 
en el nivel del mar, algo realmente inquietante 
para una nación con extensas costas tanto so-
bre el Atlántico como sobre el Pacífico. La región 
Caribe, para hablar con nombre propio, debe en-
tender que este no es un escenario improbable 
y lejano, sino algo real que demanda respuestas 
prontas.

Ello demanda marcos temporales comunes 
para implementar los anuncios que se hagan, 
los cuales son una progresión frente a lo adop-

© Fotografía Emilio Aparicio

Presentación     		 Política ambiental de Colombia 			 
				    2021-2030
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tado en el Acuerdo de París en 2015. Es verdad 
que muchos de los esfuerzos en marcha to-
marán años en concretarse, pero el objetivo es 
nada menos que el de generar energía en for-
ma sostenible, mientras se generalizan nuevos 
parámetros de consumo, sobre todo en lo que 
atañe a la movilidad.

De ahí que siga siendo tan importante enviar se-
ñales claras en lo económico, como precisar las 
modalidades, procedimientos y directrices de 
los mercados de carbono. No menos importante 
es trabajar en mecanismos de adaptación y fi-
nanciamiento, pues la transformación requerida 
exige sumas de dinero sustanciales que solo se-
rán factibles si la cooperación internacional está 
presente.

La adecuada mezcla de voluntad política, 
metas específicas y fondos suficientes hará 
posible avanzar hacia la anhelada carbono 
neutralidad, que consiste en que el aporte 
neto de gases contaminantes sea cero para 
mediados del presente siglo. Solo así será 
posible evitar que el alza en las temperaturas 
promedio esté por debajo de los dos grados 
centígrados (2 °C), algo que parece menor 
pero que es definitivo para la agricultura o la 
biodiversidad.

Según ha sido usual, Colombia jugó en Glasgow 
un papel importante. La razón no es solo la ca-
lidad de su delegación en lo técnico o sus inva-
luables riquezas naturales, sino el hecho de ser 
un caso ejemplar: una nación que ya generaba 
electricidad de manera limpia pero que impul-
sa de forma decidida las fuentes renovables de 
energía solar y eólica; un país que prefirió ir más 
allá de las ofertas hechas en París, con el fin de 
disminuir sus emisiones en 51 por ciento a co-
mienzos de la década que viene.

Haber escogido esa senda implicará sacrificios 
y desafíos. Lo más fácil habría sido cruzarse de 
brazos, pero eso no habría sido responsable con 
nadie, comenzando por esta y las futuras gene-

raciones de colombianos. Sin embargo, Colom-
bia predica con el ejemplo. 

El esfuerzo obligado para conseguir los objeti-
vos señalados incluye, por ejemplo, aumentar 
el parque de generación de energía a través de 
fuentes renovables no convencionales, como la 
radiación del sol y la fuerza del viento. No me-
nos importante es aumentar la siembra de ár-
boles -de los cuales hemos reportado en el con-
tador de árboles 152 millones en lo que va del 
cuatrienio- o combatir la deforestación, combi-
nando medidas punitivas, de inversión social, de 
monitoreo continuo y de protección.

Habrá que hacer mucho más para que, en 2050, 
Colombia logre la neutralidad en sus emisio-
nes. No obstante, con visión y determinación lo 
lograremos.

La cumbre mencionada refleja una faceta de 
la política ambiental de Colombia durante la 
presente década. Además de asumir de fren-
te la amenaza del cambio climático mediante 
compromisos y planes de acción, el país está 
inmerso en la transición energética, para que 
tanto fuentes como usos de electricidad sean 
sostenibles. A lo anterior, se agrega la ambi-
ciosa Estrategia Nacional de Economía Circu-
lar, fundamental tanto para empresas como 
consumidores.

Tales propósitos se complementan con una es-
trategia coherente que apunta a proteger los 
ecosistemas, lo cual incluye la lucha contra la 
deforestación, el cuidado de los océanos, los 
ríos, los páramos, humedales, manglares, co-
rales, pastos marinos y playas, la defensa de 
nuestra biodiversidad y la coordinación en el 
plano regional e internacional de la región ama-
zónica, a través del Pacto de Leticia y la Alianza 
Global para la Protección de los Páramos.

Complementando lo anterior y a sabiendas de 
que Colombia es un país urbano, resulta crucial 
la iniciativa Biodiverciudades, orientada a accio-

nes en las ciudades en donde habita casi el 80% 
de la población. 

Claramente, la institucionalidad es un elemen-
to definitivo, por lo cual el fortalecimiento del 
Sistema Nacional Ambiental ha sido un objetivo 
permanente. No menos importante resulta la 
educación ambiental, pues en último término 
el éxito solo será posible si los colombianos nos 
unimos a partir de edades tempranas en pre-
servar el que es un patrimonio inigualable para 
nuestro bien y el de las próximas generaciones.

Los ejemplos de lo que hacemos son numerosos. 
Colombia se trazó la estrategia de sembrar 180 
millones de árboles en el país para recuperar 
zonas deforestadas y ecosistemas degradados, 
para ello, a partir de la identificación del Plan 
Nacional de Restauración ecológica, se necesitó 
el andamiaje de áreas de intervención donde se 
ubicaron cerca de 3 millones de hectáreas en el 
país, se identificaron 3439 viveros entre privados 
y públicos y se impulsaron 400 viveros adiciona-
les para un total de 3839 viveros, se identificaron 
esos aliados que estarían interesados en sumar-
se al programa de recuperación de los ecosis-
temas alcanzando 500 aliados a nivel nacional, 
350 juntas de acción comunal, 26 reservas de la 
sociedad civil, de ahí, cada aliado desplegó es-
trategias y proyectos que vincularan a las comu-
nidades, donde se han alcanzado más de 30 mil 
personas en todo el territorio nacional moviliza-
das para sembrar árboles por Colombia. 

Hoy, dentro de las acciones adelantadas está la 
confirmación de la voluntad de sembrar 180 mi-
llones de árboles antes de que concluya el 2022, 
con más de 152 millones reportados en el con-
tador de árboles a agosto. Esta meta es funda-
mental para alcanzar el objetivo de reducir en 
un 51 % las emisiones de gases de efecto inver-
nadero, recortar en un 40 % el carbono negro1 
y llegar a cero hectáreas deforestadas en 2030. 
Todo lo anterior -vale la pena reiterarlo- enca-
mina al país hacia su propósito de ser carbono 
neutral para 2050.

Contamos con un plan detallado, cuyos resulta-
dos empiezan a verse. El propio presidente Iván 
Duque anunció en Escocia, al formar parte de la 
iniciativa 30x30, que busca proteger el 30 % de 
las áreas marinas y terrestres, que Colombia al-
canzaría este hito en sus mares ocho años antes 
de lo previsto, ¡y lo cumplió!, en lugar del final 
de esta década, que era la fecha límite inicial.

Gracias al liderazgo del Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, Colombia cuenta hoy en 
sus áreas marinas con 30.353.722 hectáreas de 
áreas protegidas declaradas y adicionalmente 
4.594.722 hectáreas de OMEC aprobadas, que 
sumadas representan el 37,63 % de las zonas 
marinas del país. A sí mismo, en sus áreas te-
rrestres cuenta hoy con 19.080.038 hectáreas de 
áreas protegidas declaradas, y, adicionalmente, 
16.311.310 hectáreas de OMEC, que sumadas 
representan el 31 % de las zonas terrestres del 
país. La meta de proteger y conservar el 30 % 
de su territorio a 2030, se cumplió 8 años an-
tes.  Esto debido a la articulación lograda con 
Parques Nacionales Naturales de Colombia, 
las Corporaciones Autónomas Regionales y el 
Instituto de Investigaciones Marinas y Costeras 
José Benito Vives de Andreis (Invemar), organis-
mos multilaterales, oenegés y la cooperación 
internacional.

El esfuerzo hecho ha dado lugar a reconoci-
mientos. Debido a que el país en 2020 alcanzó 
algunos hitos ambientales, Alemania, Noruega 
y Reino Unido anunciaron una donación de 33.5 
millones de dólares para reforzar la política de 
Estado contra la deforestación.

Mencionamos el proceso de transición ener-
gética en el cual Colombia está inmersa, y que 
en el presente cuatrienio se ha acelerado como 
una política de gobierno, pasando de 30 MW de 
generación con fuentes no convencionales de 
energía renovable (FNCER) instalados en 2018, 
a más de 2800 MW que estarán en operación a 
final de 2022, especialmente en energía solar fo-
tovoltaica y eólica continental. Estos resultados 

1  Carbono Negro: es 
una fracción del material 
particulado con diámetro 
inferior a 2.5 micras, 
compuesto por carbono 
elemental con alto poten-
cial de absorción de la 
luz visible que contribuye 
de manera significativa 
al calentamiento de la 
atmósfera, y tiene efectos 
negativos en la salud 
del ser humano y de los 
ecosistemas (Ley 2169 
de 2021)
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demuestran que hay una gran transformación 
en marcha, que cumplirá el doble propósito de 
beneficiar al medio ambiente y a los usuarios.

Otros temas han estado presentes. Ese es el 
caso de la Escuela Nacional de Formación Am-
biental Savia, los acuerdos de cero deforesta-
ción, el modelo de economía circular, que busca 
transformar más de 200.000 toneladas de enva-
ses y empaques de cartón, plástico, aluminio y 
vidrio, para que se sume a las cadenas de valor.

Reiteramos que esto forma parte integral de la 
estrategia climática de largo plazo, proyectada 
para 2050. El país ha trazado un futuro de soste-
nibilidad que beneficiará a esta y las futuras ge-
neraciones de colombianos. Permítanos, ama-
ble lector, referirnos a puntos concretos que 
integran el que es un plan bien concebido.

Pensar en los océanos

Cuando en su momento la Asamblea General de 
la Organización de las Naciones Unidas definió 
el periodo entre 2021 y 2030 como “el Decenio 
de las Ciencias Oceánicas para el Desarrollo 
Sostenible”, Colombia impulsó con entusiasmo 
la iniciativa. Al tener 4171 kilómetros de línea 
costera y un área marina que equivale a casi el 
45 por ciento de nuestro territorio, el tema es de 
crucial importancia para el país.

No se necesita ser un experto en el asunto para 
afirmar que los seres humanos no hemos cui-
dado adecuadamente la riqueza contenida en el 
agua que cubre el 71 por ciento de la superficie 
de la Tierra. Contaminación o sobrexplotación 
de recursos son dos realidades que motivan 
un llamado de emergencia que nos concierne a 
todos.

Es por ello que la ONU resume en siete puntos 
los resultados que sería ideal ver en el “océano 
que queremos”: limpio, previsto, sano y resis-
tente, seguro, productivo, accesible e inspira-
dor, y atractivo. Tales propósitos se ratificaron 

en febrero de 2022 en la ciudad de Brest, en la 
bretaña francesa, durante la cumbre Un Océa-
no, cuyo objetivo fue movilizar a la comunidad 
internacional para que tome medidas tangibles 
dirigidas a preservar y apoyar un océano saluda-
ble y sostenible.

La delegación colombiana señaló en aquella 
ocasión que, aparte de participar activamente 
en escenarios de esta naturaleza, el país con-
vierte sus compromisos en hechos, adelantán-
dose a los cronogramas establecidos. Servir de 
ejemplo para inspirar a otros ha sido una de las 
improntas de esta administración, en lo relacio-
nado con la transición energética o la lucha con-
tra el calentamiento global.

Así sucede también con lo que se conoce colo-
quialmente como la meta 30x30, que consiste 
en declarar como área protegida el 30 por ciento 
del territorio del planeta para el año 2030. Este 
propósito, compartido por cerca de 80 naciones 
de los cinco continentes resulta fundamental 
para detener y revertir el deterioro de la primera 
fuente de la vida terrestre.

En Glasgow, el Gobierno subrayó que en el caso 
colombiano la meta era llegar al 30 % durante 
2022. Dicha aseveración se confirmó en la pa-
sada Conferencia sobre los Océanos, en Lisboa, 
realizada en junio de 2022 y, un mes después, 
cuando, contando las hectáreas reportadas 
bajo Otras Medidas Efectivas de Conservación 
(OMEC), ese porcentaje se elevó al 37,6 %.

Para lograrlo, y después de diferentes expedi-
ciones científicas lideradas por el Instituto de 
Investigaciones Marinas y Costeras “Jose Benito 
Vives de Andreis” -INVEMAR- con el apoyo de la 
Red de Centros de Investigación Marina, y por 
el Programa Pristine Seas de National Geogra-
phic, se declararon dos nuevas áreas marinas 
protegidas: la Reserva Natural Cordillera Sub-
marina Beata (en el Caribe) y Colinas y Lomas 
Submarinas de la Cuenca del Pacífico Norte; al 
igual que se ampliaron dos áreas protegidas ya 

existentes: el Santuario de Fauna y Flora Mal-
pelo, y el Distrito Nacional de Manejo Integra-
do Yuruparí-Malpelo. Se trata de algo más de 
17 millones de hectáreas sujetas a una estricta 
normatividad, acompañada del debido cuidado y 
monitoreo a cargo del Estado.

Junto a lo anterior, en Francia quedó definida 
la creación de una plataforma sobre carbono 
azul, para la cual Colombia llegó liderando con 
el proyecto Vida Manglar. Este trabaja por redu-
cir las emisiones de 939.296 toneladas de CO2 
por 30 años, en ecosistemas ricos en mangla-
res situados en los departamentos de Córdoba 
y Sucre.

Los anuncios señalados se verán complemen-
tados con el proyecto de cultivo de “Un Millón 
de Corales por Colombia” a 2023, concentrados 
en 200 hectáreas de arrecifes coralinos en áreas 
del Caribe y el Pacífico colombiano, de los cua-
les, a agosto de 2022 se habían cultivado 430 mil 
fragmentos de coral. 

También cabe resaltar el proyecto “Adaptación 
Basada en los Ecosistemas para la Protección 
contra la Erosión Costera en un Clima Cam-
biante”, que, en cooperación con el Gobierno de 
Alemania, busca crear ecosistemas resilientes 
y adaptados al cambio climático en La Guajira, 
Magdalena, Córdoba y la región de Urabá.

Ejemplos como los mencionados muestran que 
cuando hay voluntad es posible dar un paso al 
frente y cumplir el doble propósito de inspirar 
a los demás y proteger la riqueza de todos los 
colombianos.

Mercados de carbono

Puede sonar como una utopía para algunos, pero 
para otros es una realidad posible. En un mun-
do en el que crece la preocupación por el calen-
tamiento global y tanto países como empresas 
toman medidas para mitigar o compensar sus 
emisiones de dióxido de carbono a la atmósfera, 

surge una promisoria oportunidad de desarrollo 
para naciones como Colombia.

Dicho de manera muy simple, esta consiste en 
recibir dinero a cambio de preservar su riqueza 
forestal o de adoptar prácticas amigables con el 
medio ambiente en áreas como la ganadería. Al 
hacer las cosas bien y tomar las decisiones co-
rrectas, se podrán encontrar buena parte de los 
recursos necesarios para construir un modelo 
de crecimiento sostenible, que a la vez genere 
empleos de calidad en las zonas rurales.

Semejante afirmación tiene fundamentos en la 
realidad. Según el Banco Mundial (World Bank, 
2022), en 2021 se recaudaron 84.000 millones 
de dólares en ingresos provenientes de precios 
establecidos al carbono a nivel global, como re-
sultado de decisiones adoptadas en el ámbito 
multilateral y nacional.

La misma entidad (World Bank, 2020) señala 
que al cierre de la década pasada había más de 
14.500 proyectos de compensación registrados 
en los cinco continentes, con un potencial de ab-
sorción de 4000 millones de toneladas de dióxi-
do de carbono. De la cantidad correspondiente a 
los últimos cinco años, el sector forestal repre-
senta el 42 % a nivel global.

Lo que viene será mucho más grande y entender 
el asunto requiere devolverse en el tiempo.  A 
partir de la suscripción de la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climá-
tico en 1992, los países empezaron a tomar con-
ciencia de la que hoy es una verdadera amenaza 
para la humanidad.

Con la firma del Protocolo de Kioto en 1997 se 
acordó la necesidad de disminuir las emisiones 
de gases de efecto invernadero, a través de ins-
trumentos económicos que derivan en un cam-
bio de comportamiento. Sin entrar en detalles, a 
37 países, más la Unión Europea, que aceptaron 
metas vinculantes de reducción, se les permitió 
compensar sus emisiones con proyectos de lo 
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que se conoce como el Mecanismo de Desarro-
llo Limpio.

El Acuerdo de París llevó a compromisos más 
amplios y estrictos con el objetivo general de 
limitar el alza promedio de las temperaturas 
globales a menos de dos grados centígrados 
respecto a los niveles preindustriales. Igual-
mente, se pactó promover esfuerzos adiciona-
les para que el incremento no supere un grado 
y medio.

Lo anterior implica una redirección muy gran-
de frente a un modelo de desarrollo basado en 
combustibles fósiles, que son la fuente de cerca 
de 51 mil millones de toneladas de CO2 que se 
emiten anualmente en la atmósfera. Esa espe-
cie de capa atrapa el calor producido por los ra-
yos solares, con los resultados conocidos que se 
expresan, por ejemplo, en el derretimiento pau-
latino de glaciares y casquetes polares.

Parte del carbono que se emite es almacenado 
por bosques y océanos, pues es un eslabón fun-
damental para la vida en la Tierra. En prome-
dio, un árbol fija 26 kilos de dióxido de carbono 
al año y genera oxígeno suficiente para cuatro 
personas.

Así las cosas, aparte de reducir emisiones con 
nuevos modelos de generación de energía y de 
transporte, también se pueden capturar gases 
a través de la naturaleza. La meta, en último 
término, es llegar a lo que se conoce como la 
carbono neutralidad, en donde el balance entre 
lo que entra y lo que sale es cero. Para esto, se 
ha estructurado un plan a 2030 y 2050, mientras 
se avanza de manera gradual.

Como no todos los países van al mismo ritmo 
y una gran cantidad de empresas han expresa-
do su voluntad de ser carbono neutral, surge la 
necesidad de adquirir créditos para compensar 
lo que se emite. Puesto de otra manera, unos le 
pueden vender a otros algo similar a cupos de 
absorción de CO2.

Y en esa materia, el continente americano cuen-
ta con condiciones naturales únicas. A fin de 
cuentas, 39 por ciento del área global de bos-
ques, equivalente a casi 1.600 millones de hec-
táreas, se encuentra en esta parte del mundo. 
Suramérica, en particular, alberga la mitad de 
esa cantidad y Colombia cuenta con más de 59 
millones de hectáreas.

De vuelta al marco general creado por el Acuer-
do de París, hay dos mecanismos de mercados 
de carbono: uno voluntario y otro regulado. Res-
pecto al primero, pueden participar todos los 
individuos o empresas que deseen aportar a la 
reducción de emisiones de gases de efecto inver-
nadero, transando certificados de reducciones.

A decir verdad, el campo de acción no se restrin-
ge a lo forestal. También puede haber proyectos 
que involucren manejo de residuos, energía, in-
dustria, transporte o actividades agropecuarias. 
Cada uno es supervisado por terceros especia-
lizados y bajo metodologías definidas, algunas 
de las cuales fueron precisadas en la cumbre de 
Glasgow.

Dada la creciente necesidad de adquirir certi-
ficados para cumplir con los compromisos es-
tablecidos, junto a las decisiones de numero-
sos gobiernos que –como el de Colombia –han 
adoptado fórmulas que obligan a pagar por cada 
tonelada de carbono emitido, los precios de los 
créditos de carbono vienen en alza. Aunque el 
mercado apenas se está desarrollando, ciertas 
negociaciones en Europa superan los 80 dólares 
la tonelada. No obstante, hay que insistir en que 
la dispersión abunda. El Fondo Monetario In-
ternacional señala que el promedio mundial se 
acerca más a los dos dólares la tonelada.

Para no caer en la tentación de hacer cuentas 
alegres, basta con decir que Colombia cuen-
ta con un potencial enorme. Hay que recordar 
que una hectárea de bosque absorbe entre tres 
y veinte toneladas de carbono al año y que, si el 
precio aumenta, se vuelve cada vez más renta-

ble estructurar programas de siembra de árbo-
les, restauración y reforestación.

Imaginar lo que ello significaría en numerosas 
áreas del país, es fácil. Para comenzar, habría 
una fuente de recursos que haría esta actividad 
más atractiva que la de “tumbar monte”, sem-
brar pasto con destino a la ganadería o desarro-
llar distintos cultivos, legales e ilegales.
Convertir en realidad esa promesa implica un 
desafío normativo e institucional. Al respec-
to, se han dado varios pasos, incluyendo la Ley 
1931 de 2018, que creó el programa nacional de 
cupos transables de emisión de gases de efecto 
invernadero. 

No menos importante es la Ley 2169 de 2021 
-también conocida como Ley de Acción Climá-
tica- que precisa pasos adicionales. Esta crea 
la Comisión de Estudio para la promoción y el 
desarrollo de los mercados de carbono en Co-
lombia, así como también el Registro Obligatorio 
de Emisiones, y da la orden al Gobierno Nacio-
nal para desarrollar las condiciones, los crite-
rios y el marco institucional requerido para el 
fortalecimiento de los mercados de carbono en 
Colombia.

A partir de esos hitos, hay una hoja de ruta am-
biciosa. Esta incluye un periodo de reglamenta-
ción de esos mercados que concluiría en 2023 
y vendría en paralelo con elementos institucio-
nales y operativos. Una vez surtida la etapa, y 
hasta 2025, vendría la puesta en marcha de un 
esquema que involucrará múltiples desafíos, 
incluyendo campañas de comunicación y edu-
cación tanto para los interesados como para el 
público en general.

Lucha contra la contaminación 
por plásticos

A mediados de febrero de 2022, Colombia parti-
cipó activamente en la Asamblea de las Nacio-
nes Unidas para el Medio Ambiente (UNEA, por 
sus siglas en inglés), que tuvo lugar en Kenia. 

Por primera vez en la historia, 175 países acor-
daron la creación del primer tratado interna-
cional, jurídicamente vinculante, contra la con-
taminación por plásticos. Este entendimiento 
enciende una luz de esperanza para resolver un 
problema inmenso.

Basta con salir a cualquier lugar para concluir 
rápidamente que la humanidad encara una ver-
dadera emergencia, por cuenta del mal desuso 
-no del uso- de empaques, bolsas o recipien-
tes. En todas las ocasiones en que recorremos 
nuestra inigualable geografía encuentro prue-
bas de que así es, ya sea en playas, quebradas o 
espacios rurales y urbanos.

No se trata tan solo de la llamada contamina-
ción visual, cuyos efectos sobre el bienestar o 
sectores como el turismo son negativos. Exis-
ten, además, incontables evidencias sobre da-
ños irreparables a la fauna y la flora, comen-
zando por mares y ríos. Estos no solo afectan 
la oxigenación de las aguas o son ingeridos por 
criaturas de todos los tamaños, sino que su 
degradación altera el equilibrio de los ecosis-
temas y puede envenenar paulatinamente a las 
personas.

Por tal motivo, la única opción válida es actuar. 
En ese sentido, la resolución aprobada en el 
seno de la ONU viene con una propuesta com-
prensiva que aborda todo el ciclo de vida del 
plástico, bajo un enfoque de economía circular. 
El texto permite, igualmente, marcos de transi-
ción apoyados en medidas de cooperación inter-
nacional científica y técnica, subrayando que no 
hay un enfoque único.

Parte de la trascendencia de lo pactado está en 
su enfoque pragmático. En lugar de centrarse 
en medidas punitivas o dejarle todo el accio-
nar a los gobiernos, hay un reconocimiento a la 
contribución significativa de los trabajadores en 
entornos informales y cooperativos de recogida, 
clasificación y reciclaje. 
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Ello quiere decir que hay que utilizar meca-
nismos formales e informales para ganar una 
batalla en la que todos debemos participar. Lo 
ideal, por supuesto, es comenzar por la adecua-
da clasificación y separación de residuos, algo 
en lo cual nuestras alcaldías están obligadas a 
moverse. Pero también hay que sumar manos, 
trabajar en la cultura ciudadana y educar, en 
particular a los más jóvenes, en la protección de 
su entorno, que, para este caso, deriva en co-
nocer la correcta separación de los desechos, 
para fomentar el reciclaje y así mismo disminuir 
el impacto en el medio ambiente, evitando que 
los residuos plásticos lleguen a las calles o los 
océanos.

Reaccionar es indispensable en un mundo que 
ha visto cómo se duplica el consumo mundial de 
plásticos en lo que va de este siglo, hasta más 
de 460 millones de toneladas. Un informe de la 
Organización para la Cooperación y el Desarro-
llo Económico (OCDE), sostiene que hay 353 mi-
llones de toneladas contaminando ríos, lagos y 
mares. Y las tasas de reciclaje todavía son muy 
bajas, pues apenas ascienden al 9 por ciento del 
total (OECD, 2022).

Claramente, el reto es local, pero también re-
gional, nacional y mundial. De ahí que el llama-
do para obrar en conjunto sea tan destacable, 
entre otras porque las corrientes oceánicas lle-
van los desperdicios de un lado a otro. 

Y más allá del objetivo establecido, tampoco 
es menor el mensaje de que todavía hay espa-
cio para encontrar consensos en medio de las 
tensiones globales. A fin de cuentas, solo hay 
un planeta Tierra, el mismo que habitan todos 
los seres vivos y frente al cual hay que actuar 
responsablemente.

El caso de los productos forestales no 
maderables

Quina, añil, tagua o látex de caucho son algu-
nos de los bienes que Colombia ha exportado en 

diferentes momentos de su historia, desde los 
albores de la Independencia en el siglo XIX. Si 
bien sus usos son muy distintos, pues van desde 
la medicina hasta la industria, pertenecen a una 
misma categoría: todos son productos foresta-
les no maderables (PFNM) que, debidamente 
aprovechados, son fuente de prosperidad sin 
poner en riesgo la subsistencia de bosques y 
selvas.

Que este es un segmento de enorme potencial, 
es algo que no tiene discusión. Se estima un po-
tencial de 88.000 millones de dólares derivados 
de la comercialización de los PFNM en el mun-
do, aunque muy posiblemente este estimativo 
se queda corto (Lopez-Camacho & Murcia-Or-
juela, 2020).

Pero más allá de la cifra, salta a la vista que las 
posibilidades que existen en el país para desa-
rrollar este sector son muy amplias. La superfi-
cie cubierta de bosques en el territorio nacional 
es de unos 59 millones de hectáreas, la cuarta 
más extensa en América Latina y el Caribe.

Ese invaluable activo se encuentra en peligro 
por cuenta de la deforestación, cuya amenaza no 
termina. Es por ello que se redoblaron esfuer-
zos contra este flagelo, que incluyen controles 
de las autoridades y aumento de castigos para 
quienes se dedican a “tumbar monte”.

Numerosos reportes confirman que esta abomi-
nable práctica va mucho más allá de ampliar la 
frontera agrícola y ganadera. También hay pro-
pósitos francamente criminales que incluyen la 
ocupación de baldíos de la Nación y el desarro-
llo de actividades ilícitas como cultivos y minería 
ilegal.

Junto a la labor que se adelanta para sancio-
nar ejemplarmente a aquellos que expolian el 
patrimonio de todos los colombianos, también 
es clave demostrar que la preservación de los 
bosques ayuda a sembrar el progreso. Ese es 
el motivo por el cual a mediados de 2021 el 

Ministerio de Ambiente expidió el Decreto 690 
que hace referencia al manejo sostenible de la 
flora silvestre y de los productos forestales no 
maderables.

La norma en cuestión establece que estos son 
aquellos que provienen de especies e individuos 
vegetales como flores, frutos, semillas, cogo-
llos, raíces y hojas que pueden aprovecharse sin 
destruir árboles, palmas o arbustos. Dicho de 
otra manera, no son madera, sino la propia ex-
presión de nuestra rica biodiversidad que bene-
ficia a las comunidades que cuidan el que puede 
ser el origen principal de sus ingresos.

De lo que se trata, en último término, es de com-
probar que el mejor negocio que existe es cuidar 
la naturaleza que nos rodea, no solo como la ex-
presión de un principio abstracto, sino como la 
confirmación de una realidad. Quien lo ponga en 
duda solo necesita observar que se trata de pro-
veer eslabones insustituibles en las cadenas de 
fabricación cosmética, alimenticia o farmacéuti-
ca, entre otras.

De tal manera, la utilización responsable de es-
tos recursos servirá para que todas las personas 
entiendan que no hay rentabilidad mayor que la 
de no tocar bosques y selvas. Si ello ocurre, será 
factible conseguir la meta de cero deforestación 
establecida para 2030, en lo que debe ser un 
verdadero propósito de Estado.

Semejante afirmación puede ser recibida con 
incredulidad. No obstante, el caso de productos 
como asaí o sacha inchi, que han servido para 
mejorar la calidad de vida de centenares de 
campesinos que antes se dedicaban a cultivar 
coca o derribar árboles centenarios que vendían 
por unos pocos pesos a los comerciantes ines-
crupulosos, es muy alentador.

Un ejemplo adicional, se observa en el muni-
cipio de La Montañita, en Caquetá, donde está 
ubicada la planta de la Asociación de Reforesta-
dores y Cultivadores de Caucho de ese departa-

mento. Gracias al apoyo del Centro Internacio-
nal de Agricultura Tropical, se han comenzado 
a elaborar cauchos especiales que comandan 
mayor valor. Es la demostración práctica de que 
es posible producir conservando y conservar 
produciendo.

Esto es solo un ejemplo del grandísimo poten-
cial que tiene el país para aumentar la gene-
ración de riqueza desde la protección que está 
planteado en las metas incluidas en la Estrate-
gia de Largo Plazo E2050, que señalan que el 20 
% del PIB del país en 2050 debe venir de la bioe-
conomía y que el 45 % de los empleos deben ser 
empleos verdes (Gobierno de Colombia, 2021). 
El Instituto Amazónico de investigaciones cien-
tíficas SINCHI, señala que el potencial de espe-
cies que se pueden utilizar para las industrias 
anteriormente mencionadas es 2000, pero hoy 
utilizamos principalmente 12 (café, cacao, bana-
no y caña, solo por mencionar algunas).

Políticas que se sienten en el territorio

Isánder Cárdenas es un campesino que vive cer-
ca de la población de Villa de Leyva, en Boyacá,  
vecino del santuario de fauna y flora de Iguaque. 
A mediados de la década pasada, junto con otros 
residentes de la zona, participó en un progra-
ma que no ha dejado de crecer desde entonces, 
beneficiando de paso a la comunidad en donde 
habita.

Se trata del Pago por Servicios Ambientales 
(PSA), el cual permite la entrega de un incentivo 
económico o en dinero a los propietarios, posee-
dores u ocupantes de buena fe de terrenos ale-
daños a áreas y ecosistemas estratégicos, para 
que estos adelanten acciones de preservación y 
restauración. Así, extensiones clave mantienen 
su vocación natural.

Un caso emblemático es la regulación y calidad 
hídrica, que consiste en cuidar los nacimientos, 
protegiendo vegetación y entorno nativos, para 
que quebradas y riachuelos sigan irrigando la 
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vida. También hay otras modalidades como con-
servación de la biodiversidad, reducción y cap-
tura de gases de efecto invernaderos, o usos 
culturales, espirituales y de recreación.

Más allá del aliciente ofrecido, la experiencia ha 
mostrado cómo en los diferentes municipios en 
donde opera el esquema aumenta la conciencia 
de sus habitantes, respecto al cuidado del patri-
monio natural. Así se comprueba que, en lugar 
de hablar de castigos posibles, nada se compara 
a estar todos del mismo lado.

Si bien el programa no es nuevo, para el gobier-
no que representamos constituye un motivo de 
orgullo la ampliación de su cobertura. De hecho, 
el Plan de Desarrollo del presente cuatrienio 
estableció la meta de incorporar 196.000 hectá-
reas bajo este modelo.

Todo hace pensar que se transita por buen ca-
mino. Entre 2019 y 2021 a través Pagos Por 
Servicios Ambientales se conservaron 260.110 
hectáreas de la mano de 10.262 familias, supe-
rando en un 33 % la meta inicial, con un año de 
anterioridad.

No hay duda de que hay que hacer más. Aparte 
del empeño del gobierno central, vale la pena 
destacar el entusiasmo de alcaldías y gober-
naciones en la promoción de la iniciativa. Así lo 
comprueba el hecho de que más del 80 % de es-
tas últimas hayan incluido estrategias de PSA en 
sus respectivos planes de desarrollo.

Aparte de que se pueden obtener recursos ha-
ciendo las cosas bien en beneficio del ambiente, 
no hay duda de que este es un instrumento efi-
caz en la lucha contra la pobreza y la margina-
lidad. De un lado, los participantes mejoran sus 
ingresos, mientras se beneficia la restauración y 
conservación de ecosistemas.

De regreso al páramo de Iguaque, no solo se 
perpetúa un paisaje único, sino que la presen-
cia de una fuente incomparable de agua limpia, 

bajada de la montaña, trae cosas positivas para 
quienes se encuentran establecidos en el casco 
urbano de Chíquiza o Villa de Leyva. Algo similar 
se observa con el enriquecimiento de diversidad 
biológica, bajo amenaza en todo el mundo, pero 
que en el caso de Colombia demanda respuestas, 
urgentes dada la presencia de tantas especies.

En último término, está demostrado que se ha 
puesto en marcha una estrategia de inversión 
que deja una elevada rentabilidad. Y esa afir-
mación no está relacionada con el estipendio 
percibido, sino con el engrandecimiento de un 
activo colectivo cuyo rendimiento es tan alto que 
la sociedad en su conjunto termina recibiendo 
esos dividendos.

Consideraciones finales

Quien se adentre en las páginas que siguen en-
contrará un recuento detallado de lo realizado 
desde el Ministerio a mi cargo, y bajo el lideraz-
go del presidente de la República, a lo largo de 
los últimos cuatro años. Puedo decir con cono-
cimiento de causa que uno de los grandes ac-
tivos del país es un cuerpo de funcionarios de 
altísima capacidad técnica y enorme compromi-
so patriótico, hacia quienes no puedo menos que 
expresar mi reconocimiento.

En ocasiones, cuando hablo de lo que hemos 
conseguido y de los compromisos y propósitos 
nacionales, encuentro expresiones de sorpresa 
e incredulidad. Es incuestionable que hemos ido 
mucho más allá que otros en el objetivo de im-
pulsar el concepto de sostenibilidad, de manera 
que se sienta en las actividades cotidianas de 
todos y cada uno.

Frente a la complejidad de lo que viene, acepto 
que lo más sencillo habría sido ser más tími-
dos y resignarse a hacer poco. Pero tengo claro 
que existe una responsabilidad que no podemos 
evadir, ni como país, ni como habitantes de un 
planeta interconectado, en donde los riesgos 
vienen al alza.

Por lo tanto, lo que aquí se expresa va mucho 
más allá de un compendio de realizaciones que 
acaba con un periodo de Gobierno. Se trata de la 
construcción de un eslabón más de una cadena 
que indudablemente se fortaleció con la pro-
mulgación de la Constitución de 1991.

Que el de Colombia es un territorio bendecido 
por la naturaleza, es una frase absolutamente 

cierta. Saber que estamos haciendo lo que está 
a nuestro alcance para que siga siendo así, me 
da ánimos para mirar hacia el futuro, junto con 
la esperanza de dejarles a quienes nos seguirán 
nada menos que un país más sostenible.

Carlos Eduardo Correa
Agosto de 2022
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Cuando el 9 de agosto de 2021 el Grupo In-
tergubernamental de Expertos sobre el Cambio 
Climático (IPCC, por su sigla en inglés) hizo la 
primera entrega parcial de su sexto informe de 
evaluación, el veredicto fue claro. De acuerdo 
con los científicos, el cambio climático es gene-
ralizado, rápido y se está intensificando.

Dicho mensaje fue enfatizado en la primera 
parte de 2022, con una nueva entrega en la cual 
se hizo la advertencia más seria hasta la fecha, 
resultado de la falta de resultados suficientes 
en este frente. En tal sentido, el escrito puede 
interpretarse como una advertencia y un llama-
do a la vez, orientado a contener un proceso de 
deterioro inquietante.

Este grupo, creado en 1988 con el objetivo de 
evaluar de manera integral todo el conocimiento 
científico, técnico y socioeconómico respecto al 
cambio climático, se encarga de dar recomen-
daciones a los tomadores de decisiones frente a 
las acciones para mitigar y adaptarnos a la que 
se considera como el reto más complejo de los 
tiempos actuales. En el trabajo hacia el sexto 
ciclo de evaluación, fueron elaborados tres in-
formes especiales sobre los aspectos básicos 
de la ciencia climática: impactos, adaptación y 
vulnerabilidad, y el progreso de los esfuerzos de 
mitigación2. 

Los informes en cuestión constituyen un llama-
do a la acción para los gobiernos de todos los 
países. No es una exageración decir que el au-
mento proyectado en las temperaturas prome-

dio en la Tierra es la amenaza más seria que 
enfrentan la humanidad y la naturaleza desde el 
comienzo de la época moderna.

Sin desconocer la presencia de cataclismos 
causados por la acción de los seres humanos, la 
furia de la naturaleza o la propagación de pan-
demias, el calentamiento global se cierne sobre 
miles de millones de personas. Los modelos 
que pronostican un derretimiento paulatino de 
los casquetes polares, junto con alteraciones 
serias de los regímenes de lluvias, tiempo seco 
y corrientes marinas son un campanazo de aler-
ta urgente que merece ser escuchado por todos.

El reporte Cambio Climático 2022: Impactos, 
Adaptación y Vulnerabilidad (IPCC, 2022), recono-
ce la interdependencia (sistemas conectados) que 
existe entre el clima, los ecosistemas, la biodi-
versidad y las sociedades humanas, e integra los 
conocimientos de las ciencias naturales, ecoló-
gicas, sociales y económicas con más fuerza que 
las anteriores evaluaciones del IPCC. Evidencia 
las pérdidas y daños en los diferentes aspectos 
de la vida, como la pérdida de biodiversidad, el 
consumo insostenible de recursos naturales, la 
degradación de la tierra y los ecosistemas, la rá-
pida urbanización, los cambios demográficos, las 
desigualdades sociales y económicas, y las im-
plicaciones de la pandemia. Así mismo, reconoce 
los cambios en el clima y los eventos extremos a 
partir de la incidencia de la acción humana.

También considera los impactos y riesgos ob-
servados y proyectados para los próximos años, 

Capítulo 1     		  Cambio climático: Colombia, rumbo  
				    a la carbono neutralidad

2  Ver https://www.ipcc.
ch/report/sixth-assess-
ment-report-cycle/

© Fotografía Emilio Aparicio
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los cuales se expresan en términos de sus da-
ños, perjuicios y pérdidas económicas y no eco-
nómicas. El IPCC señala que existen medidas de 
adaptación como respuesta al cambio climático 
que permiten gestionar sus impactos a nivel 
mundial y advierte que su implementación de-
pende de la capacidad y eficacia de los procesos 
de gobernanza y toma de decisiones de cada uno 
de los países. 

Adicionalmente, se aborda el tema del desarro-
llo resiliente al clima, partiendo de aspectos cla-
ve como equidad, sistemas de transiciones de la 
tierra, el océano y los ecosistemas; aspectos ur-
banos y de infraestructura; energía e industria. 
Todo ello sin dejar de lado el componente social 
y humano a través del énfasis en la protección y 
el mantenimiento de la función del ecosistema 
a escala planetaria. Aquí, se hace importante 
resaltar la urgencia de promover el desarrollo 
resiliente al clima, integrando acciones de miti-
gación y adaptación para promover el desarrollo 
sostenible.

Esta última idea se resalta en la más reciente 
contribución del Grupo de Trabajo III: Mitigación 
del Cambio Climático (IPCC, 2022). Aquí se pro-
porciona una evaluación global actualizada del 
progreso y los compromisos asociados a la miti-
gación del cambio climático, al tiempo que con-
trasta estos avances frente a las fuentes de las 
emisiones globales de gases efecto invernadero 
(GEI). Se destaca el llamado a la acción inmedia-
ta, lo cual podría hacer que las emisiones de GEI 
se reduzcan de forma considerable para el 2030, 
y a nivel global Colombia pueda situarse en la 
senda que asegure el objetivo de limitar el ca-
lentamiento global a 1.5 °C. Resulta importante 
destacar que a nivel mundial ya existen opciones 
para reducir las emisiones de GEI en todos los 
sectores, las cuales implican transformaciones 
importantes que deben ser lideradas por los go-
biernos nacionales. 

Algunos de los planteamientos en los que se 
hace énfasis son (IPCC, 2022) :

•	 Frente a las emisiones:

	 El total de emisiones de GEI siguió 
creciendo durante el período 2010-2019, 
al igual que las emisiones acumuladas 
de C02 desde 1850. Las emisiones 
promedio durante la década pasada 
superaron las de cualquier otro periodo 
similar, si bien la tasa de crecimiento fue 
menor que entre 2000 y 2009.

	 En 2019, cerca del 34 % del total de 
emisiones globales provino del sector de 
energía, 24 % de la industria, 22 % de la 
agricultura y otros usos de la tierra, 15 
% del transporte y 6 % por ciento de las 
edificaciones.

	 Las emisiones de las áreas urbanas 
están creciendo, gracias a factores 
como un mayor tamaño de la población, 
ingreso, estado de urbanización y 
conformación urbana.

•	 Frente a los impactos:

	 El cambio climático está afectando 
los ecosistemas terrestres, costeros, 
oceánicos y marinos, de una forma muy 
superior a lo calculado anteriormente.

	 El incremento de las olas de calor 
ha impulsado las pérdidas locales de 
especies, así como eventos masivos de 
mortandad en tierra y agua.

	 El cambio climático ha reducido la 
seguridad alimentaria y el acceso al 
agua, entorpeciendo esfuerzos para 
alcanzar los objetivos de desarrollo 
sostenible.

•	 Desde el punto de vista de la adaptación:

	 Las acciones que se han adelantado 
para adaptarse al cambio climático ha 

reducido los riesgos asociados al clima 
y la vulnerabilidad a través del ajuste de 
sistemas existentes.

	 A pesar de que ha habido avances en 
todas las regiones y sectores, siguen 
presentándose brechas importantes 
entre los mismos.

Frente a los escenarios anteriormente es im-
portante traer a colación otro de los compro-
misos contraídos por los países firmantes de la 
CMNUCC que es la generación de reportes bie-
nales sobre su contribución de emisiones de GEI 
y los sectores que las generan.

De acuerdo con el último Informe Bienal de Ac-
tualización de Cambio Climático de Colombia, 
elaborado por el IDEAM (IDEAM, Fundación Na-
tura, PNUD, MADS, DNP, Cancillería, 2021), Co-
lombia ha aumentado sus emisiones de gases 
efecto invernadero entre 1990 y 2018, pasando 
de 224 a 303 millones de toneladas de CO2 eq, 
lo que equivale a un estimado del 0.6 % del total 
mundial de emisiones. 

Las emisiones del país se distribuyen así de acuer-
do con las carteras sectoriales: Agricultura, 22.4 
%; Energía, 11.7 %; Transporte, 11.2 %; Industria, 
9.3 %; Ambiente, 6.9 %; Vivienda y Saneamiento 

Básico, 5.2%, con la Deforestación, un rubro inter-
sectorial siendo la principal fuente de emisiones 
con 31.2 % del total de emisiones del país. 

Así mismo, somos un país altamente vulnerable 
a los impactos del cambio climático. Todos los 
municipios del país presentan algún tipo de ries-
go por este fenómeno, el cual seguirá pesando 
en el futuro. Según las estimaciones, a 2040 el 
59 % del territorio nacional tendrá riesgos por 
cambio climático entre medio a muy alto, siendo 
los 20 departamentos con mayor riesgo los que 
albergan el 57 % de la población (IDEAM, PNUD, 
MADS, DNP, CANCILLERÍA, 2017). 

Las cifras citadas demuestran la importancia 
de avanzar en una agenda de cambio climático, 
que ayude a proteger nuestros ecosistemas, y 
a transformarnos hacia una economía baja en 
carbono y resiliente.

Colombia asume este reto muy seriamente. Los 
compromisos adquiridos frente a la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio 
Climático (CMNUCC), ratificada mediante la Ley 
164 de 1994 (ver recuadro), establecen que las 
Partes deberán “formular, aplicar, publicar y ac-
tualizar regularmente programas nacionales y, 
según proceda, regionales, que contengan me-
didas orientadas a mitigar el cambio climático”.

Algunos antecedentes

Colombia es un Estado Parte de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático 
(CMNUCC, o UNFCCC por sus siglas en inglés) desde 1995[1]. La Convención es el principal tratado 
internacional multilateral para la lucha  contra el cambio climático de las Naciones Unidas, y cuenta con 
198 Estados miembros. Fue adoptada en 1992 y entró en vigor en 1994.

El objetivo de la CMNUCC es “la estabilización de las concentraciones de gases de efecto invernadero en 
la atmósfera a un nivel que impida interferencias antropogénicas peligrosas en el sistema climático. Ese  
nivel debería lograrse en un plazo suficiente para permitir que los ecosistemas se adapten naturalmente 
al cambio climático, asegurar que la producción de alimentos no se vea amenazada y permitir que el 
desarrollo económico prosiga de manera sostenible”.
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En dicho contexto, en diciembre de 2015 tuvo 
lugar en París la vigésima primera reunión de 
la Conferencia de las Partes (COP 21), en la que 
se llegó a un nuevo pacto internacional jurídi-
camente vinculante sobre cambio climático, el 
Acuerdo de París. Su objeto consiste en “re-
forzar la respuesta mundial a la amenaza del 
cambio climático, en el contexto del desarrollo 
sostenible y de los esfuerzos por erradicar la 
pobreza”. 

No hay duda de que lo suscrito constituye un 
nuevo marco de cumplimiento para todos los 
países miembros, para adelantar las acciones 
necesarias para reducir emisiones y mantener 
y mejorar las fuentes de captura y almacena-
miento de carbono. El objetivo concreto es que 
el aumento en la temperatura promedio del pla-
neta no exceda los 2 °C (idealmente 1.5 °C) res-
pecto de la temperatura promedio existente en 
la era preindustrial. Al tiempo que se aumenta 
la capacidad de adaptación a los efectos adver-
sos del cambio climático, se promueve un de-
sarrollo con bajas emisiones de gases de efecto 
invernadero, de un modo que no comprometa la 
producción de alimentos. También se sitúan los 
flujos financieros en un nivel compatible con una 
trayectoria que conduzca a un desarrollo resi-
liente al clima y con bajas emisiones. 

1.1 	Una perspectiva de transformación de 	
	 país en tres fases: corto, mediano y 	
	 largo plazo

Dados los desafíos anteriores, es necesario 
que el país avance de una manera decidida, no 
solamente para cumplir con los compromisos 
establecidos internacionalmente, sino también 
para transformar su economía y su modelo de 
desarrollo. 

Para ello, es necesario que estas acciones se 
aborden en tres fases: al corto, mediano y largo 
plazo, que nos lleven hacia esa senda de trans-
formación. El abordaje de corto plazo ayuda a 
romper la inercia del modelo actual, mediante 

acciones que permitan demostrar que reali-
zar cambios es posible, y que estos cambios, 
además de necesarios, son transformadores. 
Así mismo, busca sumar actores que sirvan de 
agentes de cambio hacia la transformación del 
modelo actual. 

Al mismo tiempo, busca establecer las condi-
ciones, instancias e instrumentos que serán 
vitales para conseguir ese cambio: normas, pro-
gramas, medios, acciones, entre otros aspectos 
fundamentales para trazar una ruta hacia la 
mitigación, adaptación y gestión del riesgo del 
cambio climático. 

El abordaje de mediano plazo busca establecer 
instrumentos de planificación que influyan en la 
toma de decisiones a nivel nacional, regional, 
local y también empresarial. El establecimien-
to de metas claras, cumplibles, y programas 
estructurados permiten elevar el horizonte de 
acción y definir rutas de implementación. 

Finalmente, el abordaje de largo plazo busca 
identificar el camino hacia la carbono neutrali-
dad de manera conceptual y aspiracional (e ins-
piracional también). 

1.1.1 Corto plazo

Las acciones inmediatas para avanzar hacia el 
objetivo de la carbono neutralidad buscan gene-
rar unos resultados de corto plazo que permitan 
establecer una ruta clara y los instrumentos ne-
cesarios que apoyen la transformación del país 
hacia una economía baja en carbono. 

Dentro de ese proceso, en el gobierno del pre-
sidente Iván Duque, se trabajó en diferentes 
instrumentos que sentaron las bases de esa 
transformación. El primero de ellos, el Plan 
Nacional de Desarrollo “Pacto por Colombia, 
Pacto por la Equidad” que tuvo por primera 
vez al ambiente como uno de sus ejes estruc-
turales, y que estableció metas claras en ese 
sentido. 

El principio fundamental de la CMNUCC son las responsabilidades comunes pero diferenciadas y las 
capacidades respectivas,  lo que significa que aunque todos somos responsables de las emisiones de 
gases efecto invernadero, existen unos países que han contribuido mayormente al problema y por tanto 
deben llevar a cabo acciones más ambiciosas. Así mismo, los países más desarrollados deben apoyar a 
otros en mayor condición de vulnerabilidad y que sufren mayores impactos.  

¿Qué es una conferencia de las partes (cop)?

Las Conferencias de las Partes son el máximo órgano decisorio de los tratados ambientales multilaterales. 
En el caso de la Convención Marco de Naciones Unidas sobre Cambio Climático y el Acuerdo de París, 
las reuniones de las Partes se llevan a cabo de manera anual, con el fin de tomar decisiones con miras a 
alcanzar los objetivos del tratado y evaluar el progreso de las acciones implementadas

¿Qué es el acuerdo de parís?

La negociación del Acuerdo de París representa uno de los mayores logros de los últimos años del 
multilateralismo, pues por primera vez en la historia se alcanzó un acuerdo universal jurídicamente 
vinculante que permite unir esfuerzos para resolver los retos asociados al cambio climático.

El 4 de noviembre de 2016 el Acuerdo entró en vigor, tras cumplirse las condiciones de que fuera ratificado 
por al menos 55 países y que la suma de emisiones de estos países superara el 55 % de las emisiones 
globales de gases efecto invernadero. El objetivo del Acuerdo es reforzar la respuesta a la amenaza del 
cambio climático, teniendo en cuenta el desarrollo sostenible y los esfuerzos en la erradicación de la 
pobreza, evitando un aumento de la temperatura del planeta por encima de los 2 o 1.5 °C, promoviendo 
una mayor adaptación a sus impactos y movilizando mayores recursos financieros para un desarrollo 
resiliente.

Este tratado establece que ya no solo los países desarrollados deben comprometerse con una meta de 
reducciones y adelantar medidas para alcanzar tal fin. Todos los países parte deberán aportar a la lucha 
contra el cambio climático y dar un aporte a través de lo que se conoce como Contribución Nacionalmente 
Determinada (NDC por su sigla en inglés) para dicho propósito. A hoy, el tratado cuenta con 193 Partes[2], 
siendo ratificado por Colombia en el año 2018

 
 [1] https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=XXVII-7-d&chapter=27&clang=_en

[2] https://treaties.un.org/Pages/ViewDetailsIII.aspx?src=IND&mtdsg_no=XXVII-7&chapter=27&Temp=mtdsg3&clang=_en
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También, la actualización de la Contribución 
Nacionalmente Determinada, que determinó 
una meta de reducción de emisiones de gases 
efecto invernadero más ambiciosa, con medidas 
específicas en mitigación, adaptación y medios 
de implementación, y que se convierte en la 
hoja de ruta de mediano plazo. De igual forma, 
la estructuración, desarrollo y lanzamiento de 
la Estrategia de Largo Plazo E2050, que genera 
las apuestas del país para alcanzar la carbono 
neutralidad. 

Dentro de ese trabajo de corto plazo está igual-
mente la expedición de la Ley 2169 de 2021, o 
Ley de Acción Climática, como comúnmente se 
le conoce, y la conformación del Gabinete de 
Acción Climática, ambos instrumentos del más 
alto nivel que fortalece la gobernanza y la apro-
piación de las metas país. 

Finalmente, como parte de ese esfuerzo a corto 
plazo, está el fortalecimiento de los mercados 
de carbono en el país.  

A continuación, se hace una breve descripción 
de ellos. 

Metas del Plan Nacional de Desarrollo en 
términos de reducciones de GEI

Uno de los logros más importante en cuanto al 
desarrollo de políticas públicas frente al cam-
bio climático, es darle una clara visibilidad en 
el Plan Nacional de Desarrollo 2018 – 2022.  El 
Plan Nacional de Desarrollo “Pacto por Colom-
bia, Pacto por la Equidad” tiene por primera vez 
al ambiente como uno de sus ejes estructurales, 
así:

•	 El Pacto por la Sostenibilidad: producir 
conservando y conservar produciendo, elevó 
la prioridad de la acción ambiental en todos 
los niveles del Estado. 

•	 Se hace una clara referencia a que 
la materialización del pacto por la 
sostenibilidad es a través del afianzamiento 

de las actividades productivas con la 
sostenibilidad, la reducción de impactos 
ambientales y la mitigación al cambio 
climático. 

•	 También impulsa el compromiso sectorial 
con la mitigación del cambio climático 
en sectores como el de Minas y Energía, 
Agricultura, Vivienda, Transporte, Industria y 
Comercio, entre otros. 

•	 Se hace referencia a la necesidad de 
establecer instrumentos financieros 
para incentivar el sector productivo en 
su transición a la sostenibilidad, y la 
financiación climática. 

•	 Por primera vez se pone una meta de 
reducciones de las emisiones de GEI, la 
promoción de acuerdos cero deforestación 
con cadenas productivas especialmente 
aquellas del sector agroindustrial, la 
incorporación de vehículos eléctricos.

•	 También promueve condiciones para la 
adaptación al cambio climático y la gestión 
de sus riesgos. 

•	 Metas como número de departamentos que 
implementan iniciativas de adaptación al 
cambio climático, y la implementación del 
sistema de información de cambio climático.

 
Procesos de construcción de visión de país 
carbono neutral, NDC y E2050

Es clave entender qué es la carbono neutrali-
dad. Esta se da cuando un país, una industria, 
una organización o una ciudad, logra que las 
emisiones que genera a través de sus activida-
des sean equivalentes a la captura de carbono 
presente en el mismo territorio. La descarboni-
zación, más que una obligación, debe ser vista 
como una oportunidad. 

La meta que tiene Colombia de llegar a ser un 
país carbono-neutral a 2050 no se puede cum-
plir sin el fortalecimiento de los diferentes sec-
tores, pues todos deben buscar la forma de 
construir la resiliencia climática y, la Contribu-
ción Nacionalmente Determinada es ese primer 

paso que llevará al país hacia ese objetivo de la 
carbono neutralidad, seguido de una estrategia 
de largo plazo. 

La NDC es el compromiso definido y asumido 
por Colombia bajo el Acuerdo de París para ha-
cer frente al cambio climático. Este incluye ac-
ciones para la reducción de emisiones de gases 
de efecto invernadero, y la adaptación al cam-
bio climático, así como el desarrollo y puesta 
en marcha de los medios de implementación. 
Colombia, de acuerdo con sus prioridades y cir-
cunstancias, presentó su primera aproximación 
en 2015, estableciendo objetivos para 2030.

Así, el país, inicialmente, se comprometió a 
reducir en un 20 % sus emisiones de gases de 
efecto invernadero respecto al nivel proyectado 
para 2030, con posibilidad de aumentar su com-
promiso a 30 %, con apoyo de cooperación inter-
nacional. Según las reglas del Acuerdo de París, 
se debe realizar la actualización periódica de los 
compromisos establecidos. Por ello en diciem-
bre de 2020 el país realizó dicha actualización, 
a través de la cual se comprometió a reducir en 
un 51 % sus emisiones de gases de efecto in-
vernadero (lo que equivale a no emitir más de 
169.44 Mton CO2 eq) para finales de la presen-
te década. Además, estableció compromisos en 
adaptación al cambio climático dada la vulne-
rabilidad del país y definió metas en medios de 
implementación (temáticas claves que permiten 
gestionar los compromisos establecidos) e in-
cluye la transición justa de fuerza laboral, dere-
chos humanos y salud pública.

El proceso de actualización de la NDC se realizó 
de manera participativa y con un enfoque dife-
rencial y de género, con actores del sector públi-
co, privado, sociedad civil, grupos étnicos entre 
otros, a nivel nacional y subnacional. En noviem-
bre de 2019 se llevaron a cabo talleres secto-
riales, para actualizar la información con miras 
a los componentes de mitigación, adaptación y 
medios de implementación. Posteriormente, en 
mayo y junio de 2020 se realizaron talleres terri-

toriales de manera virtual con los nueve nodos 
regionales de cambio climático (NRCC). 

El 29 de diciembre del 2020, el país presentó ante 
la Convención Marco de Naciones Unidas para 
el Cambio Climático sus compromisos actuali-
zados para aportar a los esfuerzos para mitigar 
el cambio climático y adaptarse a sus efectos, la 
Contribución Nacionalmente Determinada. Las 
193 Partes que ratificaron el Acuerdo de París 
con el compromiso ambiental más importante 
del mundo para enfrentar esta amenaza, tenían 
esta misión y Colombia cumplió.

Es de resaltar que la actualización de la NDC 
contiene mejoras sustanciales y claves que per-
miten avanzar en un desarrollo bajo en carbono 
y resiliente al clima, estas mejoras son: 

•	 Primera Comunicación Nacional en 
Adaptación, según lo establecido en el 
Acuerdo de Paris en su artículo 7. 

•	 Inclusión de nuevas temáticas como 
carbono negro, y alineación con Objetivos de 
Desarrollo Sostenible, entre otros.

•	 Construcción conjunta con actores del orden 
nacional y regional.

•	 Uso de la mejor información disponible. 
•	 Metodología mejorada de estimación de 

emisiones de gases efecto invernadero y de 
su proyección a 2030.

•	 Inclusión de todos los sectores económicos 
impulsando un cambio transformacional del 
país.

Aunque los compromisos de la NDC tienen un 
horizonte de implementación entre 2020 y 2030, 
este documento hace parte de las bases de la 
estrategia de largo plazo de Colombia (E2050), 
que orienta los cambios a nivel sectorial y terri-
torial que el país seguirá para construir una re-
siliencia climática y convertirse en un territorio 
carbono neutral.

La existencia de la Estrategia E2050 garantiza 
una continuidad y una progresión en los compro-
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misos adquiridos en la NDC. La E2050 es un ins-
trumento de política de Estado que busca definir 
objetivos realistas que combinen trayectorias a 
largo plazo de desarrollo socioeconómico y me-
tas de reducción de emisiones GEI para fortale-
cer la resiliencia del país, al mismo tiempo que 
contribuye a identificar las prioridades en tér-
minos de inversión pública y privada, nacional e 
internacional, necesarias para implementar las 
transformaciones estructurales en relación con 
los escenarios de descarbonización y resiliencia 
de largo plazo. Con esta se busca que los países 
puedan establecer unos instrumentos de plani-
ficación para orientar las sucesivas NDC y las 
acciones políticas nacionales que marcarán el 
rumbo de la nación en materia de gestión cli-
mática. El documento se comunica cada 5 años 
y se invita a los países a aumentar la ambición 
con cada comunicación.

En 2019 Colombia anunció que haría parte de la 
coalición para alcanzar la carbono neutralidad 
a 2050. La expresión de esa voluntad constituye 
un elemento fundamental que establece una vi-
sión a largo plazo tanto para la agenda climática 
como para el desarrollo del país. 

La hoja de ruta respectiva para la construcción 
de la Estrategia 2050, obtuvo apoyo político 
formal el 13 de septiembre de 2019, por par-
te de la Comisión Intersectorial sobre Cambio 
Climático (CICC), organismo rector del Siste-
ma Nacional de Cambio Climático (SISCLIMA), 
y la estrategia fue finalmente aprobada por 
la misma CICC en septiembre de 2021. En la 
COP26 en Glasgow, Colombia lanzó la Estrate-
gia E2050 con la presencia del presidente Iván 
Duque, el ministro Carlos Eduardo Correa, y 
representantes del gobierno francés y de sus 
agencias de cooperación, las que apoyaron al 
país en su elaboración. 

Ley de Acción Climática

Con el objetivo de consolidar el compromiso 
del país hacia el logro de la carbono neutrali-
dad y resiliencia climática a 2050, el Gobierno 
Nacional buscó elevar a rango legal las metas y 
medidas en mitigación, adaptación y medios de 
implementación, contempladas en la NDC ac-
tualizada, así como establecer nuevas metas en 
busca de la ambición climática. 

En ese sentido, durante 2021 se coordinó la re-
dacción, con la participación de diversos acto-
res, del proyecto que finalmente llevó a la ex-
pedición, el 22 de diciembre de ese año, de la 
Ley 2169, “por medio de la cual se impulsa el 
desarrollo bajo en carbono del país mediante el 
establecimiento de metas y medidas mínimas 
en materia de carbono neutralidad y resiliencia 
climática, y se dictan otras disposiciones”.

Se trata de un instrumento pensado para una 
transformación a mediano plazo, que impulsa 
la acción del Gobierno Nacional, los diferentes 
ministerios, los territorios, los sectores produc-
tivos, y la sociedad hacia la carbono neutralidad. 

Este se convierte en el más importante instru-
mento para el cumplimiento de las NDC del 
país. Cuenta con 38 artículos en 6 títulos, donde 
establece disposiciones generales, entre ellos 
sus principios rectores; metas nacionales en 
mitigación, adaptación y medios de implemen-
tación, y las medidas sectoriales para alcanzar 
cada una de ellas; medidas para la promoción 
y el desarrollo de los mercados de carbono; la 
definición de planes de implementación y segui-
miento para las metas y medidas establecidas; y 
otras disposiciones que contribuyen y fortalecen 
la acción en el país.

Así, se definen unos pilares importantes para 
el logro de sus objetivos, como por ejemplo la 
alineación entre la gestión del cambio climático 
con los objetivos de desarrollo sostenible; el fo-
mento de una transición económica que impulse 
el desarrollo y la competitividad, garantizando 
una transición justa de la fuerza laboral; el tra-
bajo interinstitucional entre entidades públicas 
del orden nacional, departamental, municipal 
y distrital, como también del sector privado, 
la sociedad civil, la cooperación internacional 
y la academia; el reconocimiento y la garantía 
de los derechos humanos, para la reducción de 
las inequidades y desigualdades, entendiendo 
la necesidad de fortalecer enfoques de género 
e intergeneracionales; y el fortalecimiento de la 

participación, sensibilización y educación sobre 
cambio climático. 

Dentro de las metas y medidas establecidas en 
la ley, se encuentran:

•	 Reducir en un 51 % sus emisiones de gases 
de efecto invernadero en el año 2030 con 
respecto del escenario de referencia de 
2014.

•	 Lograr la carbono neutralidad para el año 
2050.

•	 Reducir las emisiones de carbono negro 
en un cuarenta por ciento (40 %) respecto 
al 2014, lo que representa una emisión 
máxima de carbono negro de 9195 toneladas 
en 2030, excluyendo incendios forestales.

•	 Establecer presupuestos de carbono para el 
período 2020-2030 a más tardar en 2023.

•	 Reducir la deforestación neta de bosque 
natural a 0 hectáreas/año a 2030, a partir de 
la implementación tanto de herramientas de 
política, como de medidas cooperativas y de 
mercado.

•	 Un mínimo del 30 % de los mares y áreas 
continentales bajo categorías de protección 
o estrategias complementarias de 
conservación.

•	 Reducir en un 30 % las áreas afectadas por 
incendios forestales, respecto al 2019.

•	 Lograr que al menos 135 cuencas 
hidrográficas incorporen el cambio climático 
como parte de su ordenamiento y manejo 
ambiental.

•	 Acotar a 2030, los cuerpos de agua 
priorizados por parte de las autoridades 
ambientales competentes.

•	 Al 2030 promover acciones priorizadas en 
los Planes Estratégicos de Macrocuencas, 
que aporten a la implementación de 
medidas de adaptación y mitigación del 
cambio climático.

•	 Implementar el 100 % de los planes 
de ordenación de las áreas costeras 
(POMIUAC) con acciones de adaptación 
basada en ecosistemas sobre manglar y 
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pastos marinos, arrecifes coralinos, y otros 
ecosistemas costeros.

•	 Incorporar la Adaptación Basada en 
Ecosistemas (AbE) en el cien por ciento (100 
%) de las Áreas Marinas Protegidas.

•	 Formular acciones de adaptación en 
prevención de la enfermedad y promoción 
de la salud, que aporten a reducir los casos 
de enfermedades sensibles al clima en el 
cien por ciento (100 %) de las entidades del 
sector salud a nivel departamental, distrital y 
municipal.

•	 Implementar al 100 % el Programa Nacional 
de Cupos Transables de Emisión.

•	 Calcular el potencial de reducción de GEI de 
los ecosistemas de alta montaña; manglares 
y pastos marinos; humedales y arbolado 
urbano para las ciudades de más de 100.000 
habitantes.

•	 Incorporar el cambio climático en la 
educación formal (preescolar, básica 
primaria y secundaria, media y superior) 
y en la educación para el trabajo y el 
desarrollo humano, entre otros, a través de 
Escuela Nacional de Formación Ambiental 
Savia.

•	 Actualizar a 2030 la Política Nacional de 
Educación Ambiental para resignificarla y 
evidenciar en ella la importancia y premura 
del abordaje en todos los niveles de la 
educación del cambio climático.

•	 Promover soluciones basadas en la 
naturaleza en áreas boscosas y ecosistemas 
degradados para la conservación 
ecosistémica dentro de las cuales se 
incluyen acciones de restauración ecológica, 

recuperación, rehabilitación, protección y 
uso sostenible de los ecosistemas.

•	 Gestionar a 2030, mediante Contratos 
de Conservación Natural, el manejo 
sostenible de dos millones quinientas mil 
hectáreas (2.500.000 ha) para garantizar 
la estabilización de la frontera agrícola, 
conservar y restaurar los bosques naturales 
y evitar usos no compatibles del suelo.

Complementariamente, la ley 2169 de 2021 
estableció medidas para la promoción y el de-
sarrollo de los mercados de carbono, como el 
reporte obligatorio de emisiones de GEI; la Co-
misión de Estudio para la promoción y desarro-
llo de los mercados de carbono en Colombia; 
y el fortalecimiento del Sistema Nacional de 
Información sobre Cambio Climático. También 
creó el Sistema Nacional de Áreas de Conser-
vación, el Registro Nacional de Zonas Defores-
tadas, y el Sistema de Protección y Monitoreo de 
Líderes Ambientales.

A estas metas y medidas se suman muchas 
otras de los sectores atrás mencionados, a cuyo 
avance se les hará un seguimiento permanen-
te, para lo cual la ley definió la formulación de 
un plan de implementación y seguimiento que 
fue aprobado por la Comisión Intersectorial de 
Cambio Climático el 17 de junio de 2022, y al 
cual le hará un seguimiento permanente. 

La estrategia se complementa con una serie de 
beneficios tributarios importantes, contenidos 
en diferentes instrumentos normativos, para 
impulsar el desarrollo de tecnologías eficientes 
en el país (ver recuadro).

Gabinete de Acción Climática

Por otra parte, como reflejo del compromiso 
del alto nivel en la acción climática nacional, 
mediante el Decreto 172 de 2022 se creó la Co-
misión Intersectorial del Gabinete Presidencial 
para la Acción Climática, como una “instancia 
para la coordinación, orientación y evaluación de 
los avances alcanzados por las entidades de la 
Rama Ejecutiva del Orden Nacional en relación con 
los compromisos internacionales del país en ma-
teria de acción climática, y respecto de las metas 
y medidas mínimas para alcanzar la carbono neu-
tralidad, la resiliencia climática y el desarrollo bajo 
en carbono en el corto, mediano y largo plazo”.

Beneficios tributarios

•	 Descuento del Impuesto sobre la Renta por las inversiones en control, conservación y mejoramiento del 
medio ambiente. 

•	 Rentas exentas para la venta de energía generada con recursos eólicos, biomasa o residuos agrícolas, 
que generen reducciones de Gases de Efecto Invernadero (GEI) y vendan los certificados de reducción de 
emisiones de dióxido de carbono, también los ingresos obtenidos de los servicios de ecoturismo.

•	 Exclusiones al IVA para los bienes que se venden en el territorio nacional asociados al desarrollo de 
actividades que generan impactos ambientales positivos: equipos y elementos para sistemas de control 
y monitoreo Ambiental equipos para reciclar y procesar basuras, depuración y tratamiento de aguas 
residuales, emisiones atmosféricas o residuos sólidos proyectos que reduzcan las emisiones de GEI 
equipos necesarios para reconvertir vehículos a gas natural 

•	 Tarifa preferencial del IVA (5 %) para los bienes y servicios cuya producción o consumo genera impactos 
ambientales positivos, como vehículos eléctricos, híbridos e híbridos enchufables para el transporte de 
mercancías y para usos especiales: taxis automóviles eléctricos, motocicletas y bicicletas eléctricas, 
acumuladores, inversores y cargadores de baterías de vehículos eléctricos. 

•	 Incentivos específicos para proyectos (equipos y servicios) de Fuentes No Convencionales de Energía 
Renovable (FNCER). Descuento de renta a la producción de energía con FNCE y gestión eficiente de la 
energía (deducción del 50 % del total de la inversión realizada). Exclusión del IVA a FNCE. 

•	 Exención del pago de derechos arancelarios FNCER. 
•	 Incentivos para proyectos de Gestión Eficiente de la Energía (GEE). 
•	 Descuento en el impuesto de renta del 25 % de la inversión realizada en proyectos de GEE. 
•	 Exclusión de IVA en la compra de equipos o maquinaria que se destine al proyecto GEE. 
•	 Descuento del impuesto de renta del 50 % de la inversión realizada en el proyecto GEE en un periodo de 

hasta 15 años.

https://www.minambiente.gov.co/cambio-climatico/conozca-los-beneficios-tributarios-para-empresas-que-ayuden-a-proteger-el-medio-ambiente/

Este Gabinete Presidencial para la Acción Climá-
tica tiene, entre otras, las siguientes funciones:

•	 Verificar los avances y necesidades para el 
logro de los compromisos internacionales 
del país en materia de acción climática.

•	 Identificar y hacer seguimiento a las acciones 
de coordinación interinstitucional que deban 
adoptarse de manera prioritaria para el 
cumplimiento de la política y normativa 
nacional relacionada con el desarrollo de la 
acción climática.

•	 Definir asuntos que deban ser revisados 
con carácter de urgencia por la Comisión 
Intersectorial de Cambio Climático u otras 
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instancias del Sistema Nacional de Cambio 
Climático.

Gira de Acción Climática

Para asegurar que todos estos instrumentos 
construidos en el corto plazo sean apropiados 
por cada uno de los actores del territorio, des-
de Minambiente se desarrolló una estrategia de 
divulgación a través de talleres participativos 
presenciales, en los cuales participan actores 
relevantes como los nodos regionales de cam-
bio climático, autoridades ambientales, repre-
sentantes de los departamentos y municipios, 
universidades, empresas, entre otros. 

El objetivo de esta gira fue fortalecer la acción 
climática local y hacer un llamado a la acción 
para la implementación de las medidas territo-
riales incorporadas en la Contribución Determi-
nada a nivel Nacional (NDC) y la Ley de Acción 
Climática 2169 de 2021. En los encuentros se 
logró hacer un reconocimiento de las iniciativas, 
acciones y proyectos estratégicos en cada una 
de las regiones, así como un llamado a la acción 
por parte de diferentes actores.

Además, la gira fue clave para lograr una mejor 
articulación de la gestión de los Nodos Regio-
nales de Cambio Climático, el reconocimiento 
de los Planes de Gestión del Cambio Climático 
Sectoriales y Territoriales como instrumento 
para avanzar en la NDC, así como para visibili-
zar, acompañar y comprometer más actores del 
nivel subnacional cuyas medidas estén alinea-
das con los compromisos asumidos en la NDC 
a través de la formulación de planes de trabajo 
para cada compromiso con horizonte a 2030.

Se realizaron 7 encuentros con los Nodos Pací-
fico Sur, Caribe e Insular, Eje Cafetero, Centro 
Oriente Andino, Antioquia, NorAndino y Orino-
quia, cuyos principales resultados fueron:

•	 Reconocimiento y posicionamiento de los 
Nodos de Cambio Climático Regional como 

instancias de coordinación y articulación de 
la acción climática en región.

•	 Socialización de instrumentos normativos y 
técnicos relevantes para la acción climática 
(Ley de Acción Climática, NDC, Estrategia 
de Largo Plazo E2050, Estrategia Colombia 
Carbono Neutral)

•	 Reconocimiento de acciones, iniciativas 
y proyectos locales que aportan al 
cumplimiento de las metas de la NDC y de 
la Ley 2169 de 2021.

•	 Identificación de barreras y retos del 
territorio para la implementación de 
acciones para la gestión del cambio 
climático.

•	 Desarrollo de encuentros con el sector 
privado, para motivar a la vinculación y trabajo 
conjunto con el sector público, en pro del 
cumplimiento de las metas y medidas de la 
NDC y ruta hacia carbono neutralidad.

La participación de más de mil personas en esta 
gira ha sido una muestra importante del interés 
que ha despertado la acción climática en el país, 
y un motivo para seguir trabajando por esta im-
portante causa. 

1.1.2 	Estrategia de reducción gei a mediano 	
plazo - NDC

Si bien la actualización de la NDC hizo parte de 
las acciones implementadas a corto plazo, es 
indudable que su implementación esté enmar-
cada dentro del mediado plazo.

Como se ha mencionado anteriormente, la NDC 
actualizada fue presenta ante la CMNUCC en di-
ciembre del 2020. Para cumplir con este hito, se 
llevó a cabo un proceso que inició en el año 2019, 
por medio de la aprobación de la hoja de ruta de 
actualización de la NDC, la cual responde a los 
principios rectores establecidos por el Acuerdo 
de París, tales como uso de la mejor informa-
ción disponible, progresión y no regresión, lide-
razgo en transparencia y congruencia. 

Los pasos para la actualización se pueden resu-
mir de la siguiente manera: 

1.	 Mandato político 
2.	 Diagnóstico del estado de la NDC al año 

2020. 
3.	 Actualización del escenario de referencia de 

las emisiones de gases efecto invernadero. 
4.	 Definición de las prioridades y necesidades 

de adaptación 
5.	 Revisión de las acciones y objetivos de 

mitigación 
6.	 Decisión política 
7.	 Actualización y entrega de la NDC

La Contribución Determinada a Nivel Nacional 
o NDC establece cerca de 200 acciones. Entre 
estas se encuentran:

•	 Acciones para reducir las emisiones de 
gases de efecto invernadero y/o para 

potenciar los sumideros de carbono 
conocidas como mitigación.

•	 Acciones para aumentar la resiliencia y la 
capacidad adaptativa de comunidades y 
ecosistemas ante los impactos del cambio 
climático, conocidas como adaptación.

•	 Acciones transversales en diferentes 
carteras, tales como educación, ciencia, 
planificación, financiamiento, entre otros, 
conocidas técnicamente como medios de 
implementación.

El país ha identificado un portafolio de medidas 
cuya implementación soportará el cumplimien-
to de su meta de mitigación de gases de efecto 
invernadero. Este portafolio se compone de un 
listado de 32 medidas de carácter nacional, lide-
radas por carteras ministeriales, 87 de carácter 
subnacional, lideradas por entidades territo-
riales, 24 lideradas por empresas y 3 para re-
ducción de carbono negro, para un total de 146 
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medidas. Cada una se consolidó con los respon-
sables de su implementación, en concertación 
con los demás actores, en función de alcanzar la 
meta de mitigación común.

A nivel sectorial, las metas y medidas se derivan 
en gran parte de los Planes Integrales de Ges-
tión del Cambio Climático Sectoriales, PIGCCS, 
instrumentos específicos para cada sector, que 
reflejan tanto su diagnóstico como sus líneas de 
acción, medidas y metas, incluidas metas espe-
cíficas de reducción de emisiones de GEI para 
cada sector. Entre los ejemplos de medidas sec-
toriales en las NDC se encuentran:

	 Promoción de la movilidad eléctrica.
	 Modernización del transporte automotor 

de carga.
	 Medidas hacia la eficiencia energética y 

el control de emisiones fugitivas.
	 Procesos de producción sostenible en la 

industria.
	 Gestión integral de residuos sólidos y de 

aguas residuales domésticas.
	 Promoción de la construcción sostenible.
	 Restauración ecológica.
	 Sustitución de fogones tradicionales de 

leña por estufas ecoeficientes.
	 Sustitución de sustancias agotadoras 

de ozono que también contribuyen al 
calentamiento global.

	 Promoción de distritos térmicos.
	 Reducción de la deforestación.

A nivel territorial, los instrumentos de referen-
cia principales fueron los Planes Integrales de 
Gestión del Cambio Climático Territoriales, PI-
GCCT, y de otros planes de gestión regional y 
local relacionados con el cambio climático, en 
los cuales se formulan medidas de mitigación 
y adaptación ajustados a sus necesidades y ca-
pacidades. Las regiones han mostrado avances 
importantes en la planificación e implementa-
ción, pero aún existen importantes retos en la 
formulación, cuantificación y seguimiento de 
medidas a escala subnacional. 

Con ocasión de la actualización de la NDC, en el 
componente de adaptación se presentan 30 me-
tas que reflejan las prioridades del país al 2030 
en áreas como la conservación y protección de 
los ecosistemas, por medio de la ampliación de 
áreas protegidas, procesos de restauración en 
áreas protegidas, delimitación de los páramos, 
implementación de acciones de Adaptación ba-
sada en Ecosistemas (AbE) en las zonas marinas 
y costeras, gestión del riesgo, entre otras.

Así mismo, la actualización de la NDC permitió 
identificar las necesidades en desarrollo y trans-
ferencia de tecnología, al igual que creación y 
fortalecimiento de capacidades, además de fi-
nanciamiento para el cumplimiento de las metas. 

Comenzar a implementar estas acciones es una 
prioridad del actual gobierno que dio un gran 
paso en esta lucha contra la crisis ambiental al 
comprometerse con la meta de reducir un 51 % 
las emisiones de Gases Efecto Invernadero (GEI) 
a 2030. Aunque este ambicioso compromiso se 
asumió en el actual Gobierno, la NDC es una po-
lítica de Estado, que tendrá que cumplirse inde-
pendientemente del gobierno en curso. 

La implementación de la NDC es un esfuerzo 
de largo aliento que va a ser recompensado es-
pecialmente para las empresas que logren em-
pezar cuanto antes con su transformación. La 
comunidad internacional por ahora no tiene exi-
gencias tan estrictas y las buenas intenciones 
sostenibles de los países se han trabajado de 
manera voluntaria y amistosa, pero en un futuro 
muy próximo esta va a exigir el cumplimiento de 
las medidas trazadas para contrarrestar la cri-
sis climática. La restricción de mercados y de fi-
nanciación que los actores internacionales pue-
dan establecer, obligará a los países a cumplir 
sus compromisos ambientales. Las transfor-
maciones tecnológicas e institucionales que la 
sociedad colombiana tiene que emprender son 
profundas. En el año 2050 se tiene que ser un 
país muy distinto al que es hoy, así que el camino 
hacia esa transformación es urgente.

Plan de Implementación

La Ley 2169 en su artículo 23 establece para to-
das las metas y medidas de la NDC y la ley el 
Plan de implementación y seguimiento (PdIS). 
Este es un instrumento para la concertación, va-
lidación y seguimiento a acciones encaminadas 
al cumplimiento de las metas y medidas, el cual 
fue desarrollado por cada una de las entidades, 
territorios y sector privado con obligaciones es-
pecificas en la ley y la NDC.

Este Plan servirá para determinar el grado de 
avance en la implementación de los compro-
misos, así como para capturar información en 
materia de financiamiento, gestión de recursos, 
planes y cronogramas de acción específicos, 
gestión del conocimiento y sistemas de infor-
mación, incluyendo algunos insumos para la 
elaboración de reportes en el marco de la CM-
NUCC y el Acuerdo de París, en articulación con 
el SNICC y el SIAC. El PdIS está compuesto por 
cinco componentes:

1.	 Coordinación, gestión y gobernanza: 
Establece la estructura de coordinación 
y articulación entre las entidades 
responsables e involucradas en el Plan de 
Implementación y Seguimiento.

2.	 Financiamiento y gestión de recursos: 
Establece las gestiones y necesidades de 
financiamiento y las bases de los costos 
estimados de cada una de las acciones de 
mitigación y adaptación.

3.	 Planes y cronograma de acción específicos, 
sectoriales y territoriales: Enmarca las 
acciones y actividades de ejecución y gestión 
bajo una estructura cronológica.

4.	 Gestión del conocimiento y sistemas de 
información: La gestión del conocimiento 
hace referencia a las acciones relacionadas 
con el fortalecimiento de capacidades y 
transferencia de tecnología identificadas 
para subsanar las necesidades y 

barreras en términos de capacidades 
técnicas, tecnológicas, de investigación 
y de fortalecimiento institucional. Hace 
referencia a los sistemas con los que 
cuenta cada entidad para gestionar, 
administrar y reportar la información 
asociada al seguimiento de las metas 
y medidas a su cargo. Por lo tanto, las 
entidades con responsabilidades en la 
formulación del Plan de Implementación 
y Seguimiento deberán incluir en este 
plan las acciones previstas para crear 
o fortalecer sus sistemas de Monitoreo, 
Reporte y Verificación (MRV) y los sistemas 
de Monitoreo y Evaluación (M&E)

5.	 Esquema de seguimiento y reporte: 
Herramientas y sistemas que según lo 
establecido en el artículo 24 de la Ley 2169 de 
2021, se usarán bajo coordinación y liderazgo 
del DNP.

La metodología para elaborar los primeros cuatro 
componentes fue desarrollada por Minambiente, 
mientras que el DNP desarrolló lo propio para el 
quinto componente. Cada uno de los responsables 
de las metas trabajó durante el primer semestre 
de 2002 para el desarrollo de sus planes de im-
plementación, los cuales fueron aprobados por la 
Comisión Intersectorial de Cambio Climático el 17 
de junio de 2022. Estos planes trazan la ruta de 
acción para el logro de los compromisos adqui-
ridos al 2030 en materia de cambio climático. Es 
responsabilidad de cada una de las carteras sec-
toriales, territorios y empresas dar cumplimiento 
a las acciones establecidas en los PdIS y visibilizar 
los esfuerzos desarrollados para el cumplimiento 
de las metas y medias de la NDC y Ley. 

Es por esto que el Gobierno Nacional, en cabe-
za del DNP, desarrollará una plataforma digital 
que permita evidenciar el estado de avance de 
los compromisos. A la fecha Colombia es el país 
con más avances en su sistema de seguimiento 
y evaluación de Latinoamérica.
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Participación del Sector Privado – 
Programa Colombia Carbono Neutral

Siguiendo el compromiso de Acción Climática 
del país, 7 empresas establecieron metas vin-
culantes en la NDC. Esto, aunque es un avan-
ce ejemplar, planteó la necesidad de establecer 
una estrategia para ampliar el número de em-
presas que implementan acciones para reducir 
sus emisiones y que transiten hacia la carbono 
neutralidad. El 7 de abril de 2021 fue lanzado el 
Programa Colombia Carbono Neutral (PCCN) 
bajo el liderazgo de Minambiente, como un 
mecanismo de acción temprana para impulsar 
el cumplimiento de las metas de reducción de 
emisiones de GEI establecidas en la NDC. 

El objetivo planteado para el PCCN consiste en 
dinamizar, fortalecer y visibilizar la gestión de 
las emisiones de GEI en las organizaciones pri-
vadas, con el propósito de aunar esfuerzos en la 

construcción de una economía baja en carbono. 
Para ello, el PCCN brinda ciclos de orientación 
técnica a las empresas en medición, mitigación 
y compensación de emisiones de GEI, promo-
viendo así, modelos de autogestión de la hue-
lla de carbono al interior de las organizaciones. 
La metodología incluye sesiones de orientación 
virtuales sincrónicas y actividades asincrónicas 
(videos cortos, lecturas de soporte, foros para 
preguntas y respuestas).

El programa impulsa a las entidades privadas 
a diferenciarse e integrar la cultura de la pro-
ducción sostenible y el consumo responsable 
como base de su modelo económico y operati-
vo. Las empresas generan valor al mitigar sus 
emisiones de GEI y adaptar su operación al cam-
bio climático en la medida que esto genera: i) 
ahorros económicos derivados de la eficiencia 
operativa en uso de insumos y energía; ii) ca-
pacidad de gestionar riesgos físicos, reputacio-

nales y en cambios de normatividad derivados 
del cambio climático; iii) posibilidad de acceso a 
nuevos mercados que valoran y/o exigen avan-
ces en acción climática, lo cual abre oportuni-
dades de diferenciación y posicionamiento; y iv) 
oportunidades de acceso a capital y seguros que 
están atados a reconocimiento y/o exigencias en 
descarbonización.

Lo que inició con un grupo de 103 compañías du-
rante el 2021, creció durante el 2022 a cerca de 
1000 organizaciones vinculadas al PNCN, 60 % 
Mipymes y 40 % grandes, que representan 216 ac-
tividades económicas, principalmente del sector 
manufacturero (24,8 %), transporte (9,4 %), agro-
pecuario (8,6 %) y comercio al por mayor (8,3 %). 

Las empresas participantes presentan diferen-
tes niveles de avance en su trayectoria hacia la 
carbono neutralidad. Entre las 494 organizacio-
nes vinculadas durante 2022-I, el 42 % reportan 
contar con inventarios de GEI y el 72 % haber 
implementado acciones para reducir sus emi-
siones de GEI, directa o indirectamente. Entre 
las acciones de mitigación reportadas a junio de 
2022 por las organizaciones participantes, las 
reducciones de GEI suman más de 10 millones 
de toneladas de co2eq/anuales y representan 
ahorros por más de 340.000 millones de pesos 
al año. Por otro lado, el 13 % de las organizacio-
nes afirma haber comprado créditos de carbo-
no y exponen más de 1,7 millones de ton co2eq 
compensadas. Por último, el 6 % de las empre-
sas ya están certificadas como carbono neutro.

El PCCN ha demostrado ser un mecanismo efec-
tivo de acompañamiento y orientación empresa-
rial en temas asociados al cambio climático que 
ha facilitado el apoyo a las organizaciones del 
país, de todo tamaño y sector económico, en su 
ruta hacia la carbono neutralidad. El programa 
ha tenido una gran acogida por parte del sector 
privado, evidenciando que las organizaciones 
están interesadas en aportar a las metas del 
cambio climático y a aprovechar los recursos 

que el Gobierno destina para orientar el camino. 
Se proyecta alcanzar una masa crítica de em-
presas transitando el camino a las cero emisio-
nes, llegando a un millar de organizaciones a fi-
nalizar 2022. Es así como Colombia se posiciona 
como líder regional en acciones concretas para 
reducir su huella de carbono. 

Los Planes Integrales de Gestión del 
Cambio Climático Sectoriales (PIGCCS)

Los PIGCC sectoriales son los instrumentos a tra-
vés de los cuales cada Ministerio identifica, evalúa 
y orienta la incorporación de medidas de mitiga-
ción de gases efecto invernadero y adaptación al 
cambio climático en las políticas y regulaciones del 
respectivo sector. Dichos planes aterrizan las ór-
denes nacionales en los temas regionales y se 
desarrollan bajo la autonomía y las directrices 
de cada territorio. Son instrumentos a nivel de-
partamental que deben ser liderados por la en-
tidad territorial en coordinación con autoridades 
ambientales.

 La Ley 1753 de 2015 (Art. 170) estableció que los 
Ministerios de: Hacienda; Agricultura y Desarro-
llo Rural; Minas y Energía; Transporte; Salud y 
Protección Social; Vivienda, Ciudad y Territorio; 
y Comercio, Industria y Turismo, debían formu-
lar e implementar planes sectoriales de adap-
tación al cambio climático y planes de acción 
sectorial de mitigación. 

Posteriormente, la Ley 1931 de 2018 (Art. 7) dis-
puso que corresponde a los Ministerios que ha-
cen parte del SISCLIMA formular, implementar y 
hacer seguimiento a los PIGCCS. Esta obligación 
incluye entonces, además de los Ministerios se-
ñalados en la Ley 1753 de 2015, a los de Ambien-
te, Interior y Relaciones Exteriores. En cuanto a 
DNP, IDEAM, UNGRD y Fondo Adaptación, al no 
ser Ministerios no están obligados a la formu-
lación de PIGCCS. En el caso del Ministerio de 
Defensa, la formulación de su PIGCCS es volun-
taria pues no tiene mandato legal de hacerlo.

©
 F

ot
og

ra
fía

 E
m

ili
o 

Ap
ar

ic
io



38           /           Colombia más sostenible y competitiva Hacia un país carbono neutral y de naturaleza positiva         /        39  

1.1.3 	Estrategia de Reducción GEI a Largo 
Plazo – E2050

La Estrategia Climática de Largo Plazo de Co-
lombia E2050 es el instrumento de Política de 
Estado por el cual Colombia planifica estra-
tégicamente los cambios y transformaciones 
profundas que son necesarios para convertir-
nos en un país resiliente al clima. Esto es, una 
sociedad y economía carbono neutral con am-
plias capacidades de adaptación en territorios y 
sectores, sustentadas en la conservación de la 
biodiversidad. Esta es la respuesta al compro-
miso del Acuerdo de París de establecer una Es-
trategia de Largo Plazo para lograr la carbono 
neutralidad.

La E2050 establece los temas clave y las trayec-
torias para orientar las discusiones y procesos 
de construcción nacionales y regionales que 
permitan aumentar considerablemente de ma-
nera progresiva la ambición climática y trans-
formar a Colombia en un país resiliente al clima. 

La importancia de la E2050 radica en que será 
precisamente esta estrategia la que identifique, 
oriente y lidere los cambios y transformaciones 
profundas, a nivel sectorial y territorial, que Co-
lombia deberá seguir para construir una resi-
liencia climática socio ecológica. 

La E2050 permitirá orientar la planificación de 
tendencias en la generación de conocimiento, 
tecnología e innovación, y el diseño de estrate-
gias y programas educativos acordes con los re-
tos de la gestión del cambio climático, así como 
la elaboración de políticas ambientales, econó-
micas y sociales apropiadas, de manera que el 
país no vea amenazado su crecimiento económi-
co, competitividad, equidad, prosperidad y sos-
tenibilidad en el largo plazo.

Esta estrategia es el resultado de 22 meses de 
trabajo donde más de 2100 personas, de alrede-
dor de 500 instituciones aportaron en los más 
de 300 espacios diferentes de reunión y trabajo 

que fueron implementados para la construcción 
participativa de esta estrategia. Los espacios de 
conversación, consulta y construcción incluye-
ron actores públicos, privados, de la sociedad 
civil organizada (ONG, fundaciones, corpora-
ciones), de la sociedad civil no necesariamente 
organizada (grupos activistas, jóvenes, personas 
interesadas), representantes de las comunida-
des indígenas y afrocolombianas. El documento, 
además, surtió el proceso de consulta pública 
donde todos los actores de la sociedad pudieron 
comentar libremente las propuestas previas a la 
versión final.

Además, el proceso contó con el apoyo perma-
nente de un comité de 13 expertos en diversos 
temas coyunturales para el desarrollo del país, 
tales como: planeación nacional y política pública; 
planeación territorial (local); política internacio-
nal; finanzas públicas; ciudades y temas urbanos; 
temas marinos, costeros e insulares; desarrollo 
rural integral; biodiversidad y servicios ecosisté-
micos; ciencia del cambio  climático; temas socia-
les; emprendimiento e innovación empresarial; 
energía y soluciones basadas en la naturaleza.

Estructuración

En la E2050 se establece la siguiente Visión de 
país: “En 2050 Colombia será un país resilien-
te al clima, que prioriza el bienestar humano, 
la conservación de la biodiversidad y la seguri-
dad hídrica. Tendrá una economía competitiva, 
circular y carbono neutral. También, regiones, 
sectores e instituciones con amplias capacida-
des para la adaptación al cambio climático, al-
canzadas a partir de transformaciones sosteni-
bles promovidas a través de un actuar ético, del 
conocimiento, la innovación, la inclusión social 
multicultural, la seguridad alimentaria y el for-
talecimiento de la gobernanza territorial” (Go-
bierno de Colombia, 2021).

En la E2050 se plantean dos grandes objetivos 
que el país deberá cumplir para 2050 (Gobierno 
de Colombia, 2021):

TABLA 1
Estado actual de los PIGCC Sectoriales

Ministerio/Entidad Mandato PI-
GCCS Estado PIGCCS Miembro 

CICC Inclusión en CICC

Energía Ley 1753/15 Adoptado Sí D 298/16

Agricultura Ley 1753/15 Adoptado Sí D 298/16

Vivienda Ley 1753/15 Adoptado Sí Ley 1931/18

Comercio Ley 1753/15 Adoptado Sí Ley 1931/18

Transporte Ley 1753/15 En formulación Si D 298/16

Salud Ley 1753/15 En formulación No Proyecto Decreto CNCC

Hacienda Ley 1753/15 En formulación Sí D 298/16

Ambiente Ley 1931/18 En formulación Sí D 298/16

Defensa Voluntario en formulación No

Fuente: Elaboración propia

Planes Integrales de Gestión del Cambio 
Climático Territoriales (PIGCCT)

Los PIGCC Territoriales son los instrumentos a 
través de los cuales las entidades territoriales y 
autoridades ambientales regionales identifican, 
evalúan, priorizan, y definen medidas y accio-
nes de adaptación y de mitigación de emisiones 
de gases efecto invernadero, para ser imple-
mentados en el territorio para el cual han sido 
formulados.

Las directrices de estos planes integrales deben 
ser incorporadas dentro de los instrumentos de 
planeación del departamento y del municipio, 
en los planes de desarrollo y planes de ordena-
miento, dado que allí se recogen las líneas de 
trabajo para que queden con carácter vinculante 
y visible dentro del ejercicio de la política pública 
del municipio y en los planes de acción de las 
autoridades ambientales.

Las alcaldías, gobernaciones y territorios están 
llamados a ejercer un liderazgo claro, a sumar 

esfuerzos con las autoridades ambientales, las 
organizaciones de la sociedad civil, la ciudada-
nía y la academia, para que puedan ejecutar la 
gestión del cambio climático, que no es respon-
sabilidad exclusiva del departamento, sino que 
es un trabajo de todos, pues todos han sido par-
te del problema y deben ser parte también de la 
solución.

Bajo el liderazgo de Minambiente, se propuso 
tener el 100 % del territorio con PIGCC territo-
riales, por lo cual ha enfocado sus esfuerzos a 
nivel departamental. Así las cosas, los planes 
formulados a la fecha son 29, de los cuales 28 
responden a un carácter integral, y San Andrés, 
que aborda el componente de adaptación, el 
cual ya está estructurando la hoja de ruta al in-
cluir el componente de mitigación. En este mo-
mento, los 3 departamentos restantes que se 
encuentran en proceso de formular su PIGCCT, 
son: Sucre y Boyacá, con avance medio, y Bolí-
var, que recientemente inició de manera formal 
la formulación de su PIGCCT.
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1.	 Carbono neutralidad: Es decir, reducir 
nuestras emisiones de GEI (gases de efecto 
invernadero) alrededor del 90 % respecto a 
las que teníamos en el 2015, y balancear con 
absorciones el 10 % restante para alcanzar así 
anualmente un balance neto cero. Según esto, 
nuestras emisiones de GEI en 2050 deberán 
ser de alrededor de los 20 a 50 MTonCO2eq.

2.	 Adelantar acciones significativas de 
adaptación: que permitan reducir la 
vulnerabilidad de los municipios y 
departamentos a los daños y pérdidas 
causados por cambio climático, con un 
enfoque territorial integral y multisectorial, 

pasando de la clasificación actual de Alto 
(0,88), a una vulnerabilidad Baja o Muy Baja 
(≤ 0,4) (IDEAM et al. 2017).

Para alcanzar está visión y objetivos, la E2050 
se estructura en 9 apuestas, las cuales se pro-
pone se desarrollen a través de 48 opciones de 
transformación y 195 referentes de ambición, es 
decir, cambios mínimos requeridos a 2050 para 
que Colombia logre construir un futuro resi-
liente al clima al 2050. Además, hay dos temas 
transversales que articulan la relación entre 
apuestas, estos son, el género y la gestión inte-
gral de riesgos de desastres asociados al clima.

Para cada una de las nueve (9) Apuestas descri-
tas anteriormente se tienen algunos referentes 
de ambición a alcanzar al 2030, 2040, 2050 (Go-
bierno de Colombia, 2021). 

Apuesta 1: Ampliar y fortalecer los procesos 
de creación de conocimiento climático como 
elemento estratégico que respalde la toma de 
decisiones, la elaboración de políticas y la go-
bernanza local, regional y nacional, para optimi-
zar la gestión territorial, la inclusión social y la 
transformación productiva.

Dentro de las opciones de transformación de 
esta apuesta se encuentran el fortalecimiento 
del monitoreo climático; la innovación disruptiva 
para la transición territorial, empresarial e ins-
titucional hacia la resiliencia climática; la edu-
cación, formación y sensibilización en cambio 
climático; y el empoderamiento y la gobernanza 
social participativa para la gestión integral del 
cambio climático. Algunos referentes de ambi-
ción para esta apuesta, son: 

•	 El 80-100 % de la población colombiana 
informada y sensibilizada sobre el cambio 
climático y sus efectos.

•	 El 80-100 % de los centros de investigación 
y pensamiento, públicos y privados 
fortalecidos para la generación de 
conocimiento sobre cambio climático a nivel 
nacional y regional.

•	 Sistemas de monitoreo climático y alertas 
tempranas con participación y liderazgo de 
las comunidades locales y funcionando en el 
80-100 % de los municipios del país. 

Apuesta 2: Gestión integral de la biodiversidad 
y sus servicios ecosistémicos como base de la 
resiliencia climática para el bienestar colectivo 
de los colombianos.

Para el logro de esta apuesta se definen op-
ciones de transformación como la transición 
socioecológica hacia paisajes culturales multi-
funcionales, reducir la deforestación y degrada-

ción de ecosistemas, aumentar la conectividad 
ecológica; manejo sostenible de ecosistemas 
marinos, costeros y oceánicos; gestión integral 
del agua, entre otros. Así mismo, son referentes 
de ambición los siguientes:

•	 Cero deforestación neta al 2030.
•	 Un (1) millón de hectáreas bajo restauración 

al 2030
•	 100 % de implementación de los Planes 

Estratégicos de Macrocuencas para 
la reducción de la vulnerabilidad ante 
fenómenos meteorológicos extremos y el 
cambio climático.

•	 Restauración entre el 60-90 % de los 
humedales costeros claves para la 
conservación (por ejemplo: Ciénaga Grande 
de Santa Marta, Bahía de Cartagena, 
Ciénaga de Mallorquín, Ciénaga de la Virgen, 
entre otros).

Apuesta 3: Producción y consumo sostenible 
para una economía innovadora e incluyente. 

Para esta apuesta se definieron importantes op-
ciones de transformación, como la promoción de 
la economía circular para la generación de nue-
vos negocios y nuevos empleos, basados en la re-
cuperación de los residuos y sistemas producti-
vos más eficientes; el impulso de la bioeconomía 
y los negocios verdes para el aprovechamiento 
sostenible de la biodiversidad; la promoción del 
consumo y el estilo de vida sostenibles. Entre los 
referentes de ambición se encuentran:

•	 Lograr tasas de aprovechamiento entre el 40 
% y el 90 % en materiales como vidrio, textiles, 
cemento, plásticos y acero, entre otros. 

•	 Aumento entre el 80 % y el 90 % (frente a 
línea base de 2020) del número de empresas 
dedicadas a la bioeconomía, la economía 
circular y los negocios verdes

•	 Entre el 70 % y 90 % de los hogares 
colombianos que afirman tener en cuenta 
criterios sostenibles en su consumo y en la 
economía del cuidado.

FIGURA 1
Diagrama de las 9 apuestas que conforman la E2050 de Colombia.

Fuente: (Gobierno de Colombia, 2021)
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Apuesta 4: Transición justa de la fuerza labo-
ral que mejora la calidad de vida y la inclusión 
social y económica de la población, sin dejar a 
nadie atrás.

Para el logro de esta apuesta se plantea formu-
lar y hacer seguimiento y monitoreo a una es-
trategia nacional para la transición justa de la 
fuerza laboral, adaptar la oferta educativa y la 
formación para el empleo, entre otras opciones 
de transformación. Entre los referentes de am-
bición se encuentran:

•	 Aumentar el número de programas de 
pregrado y posgrado afines con sectores 
clave para la resiliencia climática (economía 
circular, bioeconomía, energías renovables, 
ciencia, tecnología e innovación).

•	 La informalidad laborar en el país se reduce 
a la media de los países OCDE. 

•	 Los empleos verdes representan el 45 
% de los empleos del país y cuentan con 
participación de mujeres en roles no 
tradicionales.

Apuesta 5: Desarrollo rural, marino y costero, 
diferenciado por las distintas regiones del país, 
incluyente, integrado a las ciudades y sectores, 
resiliente a la variabilidad y al cambio climáti-
co que aumenta y favorece la biodiversidad y los 
servicios ecosistémicos, evita la deforestación y 
garantiza la seguridad alimentaria y nutricional 
de la población colombiana.

Esta apuesta tiene importantes opciones de 
transformación, como el establecimiento de 
sistemas agroalimentarios sostenibles y paisa-
jes agropecuarios que aumentan la capacidad 
adaptativa de los productores, el manejo de pes-
querías con criterios de desarrollo rural y una 
economía forestal competitiva. Algunos impor-
tantes referentes de ambición son:

•	 Reconversión y sustitución del 70-100 % de 
los sistemas productivos de alto impacto en 
ecosistemas estratégicos.

•	 El 70-90 % de los territorios étnicos 
(reservas indígenas, palenqueras, 
afrocolombianas, entre otros) han 
implementado sistemas agroalimentarios 
con alta capacidad de adaptación gracias al 
conocimiento tradicional y ancestral de sus 
comunidades locales. 

•	 El 70-100 % de los stocks de pesca en 
aguas marinas y oceánicas de Colombia 
son aprovechadas de manera sostenible y 
responsable.

•	 Entre el 46-55 % de los bosques naturales 
bajo planes de conservación y uso 
sostenible vinculado al restablecimiento 
y fortalecimiento de los conocimientos 
tradicionales, y reconociendo las 
estructuras de gobernanza forestal local. 

Apuesta 6: Ciudades regiones con un desarrollo 
urbano integral para su sostenibilidad ambien-
tal, que fomenten la diversidad, equidad, co-
nectividad y productividad, con una gobernanza 
urbana robusta para la gestión eficiente de sus 
recursos y del cambio climático, junto con una 
ciudadanía con patrones sostenibles de consu-
mo, participativa e incidente.

Dentro de las opciones de transformación de 
esta apuesta están el crecimiento urbano or-
denado y la planeación efectiva local y regional, 
sistemas de movilidad centrados en la calidad, 
edificaciones altamente eficientes y adaptadas 
al cambio climático, y la implementación de so-
luciones basadas en la naturaleza en las ciuda-
des. De igual forma, se plantea alcanzar:

•	 El 100 % de municipios reducen la 
vulnerabilidad de los asentamientos 
localizados en zonas de alto riesgo climático 
mitigable.

•	 El 100 % de los nuevos proyectos de 
transporte urbano incorporan componentes 
del desarrollo orientado al transporte.

•	 El 100 % de las edificaciones nuevas, 
infraestructura y renovaciones generan cero 
emisiones de carbono incorporado.

•	 En todas las ciudades se incrementa la 
cantidad, calidad y funcionalidad de las 
infraestructuras verdes públicas y privadas

Apuesta 7: Matriz energética diversificada para 
atender la demanda a través de fuentes renova-
bles y que permitirá el acceso a recursos lim-
pios y al uso de tecnologías más eficientes.

Para alcanzar esta apuesta se plantea avanzar 
en la electrificación de la economía, la incorpo-
ración de redes inteligentes, la implementación 
de energías renovables distribuidas y su digita-
lización, la adopción de tecnologías de captura 
y almacenamiento de carbono (CCUS), entre 
otros. Así mismo, con esta apuesta se buscan 
referentes de transformación como:

•	 En 2050, gracias al potencial eólico, solar 
y otros, se alcanzaría un factor de emisión 
del orden de 26 g CO2 por kWh e incluso 
apostar a escenario más optimistas de 1 g 
CO2 por kWh.

•	 Adopción de las mejores tecnologías 
disponibles (BAT) en todos los usos finales 
de energía, con un impacto de entre 40 
y 60 % de la reducción de demanda y de 
emisiones asociadas.

•	 El 100 % de las personas usuarias 
tiene acceso a la energía eléctrica. El 
abastecimiento en los centros aislados 
se realiza con fuentes renovables, 
almacenamiento y microrredes.

Apuesta 8: Movilidad e infraestructura sosteni-
bles que dan lugar a costos óptimos para la eco-
nomía en todas sus transacciones físicas.

Hacen parte de las opciones de transformación 
de esta apuesta la implementación de sistemas 
de transporte no dependiente de combustibles 
fósiles, transporte aéreo y aeropuertos, con 
tecnologías que reduzcan el riesgo por cambio 
climático, el fin de ingreso de nuevos vehículos 
con motores movidos con combustibles fósiles, 
la implementación de corredores viales y trans-

porte marítimo y fluvial inteligentes. A través de 
estas opciones se busca:

•	 Reducción de las emisiones de gases 
de efecto invernadero en el transporte 
carretero de pasajeros a un valor entre 19-
25 % de las emisiones de 2015.

•	 Reducción de la intensidad energética del 
transporte de carga entre el 30 % y 45 % al 
2050, comparado con 2015.

•	 A partir de 2030, el 100 % de los proyectos 
de infraestructura de la red primaria 
y secundaria de transporte serán 
estructurados incorporando criterios de 
“Smart Road”.

•	 Entre el 60-80 % de los proyectos de 
infraestructura vial que se ejecuten 
incorporan los lineamientos de 
infraestructura verde vial.

Apuesta 9: Incrementar la capacidad de adapta-
ción de la población y del sistema 

de salud ante eventos sensibles a la variabili-
dad y al cambio en el clima, en articulación con 
los determinantes sociales y ambientales de la 
salud.

La implementación de un sistema integrado de 
vigilancia y control de salud pública y un sistema 
de alertas tempranas que incluyan factores cli-
máticos y no climáticos, la promoción de la go-
bernanza en salud para la prevención de la mala 
adaptación, e infraestructura de salud adapta-
da son las opciones de transformación de esta 
apuesta. Y algunos referentes de ambición son:

•	 Contar con un Sistema Integrado de 
Vigilancia y Control en Salud Pública 
(SIVCSP) y una red de Sistemas de Alerta 
Temprana (SAT) de eventos sensibles al 
clima para 100 % de los eventos sensibles 
priorizados con enfoque territorial, de 
género y diferencial. 

•	 100 % de los municipios implementan 
proyectos de adaptación en salud.
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1.2 Instrumentos económicos y de mercado

1.2.1. Mercados de carbono

Los instrumentos económicos y de mercado ha-
cen parte de los medios de implementación que 
se han identificado para avanzar en el cumpli-
miento de las metas de reducción de emisiones 
de GEI establecidas en el marco de los acuerdos 
internacionales en materia de cambio climático. 
Estos instrumentos tienen como propósito en-
viar señales económicas a los agentes regula-
dos para que integren dentro de sus actividades 
productivas los costos sociales y ambientales 
que se derivan por la emisión de GEI, y de esta 
manera, se generen los cambios comportamen-

tales que se requieren para que en el mediano y 
largo plazo se avance hacia una economía baja 
en carbono. 

	

A nivel de América Latina y el Caribe, Colombia, 
junto con Chile, México y Argentina se destaca 
por ser uno de los países que ha logrado mayo-
res avances en el establecimiento de este tipo 
de instrumentos. Como se observa en la Figu-
ra 2, el país cuenta con un impuesto al carbono 
implementado, un mecanismo de compensación 
que hace parte integral de este gravamen, y un 
sistema de comercio de emisiones en proceso 
de desarrollo. 

1.2.2 	El impuesto al carbono y su mecanismo 
de compensación

El impuesto al carbono se establece en 2016 
en el marco de la reforma tributaria y se ca-
racteriza por ser el primer impuesto verde del 
país, es decir, que tiene una finalidad ambien-
tal más que fiscal o recaudatoria. Los combus-
tibles fósiles sobre los que recae el gravamen 
son: gasolina, kerosene, jet fuel, ACPM, fuel oil, 
gas natural empleado en la industria de la refi-
nación de hidrocarburos y la petroquímica, y el 
gas licuado de petróleo –GLP-, utilizado para la 
venta a usuarios industriales, que de acuerdo 

con el Inventario Nacional de Gases de Efecto 
Invernadero (INGEI), corresponden aproximada-
mente al 13,8  % de las emisiones de GEI de país 
para el año 2018 (IDEAM, Fundación Natura, 
PNUD, MADS, DNP, Cancillería, 2021), es decir, 
cerca de 41,788 millones de toneladas de CO2 
equivalente3.

En comparación con otros impuestos al carbono 
establecidos a nivel internacional, Colombia se 
encuentra dentro del promedio latinoamerica-
no, con una tarifa de USD 5 dólares por tonelada 
de CO2 equivalente (ver figura 3).

FIGURA 2 
Panorama de impuestos al carbono y sistemas de comercio de emisiones a nivel mundial.

 Fuente: (World Bank, 2021)

3  Cálculos propios 
Dirección de Cambio 
Climático y Gestión del 
Riesgo-DCCGR-, Mi-
nAmbiente, a partir de la 
información disponible 
en (IDEAM, Fundación 
Natura, PNUD, MADS, 
DNP, Cancillería, 2021)
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FIGURA 3
Tarifas de los impuestos al carbono a nivel mundial, 2020 USD/ton CO2.

Si bien en estudios realizados para Minambiente 
se ha identificado que la tarifa del impuesto es 
baja, es importante tener en cuenta que, aunque 
la finalidad del impuesto es reducir emisiones 
de GEI, cuando se diseñan estos instrumentos, 
se deben considerar aspectos de tipo macroeco-
nómico, con el fin evitar que se generen efectos 
no deseados en la actividad económica. 

Por esta razón, como se observa en la Figura 
4, aunque hay países que tienen impuestos al 
carbono más altos, como, por ejemplo, Suecia, 
Suiza, Finlandia, Noruega, Francia, esto no ne-
cesariamente significa que sus políticas para la 

gestión de las emisiones de GEI vía instrumen-
tos económicos, sean mejores, dado que cada 
diseño responde a las características y dinámi-
cas económicas, regulatorias y políticas de los 
países.

Por otra parte, en el caso particular de Colombia 
hay que tener en cuenta el mecanismo de com-
pensación que se creó a la par con el impuesto 
al carbono, y que además de convertirse en un 
incentivo para el desarrollo de iniciativas de mi-
tigación de GEI, fue pionero a nivel latinoameri-
cano y sirvió de referente para otros países de la 
región como Chile. 

Por otra parte, la no causación del impuesto al 
carbono, ha contribuido a una evolución de lo que 
se conoce como el mercado voluntario de carbo-
no, a partir del cual se intercambian entre vende-
dores y compradores, las reducciones y remocio-
nes de GEI que se obtienen a través de iniciativas 
voluntarias de reducción o remoción de emisio-
nes, con las que se compensa el impuesto al car-
bono. Así mismo, ha favorecido el desarrollo de 
un conjunto de servicios ambientales relaciona-
dos con este tipo de mercados como, por ejemplo, 
la creación de programas de GEI independientes, 
plataformas de registro para las iniciativas, ser-
vicios de validación y verificación a nivel nacional. 

1.2.3 	Programa Nacional de Cupos Transables 
de Emisión

Así como el impuesto al carbono marcó un hito 
en el país frente al desarrollo de impuestos ver-

des, el establecimiento del Programa Nacional 
de Cupos Transables de Emisión (PNCTE),  den-
tro del ordenamiento jurídico colombiano, se 
convirtió en un cambio de perspectiva frente al 
diseño de este tipo de instrumentos, pasando de 
la lógica del comando y control, “el que contami-
na paga”, a una lógica de mercado, en donde se 
incentiva a los agentes regulados a que según 
sus costos de mitigación, tomen decisiones con 
respecto al tipo de inversiones que deben desa-
rrollar, para ir reduciendo sus emisiones de for-
ma costo efectiva, en el mediano y largo plazo.

Para avanzar en la implementación del progra-
ma, en 2021 se aprobó la hoja de ruta para el 
desarrollo y puesta en marcha del mismo, por 
parte de la Comisión Intersectorial de Cambio 
Climático (CICC) , que es la máxima instancia 
para la toma de decisiones del Sistema Nacio-
nal de Cambio Climático (SISCLIMA). La hoja 

FIGURA 4
Mecanismos de compensación de carbono nacionales. 

Fuente:  (Econometría, 2021). Nota. Los países con (*) tienen tarifas múltiples para el impuesto al carbono. En la figura se registra la tarifa más alta.
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de ruta se compone de tres fases, en donde se 
integran aspectos regulatorios, operativos e 
institucionales. 

De esta manera, Colombia entraría a hacer par-
te de los países que cuentan con un sistema de 
comercio de emisiones para la mitigación de 
GEI, siguiendo el camino de países como Méxi-
co, Estados Unidos, Canadá y China. Este último 
entró en vigor en 2021 y se considera el mayor 
mercado regulado de carbono del mundo, pues 
cubre aproximadamente el 30 % de las emisio-
nes del país, es decir, 4.000 MtCO2 (World Bank, 
2021)

1.2.4 	Mercados de carbono desde la 
perspectiva del Artículo 6

En materia de mercados de carbono en la escala 
internacional, unos de los ejemplos más emble-
máticos han sido los mecanismos de flexibilidad 
del Protocolo de Kioto. Estos instrumentos es-
taban orientados a agilizar la reducción de emi-
siones de los países desarrollados, por lo cual la 
participación de los países en desarrollo estaba 
limitada. 

Es así como, el Mecanismo de Desarrollo Lim-
pio (MDL) permitía que los países desarrollados 
compraran reducciones en los países en desa-
rrollo, a cambio de una inversión económica que 
permitiera que ambas partes pudiesen llegar a 
un desarrollo bajo en carbono.

El Acuerdo de París representa un avance en 
términos de inclusión de más actores y mejoras 
(en especial para el Mecanismo de Desarrollo 
Limpio – MDL-). Este acuerdo define 3 mecanis-
mos que se complementan el uno al otro y se 
encuentran mencionados en su Artículo 6, que 
busca no solo incentivar la rápida transición ha-
cia el desarrollo bajo en carbono, sino también 
proteger la integridad ambiental y aumentar 
la ambición. A continuación, se hace una breve 
descripción de los mismos4:

Artículo 6.2 sobre enfoques cooperativos

Los enfoques cooperativos se formularon en 
el Artículo 6 del Acuerdo de París, y su objeti-
vo es establecer un mecanismo voluntario para 
la transferencia internacional de resultados de 
mitigación entre Estados para el cumplimiento 
de los compromisos nacionales. Las negociacio-
nes en Glasgow tuvieron como resultado el es-
tablecimiento de las reglas de contabilidad, mo-
nitoreo y seguimiento de las transacciones; así 
como los requisitos para que las unidades sean 
validadas como un ITMO (Unidad de Transacción 
del Mecanismo).

Artículo 6.4 sobre mecanismo para el desarrollo 
sostenible

El Acuerdo de París establece bajo el Artículo 
6.4 un mecanismo de mercado voluntario su-
pervisado por un órgano definido por la Confe-
rencia de las Partes (COP) para la transferencia 
internacional de resultados de mitigación, cuyo 
fin será contribuir a la mitigación de las emisio-
nes de gases de efecto invernadero y apoyar el 
desarrollo sostenible. 

Artículo 6.8 sobre enfoques no relacionados con 
mercados

Bajo el Acuerdo de París en su Artículo 6, tam-
bién se estableció un instrumento para pro-
mover la ambición, aumentar la participación 
y ofrecer oportunidades para coordinación de 
instrumentos. En la COP26 se acordó el meca-
nismo de gobernanza y el tipo de iniciativas que 
pueden participar de este mecanismo.
				  

1.2.5 Retos y oportunidades

En el marco de los instrumentos económicos y 
de mercado se han identificado los siguientes 
retos que tendrá que abordar el país, para avan-
zar en la consolidación de sus políticas para la 
mitigación de GEI:

•	 Aumento de la cobertura del impuesto 
al carbono. La tarifa del impuesto se 
considera baja para generar cambios 
de comportamiento. Por tanto, según 
el comportamiento de la economía 
pospandemia, se tendría que analizar 
la posibilidad de aumentar la tarifa del 
impuesto, minimizando efectos en la 
producción y empleo.

•	 Competitividad de las reducciones y 
remociones de GEI. Para que Colombia 
se vuelva un mercado atractivo para 
la compensación de emisiones de GEI, 
se tendrán que seguir generando los 
mecanismos para asegurar la calidad de las 
iniciativas de mitigación que se desarrollan 
de forma voluntaria en el país. Dadas 
las dinámicas actuales a nivel nacional e 
internacional, se observa que la demanda 
por compensaciones seguirá aumentando, 
escenario que exigirá una mayor 
confiabilidad en la oferta de resultados 
de mitigación que se generen de manera 
voluntaria. 

•	 Fortalecimiento y desarrollo de los servicios 
ambientales asociados a los mercados 
de carbono. La competitividad del país 
en términos de las compensaciones, 
también estará definida por la calidad de 
los servicios ambientales que soportan los 
procesos de formulación, implementación, 
monitoreo y verificación de las iniciativas de 
GEI. Aunque la no causación ha favorecido 
el desarrollo, entre otros, de programas de 
GEI independientes, registros de iniciativas, 
organismos de validación y verificación 
nacionales, es necesario avanzar en 
el desarrollo regulatorio que permita 
establecer reglas de juego claras para los 
diferentes actores que prestan este tipo 
de servicios y, en ese sentido, mantener 
unos estándares de calidad y confianza 
equiparables a nivel internacional. 

•	 Implementación del PNCTE. El éxito del 
PNCTE dependerá de la efectividad que se 
logre en el desarrollo del marco regulatorio, 

y la generación de la infraestructura 
tecnológica e institucional que se requiere 
para soportar los diferentes procesos 
operativos del programa. 

1.3 Financiamiento climático

El panorama mundial actual genera nuevos de-
safíos frente al financiamiento climático. El sur-
gimiento de nuevos conflictos internacionales, 
el aumento de la inflación, el escenario poscovid 
y la intensificación de los impactos climáticos, 
generan presiones adicionales frente a la mo-
vilización de los recursos que se requieren para 
alcanzar los cambios transformacionales que 
exige el logro de objetivos del Acuerdo de París.  

Se estima que se requieren más de dos billones 
de dólares al año para disminuir el calentamien-
to global, aumentar la resiliencia y avanzar ha-
cia la transición de cero emisiones netas a 2050. 

Aunque existen nuevos desafíos, el país ha veni-
do trabajando a lo largo de las últimas décadas 
en la configuración de un marco institucional 
y de políticas para la movilización de recursos 
para la acción climática en diferentes frentes 
que se resaltan a continuación.

Comité de Gestión Financiera y Estrategia Nacio-
nal de Financiamiento Climático

El Comité de Gestión Financiera hace parte del 
Sistema Nacional de Cambio Climático, SISCLI-
MA, y es una instancia de coordinación interins-
titucional y diálogo público privado sobre finan-
zas climáticas que se creó en 2011, y que está 
bajo el liderazgo del Departamento Nacional de 
Planeación-DNP-. 

La carta de navegación del Comité se enmar-
ca en la Estrategia Nacional de Financiamiento 
Climático, desarrollada en 2017, y en proceso 
de actualización con el apoyo del Banco Inte-
ramericano de Desarrollo. Esta tiene por obje-
tivo, “Identificar los mecanismos que permitan 

4   https://www.
minambiente.gov.co/
mercados-de-carbono/
marco-internacional/
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movilizar de manera sostenible y escalable los 
recursos para lograr los objetivos de la Política 
Nacional de Cambio Climático”-ENFC, 2017-. La 
Estrategia hace parte de las metas nacionales 
de medios de implementación de la Ley de Ac-
ción Climática -Ley 2169 de 2021- a 2030, por 
tanto, se convierte en un marco estratégico para 
la movilización de recursos para la formulación 
y financiación de portafolios de alto impacto en 
cambio climático.

Sistema de Monitoreo, Reporte y Verificación 
para el financiamiento climático

Con el fin de identificar los recursos que se movi-
lizan para la acción climática, en 2016 se creó el 
Sistema de Monitoreo, Reporte y Verificación de fi-
nanciamiento climático, que es la herramienta por 
medio de la cual se identifican, clasifican y repor-
tan, de manera abierta y transparente, los recursos 
orientados a la gestión climática en el país, tanto 
en acciones de mitigación como en adaptación. 
 
El Sistema de Monitoreo, Reporte y Verificación 
ha servido de base para fortalecer los procesos 
de planificación sectorial y territorial, y también, 
para la construcción de reportes ciudadanos so-
bre transparencia en las inversiones climáticas, 
que a nivel regional se ha considerado como un 
ejercicio pionero de acceso de información al 
público. Así mismo, ha contribuido a la cons-
trucción de las comunicaciones nacionales so-
bre cambio climático y los informes bianuales de 
actualización y transparencia, que se presentan 
ante la Comisión Marco de las Naciones Unidas 
sobre Cambio Climático. 

En cifras, los datos que provee el MRV, indican 
que el financiamiento climático de 2017 al 2020 
alcanzó los $9,6 billones, de los cuales, $3,9 
billones corresponden a acciones relacionadas 
con adaptación, $2,6 con mitigación y $3,1 billo-
nes con ambos objetivos climáticos. Así mismo, 
y con el ánimo de avanzar en el rastreo de in-
formación del sector privado, en 2021 se logró 
la articulación con los cuatro Bancos Naciona-

les de Desarrollo para reportar la movilización 
de recursos desde sus carteras para la acción 
climática. En total, se ha logrado rastrear una 
movilización de $4,1 billones para la acción cli-
mática desde estas entidades financieras.

Fondo Verde del Clima 

El Fondo Verde para el Clima es un fondo mun-
dial creado bajo la Convención Marco de Nacio-
nes Unidas sobre Cambio Climático, para apoyar 
los esfuerzos de los países en desarrollo, para 
responder al desafío del cambio climático. El 
Fondo busca que los países avancen en el cum-
plimiento de metas en materia de cambio cli-
mático, limitando o reduciendo sus emisiones 
de gases de efecto invernadero (GEI) y adaptán-
dose a sus efectos, y para ello, los proyectos o 
programas que se financien deben demostrar 
su contribución al cambio de paradigma hacia 
un desarrollo bajo en emisiones y resiliente al 
clima, para mantener el aumento de la tempe-
ratura global por debajo de los 2° centígrados. 

Para acceder a recursos del Fondo Verde del 
Clima, el país estableció un cuerpo colegiado 
que apoya la toma de decisiones de la Autori-
dad Nacional Designada, que está en cabeza del 
DNP. El cuerpo colegiado está conformado por 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
el Ministerio de Relaciones Exteriores, la Agen-
cia Presidencial para la Cooperación y el DNP.

El Fondo Verde del Clima representa para Colom-
bia una fuente potencial de recursos y se conso-
lida como un socio estratégico en la reducción 
de emisiones de GEI, el aumento de la resiliencia 
climática y el crecimiento bajo en carbono. Del 
2015 a la fecha, Colombia ha gestionado 35 pro-
yectos que se encuentran en diferentes estados 
de desarrollo, que en su conjunto suman cerca 
de USD 613 millones como recursos potenciales 
provenientes del GCF para gestionar políticas de 
cambio climático. Un ejemplo de ello es el recién 
aprobado proyecto de electromovilidad, cuya en-

tidad acreditada es el BID, que con una inversión 
estimada en Colombia de USD 85 millones, bus-
ca promover el desarrollo de infraestructura ur-
bana sostenible y resiliente para acelerar la mo-
vilidad eléctrica, el hidrógeno verde, entre otros.

Protocolo Verde

Conscientes del rol estratégico que tiene el sec-
tor privado en la movilización de recursos para 
cambio climático, el Gobierno Nacional, bajo el 
liderazgo del Ministerio de Ambiente y Desarro-
llo Sostenible, desde 2012 ha venido trabajando 
mancomunadamente con el sector financiero 
bajo la agenda de trabajo voluntaria que se co-
noce como el Protocolo Verde.

El Protocolo Verde integra a la mayor parte de la 
banca comercial y la banca de segundo piso del 
país, y tienen por objetivo, “facilitar el trabajo 
conjunto entre el Gobierno Nacional y el Sector 
Financiero Colombiano para incorporar e imple-
mentar políticas y buenas prácticas, en térmi-
nos del desarrollo sostenible, economía circu-
lar y cambio climático, que permitan lograr de 
manera equilibrada el crecimiento económico, 
el desarrollo social y la protección del ambiente 
(Protocolo Verde, Asobancaria 2022). 
 
En abril de 2022 se realizó una segunda refren-
dación del Protocolo, en la que se destaca la in-
clusión de una línea de trabajo específica para 
la gestión integral del cambio climático, con la 
que se busca “integrar los desafíos y mitigar 
los impactos del cambio climático, facilitan-
do el desarrollo de mecanismos y soluciones 
para identificar y gestionar los riesgos físicos y 
de transición, apalancar la implementación de 
la Contribución Determinada a Nivel Nacional 
(NDC), y el desarrollo de marcos habilitantes 
para la Estrategia de Largo Plazo E2050”, Pro-
tocolo Verde, Asobancaria, 2022.

Dentro del trabajo que se viene adelantando con 
Asobancaria en el marco del Protocolo Verde se 
destaca:

•	 El plan de trabajo estratégico enfocado en 
la NDC, en el que las entidades adheridas al 
Protocolo propusieron una meta de financiar 
el 40 % de la NDC a 2030.

•	 Ruta Net Zero emisiones: en esta actividad 
participan bancos que tienen el 62 % de 
saldo de cartera del sector. Este ejercicio 
tiene por objetivo establecer la carbono 
intensidad del portafolio que está siendo 
financiado por los bancos participantes, 
con el fin de ir desligando la financiación de 
actividades que sean carbono intensivas.

Taxonomía Verde 

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Soste-
nible hace parte de la mesa que se creó en el 
marco del Comité de Gestión Financiera para 
este fin, y de la que también hace parte el Mi-
nisterio de Hacienda y Crédito Público (MHCP), 
la Superintendencia Financiera de Colombia, 
Superfinanciera y el Departamento Nacional de 
Planeación. 

La Taxonomía Verde fue presentada por el pre-
sidente Iván Duque en abril de 2022 en la Bol-
sa de Nueva York y su desarrollo técnico, por el 
alto contenido en temas financieros fue liderado 
por Minhacienda y la Superfinanciera, princi-
palmente con el fin de determinar cómo desa-
rrollar las actividades y activos que habían sido 
priorizadas. 

Este ejercicio, se adelantó con el apoyo de un 
conjunto de expertos que, a través de mesas de 
trabajo y entrevistas con grupos de interés es-
pecializados en la temática, logró avanzar en el 
desarrollo de estos componentes.

Además de identificar las actividades y activos, 
era necesario determinar cuáles eran los obje-
tivos ambientales a los que iba responder la ta-
xonomía, y cuál sería su focalización. Esta acti-
vidad fue apoyada por el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, a través de la Dirección 
de Cambio Climático y Gestión del Riesgo (DC-
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CGR), en donde se aportó la información rela-
cionada con las metas actualizadas de la Con-
tribución Nacionalmente Determinada (NDC) , 
los objetivos que se buscan alcanzar con estas 
metas, y el enfoque que podría tener la taxono-
mía verde en este primer desarrollo.

La unión de estos dos ejercicios llevó a que la 
primera versión se enfocara en cambio climá-
tico, en donde las metas y medidas de la NDC, 
tanto en adaptación como mitigación, tienen un 
papel central para la identificación de activida-
des y activos, según sectores priorizados.

Los sectores priorizados en esta primera fase 
son los siguientes: energía, edificios, transporte, 
industria, tecnologías de la información y comu-
nicaciones, residuos, agua, uso de tierras -cam-
bio en el uso del suelo-. Los sectores de energía, 
edificios, transporte, industria, tecnologías de la 
información y comunicaciones, residuos y agua 
fueron liderados por la Superfinanciera y el sec-
tor de Uso de Tierras por Minhacienda.

Como parte de la gestión realizada por Minam-
biente, en el marco de la actualización de la 
NDC, se logró integrar dentro de las metas de 
medio de implementación, una meta relacio-
nada con la taxonomía verde. Así mismo, des-
de Minambiente y con el apoyo del equipo de la 
Estrategia Colombiana de Desarrollo Bajo en 
Carbono (ECDBC), se hizo la revisión con cada 
uno de los representantes sectoriales que hacen 
parte del Comité Técnico que asesora a la Comi-
sión Intersectorial de Cambio Climático, de las 
diferentes actividades, activos y umbrales que 
se estaban considerando en la taxonomía con el 
fin de que estos parámetros respondieran a las 
lógicas sectoriales.

Por otra parte, desde Minambiente, en parti-
cular desde el despacho del Viceministerio de 
Ordenamiento Ambiental del Territorio, se faci-
litaron las diferentes normativas y regulaciones 
que, desde la perspectiva ambiental, pueden so-
portar la taxonomía verde.

COP 26

La COP26 es la 26 reunión de la Conferencia de las Partes de la Convención de las Naciones Unidas sobre 
el Cambio Climático. Este es un órgano supremo compuesto por líderes mundiales que toma decisiones 
respecto a cómo se va a enfrentar la problemática del cambio climático en cada uno de los países. Lue-
go de una intensa agenda de negociaciones y eventos de alto nivel, la delegación de Colombia culminó 
su participación en la 26ava Conferencia de las Partes sobre Cambio Climático (COP26), realizada en la 
ciudad de Glasgow, Reino Unido, producto de la cual se destacan importantes resultados y logros para el 
país, que serán descritos a continuación.

1.	 Resultados de la agenda de alto nivel

Durante la primera semana de trabajo, la COP26 se inició con el World Leaders Summit, segmento de alto 
nivel en el que Jefes de Estado y de Gobierno realizaron un llamado urgente a incrementar la ambición en 
todos los ítems del Acuerdo de París. Por Colombia, participó el presidente Iván Duque, acompañado por 
el ministro Carlos Eduardo Correa como jefe de la delegación. El presidente reafirmó el compromiso y la 
ambición del país de reducir en un 51 % las emisiones de gases efecto invernadero (GEI) en 2030 y lograr 
la carbono neutralidad en 2050.

En su visita, el primer mandatario sostuvo importantes reuniones bilaterales y multilaterales, encuentros 
con organizaciones de la sociedad civil, líderes del sector privado y de la banca de desarrollo internacio-
nal. Se destacan los encuentros con el príncipe Carlos, de Reino Unido, con el secretario general de las 
Naciones Unidas y con el secretario general de la OCDE, como también su participación liderando seg-
mentos de alto nivel con el presidente de los Estados Unidos, el presidente de Francia y el primer ministro 
del Reino Unido. De manera paralela, el primer mandatario de Colombia sostuvo reuniones bilaterales con 
los Jefes de Estado de Luxemburgo y Surinam.

En la COP26, el Gobierno Nacional presentó dentro de sus principales estrategias ambientales para lograr 
estos objetivos: la actualización de la Contribución Nacionalmente Determinada (NDC) con sus metas al 
2030, la estrategia hacia la carbono neutralidad al 2050, los acuerdos voluntarios con el sector privado, el 
Pacto de Leticia, la iniciativa Visión Amazonía, el programa Herencia Colombia, el programa nacional de 
Cupos y Emisiones, y el Programa de Biodiverciudades.

Resultados de la agenda de negociación

La activa participación de los negociadores de Colombia en la cumbre mundial de cambio climático 
COP26, dejó buenos resultados para el país y el mundo. Colombia contó con un grupo de negociadores de 
alto nivel, conocedores de la problemática del cambio climático en el mundo y de cómo este afecta los re-
cursos naturales, la salud y la economía en el país. Lo integraron expertos de los ministerios de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, Relaciones Exteriores, Hacienda, Agricultura, del Departamento Nacional de Pla-
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neación (DNP) y del Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales (Ideam), liderados por el 
ministro Carlos Eduardo Correa, y guiados por el viceministro de Ordenamiento Ambiental del Territorio, 
Nicolás Galarza, y el director de Cambio Climático y Gestión del Riesgo, Alex Saer.

Los negociadores, que regresaron con el compromiso de defender lo pactado y de luchar para que el país 
siga siendo escuchado a nivel mundial, fueron: Ángela Rivera, Adriana Gutiérrez, Angélica Mosquera, 
Andrés Marmolejo Egred, Diego Montes, Ivón Casallas, Juliana Arciniegas, Juan Jacobo Carrizales, John 
Melo, Kirstie López, Manuela Ríos, Olga Nieto y David Olarte.

Algunos de ellos, además, sumaron otros logros para el país. Ángela Rivera ahora representa a América 
Latina y el Caribe ante el Mecanismo Internacional de Varsovia (WIM) de Pérdidas y Daños, principal vehí-
culo dentro de la Convención a través del cual los países asociados contrarrestan los impactos del cambio 
climático; Juliana Arciniegas estuvo como cofacilitadora de Balance Mundial, proceso establecido por el 
Acuerdo de París para que los países revisen cómo se avanza en el cumplimiento de los compromisos. Así 
mismo, la abogada y experta en derecho internacional ambiental, Jimena Nieto Carrasco, fue elegida en el 
Comité de Implementación y Cumplimiento del Acuerdo de París, en representación de América Latina y 
el Caribe.

Teniendo en cuenta este panorama, a continuación, se resumirán los resultados de las negociaciones:

Adaptación

Los Planes Nacionales de Adaptación al Cambio Climático (NAP) tienen como objetivo reducir la vulnera-
bilidad frente a los efectos del cambio climático mediante el fomento de la capacidad de adaptación y de 
la resiliencia; y facilitar la integración de la adaptación al cambio climático, de manera coherente, en las 
políticas, las actividades y los programas pertinentes nuevos y ya existentes. En la COP26 este ítem fue 
trabajado bajo la sesión 52 a la 55 del Órgano Subsidiario de Implementación (SBI), en el que se reconocen 
los esfuerzos de los países  para formular sus NAP. Se logró contar con una decisión que especifica las 
acciones y pasos necesarios para la evaluación del progreso en el proceso para formular e implementar 
los NAP que se llevarán a cabo en 2024.   

Pérdidas y daños 

Además de darle la bienvenida a los reportes del 2020 y 2021 del Comité Ejecutivo del WIM, durante la 
COP26/CMA3 las Partes enfocaron sus esfuerzos en la operacionalización de la Red de Santiago, parti-
cularmente en la definición de las funciones de la Red. Esta Red fue creada en la COP25/CMA2 con el ob-
jetivo de catalizar asistencia técnica a los países en desarrollo para la implementación de enfoques para 
evitar, reducir al mínimo y abordar las pérdidas y daños.  La decisión final de la COP sobre la red indica 
que una de sus funciones principales es asistir a los países en desarrollo para identificar y priorizar sus 
necesidades, abriendo la posibilidad de acceder a asistencia técnica a través de los recursos financieros 
con los que contará la Red. 

En lo que se refiere a la gobernanza del WIM, la Presidencia de la COP y la CMA realizó una consulta in-
formal con las Partes que no dio ningún resultado, por lo que se decidió continuar las consultas durante 
la COP27 y CMA4. Finalmente, se estableció el Diálogo de Glasgow que se convocará de 2022 a 2024 para 
buscar apoyos para los países más vulnerables para enfrentar las pérdidas y daños ocasionados por el 
cambio climático. 

Transparencia

El Acuerdo de París establece un marco reforzado de transparencia (MRT) en su artículo 13. De acuerdo 
con dicho MRT, cada una de las Partes deberá proporcionar información sobre todo lo relacionado con su 
acción climática, específicamente: su inventario nacional de gases de efecto invernadero, la información 
necesaria para hacer un seguimiento de los progresos alcanzados en la aplicación y el cumplimiento de 
su NDC y el apoyo dado y recibido y, adicionalmente, los criterios para los expertos que hacen la revisión 
de la información previamente mencionada. Esta información se deberá presentar cada dos años dentro 
de un Reporte Bienal de Transparencia (BTR), cuya estructura también fue sujeto de las negociaciones del 
art 13.  

Los acuerdos en materia de las decisiones resultantes de la negociación en lo que a transparencia se re-
fiere, representan mayormente la posición del país. Durante la COP se aprobaron los formatos de reporte, 
los cuales se constituyen en el resultado más palpable, y que generará el mayor nivel de desagregación 
posible y con ello mayor transparencia. Colombia deberá preparar la transición hacia el formato del re-
porte BTR, el cual será generado por el país en el año 2024 a través del Ideam y, deberá continuar fortale-
ciendo las estrategias de negociación en los diferentes puntos de la agenda y su articulación.

Financiamiento 

Como resultado se estableció un objetivo de la meta: Acelerar el alcance del artículo 2 del Acuerdo de 
París, es decir, la meta de 1.5 ºC, la meta de adaptación y la meta de consistencia climática de los flujos 
financieros. La negociación terminará en 2024.  Se estableció cómo será el proceso de negociación con 
un Programa de Trabajo Ad Hoc y decisión política en la CMA (París), acompañado de 4 diálogos técnicos 
al año y diálogos de alto nivel que informen las negociaciones alrededor de las necesidades y prioridades 
de países en desarrollo, incluyendo relación a la cantidad, la calidad, el alcance y las características de la 
meta. Se contará con la elección de 2 copresidentes que liderarán el tema (1 de un país desarrollado y 1 
de un país en desarrollo) y los diferentes insumos que van a alimentar los diálogos. 

Mercados 

Tras 5 años de trabajo en las negociaciones de las reglas del Artículo 6 del Acuerdo de París, finalmente 
se logró un acuerdo que ayudó a Colombia a avanzar con mayor claridad en la implementación de meca-
nismos de mercado y no mercado hacia el logro de la meta de carbono neutralidad en el largo plazo. Se 
logró establecer un sistema de reglas contables robustas para todas las transacciones pos2020, y se inte-
gró un componente de cumplimiento de derechos humanos y de comunidades locales.

Adicionalmente, Colombia se comprometió a cumplir con la segunda declaración de los Principios de San 
José, con la cual el país plantea aumentar la ambición de los mercados respecto a lo establecido bajo el 
libro de reglas. 

Ambición

Después de varios años sin avances sustanciales, finalmente se logró tomar una decisión en esta temáti-
ca. La decisión final “reafirma” la naturaleza determinada a nivel nacional de las NDC y “anima” a todas 
las partes a presentar sus NDC cada cinco años, empezando por los compromisos de 2025 que cubran el 
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1.4 	Consideración final: ¿Qué puede pasar 	
	 si no se cumplen los compromisos?

Si no se toman acciones contra el cambio climá-
tico y, la temperatura global aumenta 3,2 °C, la 
economía mundial caerá un 18 % a 2050. La ase-
guradora suiza Swiss RE (Swiss Re, 2021) repu-
blicó un estudio en abril de 2021 en el que refleja 
lo que podría impactar el cambio climático en 
varios escenarios en el PIB mundial para 2050, 
dependiendo de las medidas que se tomen para 
mitigarlo. Las cifras son las siguientes:

	Impacto del 18 % si no se toman medidas 
de mitigación (aumento de 3,2 °C).

	Impacto del 14 % si se adoptan algunas 
medidas de mitigación (aumento de 2,6 
°C).

	Impacto del 11 % si se adoptan más 
medidas de mitigación (aumento de 2 
°C).

	Impacto del 4 % si se cumplen los 
objetivos del Acuerdo de París (aumento 
inferior a 2 °C).

Según estas cifras, aunque se cumplan las 
metas del Acuerdo de París (es decir, las con-
templadas en la NDC), igualmente se tendrá un 
impacto del 4 % en el PIB mundial y, si no se 
cumplen los compromisos, el impacto será mu-

chísimo mayor. Por lo tanto, es urgente hacer la 
transición hacia una economía sostenible.
El cambio climático es muy relevante para los 
negocios. El Reporte de Riesgos Globales del 
Foro Económico Mundial, publicado en el 2022 
(WEF, 2022) , identificó que las tres primeras 
vulnerabilidades para las organizaciones en tér-
minos de probabilidad son ambientales: fracaso 
en la acción climática, clima extremo y pérdida 
de biodiversidad. 

Hay una advertencia que no se puede ignorar en 
estos momentos cruciales para tomar acciones 
sobre la crisis climática. La Agencia Energética 
Internacional publicó en mayo del 2021 su re-
porte “Net Zero by 2050, A Roadmap for the Global 
Energy Sector” (IEA, 2021), en el que se destacan 
varios llamados de alerta relacionados con la 
eficiencia energética:

	Para 2035, los carros nuevos de 
combustión interna ya no se podrían 
vender y el 50 % de los camiones 
pesados que se vendan deberán ser 
eléctricos.

	En 2040, ya no deberían circular carros de 
turismo con motores de combustión y casi 
el 90 % de la generación de electricidad 
mundial deberá provenir de fuentes 

renovables, fundamentalmente solar y 
eólica.

	La entrada de las energías renovables, 
que deberá realizarse a una velocidad 
récord, supondrá la salida de los 
combustibles fósiles, que pasarán de 
suministrar ahora cuatro quintas partes 
de la energía mundial a un poco más 
de una quinta parte. Así, la demanda 
de carbón tendrá que caer un 90 % en 
2030 respecto al nivel actual, la de gas 
un 55 % y la de petróleo un 75 %. Y los 
combustibles fósiles que continuarían 
lo harían gracias a técnicas de captura y 
almacenaje de dióxido de carbono.

El informe de la Federación de Aseguradores 
Colombianos Fasecolda, titulado “Análisis de 
escenarios climáticos, exposición a riesgos de 
transición” (Ramirez, Jimenez , Murray, Rodri-
guez, & Cebreros, 2020) plantea de manera cla-
ra la urgencia  de crecer económicamente de la 
mano de acciones de mitigación y adaptación al 
cambio climático: “Es evidente que necesitamos 
cambiar, debemos seguir creciendo económica-
mente, pero tenemos que hacerlo con mecanis-
mos que eviten el calentamiento global, si que-
remos que los beneficios alcanzados perduren 
en el tiempo.” 

periodo 2031-2035, y así sucesivamente. Reafirmar la naturaleza determinada a nivel nacional sugiere que 
el periodo de implementación de una NDC sí hace parte de la determinación soberana de cada Parte y por 
tanto podría entenderse como un espaldarazo a los países que no aceptan que se fije de manera taxativa 
un marco temporal común y único para todos. Por otra parte, la decisión hace un guiño a la conveniencia 
de fijar este marco temporal único en cinco años, como lo pedía AILAC, pero no lo establece taxativamen-
te, sino con el verbo “animar” que está en el extremo más débil del espectro de los textos legales de la 
CMNUCC, y ciertamente no entra en el ámbito de una instrucción imperativa, dejando la puerta abierta a 
otras opciones.

Indígenas

Por primera vez Colombia participó en el tema de la Plataforma de Comunidades Locales y Pueblos Indí-
genas (LCIPP), donde sus actividades estuvieron enfocadas en la presentación por parte del grupo de tra-
bajo facilitador de la plataforma, del borrador del segundo plan de trabajo año 2022-2024. Ante esto, las 
Partes y las comunidades locales y pueblos indígenas enfocaron sus esfuerzos en revisar y dar a conocer 
los puntos de vista al borrador del nuevo plan de trabajo.  

Cabe mencionar que entre los principales Ítems a tratar en este nuevo plan de trabajo año 2022-2024, 
aprobado bajo el Órgano Subsidiario de Asesoramiento Científico y Tecnológico (SBSTA) se destaca: a) 
Mejorar y aumentar la participación directa de las comunidades locales y los  pueblos indígenas en la for-
mulación, la aplicación y el seguimiento de las medidas dirigidas  a reforzar los conocimientos, las tecno-
logías, las innovaciones, las prácticas y los esfuerzos relativos al cambio climático a través de políticas y 
prácticas mundiales, nacionales y locales; b) Alentar y promover un enfoque basado en los derechos hu-
manos para que se reconozcan y salvaguarden los conocimientos de los pueblos indígenas y los sistemas 
y prácticas de conocimientos locales en relación con el cambio climático; c) Fomentar la capacidad de las 
Partes, los pueblos indígenas y las comunidades locales para participar de manera efectiva y respetuosa 
en las oportunidades de intercambiar experiencias y compartir buenas prácticas, y lecciones aprendidas 
en relación con la mitigación, la adaptación, el aumento de la resiliencia y los efectos adversos del cambio 
climático de una manera holística e integrada. 
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Desde el propio comienzo de la civilización 
los seres humanos han utilizado la energía para 
suplir necesidades tan fundamentales como 
consumir alimentos, alumbrar en la noche, ca-
lentarse o moldear minerales. Con el adveni-
miento de la revolución industrial ese uso creció 
de manera exponencial, siendo sustentado en 
combustibles fósiles como carbón y petróleo.

Dicha era está llegando a su fin, por lo cual ha 
comenzado un nuevo proceso de transición ener-
gética, definido como un cambio estructural en la 
manera en que se genera y se consume energía. 
Recorrer este camino tomará décadas, pero no 
hay duda del sentido de urgencia que existe. 

Para la comunidad científica y un gran número 
de ciudadanos, se trata de una de las batallas 
cruciales que libra la humanidad. Esta lucha 
consiste en ponerle un techo al calentamiento 
global, considerado como la más seria amenaza 
que enfrenta la humanidad desde sus inicios y la 
naturaleza.

En lo que atañe a Colombia la transición ener-
gética es una apuesta de país a largo plazo para 
reducir las emisiones de gases de efecto inver-
nadero, en el marco de los acuerdos internacio-
nales de cambio climático, con el fin de reducir 
el incremento previsto de la temperatura global. 
El esfuerzo que adelanta el país se enmarca en 
una realidad a nivel mundial.

El portafolio es amplio e incluye, entre otras la-
bores: la diversificación de la canasta de genera-
ción de electricidad con el desarrollo de fuentes 

no convencionales de energía, especialmente 
las renovables, en reemplazo de los combusti-
bles fósiles; la eficiencia energética; la gestión 
de energía del lado de la demanda; la movilidad 
eléctrica; la reconversión tecnológica de proyec-
tos convencionales; el uso de energéticos alter-
nativos, como el hidrógeno; los grandes siste-
mas de almacenamiento de energía; así como la 
captura, almacenamiento y utilización de CO2. 
Todas estas medidas apuntan a diferentes sec-
tores de la economía y la sociedad, y requieren 
inversiones en modernización de infraestructu-
ra y nuevas tecnologías.

2.1 Un marco legal en desarrollo

Puede afirmarse con seguridad que Colombia 
es un referente a nivel internacional en for-
mulación de políticas para avanzar hacia una 
transición energética. Numerosas decisiones 
respaldan este liderazgo, como la Ley 1715 de 
2014 la cual regula la integración de las energías 
renovables no convencionales al Sistema Energé-
tico Nacional; la creación del FENOGE (Fondo de 
Energías No Convencionales y Gestión Eficiente 
de la Energía) para la financiación de proyectos 
y el establecimiento de incentivos. 

En el presente cuatrenio se profundizó a través de 
la construcción de un marco normativo moderno. 
Por ejemplo, en el Plan Nacional de Desarrollo 
se mejoraron los incentivos tributarios, se esta-
blecieron condiciones preferentes de compra de 
energía de fuentes renovables no convenciona-
les, y se definió la política de subastas. También 
se expidió el Decreto 2462 de 2018, que raciona-
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liza los trámites que deben cumplir este tipo de 
proyectos, y la Ley 2010 de 2020 que otorga bene-
ficios económicos y tributarios adicionales. Final-
mente, la Ley de Transición Energética (Ley 2099 
de 2021), que mejora condiciones iniciales esta-
blecidas en la Ley 1715 y promueve el hidrógeno 
verde y azul, y los sistemas de almacenamiento  
(Ministerio de Minas y Energía, 2021). 

Así mismo, gracias a su membresía en la Or-
ganización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico, así como de la Agencia Internacio-
nal de Energía (AIE) y la banca multilateral, el 
país cuenta con vínculos institucionales que le 
permiten estar en la frontera del conocimiento 
y el análisis de un tema crucial. Hay, entonces, 
una articulación estrecha entre las metas de re-
ducción de emisiones y la permanente actuali-
zación en temas de tecnologías para generación 
de energía eléctrica, eficiencia energética, inno-
vación y desarrollo en gestión de redes y mer-
cado eléctrico, para responder a las metas de 
cumplimiento de reducción de emisiones.

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble, a través de la Dirección de Asuntos Ambien-
tales, Sectorial y Urbana, avanza en las activida-
des priorizadas por el Gobierno Nacional para 
respaldar al sector energético en la implementa-
ción de las medidas relacionadas con transición 
energética. Las labores realizadas comprenden: 

1.	 Apoyar el ejercicio de actualización y 
expedición del marco normativo ambiental 
para energías renovables.

2.	 Fomentar el desarrollo de nuevas 
tecnologías limpias.

3.	 Velar por el cumplimiento de permisos y 
licencias ambientales de los proyectos de 
energías renovables, acorde con los tiempos 
establecidos en el marco legal.

Se destaca la adopción de los términos de refe-
rencia para los estudios de impacto ambiental 
para proyectos de uso de energía eólica conti-
nental, para proyectos de uso de energía solar 
fotovoltaica y para el Diagnóstico Ambiental de 

Alternativas de proyectos de uso de biomasa 
para generación de energía.

Mediante el Decreto 2462, expedido el 28 de di-
ciembre de 2018, se simplificaron los trámites 
ambientales para proyectos eólicos, solares, 
geotérmicos y mareomotriz, por la No exigencia 
del Diagnóstico Ambiental de Alternativas. En el 
mismo sentido, mediante el Decreto 1318 del  22 
de julio de 2022, se reglamentan las actividades 
orientadas a la generación de energía eléctrica 
a través de geotermia, y por medio de la Reso-
lución 0561 del 20 de mayo de 2022, se adoptan 
los términos de referencia para el estudio de 
impacto ambiental requerido para el trámite de 
licencia ambiental en proyectos de exploración 
geotérmica para la generación de energía.

Adicionalmente, mediante la Resolución 1060 
del 10 de octubre de 2021, se adoptaron los tér-
minos de referencia para proyectos de uso de 
biomasa para generación de energía.

Igualmente, se han convocado mesas de trabajo 
con el sector ambiental, energético y la Dimar, 
con el fin de establecer temas sensibles y crí-
ticos a tener en cuenta en la elaboración de las 
condiciones para proyectos de generación eó-
lica costa afuera (offfshore) debido al creciente 
interés de inversionistas en desarrollar este tipo 
de iniciativas en el mar Caribe colombiano, a la 
fecha ya se cuenta con la propuesta de térmi-
nos de referencia para el Estudio de Impacto 
Ambiental requerido para el trámite de licencia 
ambiental de este tipo de proyectos.

2.2 Estrategias adoptadas

Por otra parte, el Ministerio de Ambiente y De-
sarrollo Sostenible ha liderado e impulsado en 
compañía de los ministerios de Energía, Agri-
cultura y Vivienda una Acción de Mitigación 
Nacionalmente Apropiada (NAMA) de Biogás, 
la cual busca una transformación productiva 
irreversible hacia la reducción de gases efecto 
invernadero. Dicha labor está articulada con la 
mesa nacional que involucra a sectores produc-

tivos y grandes generadores de biomasa, con 
el mismo propósito, mediante la sustitución de 
combustibles fósiles y de gas natural por bio-
gás para producir energía eléctrica, cocción de 
alimentos y calefacción, particularmente en el 
sector rural. Se trata de un esquema de econo-
mía circular gracias a la gestión de los residuos 
para maximizar su utilización, en vez de llevar-
los a disposición final en rellenos sanitarios. 

A la fecha se cuenta con la nota concepto apro-
bada por los cuatro ministerios citados en la que 
se identifican los roles institucionales y el plan 
de acción; el análisis de barreras técnicas, re-
gulatorias y financieras para implementar este 
tipo de proyectos en Colombia y la hoja de ruta 
para la formulación de la NAMA. 

En este sentido, una de las estrategias más im-
portantes de biogás que el Ministerio está pro-
moviendo, de la mano con algunas autoridades 
ambientales, sectores agroproductivos y entida-
des territoriales es la factibilidad de impulsar ini-
ciativas de biogás comunitario para áreas rurales 
dispersas, bien sea en zonas no interconectadas 
o en zonas del sistema interconectado con difícil 
acceso a redes de gas natural, para desarrollar 
esquemas asociativos de biogás comunitario. Es-
tos se enmarcan en el alcance de la Ley 2036 de 
2020, que posibilita la cofinanciación de las en-
tidades territoriales con recursos de la Nación y 
del Sistema General de Regalías para proyectos 
de energías renovables, con fines de reactivación 
económica, mejora de la calidad de vida y habili-
tación del acceso a energía térmica y/o eléctrica. 

Por otra parte, se avanza con la Agencia de Re-
novación del Territorio (ART) y Visión Amazonía 
en la búsqueda de zonas factibles técnica y lo-
gísticamente para un proyecto demostrativo 
de biogás comunitario en el bioma amazónico, 
enmarcado en la lucha contra la deforestación, 
aprovechando que:

•	 La biomasa residual rural abunda en el país.
•	 Los proyectos pueden ser replicados en 

diferentes regiones.

•	 Posibilitan la reactivación económica y 
arraigo en las regiones rurales. 

•	 Se pueden convertir en un vehículo para 
reducir la deforestación, al sustituir la tala 
de leña y bosques por biogás autoproducido 
en biodigestores.

•	 La sustitución de leña mejora las 
condiciones de vida de la mujer.

Adicionalmente, en búsqueda de soluciones 
energéticas sostenibles en zonas no interco-
nectadas se ha avanzado en promover un piloto 
de microturbinas hidrocinéticas para pequeñas 
comunidades asentadas sobre ríos amazónicos, 
con el fin de generar acceso a la energía, produc-
tividad comunitaria y reducir la deforestación. 

Considerando el auge de proyectos de energía 
solar y renovable que se vienen adelantando en 
la región Caribe (especialmente La Guajira, Ce-
sar, Magdalena y Atlántico) el Ministerio de Am-
biente participa en espacios conjuntos con el de 
Energía, autoridades ambientales y el gremio de 
energía renovable SER Colombia. Esto con el fin 
de identificar cuellos de botella en trámites de 
permisos y licenciamiento ambiental, para esta-
blecer posibles acciones de mejora en los tiem-
pos de respuesta de las autoridades ambienta-
les. También para cumplir las metas de puesta 
en operación de los proyectos, salvaguardando 
en todo momento los aspectos ambientales para 
que se mitiguen los posibles impactos asocia-
dos al tamaño, magnitud y complejidad de los 
proyectos en construcción. 

La nueva Ley de Transición Energética establece 
líneas de acción para modernizar la legislación 
energética vigente y para dinamizar el uso, desa-
rrollo y promoción de las fuentes no convenciona-
les de energías renovables, y otras disposiciones 
relacionadas con el mercado energético. Debido 
a ello, el Ministerio revisa el articulado para esta-
blecer las modificaciones a la normatividad exis-
tente frente a temas ambientales y transversales 
como los incentivos fiscales y tributarios, el acceso 
a fondos financieros, las definiciones del Decreto 
Ley 2811 de 1974 (Código de Recursos Naturales 
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Renovables) en cuanto al recurso geotérmico, la 
incorporación de combustibles energéticos de 
última generación, la prestación del servicio en 
zonas no interconectadas, etc. Este ejercicio es re-
levante para que la reglamentación de la Ley sea 
consistente con otros desarrollos normativos aso-
ciados a las fuentes no convencionales de energía 
y a las leyes 142 y 143 de 1994, que reglamentan el 
servicio público de energía eléctrica.

Los resultados son contundentes. Colombia hoy 
cuenta con proyectos de energía renovable no 
convencional, incluyendo proyectos de biomasa 
y geotermia, en estado de operación, ejecución 
o contratación que superan los 2800 megavatios 
de capacidad instalada, los cuales pasarán de 
representar menos del 1 % de la matriz eléctrica 
en 2018 a cerca del 12 % en 2022. De otro lado, y 
en parte gracias a la masificación de soluciones 
solares individuales, 110.000 nuevos hogares 
recibirán el servicio de energía eléctrica. 

Además, la inclusión de nuevos modelos de 
negocios, como las redes logísticas, permiti-

rá acelerar la universalización del servicio de 
energía eléctrica para antes del 2025. Asimis-
mo, se cumplió con la meta del cuatrienio de 
llegar a más de 10,3 millones de familias que 
reciben gas natural por redes. Para terminar, y 
gracias a la Ley de Movilidad Eléctrica, en 2019 
Colombia se posicionó como el líder regional 
en ventas de vehículos eléctricos, superando a 
países como Chile y República Dominicana, con 
un crecimiento que en 2020 fue superior al 90 
%. Adicionalmente, en 2020 también fue regla-
mentado el uso de combustibles de cero y bajas 
emisiones, y se autorizaron programas volunta-
rios de mezclas de biocombustibles superiores 
a las que están dispuestas en la regulación, con-
tribuyendo así a mejorar la calidad del aire para 
todos los colombianos.

2.3 	La estrategia nacional de movilidad 	
	 eléctrica

Desde hace varios años, el Ministerio de Am-
biente y Desarrollo Sostenible ha tenido como 
una de sus prioridades la introducción de tecno-

logías vehiculares de cero y bajas emisiones, lo 
cual se vio reflejado en la Política de Prevención 
y Control de la Contaminación del Aire del año 
2010. En cumplimiento de la citada política y en 
el marco de la Agenda Ambiental Interministe-
rial entre este Ministerio y el de Transporte, en 
2015 se conformó la Mesa de Tecnologías Vehi-
culares Limpias, hoy Mesa Interinstitucional de 
Transporte Sostenible.

Igualmente, se estableció en 2018 una alianza 
con ONU Medio Ambiente para la formulación de 
una estrategia de movilidad eléctrica, iniciativa a 
la que se vincularon Mintransporte y la Unidad 
de Planeación Minero Energética (UPME). Las 
tres entidades participaron y coadyuvaron al 
proyecto reglamentario que dio origen a la Ley 
1964 de 2019, por medio de la cual se promue-
ve el uso de vehículos eléctricos en Colombia, a 
través de una serie de beneficios en el impuesto 
vehicular, el descuento en el Seguro Obligatorio 
de Accidente de Tránsito (SOAT), la exención de 
restricción vehicular, entre otros.

En 2019, con el apoyo de ONU Medio Ambien-
te y producto del trabajo articulado adelantado 
por esta mesa, a la que se unieron el Ministerio 
de Minas y Energía y el Departamento Nacio-
nal de Planeación (DNP), el presidente Iván Du-
que lanzó la Estrategia Nacional de Movilidad 
Eléctrica (ENME), instrumento que consolida 
las acciones y medidas a implementar para la 
promoción de vehículos eléctricos. Esto con el 
propósito de diversificar la canasta energética 
del sector transporte e incorporar al parque 
automotor vehículos más eficientes, como una 
de las prioridades ambientales para la reduc-
ción de la contaminación del aire generada por 
fuentes móviles y sus efectos en la salud de la 
población. La ENME (Minambiente, Minenergía, 
Mintransporte, UPME, 2019), como se conoce a 
esta estrategia, que también da cumplimiento 
al CONPES 3943 “Política para el mejoramien-
to de la calidad del aire”, tiene como meta la 
incorporación de 600.000 vehículos eléctricos a 
2030.

La citada estrategia se ha venido implementan-
do desde los diferentes actores del Gobierno 
comprometidos con el reto que implica la tran-
sición a la movilidad eléctrica. En este sentido, 
vale la pena resaltar los beneficios arancelarios 
que se han venido otorgando desde hace varios 
años y que habían sido considerados como un 
obstáculo a la introducción de estos vehículos 
dado su carácter restringido y temporal. Por lo 
anterior, el Minambiente gestionó la eliminación 
del arancel, lo cual se logró con la expedición 
del Decreto 2051 de 2019, por la cual se modi-
ficó el Decreto 1116 de 2017 del Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo, y que establece 
un valor del 0 % de arancel permanente para ve-
hículos eléctricos, entre otros.

A su vez, Minenergía y Minambiente, a través de 
la UPME y la Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales (ANLA), han venido otorgando be-
neficios tributarios para los vehículos eléctricos 
destinados a la flota del sector oficial, taxis en 
las principales ciudades del país, motos y auto-
móviles, y transporte público de pasajeros, así 
como para la adquisición de estaciones de carga 
de vehículos eléctricos e híbridos. Lo anterior, 
en aplicación de la Resolución 1988 de 2017, 
adicionada por la Resolución 367 de 2018.

Así mismo, el Gobierno determinó los energé-
ticos de cero y bajas emisiones dentro de los 
cuales se encuentra la energía eléctrica para la 
movilización, de conformidad con lo establecido 
en la Resolución 40177 de 2020. Ésta se articula 
con la definición de tecnologías de cero y bajas 
emisiones entre Minambiente y Mintransporte, 
en la cual se contemplan los vehículos eléc-
tricos y con celda de combustible (hidrógeno) 
como tecnologías de cero emisiones. 

De igual forma, estos dos ministerios han gene-
rado la reglamentación de descuento en el valor 
de la revisión técnicomecánica y de emisiones 
contaminantes para vehículos eléctricos me-
diante Resolución 20213040039485 de 2021, en 
cumplimiento de la Ley 1964 de 2019, en consi-
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deración a que esta tecnología vehicular no ge-
nera emisiones en ruta. 

Entre tanto, Minambiente presentó a Min-
transporte la propuesta de reglamentación del 
etiquetado ambiental de vehículos en uso, en 
cumplimiento del Plan Nacional de Desarrollo 
2018-2022, medida que se encuentra en revisión 
por parte de dicha entidad y que busca estable-
cer una clasificación ambiental del parque au-
tomotor en función de sus emisiones como una 
herramienta de gestión ambiental del transpor-
te para las autoridades locales, que brinda un 
instrumento de veeduría ciudadana, al tiempo 
que privilegia la movilidad de cero emisiones.

Por su parte, Mintransporte expidió el Decreto 
121 de 2021, “Por el cual se adiciona la parte 6 
al Libro 2 del Decreto 1079 de 2015, Único Regla-
mentario del Sector Transporte, en lo relacionado 
con la identificación de parqueaderos preferencia-
les para vehículos eléctricos”, como estrategia de 
promoción a estas tecnologías.

Adicionalmente, Minenergía expidió la Resolu-
ción 40405 de 2020, que viabiliza que las esta-
ciones de servicio pueden ser empleadas para 
la instalación de puntos de carga de vehículos 
eléctricos e híbridos enchufables, y la Resolu-
ción 40403 de 2021, en la que se establecen las 
condiciones mínimas de estandarización y de 
mercado para la implementación de infraes-
tructura de carga para vehículos eléctricos e hí-
bridos enchufables. 

Conjuntamente, Minenergía y Minambiente, con 
la participación y apoyo de entidades como la 
Coalición del Clima y el Aire Limpio, ONU Medio 
Ambiente y WRI, han avanzado en la formula-
ción de la reglamentación de los estándares de 
eficiencia energética y etiquetado de vehículos 
para la mitigación de emisiones de contaminan-
tes, gases efecto invernadero, contaminantes 
climáticos de vida corta y reducir los impactos 
en la salud, como una herramienta de informa-

ción para los usuarios de vehículos, proceso que 
se espera culminar en 2022.

Igualmente, se modeló y registró la Acción Na-
cionalmente Apropiada de Mitigación de Movili-
dad Eléctrica (NAMA MoVE), se pretende crear 
un entorno normativo y financiero que permita 
acelerar la transición hacia la movilidad eléctri-
ca, diseñando e implementando políticas; con el 
fin de establecer estándares regulatorios y téc-
nicos para la comercialización y operación de 
vehículos eléctricos, además de implementar 
estrategias de comunicación y desarrollo de ca-
pacidades, y definir un esquema de tarifas eléc-
tricas para el transporte, y establecer paridad 
de la tecnología con el fin de generar demanda 
en el mercado. 

Esta medida, además de catalizar el recambio 
tecnológico, se convierte en la decisión con ma-
yor potencial en el sector transporte para la re-
ducción de emisiones de gases de efecto inver-
nadero, aportando con dos metas: i) alcanzar un 
potencial de mitigación de 4.04 MtCO2 a 2030, 
y ii), incorporando 600.000 vehículos eléctricos 
de las categorías taxi, vehículos de pasajeros, 
vehículos ligeros, camiones ligeros y vehícu-
los oficiales a 2030. Para el desarrollo de esta 
NAMA se cuenta con recursos preaprobados 
de cooperación internacional provenientes del 
Fondo NAMA Facility, que en su visión y, al igual 
que Colombia, ve en la movilidad eléctrica un 
camino para el desarrollo de carbono neutra-
lidad del sector transporte. Los recursos serán 
administrados en cabeza del Mintransporte, 
con el apoyo del Minambiente, Minenergía, el 
Departamento Nacional de Planeación, los go-
biernos locales, el sector privado, Findeter y la 
WWF.

Para la implementación de las acciones previs-
tas para la promoción de la movilidad eléctrica, 
también se ha gestionado por parte de las dife-
rentes entidades involucradas, la colaboración y 
apoyo de organizaciones internacionales, como 

lo son Swisscontact, Euroclima, el Consejo In-
ternacional de Transporte Limpio (ICCT, por sus 
siglas en inglés), WWF, el Fondo Verde del Cli-
ma, el Reino Unido a través del programa UK 
PACT, algunas de las cuales, no solo apoyan al 
Gobierno Nacional, sino que han venido traba-
jando con autoridades locales en pro de la mo-
vilidad eléctrica.

La construcción e implementación de un en-
torno habilitante para movilidad eléctrica en el 
país, es un esfuerzo no solo del Gobierno Na-

cional. Ha sido fundamental contar con el apoyo 
y concurso de diferentes actores como la aca-
demia, agremiaciones, entidades locales y orga-
nizaciones internacionales, como se mencionó 
anteriormente. Esto ha permitido que Colombia 
se posicione como uno de los países de la región 
líder en la introducción de vehículos eléctricos. 
Con este apoyo continuaremos construyendo 
medidas que permitan la promoción de movili-
dad eléctrica en el país, la cual se articulará con 
la Estrategia Nacional de Transporte Sostenible, 
que se publicará en el año 2022.
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En atención a la necesidad imperante que 
existe a nivel global para que distintos mate-
riales cuenten con un cierre de ciclo de vida 
adecuado, que se traduzca en la reducción del 
impacto negativo de la actividad industrial y co-
mercial en el medio ambiente, así como la im-
portancia que ha tomado dentro del ciclo pro-
ductivo el concepto de simbiosis industrial como 
eje fundamental de la sostenibilidad en los sec-
tores, y luego de un ejercicio de construcción 
colectiva, adelantado por el Ministerio de Am-
biente y Desarrollo Sostenible con otros actores 
del sector público, sector privado, academia y 
sociedad civil, entre muchos otros actores, se 
lanzó y publicó la versión final de la Estrategia 
Nacional de Economía Circular (ENEC) en 2019 
(Gobierno de la República de Colombia, 2019), la 
cual se encuentra  en implementación. 

Derivado del lanzamiento de la ENEC y de toda 
la gestión de implementación de la misma a lo 
largo del territorio nacional,  Colombia se ubicó 
como el primer país de América Latina y el Ca-
ribe en contar con una estrategia para transitar 
hacia un modelo de desarrollo económico que 
incluye la valorización continua de los recursos, 
la reducción de la huella hídrica y de carbono, el 
incentivo al consumo sostenible, el cierre de ci-
clos de materiales, agua y energía, la innovación 
tecnológica, la promoción de la simbiosis indus-
trial y el emprendimiento y la consolidación de 
ciudades sostenibles.

La ENEC prioriza seis líneas de acción: i) flujo 
de materiales industriales y productos de con-

sumo masivo; ii) flujo de materiales de envases 
y empaques; iii) flujos de biomasa; iv) fuentes 
y flujos de energía; v) flujos de agua; y vi) flujo 
de materiales de construcción. Por cada una de 
estas líneas de acción, la ENEC plantea indica-
dores, metas de corto y largo plazo, y acciones que 
convocan actores hacia la innovación en sus mode-
los de producción y consumo, para convertirlos en 
modelos circulares.

Este compromiso claro del país por avanzar en 
la transición a economía circular ha permitido 
contar con los más importantes aliados a nivel 
internacional. Colombia trabaja de la mano de 
socios estratégicos y de los países de América 
Latina para desarrollar una hoja de ruta que 
permita fortalecer los procesos al interior de la 
región a partir de una visión conjunta lanzada en 
febrero de 2022, en el marco de la Coalición de 
Economía Circular de América Latina y el Cari-
be. Hoy, el país es líder en la implementación de 
economía circular en la región, siendo referente 
en diversos espacios nacionales e internaciona-
les. Miraremos en este capítulo aspectos rele-
vantes de estos desarrollos. 

3.1 	Prioridad frente a las políticas 	
	 nacionales e internacionales

La Estrategia Nacional de Economía Circular 
está enmarcada en una agenda ambiental más 
amplia, tanto a nivel nacional como internacio-
nal, que se viene consolidando en los últimos 
años en el país, dando especial relevancia al 
cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo 

Capítulo 3     		  Economía circular
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Sostenible (ODS) y a la transición hacia un mo-
delo económico más sostenible y equitativo.

Políticas como la de Crecimiento Verde y el 
CONPES 3874 Política Nacional para la Gestión 
Integral de Residuos Sólidos, identificaron la 
economía circular como un modelo necesario 
para incorporar criterios de eficacia y sostenibi-
lidad en las dinámicas de producción y consumo 
en el país. Así mismo, el Plan Nacional de De-
sarrollo (PND 2018-2022) estableció dentro de 
sus acciones la implementación de “estrategias 
e instrumentos económicos para que los sectores 
productivos sean más sostenibles, innovadores y 
reduzcan los impactos ambientales, con un enfo-
que de economía circular”, incluyendo medidas e 
indicadores específicos como el aumento de la 
tasa de reciclaje y nueva utilización de residuos, 
cuya meta fue aumentar del 8.9 % al 12 % en 
el cuatrienio, logrando en el último reporte pre-
sentado por el DANE en agosto de 2022 y con 
corte a 2020, un 14.46 %. 

Por otro lado, la implementación de la economía 
circular como eje de las políticas ambientales y 
económicas en el país, permite dar cumplimien-
to a otros compromisos internacionales, como 
el Acuerdo de París, en el que el país se ha pro-
puesto la reducción del 51% de los gases efecto 
invernadero, tal como indica la más reciente ac-
tualización de la NDC. 

3.2 	Avances de la Economía Circular en 	
	 cada uno de los flujos prioritarios

3.2.1 	Materiales industriales y de consumo 
masivo

En el contexto de cada uno de los flujos, pode-
mos identificar desarrollos relevantes. 

En lo relacionado con el flujo de materiales in-
dustriales y de consumo masivo, se evidencia 
que Colombia es el país de América Latina que 
más desarrollo ha tenido en Políticas Públicas 

para la Gestión Ambientalmente Adecuada de 
los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electróni-
cos (RAEE).  Desde 2013 cuenta con una ley que 
incorpora el principio de la responsabilidad ex-
tendida del productor y desde 2017 se promulgó 
una Política Nacional, cuyo tercer objetivo es in-
centivar el aprovechamiento de los RAEE de una 
manera ambientalmente segura. Hoy el país 
cuenta con la Resolución 0851 del 5 de agosto de 
2022, mediante la cual se reglamentan aspectos 
relacionados a la gestión sostenible de RAEE. 

Si bien el enfoque tradicional de los gestores 
de RAEE está orientado a la recuperación y va-
lorización de las tarjetas electrónicas, algunos 
metales (cobre, aluminio) y chatarra ferrosa, 
durante los últimos cinco años se ha dado un 
cambio de mirada hacia el plástico, que pasa de 
ser un desecho de escaso valor comercial, a ser 
un material con un alto potencial de reciclaje en 
productos de valor agregado.  

Se estima que en Colombia se generaron en el 
año 2019, 5,3 kilogramos por habitante sobre 
una base de 47,71 millones de habitantes, lo que 
corresponde a una generación de más de 250 
mil toneladas de RAEE por año.  Ahora bien, si 
un 20% en peso de los RAEE corresponde a los 
distintos tipos de plásticos la cifra de Colombia, 
equivale a 10 mil toneladas.

Una fracción de cerca del 20% en peso de los 
plásticos de los RAEE es sospechosa de conte-
ner retardantes de llama que están considera-
dos por la convención de Estocolmo dentro de 
la lista de contaminantes orgánicos persistentes 
(COP), por lo que Colombia, como país parte de 
dicha convención, debe tomar las medidas para 
que sean separados y eliminados de manera 
ambientalmente adecuada.

Con este potencial para desarrollar productos 
plásticos de alto valor, pero con la necesidad 
de separar y eliminar los plásticos contamina-
dos con COP, con apoyo del PNUD y financiación 
del Fondo para el Medio Ambiente Mundial, se 

adelanta un proyecto que busca fortalecer inte-
gralmente la capacidad nacional de la cadena 
de recolección y manejo de los RAEE a través 
de proyectos demostrativos basados en tres 
pilares:

•	 Desarrollar un procedimiento eficaz 
y práctico para identificar y separar 
los plásticos de los RAEE que estén 
contaminados con COP, para eliminarlos de 
manera ambientalmente adecuada y evitar 
su reciclaje.

•	 Fortalecer las capacidades técnicas de 
los gestores RAEE para el adecuado 
manejo, separación y adecuación de los 
plásticos libres de COP, para convertirlos 
en proveedores de materias primas para la 
producción de plásticos.

•	 Promover la integración de actores de la 
cadena de valor de los plásticos, gestores 
RAEE y transformadores de plásticos, 
mediante la incorporación de requisitos 
de calidad (fichas técnicas y certificados 
de calidad por lote) para el plástico, 
promoviendo un mejor valor comercial para 
el material. 

Durante la implementación del proyecto, se han 
caracterizado seis tipos de plásticos obtenidos 
de los RAEE, con los que se han adelantado 
pruebas para aplicaciones de alto valor agrega-
do como: autopartes, mobiliario plástico, partes 
de aparatos, hilos de impresión 3D, entre otros. 
Actualmente, cuatro empresas de transforma-
ción de plásticos, nacionalmente reconocidas en 
el sector, han determinado que es viable técni-
camente consumir estos plásticos recuperados 
de RAEE y están avanzando hacia la generación 
de valor, mediante la difusión de la articulación 
entre los diferentes actores de la cadena de va-
lor de plásticos, como son: programas poscon-
sumo, gestores y aprovechadores, así como la 
academia y el gobierno.

En relación con otros materiales cuyo manejo 
y producción tiene enfoque circular, es impor-
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tante mencionar el acero, toda vez que la mayor 
parte de la producción nacional de este mate-
rial proviene de la recuperación del metal en las 
cadenas de reciclaje nacionales, se adelantan 
procesos de refundición de dicha materia prima 
en grandes plantas siderúrgicas con hornos de 
arco eléctrico y algunos sistemas de control de 
emisiones.

En la ejecución del plan de acción de la Estrate-
gia Nacional de Economía Circular, se ha tenido 
el apoyo del Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo, con recursos de coopera-
ción internacional, para que en conjunto con el 
sector metalúrgico se implementen las mejores 
prácticas ambientales, buscando disminuir las 
emisiones de ciertas sustancias, para lo cual 
se han llevado a cabo los siguientes proyectos 
demostrativos:

•	 Desde el 2019 con la empresa GERDAU 
DIACO, principal productor de acero en el 
país, se ha apoyado a algunas asociaciones 
de recicladores para optimizar los procesos 
de recolección de chatarra y mejorar su 
calidad. Durante los años 2019 y 2020, se 
implementó un programa de capacitación 
para asociaciones de recicladores de las 
ciudades de Bogotá y Medellín, en este 
proyecto participaron 16 asociaciones 
de recicladores que agrupan a más 
de 1500 personas. Durante el 2021, el 
proyecto incluye una segunda etapa en 
la que se apoya a las asociaciones de 
recicladores capacitándolos en aspectos 
relacionados con la gestión de materiales y 
georreferenciación de fuentes de material, 
entre otros temas que son requisito para la 
formalización de la actividad.

Similar situación se da con el aluminio, ya que 
su producción a nivel nacional proviene de la re-
cuperación del metal en las cadenas de reciclaje 
nacionales y la refundición de dicha materia pri-
ma en hornos tipo reverbero con uso de com-
bustibles fósiles y escasos sistemas de control 

de emisiones, hace que la implementación de 
mejores técnicas y prácticas sea prioritaria.

Por lo general, el aluminio puesto en el mercado 
nacional tiende a regresar a las cadenas de su-
ministro de las empresas metalúrgicas por me-
dio de la chatarrización y reciclaje al final de su 
vida útil. El reciclaje de aluminio tiene muchos 
beneficios, al igual que el acero o el cobre, se 
puede reciclar múltiples veces, producir alumi-
nio secundario, para lo que solo se necesita el 
5 % de la energía que se utiliza para producir la 
misma cantidad de los procesos primarios.

En el trascurso del desarrollo de la Estrategia 
Nacional de Economía Circular, y con el apoyo 
del PNUD se han desarrollado los siguientes 
proyectos piloto:

•	 La empresa ALUMINA, principal productor 
de aluminio en el país, desarrolla acciones 
para obtener chatarra de aluminio más 
limpia que evite la formación de sustancias 
como las dioxinas y furanos durante el 
proceso de fundición, para lo cual se debe 
capacitar a los proveedores de chatarra para 
que implementen procesos de limpieza de 
este material, para retirar principalmente 
materiales plásticos y pintura.

•	 ATECO es una empresa que produce 
aluminio a partir de escoria y cable de 
aluminio, dicha empresa empleaba como 
combustible aceite lubricante usado 
como fuente de energía y ha realizado la 
reconversión a GLP, en la cual, se busca 
realizar una reconversión energética en el 
uso de aceite usado como combustible para 
el proceso de fundición por GLP, así mismo 
está desarrollando acciones para optimizar 
todo su proceso, limpiar la chatarra que 
usa como materia prima y hacer un manejo 
adecuado de los residuos y subproductos 
que se generan en su proceso.

Para el caso del cobre, en el marco de la im-
plementación de la Estrategia Nacional de Eco-

nomía Circular, con el apoyo del PNUD y la fi-
nanciación del Fondo para el Medio Ambiente 
Mundial, se apoyó a la empresa Cobres de Co-
lombia, principal productor de cable de cobre 
en el país a partir de chatarra, para mejorar sus 
sistemas de control de emisiones de los hornos 
de latón y cobre, con el fin implementar mejo-
res prácticas ambientales y a su vez reducir 
las emisiones de COP no intencionales y otros 
contaminantes.

Adicionalmente, se han desarrollado los si-
guientes aportes que son transversales a las 
temáticas anteriormente enunciadas:

•	 Durante el 2020 y 2021 se preparó el 
documento “Evaluación nacional del proceso 
productivo de la industria siderúrgica y 
metalúrgica colombiana”, que presenta 
un diagnóstico donde se identifican las 
principales empresas que en el país 
procesan chatarra para producir acero, 
aluminio y cobre con el fin de establecer las 
mejores técnicas disponibles y las mejores 
prácticas ambientales que están aplicando, 
y aquellas que es necesario implementar, 
para disminuir la generación de COP no 
intencionales.

•	 Se elaboró una “Guía de manejo de 
chatarra” para darles a los recicladores 
de metales herramientas que mejoran la 
gestión de estos residuos.

Evidenciamos los siguientes retos con el fin de 
establecer mejores procesos de circularidad en 
los metales anteriormente enunciados:

1.	 Alta informalidad en el sector de 
recuperación de metales, así como poca 
capacidad técnica para entregar chatarra 
de calidad a las empresas siderúrgicas 
y metalúrgicas causando problemas de 
emisiones de contaminantes (ej. Dioxinas y 
furanos)

2.	 Los precios internacionales compiten 
fuertemente con los nacionales haciendo 

que gran parte de la chatarra sea exportada 
dejando para el consumo nacional la 
chatarra de peor calidad.

3.	 Si bien en el país existen fuentes de 
información sobre importaciones, 
exportaciones y producción de insumos 
o chatarra con estos materiales, no 
existe un sistema o entidad que integre 
la información, dificultando el análisis de 
ciclos de vida. 

Adicionalmente, Colombia ha venido fortale-
ciendo los procesos para lograr una gestión 
ambiental responsable de las llantas, desde la 
consolidación de la normatividad en el año 2010 
con la Resolución 1457, y en el año 2017 con la 
Resolución 1326, donde se ajustaron metas de 
recolección selectiva y se incluyeron las llantas 
de bicicletas, motocicletas, motociclos o moped 
y llantas de vehículos fuera de carretera, esto 
ha surtido un impacto favorable para mejorar la 
gestión.

Las empresas de posconsumo y los gestores 
entre ellos, empresas de reencauche, tritu-
ración mecánica, pirolisis y artesanos, son los 
encargados de alargar la vida útil de las llantas 
usadas, convertirlas en subproductos, mate-
ria prima para coprocesamiento de hornos ce-
menteros, canchas sintéticas, suelo de parques 
infantiles y demás, todos juegan un papel muy 
importante en la Estrategia Nacional de Econo-
mía Circular; en este contexto, el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, creó la Mesa 
Nacional de Llantas Usadas, donde participan 
las empresas de posconsumo y gestores, este 
mecanismo es el encargado de buscar solucio-
nes a la problemática ambiental que causan las 
llantas dispuestas de forma inadecuada. 

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Soste-
nible ha realizado procesos de fortalecimiento 
institucional con el fin de garantizar la continui-
dad de las empresas que transforman las llan-
tas usadas, entre ellos: 
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1.	 Alianza entre SENA, Asociación de 
Reencauchadores de Colombia y Afines 
ANRE y Minambiente con el fin de 
profesionalizar la actividad, esta abarca 
módulos de estudio teoría y práctica. 

2.	 Alianza entre SENA, Universidad América 
y Minambiente, con el fin de mejorar los 
subproductos derivados de la pirolisis 
de llantas usadas, entre ellos el Negro 
de Humo y el Aceite Pirolítico, el objetivo 
es volverlos más atractivos para la 
industria nacional y por ende mejorar su 
comercialización. 

3.	 Alianza entre Minambiente y DNP para 
la elaboración de la Guía Ambiental de 
Llantas Usadas con Diámetros Menores a 24 
Pulgadas, instrumento técnico de consulta 
para los colombianos.

4.	 Consolidación y acompañamiento a grupos 
de Artesanos que transforman las Llantas 
Usadas, como mecanismo de economía 
circular y de sustento familiar.

5.	 Alianza entre Minambiente, Corporación 
Autónoma Regional del Alto Magdalena 
CAM, y Comité de Ganaderos del Huila, 
con el fin de utilizar las llantas usadas que 
genera el departamento del Huila y volverlas 
útiles en la elaboración de corrales y salas 
de ordeño para ganado vacuno en pequeños 
productores, con esto se reduce la tala de 
árboles de bosques naturales.

Existe un residuo que requiere un tratamiento 
relevante para que sea adecuadamente gestio-
nado y no genere contaminación sobre el sue-
lo o las fuentes hídricas. En 2018, el Ministerio 
de Ambiente expidió la Resolución 0316 por la 
cual se establecen las disposiciones relaciona-
das con la gestión de aceites de cocina usados 
(ACU).  La cual aplica a los productores, ges-
tores y consumidores, con el fin de conocer el 
estado actual de la gestión de los ACU en el país. 
Esto  permitió identificar la necesidad  de im-
plementar acciones que favorezcan la economía 
circular como:

- 	 Incorporar el principio de responsabilidad 
extendida del productor a la gestión.

- 	 Ampliar el alcance a la gestión de aceites 
de cocina usados incluyendo los aceites 
comestibles de origen animal.

- 	 Incorporar responsabilidades para todos los 
actores de la cadena de gestión.  

Considerando lo expuesto, la Dirección de Asun-
tos Ambientales, Sectorial y Urbana del Ministe-
rio viene trabajando en la propuesta de comple-
mentación de la Resolución 0316 de 2018, cuyo 
propósito es: 

•	 Implementar esquemas de responsabilidad 
extendida del productor y/o responsabilidad 
compartida. 

•	 La gestión de aceites y/o grasas de origen 
animal. 

•	 Control en la realización de actividades de 
recolección, almacenamiento, transporte, 
tratamiento y/o aprovechamiento de los ACU. 

•	 Incluir obligaciones específicas para que los 
productores de Aceite Vegetal Comestible 
y/o grasas animales formulen, implementen 
y mantenga actualizado un plan de gestión 
ambiental de ACU. 

•	 Establecer metas cuantitativas de 
aprovechamiento de ACU. 

•	 Procesos de certificación de la entrega de 
ACU a gestores autorizados por parte de los 
grandes generadores de ACU. 

•	 Penalidades y multas. 

Con el fin de lograr establecer las metas de 
aprovechamiento de los aceites vegetales y ani-
males comestibles, durante el 2021 y 2022 el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
viene actualizando la base de datos productores 
y comercializadores de aceites y grasas comes-
tibles de origen vegetal y animal, con informa-
ción de las Corporaciones Autónomas Regiona-
les (CAR), las autoridades ambientales urbanas 
y Confecámaras. Adicionalmente, estamos pre-
sentando y generando espacios de conversación 
frente a la iniciativa normativa con los gestores. 

3.2.2 	Relevancia de los envases y empaques en 
el modelo circular

En Colombia, la relevancia del sector de enva-
ses y empaques es alta, como un consumidor 
importante de materias primas y procesos in-
termedios de cadenas productivas muy gran-
des, complejas y representativas de la dinámica 
económica nacional. Se estima que en el país el 
60 % de la demanda de envases y empaques se 
concentra principalmente en las industrias de 
bebidas, alimentos y cosméticos. 

Con el objetivo de impulsar la economía circular 
y el crecimiento verde, el Ministerio de Ambien-
te y Desarrollo Sostenible reglamentó la gestión 
ambiental de los residuos de envases y empa-
ques de papel, cartón, plástico, vidrio y metal, 
fomentando el aprovechamiento e incentivando 
la innovación y el ecodiseño de los envases y 
empaques que se ponen en el mercado. La nor-
ma establece a los productores la obligación de 
formular, implementar y mantener actualizado 
un Plan de Gestión Ambiental de Residuos de 
Envases y Empaques, en el marco de la respon-
sabilidad extendida del productor (REP), que 
debe ser presentado ante la Autoridad Nacio-
nal de Licencias Ambientales (ANLA). Esta dis-
posición aplica en todo el territorio nacional a 
los residuos de envases y empaques de ventas 
nacionales o importados, como todo recipiente, 
embalaje o envoltura de papel, cartón, plástico, 
vidrio y metal, puestos en el mercado nacional 
y que el consumidor final desecha después de 
usarlos.

El aprovechamiento de envases y empaques 
de papel, cartón, plástico, metal y vidrio se en-
cuentra reglamentado por la Resolución 1407 de 
2018 y con el fin de realizar una implementación 
y aprovechamiento efectivo de este tipo de re-
siduos, en la vigencia 2020, se realizó acompa-
ñamiento a los 27 proyectos piloto por parte del 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
y la  ANLA, esto sirvió como fundamento para 
fortalecer la estrategia mediante la expedición 

de la Resolución 1342 del 24 de diciembre de 
2020,  mejorando la trazabilidad de la informa-
ción y dando oportunidades para fortalecer los 
esquemas organizacionales y las alianzas entre 
los diferentes actores, garantizando el cumpli-
miento  de las metas, para disminuir la cantidad 
de residuos sólidos que van a relleno sanitario 
y que los residuos de envases y empaques sean 
efectivamente aprovechados.

A febrero de 2022, se habían radicado ante la 
ANLA 267 planes de gestión ambiental de resi-
duos de envases y empaques de papel, cartón, 
plástico, vidrio y metal, de los cuales 211 corres-
ponden a planes individuales y 56 a planes co-
lectivos, que vinculan  a 2029 productores.

Se avanza en la elaboración de la guía para la 
implementación de las resoluciones 1407 de 
2018 y 1342 de 2020, con el objeto de brindar 
una mejor orientación en su implementación a 
cada uno de los actores. Así mismo, se continúa 
brindando acompañamiento a los productores 
con el fin de seguir robusteciendo la capacidad 
del sector regulado de realizar la trazabilidad de 
sus residuos y lograr así los resultados espera-
dos, los cuales deben ser verificables de forma 
cuantitativa con los respectivos formatos de 
seguimiento. 

En lo correspondiente a materiales plásticos, 
entre los que se encuentran los utilizados como 
envases y empaques de un solo uso, se traba-
ja desde 2018 en la consolidación de espacios 
de articulación entre los actores de la cadena 
de plásticos y la generación de instrumentos 
para la gestión sostenible de los plásticos de un 
solo uso. En este sentido, el 2 de junio de 2021 
se lanzó el Plan para la gestión sostenible para 
los plásticos de un solo uso, como documento 
de lineamiento para la gestión sostenible de 
plásticos en el país, formulado de manera ar-
ticulada con apoyo de los miembros de la Mesa 
Nacional para la Gestión Sostenible del Plásti-
co, buscando implementar la gestión sostenible 
del plástico, a partir de instrumentos y acciones 
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en prevención, reducción, reutilización, aprove-
chamiento, consumo responsable, generación 
de nuevas oportunidades de negocio, encade-
namientos, empleos y desarrollos tecnológicos, 
con el fin de proteger los recursos naturales y 
fomentar la competitividad.

El Plan para la gestión sostenible para los plás-
ticos de un solo uso plantea metas muy impor-
tantes para el país y a favor del medio ambiente, 
así:

•	 Para 2023 se prohibirá la distribución y 
comercialización de diferentes productos 
problemáticos o innecesarios.

•	 Para 2025, por lo menos 25 % (en peso) de 
los siguientes productos plásticos de un 
solo uso son efectivamente aprovechados: 
recipientes utilizados para empacar o 
envasar comidas y alimentos preparados 
en el sitio, para llevar o consumir, incluidos 
los productos fabricados en poliestireno 
expandido (Icopor). Platos, bandejas, 
cuchillos, tenedores, cucharas y vasos.

•	 Y para 2030, se prevé que el 100 % de los 
plásticos de un solo uso puestos en el mercado 
sean reutilizables, reciclables o compostables. 
Todos los productos de plástico de un solo uso 
puestos en el mercado, que técnicamente lo 
permitan y el gobierno determine, cuentan 
con un contenido promedio mínimo del 
30 % de material reciclado. Y que, por lo 
menos 50 % (en toneladas) de los siguientes 
productos plásticos de un solo uso son 
efectivamente aprovechados: Recipientes 
utilizados para empacar o envasar comidas y 
alimentos preparados en el sitio, para llevar o 
consumir, incluidos los productos fabricados 
en poliestireno expandido (icopor). Platos, 
bandejas, cuchillos, tenedores, cucharas y 
vasos.

En este sentido, a través de los Pactos por la 
sostenibilidad: “Producir conservando y con-
servar produciendo” y “Pacto Región Océanos: 
Colombia potencia bioceánica”, se introducen 

nuevos elementos para fortalecer el modelo de 
desarrollo económico, ambiental y social del 
país, plasmados en la  Estrategia Nacional de 
Economía Circular, y se define como meta del 
cuatrienio diez (10) acuerdos para el aprove-
chamiento local de plásticos y otros materiales  
reciclables en municipios costeros de los litora-
les Pacífico y Caribe (continental e insular), con 
el fin de sentar las bases para que Colombia se 
convierta en una potencia bioceánica con el ob-
jetivo de aumentar la competitividad y su desa-
rrollo, aprovechar sosteniblemente las oportu-
nidades económicas y aportar a los procesos de 
conservación de los ecosistemas marinos, a la 
fecha, y teniendo en cuenta la necesidad de ges-
tionar adecuadamente los residuos y disminuir 
el impacto de contaminación por plástico en el 
océano, se ha superado la meta del cuatrienio, 
con la firma de once (11) acuerdos para el apro-
vechamiento de plásticos:

En el litoral Caribe: 

Atlántico: Piojó, Tubará, Puerto Colombia, Juan 
de Acosta. Firmados el 19 de julio de 2021.

Magdalena: Pueblo Viejo. Firmado el 19 de julio 
de 2021.

En el litoral Pacífico:
Chocó: Nuquí, Bahía Solano y Juradó. Firmados 
el 30 de julio de 2021.

Chocó: Bajo Baudó: Firmado en agosto de 2021.

Nariño: Tumaco: Firmado en diciembre de 2021.

Chocó: Firmado el 22 de enero de 2022.

Adicionalmente, contamos con la aprobación del 
Proyecto presentado con PNUMA al GEF LAC, 
con el cual iniciaremos en el segundo semes-
tre de 2022 en Cartagena y Barranquilla, la im-
plementación del proyecto para la reducción de 
plásticos marinos y la contaminación por plásti-
cos, bajo un enfoque de economía circular. 

3.2.3. El agua como actor importante en la eco-
nomía circular

La línea de acción de flujos de agua considera el 
movimiento del agua al interior de una actividad 
productiva, esta línea de acción aborda aspectos 
relacionados con las fuentes de agua superficial, 
agua subterránea, agua lluvia y agua de mar. En 
Colombia, la oferta de agua está amenazada y 
los problemas de escasez se incrementan, por 
lo tanto, en el marco de la Estrategia Nacional 
Economía Circular, se ha planteado como al-
ternativa el reúso del agua, que busca darle un 
uso inteligente al consumo porque se incorpo-
ra nuevamente al sistema sin tener que buscar 
nuevas fuentes de abastecimiento. 

Los principales consumidores del agua son el 
sector agrícola 43,1 %; de energía, 24,3 %; consu-
mo doméstico, 7,4 %; consumo industrial, 2,9 %, 
incluyendo el sector pecuario, con 8,2 %; el piscí-
cola, 8,1 %; la minería, 1,8 %, el de hidrocarburos, 
1,6 %; servicios, 1,5 %, y construcción, con 1,2 %.

En el contexto de la gestión integral del recurso 
hídrico, el reúso del agua residual aparece como 
una estrategia para el ahorro y uso eficiente del 
agua. Mediante esta estrategia, las aguas resi-
duales tratadas se consideran como una fuente 
alternativa para suplir la creciente demanda de 
agua por diferentes sectores socioeconómicos, 
especialmente el agrícola, a la vez que se redu-
ce la carga contaminante vertida en las fuen-
tes hídricas de una cuenca y se minimizan los 
problemas de escasez por cantidad y calidad 
(Minambiente y Univalle, 2012). Por lo tanto, el 
reúso y la recirculación deben ser considerados 
como elementos fundamentales en la gestión 
sostenible del agua, mantener el suministro de 
agua segura, disponible y asequible mientras se 
reducen los costos energéticos, generar fuentes 
de aprovechar materiales y disminuir los impac-
tos ambientales. 

Además del reúso y la recirculación, la econo-
mía circular identifica oportunidades de recupe-

rar flujos de materiales como el fosfato del agua 
residual como materia prima para la producción 
de fertilizante. Se trata de tecnología que recu-
pera sustancias de valor agregado a partir de 
aguas residuales domésticas. 

Adicionalmente, surgen modelos de negocio 
para la protección y mantenimiento de fuentes 
de agua a través del Pago por Servicios Ambien-
tales (PSA). Son nuevos modelos de negocio que 
están surgiendo y que representan un potencial 
para la nueva economía. 

Uno de los avances más importantes en la im-
plementación de la ENEC, es la expedición de la 
Resolución 1256 de 2021, que reglamenta el uso 
de aguas residuales en el país, para uso agríco-
la e industrial. Una alternativa a la que podrán 
aplicar los usuarios del recurso hídrico. Esta re-
solución es un instrumento valioso en el marco 
del uso eficiente del agua, y permite fomentar 
un mayor aprovechamiento de los recursos na-
turales, bajo el modelo de la economía circular, 
que promueve el reúso y la recirculación. 

Para la modernización del Sistema de Informa-
ción del Recurso Hídrico (SIRH), se ha realizado 
el diseño de mejoras del módulo del Programa 
del Uso Eficiente y Ahorro del Agua (PUEAA), 
así como las mejoras en módulos de otros ins-
trumentos para la gestión del recurso hídrico, 
como los Planes de Ordenación y Manejo de 
Cuencas Hidrográficas (POMCA) y Planes de Or-
denamiento del Recurso Hídrico (PORH); avan-
zando igualmente en mejoras del módulo de Re-
gistro de Usuarios del Recurso Hídrico (RURH).

El plan de acción de la Estrategia Nacional Eco-
nomía Circular, en su línea de acción 1.1 Forta-
lecer la gobernanza del recurso hídrico, tiene 
como propósito articular las acciones de las 
diferentes entidades que tienen algún tipo de 
injerencia en las decisiones relacionadas con 
el recurso hídrico, bajo  Plataformas colabo-
rativas, para esto, el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible como secretaría técnica 
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del Consejo Nacional del Agua, lideró la formu-
lación del Plan de Acción de dicha instancia para 
el período 2020-2022, con un enfoque de articu-
lación sectorial en las decisiones alrededor del 
recurso hídrico. A la fecha, el país cuenta con 
la plataforma colaborativa de la Cuenca del río 
Cusiana, en coordinación con Corpoboyacá y 
Corporinoquia. 

Otra contribución a la ENEC fue potencializar el 
uso de aguas lluvias en el país, en este sentido 
se publicó un documento con lineamientos para 
la gestión sostenible del agua lluvia, un insumo 
dirigido a los usuarios del recurso hídrico y a las 
autoridades ambientales. Utilizar las aguas llu-
vias es una práctica de uso eficiente del agua, 
que disminuye la presión sobre fuentes tradicio-
nales de abastecimiento y mitiga los efectos de 
la escasez del líquido, la variabilidad climática 
y sus riesgos. Este insumo permite avanzar y 
fortalecer la gestión de la demanda del agua, la 
oferta, la calidad y los riesgos asociados al re-
curso hídrico, en el marco de la Política Nacio-
nal para la Gestión Integral del Recurso Hídrico.

3.2.4 	Los retos en cuanto a las fuentes y flu-
jos de Energía 

La cuarta línea de acción definida en la ENEC 
hace referencia a las fuentes y flujos de ener-
gía, enfocándose principalmente en las fuentes 
no convencionales de energía renovable y la efi-
ciencia energética. Las acciones definidas en 
la ENEC le apuestan a la promoción de nuevos 
modelos de negocio para la implementación de 
Fuentes No Convencionales de Energía Renova-
ble (FNCER). 

Desde la expedición de la ENEC, el Ministerio 
ha venido desarrollando varias acciones enca-
minadas a la promoción de la circularidad en la 
energía en diferentes sectores. Para aportar a 
la meta de incremento de energía generada a 
partir de la biomasa, en el año 2020 se publicó 
de manera conjunta con PorkColombia, la Guía 
de Biogás para el sector porcícola colombiano. 

Esta guía es una herramienta técnica que les 
permite a los pequeños y medianos productores 
tener una idea de cómo implementar un proyec-
to de energía renovable en su granja y de esta 
forma disminuir los impactos ambientales ne-
gativos generados. 

Durante el año 2021 se logró la publicación de 
la Guía ambiental y social para proyectos de 
generación fotovoltaicos e híbridos menores o 
iguales a 1 MW. Esta guía fue desarrollada de 
manera conjunta con la Unidad Nacional para 
la Gestión del Riesgo de Desastres a través del 
Fondo Todos Somos Pazcífico y financiada por el 
Banco Interamericano para el Desarrollo (BID). 
Esta guía contiene un detallado modelo para la 
implementación de proyectos de FNCER, en zo-
nas no interconectadas y las configuraciones y 
conceptos básicos para generación de energía 
eléctrica en Zonas No Interconectadas (ZNI) con 
energía solar Fotovoltaica. Además, tiene en 
cuenta aspectos para el manejo ambiental y so-
cial de este tipo de proyectos. 

Una forma de promover los nuevos modelos de 
negocio son los incentivos tributarios, en cuanto 
a las acciones de mejora que promueve y apoya 
el Ministerio, el Gobierno Nacional ha avanzado 
en la simplificación de los trámites para que los 
promotores de proyectos de energía renovable 
y eficiencia energética puedan tener acceso a 
los incentivos tributarios y deducciones de que 
tratan los artículos 11 (exclusión de IVA- FN-
CER), 12 (deducción especial de renta FNCER 
y gestión eficiente  de la energía ), 13 (aran-
cel-FNCER) y 14 (depreciación acelerada de ac-
tivos-FNCER) de la Ley 1715 de 2014 para este 
tipo de proyectos.  

En este contexto, durante el año 2020, los mi-
nisterios de Hacienda y Crédito Público, Minas y 
Energía y Comercio, Industria y Turismo expidie-
ron el Decreto 829, que modifica el procedimien-
to para acceder a los incentivos tributarios esta-
blecidos en la Ley 1715 de 2014. Esta norma es 
expedida con la finalidad de adecuar el asunto 

conforme a lo establecido en la Ley 1955 de 2019 
(Plan Nacional de Desarrollo) y el Decreto Ley 
2106 de 2012, en donde se asigna competencia a 
la Unidad de Planeación Minero Energética para 
expedir los certificados de procedencia de las 
deducciones. Para reglamentar dicho decreto la 
UPME expidió la Resolución 196 de 2020, por la 
cual se establecen los requisitos y procedimien-
tos para acceder a los beneficios tributarios de 
descuento en el impuesto de renta, deducción 
de renta y exclusión del IVA para proyectos de 
gestión eficiente de la energía.

Uno de los retos fundamentales para promover 
la economía circular en el sector energía es la 
promoción de los nuevos modelos de negocio; 
es así que el Ministerio, de la mano de la UPME, 
adelanta una identificación y caracterización de 
las Empresas de Servicios Energéticos (ESCOs) 
en el país. Estas empresas ofrecen alternativas 
para la inversión en acciones de eficiencia ener-
gética y FNCER en organizaciones. En este es-
cenario la promoción y regulación de las ESCOs 
es fundamental para acelerar la transición en el 
país. 

3.2.5 	Las oportunidades a partir del aprove-
chamiento de la biomasa

La biomasa residual es todo tipo de material 
orgánico generado en el desarrollo de alguna 
actividad. Por ejemplo, la actividad agrícola de 
Colombia cuenta con subsectores como el de la 
caña de azúcar con una generación de residuos 
orgánicos o biomasa residual que asciende a 19 
millones de toneladas al año; en el subsector 
del plátano, la generación es de 16,5 millones de 
toneladas al año, y de 8,4 millones de toneladas 
al año en el subsector de la caña panelera. En 
el sector pecuario, la producción de los subsec-
tores avícola y porcícola puede ascender a 8,7 
millones de toneladas año.

De igual manera, en el contexto urbano, la pro-
ducción es relevante dado que el 61 % de los 
residuos generados en las grandes ciudades 

del país, y gestionados por el servicio de aseo 
corresponden a residuos orgánicos; de acuerdo 
con las cifras reportadas por la Superintenden-
cia de Servicios Públicos Domiciliarios, en el año 
2019 se habrían dispuesto cerca de 7 millones 
de toneladas. La limitada capacidad que tienen 
los rellenos sanitarios existentes, y los impactos 
ambientales que la disposición de residuos or-
gánicos produce, como la generación de gases 
de efecto invernadero, y la producción de lixivia-
dos, motivan a la implementación de acciones 
para fomentar el aprovechamiento, tratamiento 
o valorización de la biomasa residual.

Para facilitar el desarrollo de acciones articu-
ladas y avanzar hacia la gestión sostenible de 
la biomasa residual, se ha conformado la Mesa 
Nacional para el aprovechamiento de biomasa 
residual, que cuenta con actores del sector pú-
blico, privado, ONG, academia, y liderada princi-
palmente por el Ministerio de Ambiente y Desa-
rrollo Sostenible. A través de la mesa se fomenta 
el desarrollo de nuevos modelos de negocio, el 
aprovechamiento industrial, la implementación 
de plataformas colaborativas y la recuperación 
de suelos degradados, a partir de la valorización 
de la biomasa residual, con importantes benefi-
cios ambientales y económicos. 

Igualmente, se formuló el plan de trabajo para 
el aprovechamiento de la biomasa residual, 
con las actividades priorizadas, levantamiento 
de información relacionada con instalaciones 
de aprovechamiento, identificación de iniciati-
vas de investigación para el aprovechamiento y 
proyectos significativos implementados, se han  
realizado espacios de articulación e intercambio 
de experiencias entre los diferentes actores, en 
temas específicos como Compras Públicas Sos-
tenibles, aprovechamiento a través de bancos de 
alimentos, aprovechamiento de residuos verdes, 
uso de acondicionadores de suelo orgánicos. .

Así mismo, se viene trabajando con apoyo de la 
cooperación internacional en la estructuración 
de proyectos piloto de aprovechamiento de bio-
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masa en sectores específicos, como lo son pla-
zas de mercado, sectores avícola, porcícola y de 
caña panelera. De igual manera, se han iniciado 
procesos de armonización normativa, avanzan-
do en la elaboración de propuestas de ajustes 
regulatorios que permitan el fomento de la va-
lorización de la biomasa residual. Y la actualiza-
ción de guías ambientales para sectores agro-
pecuarios, en coordinación con el Ministerio de 
Agricultura y la financiación de la Unión Euro-
pea, buscando la articulación de estos sectores 
con el crecimiento verde, la economía circular 
y las oportunidades que presenta el Protocolo 
Verde Europeo. 

Dentro de la Estrategia Nacional de Economía 
Circular, la línea acción de flujos de biomasa 
cuenta con dos metas: la primera, a 2030, incre-
mentar en 20 % el aprovechamiento de la bio-
masa residual con respecto a la línea base de los 
sectores priorizados y la segunda, implementar 
proyectos para el aprovechamiento de biomasa.

Colombia se ha caracterizado por ser un país 
agrícola con un amplio potencial productivo, 
principalmente por su condición de país tropical, 
disposición de gran variedad de pisos térmicos 
y disponibilidad de recursos hídricos. Sin em-
bargo, la quema de residuos agrícolas históri-
camente ha sido vista por los agricultores como 
una forma viable para eliminar rápidamente los 
excedentes no valorizables de los cultivos.

Un ejemplo de esta práctica es la quema de 
tamo en el cultivo del arroz, la cual es común-
mente utilizada por los agricultores por ser un 
método rápido y poco costoso, sin embargo, esta 
práctica puede contribuir en la eliminación de 
microorganismos benéficos para el cultivo (por 
ejemplo, aquellos que fijan el nitrógeno), dis-
minución de la capa vegetal, emisión de gas de 
efecto invernadero, COP no intencionales, entre 
otros. 

Con el fin de evitar este tipo de prácticas, dife-
rentes convenios internacionales y gobiernos 

nacionales recomiendan el uso de Buenas Prác-
ticas Agrícolas (BPA), en este sentido en el mar-
co de la ENEC, se han desarrollado los siguien-
tes proyectos piloto:

La Federación Nacional de Arroceros (Fe-
dearroz) desarrolla un proyecto piloto con el fin 
de aplicar buenas prácticas en las zonas pro-
ductoras del país, consiste en el uso de la de-
gradación biológica del tamo (incorporando mi-
croorganismos) para su incorporación al suelo, 
evitando la quema por parte de los agricultores 
y mejorando la calidad del suelo para una futura 
siembra. Dicho proyecto apoya la circularidad en 
la gestión de los residuos disminuyendo noto-
riamente los residuos orgánicos del cultivo, así 
como las prácticas enunciadas anteriormente.

Durante la ejecución del proyecto se ha logra-
do capacitar a 143 agricultores llegando a 1700 
hectáreas de cultivo de arroz, se han realizado 
proyectos demostrativos de descomposición de 
tamo en 55 lotes y se han realizado 36 capacita-
ciones al público en general en temas relacio-
nados con Mejores Prácticas Agrícolas, con una 
participación de 360 personas relacionadas con 
el cultivo, se han involucrado productores gran-
des, medianos y pequeños en los principales de-
partamentos productores de arroz.

De otra parte, el cultivo de caña ha utilizado las 
quemas controladas a cielo abierto para elimi-
nar el follaje; hasta el año 2014, las quemas 
controladas representaban un 42 % de los méto-
dos de cosecha utilizados en el país. No obstan-
te, a partir de esa fecha, el sector agroindustrial 
de la caña de azúcar ha logrado reemplazar una 
buena parte de este método con cosecha meca-
nizada (o corte en verde) que ha crecido un 25 % 
respecto al estado inicial y que actualmente se 
utiliza para cosechar el 70 % de los cultivos de 
caña de azúcar en el territorio nacional.

El corte en verde presenta dos grandes ventajas: 
en primer lugar, evita las quemas de biomasa y 
las consecuencias ambientales de esta práctica, 

por otra parte, genera residuos agrícolas de co-
secha (RAC). Estos últimos resultan del follaje 
de la caña y pueden ser utilizados en la produc-
ción de energía en las calderas de biomasa, lo 
cual crea un efecto sinérgico en la producción de 
papel. Si se utiliza el RAC como combustible, el 
bagazo que se usa para la generación de energía 
puede usarse en la industria del papel, evitando 
a su vez la necesidad de utilizar madera de ár-
boles como materia prima. Adicionalmente, se 
están investigando las aplicaciones que podrían 
tener como materia prima las cenizas resultan-
tes del uso de RAC como combustible.

Desde 2018, en conjunto con Asocaña y Cenica-
ña, con el apoyo del PNUD y el Fondo para el 
Medio Ambiente Mundial, se busca aumentar la 
sostenibilidad del sector, con el fin de incremen-
tar la cosecha en verde, disminuir las quemas 
controladas y optimizar el aprovechamiento de 
los subproductos resultantes del proceso in-
dustrial de la caña de azúcar, para que se usen 
como materia prima en otros procesos o para la 
generación de energía. 

Actualmente, se adelanta un proyecto demos-
trativo para usar los residuos agrícolas de co-
secha para la producción de energía, emplear 
el bagazo que se usa como combustible para 
la producción sostenible de papel, las cenizas 
subproducto de la combustión en las calderas 
emplearlas como abono o como aditivo en la 
producción de cemento.  

3.2.6 	Avances respecto a los materiales de 
construcción

El flujo de materiales de construcción es de 
gran relevancia para el país, dada la alta partici-
pación del sector de la construcción en las acti-
vidades productivas, con aportes del 6,5 % al PIB 
en 2019, según información del DANE, pero que 
a su vez representa un alto impacto en térmi-
nos ambientales. La cadena de valor consume 
el 60 % de los recursos naturales no renovables 
extraídos de la tierra y el 40 % de la energía del 

país, y aporta el 30 % de las emisiones de CO2, 
además de generar más de 25 millones de to-
neladas de residuos al año, de acuerdo con el 
documento CONPES 3874 de 2016. De allí la 
importancia de identificar las características de 
este flujo y gestionarlo de manera adecuada. 

En este sentido, la ENEC priorizó la actualiza-
ción de la normativa para la gestión integral de 
residuos de construcción y demolición, promo-
viendo la simbiosis industrial como un nuevo 
modelo de negocio que permita el intercambio 
y uso de los mismos para la producción de nue-
vos materiales de construcción, lo que amplía 
las posibilidades de aprovechamiento de estos 
subproductos. Este ejercicio derivó en la expe-
dición de la Resolución 1257 del 23 de noviem-
bre de 2021, que tiene como principales hitos 
la posibilidad de intercambio de residuos para 
aprovechamiento en actividades productivas, el 
aumento del aprovechamiento de RCD hasta un 
75 % en las grandes ciudades del país con una 
perspectiva al 2030, y la creación de un sistema 
de información para fortalecer la identificación 
de los residuos y sus características de gene-
ración, como origen, tipo y usos, haciendo más 
ágil y oportuna la gestión de información para 
generadores, gestores, autoridades ambienta-
les y entes territoriales.

Por otro lado, y con el apoyo de Icontec, se pu-
blicaron las normas técnicas NTC 6421 y 6422, 
para estandarizar el uso de agregados recicla-
dos en las mezclas de concreto hidráulico. Es-
tas normas aportan herramientas a la industria 
de la construcción para el uso de materiales 
secundarios en la producción de nuevos mate-
riales, garantizando su calidad y la seguridad de 
que se trata de productos idóneos para produc-
tores y consumidores.

Adicionalmente, Minambiente ha prestado 
acompañamiento en la estructuración de pro-
yectos regionales para la creación de esquemas 
de gestión y aprovechamiento de RCD domici-
liarios, lo que ha permitido identificar las ne-
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cesidades de infraestructura en zonas urbanas 
para fortalecer el cierre de ciclos de los RCD de 
pequeños generadores. En la región central se 
ha dado apoyo técnico a la Cámara de Comer-
cio de Bogotá para la formulación de su modelo 
de gestión, y en el Valle de Aburrá se ha hecho 
acompañamiento a la implementación de in-
fraestructura para la recolección y almacena-
miento de estos residuos a escala domiciliaria, 
lo que aporta insumos para consolidar la política 
pública en la cadena de valor de la construcción.

Sin embargo, la cadena aún presenta retos im-
portantes en materia ambiental que pueden 
resolverse en gran medida a través del uso de 
nuevas tecnologías y de la incorporación de cri-
terios ambientales ambiciosos, que sin duda se 
reforzarán fomentando el uso de nuevas tecno-
logías, estándares de construcción sostenible y 
sellos ambientales. En conjunto con la cartera 
de vivienda, y dando cumplimiento a la Política 
Nacional de Edificaciones Sostenibles (CONPES 
3919 de 2018), trabajamos en la formulación de 
normas técnicas que promuevan la construcción 
de edificaciones sostenibles, en el marco del 
Sello Ambiental Colombiano, además de la for-
mulación de estrategias como incentivos al uso 
de materiales secundarios en materiales no es-
tructurales y en programas de compras públicas 
sostenibles para los sectores de infraestructura 
y edificaciones.

3.3 	Compras públicas sostenibles. 		
	E coetiquetado.

Con el propósito de dar cumplimiento a los ob-
jetivos de la Política de Producción y Consumo 
Sostenible en relación con el desarrollo de ac-
ciones orientadas al cambio de patrones de 
producción y consumo sostenible en el país que 
contribuyan al aumento de la competitividad 
empresarial y al bienestar de la población, se 
implementan a nivel nacional dos estrategias 
“Compras Públicas Sostenibles” y “Etiquetado 
Ambiental”. La primera se enmarca en el Ob-
jetivo de Desarrollo Sostenible N° 12, con el fin 

de promover prácticas de adquisición pública 
sostenible, considerando al mismo tiempo, los 
lineamientos que sobre el particular son defini-
dos por la OCDE; la segunda busca fortalecer la 
oferta y demanda de bienes con características 
ambientales diferenciadoras a través del uso de 
una ecoetiqueta tipo I, otorgada como resultado 
de una revisión de tercera parte  para productos 
y servicios que cumplen con criterios ambien-
tales definidos en una Norma Técnica Colom-
biana, la cual se enmarca en el Subsistema Na-
cional de la Calidad y  proporciona información 
de calidad que fortalece al consumidor para la  
toma de mejores decisiones a la hora de adqui-
rir productos o servicios. 

El Sello Ambiental Colombiano es miembro 
asociado del Global Ecolabelling Network, lo 
que le ha permitido tener reconocimiento a ni-
vel internacional y participar en espacios de di-
vulgación y promoción en escenarios distintos a 
nivel nacional. Se destaca el trabajo coordinado 
con Icontec para actualizar la Resolución 1555 
de 2005 y las Normas Técnicas Colombianas del 
SAC. 

La proyección del SAC a nivel internacional, se 
da en cumplimiento al PND 2018-2022, que en 
su Objetivo número 3 del Pacto por la Sosteni-
bilidad, define como obligación de Minambien-
te  “establecer un mecanismo para mejorar la 
cobertura y efectividad del ecoetiquetado y del 
Sello Ambiental Colombiano para su posiciona-
miento en mercados internacionales”; de esta 
manera, en busca de su homologación y posi-
cionamiento, se adelanta el proyecto “Alianza 
Ambiental de América”, en el cual, de mane-
ra conjunta con Costa Rica y México, se busca 
reconocimiento de esquemas de certificación 
ambiental, destacando que Colombia formalizó 
su participación por medio de la firma del me-
morando de entendimiento que da origen a la 
Alianza en 2020,  ya se han sumado de mane-
ra formal a esta iniciativa Paraguay y Ecuador, 
y han manifestado interés en participar Brasil, 
Perú, Argentina y Chile. 

En materia de Compras Públicas Sostenibles, 
con el objetivo de fortalecer la integralidad ins-
titucional, se logró la suscripción en 2021 de 
un Convenio Interadministrativo con Colombia 
Compra Eficiente con el objeto de “Aunar es-
fuerzos en la estructuración, diseño y desarrollo 
de herramientas e instrumentos estratégicos 
encaminados a la promoción, implementación y 
medición de las Compras Públicas Sostenibles 
en Colombia”. Resultado de ello se avanza en la 
elaboración de una guía conjunta de implemen-
tación de las CPS desde la dimensión ambiental, 
así como el desarrollo de un E-learning dirigido 
a la sociedad civil, y principalmente, a las enti-
dades públicas en materia de CPS, por otra par-
te, se avanza en el proyecto de modificación del 
Decreto 1082 de 2015, el fortalecimiento de un 
sistema de información, entre otras actividades 
relacionadas con el Plan de Mejoramiento re-
sultado de la Auditoría de Desempeño llevada a 
cabo por la Contraloría General de la República.

Destacando al mismo tiempo, las actividades de 
fortalecimiento institucional y del sector privado 
iniciadas en 2020, con logros importantes, tra-
ducidos en 120 entidades públicas y aproxima-
damente 850 funcionarios capacitados en temas 
de CPS, alrededor de 180 proveedores de 15 
sectores productivos diferentes formados como 
proveedores sostenibles, espacios desarrolla-
dos en articulación con el Ministerio de Comer-
cio, Industria y Turismo en el marco de las jor-
nadas de ABC de las Sociedades de Beneficio e 
Interés Colectivo. 

Por otra parte, con el propósito de consolidar 
información de avances en materia de imple-
mentación de CPS en el país, en el año 2021 se 
aplicó un formulario diagnóstico, evaluando 55 
entidades públicas, obteniendo como resultado 
que  el 80 % de las entidades participantes en el 
diagnóstico cuentan con avance medio y alto en 
la implementación de las CPS.

Al mismo tiempo, como estrategia para aumen-
tar la oferta de criterios ambientales a ser con-

siderados en los procesos de contratación se 
destaca la propuesta de criterios de sostenibi-
lidad a ser incluidos en 17 Acuerdos Marco de 
Precio, así como la elaboración y publicación de 
ocho fichas técnicas con criterios ambientales 
y el reconocimiento internacional del progra-
ma de CPS al ser el único país de la región que 
desde 2019 ha participado en el piloto para el 
reporte del indicador ODS 12.7.1 relativo a las 
Compras Públicas Sostenibles.

Por otra parte, se adelanta la estructuración 
de un proyecto normativo que regule la publici-
dad de los atributos ambientales de productos y 
servicios en cumplimiento al Art. 4 del Decreto 
1369/14 con el apoyo del Grupo de Moderniza-
ción del Estado de la Dirección General que li-
dera la mejora regulatoria del país del Departa-
mento Nacional de Planeación y el Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo. Proceso en fase 
de consultas. 

De manera paralela, en el marco del Proyecto 
“Impulsando el Consumo Sostenible en Améri-
ca Latina” se desarrolla la promoción de Esti-
los de Vida Sostenible (EVS), con la Universidad 
de Los Andes, en conjunto con el Programa de 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente y la 
Comisión Europea, cuyas acciones destacadas 
son la creación de un grupo de trabajo interdis-
ciplinario, la versión nacional del “Concurso de 
innovación para los estilos de vida sostenibles”, 
el cual  se celebra a nivel regional e incentiva 
la promoción de EVS en el país de forma inte-
grada con la Estrategia Nacional de Economía 
Circular, para los temas: alimentación, entrete-
nimiento, vivienda, compras y movilidad.

Para concluir, se han identificado los siguientes 
retos: actualización de los planes de acción ac-
tuales en articulación con otras iniciativas del 
Gobierno Nacional, fortalecimiento del marco 
normativo, implementación de herramientas 
tecnológicas de fácil aplicación por entidades y 
proveedores para el reporte y consolidación de 
información, generación de capacidades y cam-
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pañas de formación técnico jurídicas, diseño de 
instrumentos económicos que evidencien los 
impactos generados e incentiven las estrate-
gias de Producción y Consumo Sostenible: CPS, 
ecoetiquetado, publicidad de atributos ambien-
tales en productos y servicios y Estilos de Vida 
Sostenible.

3.4 	La economía circular urbana hacia 	
	 ciudades sostenibles

En el marco de la Estrategia Nacional de Eco-
nomía Circular ,las ciudades sostenibles cons-
tituyen un vehículo esencial para operativizar la 
economía circular y, en cada una de las líneas 
de acción priorizadas, las ciudades-región jue-
gan un papel central Las ciudades y municipios, 
alcaldías y gobernaciones, escuelas, empresas 
de servicios públicos, centros comerciales y 
parques industriales y, en general las comuni-
dades, son esenciales en el proceso de transfor-
mación de hábitos y prácticas hacia la reducción, 
reutilización, separación en la fuente, reciclaje y 

aprovechamiento de materiales, agua y energía.
Las ciudades son determinantes en la transi-
ción a f esquemas de economía circular, pues 
en ellas se concentra buena parte de la activi-
dad productiva y, además, la mayor población de 
consumidores. Por eso, el abordaje desde las 
economías urbanas resulta indispensable para 
el éxito de cualquier iniciativa orientada a pro-
mover modelos de reciclaje, producción sosteni-
ble y circularidad de cadenas productivas.

Desde la perspectiva regional y urbana, la eco-
nomía circular encuentra en las ciudades un 
vehículo integrador, pues en ellas se concentra 
buena parte del producto interno bruto (PIB), de 
los flujos de materiales y de las dinámicas de 
intercambio de energía, agua, biomasa y mate-
riales industriales.

La perspectiva urbano-regional es necesaria 
para lograr una visión sistémica que involucre 
no solo las cadenas y ciclos productivos (pro-
ductos industriales, envases y empaques, agua 

y energía) sino que articule los diferentes flujos 
con las dinámicas sociales y culturales propias 
de cada ciudad-región.

Minambiente, con el ánimo de fortalecer la tran-
sición de ciudades hacia la economía circular y 
la sostenibilidad, ha generado sinergias entre 
instrumentos de política, como es el caso de 
la articulación entre la Estrategia Nacional de 
Economía Circular, la Política de Producción 
y Consumo Sostenible (en proceso de ajuste y 
actualización) y la Política de Gestión Ambien-
tal Urbana. Esta última cuyo ajuste fue aproba-
do en julio de 2022, tras un dinámico proceso 
participativo de tres años, armoniza los temas 
estratégicos de la gestión urbana bajo un enfo-
que integral que articula la economía circular, 
la biodiversidad y el cambio climático a escala 
urbano regional.

En línea con lo anterior, la economía circular ha 
sido incorporada en la nueva etapa de la Polí-
tica Ambiental Urbana, como uno de los temas 
estratégicos para lograr una transformación so-
cioecológica hacia ciudades sostenibles.

Igualmente, se incorporó la economía circular 
urbana como uno de los componentes estraté-
gicos de la iniciativa Biodiverciudades, sobre la 
cual se hace referencia más adelante en este 
documento. 

Por otro lado, para fortalecer las capacidades de 
los actores involucrados en la economía circu-
lar urbana, desde el punto de vista conceptual 
y metodológico, se han generado ejercicios de 
gestión del conocimiento cuya divulgación se 
hace a través de publicaciones del Centro de 
Pensamiento en Gestión Ambiental Urbana, así 
como espacios para el análisis y el intercambio 
de experiencias.

El Minambiente acompaña también el desarrollo 
del Proyecto de Parques Eco Industriales GEIPP, 
liderado en el país por la ONUDI; a la fecha, se 
tienen tres pilotos en Zona Franca de Occidente, 

Zona Franca del Cauca y PIMSA, en Atlántico, en 
donde se fortalecen las estrategias de simbio-
sis industrial, tema que también se aborda en 
el marco de un memorando de entendimiento 
con Corea, el cual se encuentra en desarrollo 
y brindará al país recomendaciones de política 
para fortalecer la simbiosis industrial como eje 
estratégico de la transición a economía circular. 

3.5 	La regionalización de la estrategia 	
	 nacional de economía circular

En desarrollo de la propuesta de Gobernanza de 
la ENEC el país cuenta con 26 Mesas Regionales 
de Economía Circular: Bogotá-Cundinamarca, 
Santander, Norte de Santander, Córdoba, San 
Andrés, Bolívar, La Guajira, Boyacá, Magdalena, 
Atlántico, Amazonas, Caldas, Risaralda, Quin-
dío, Valle del Cauca, Cesar, Meta, Nariño, Su-
cre, Cauca, Putumayo, Tolima, Antioquia, Chocó, 
Huila y Casanare. Las mesas se constituyen en 
una de las principales estrategias de promoción 
de la economía circular, al ser espacios de tra-
bajo liderados por  los diferentes actores pre-
sentes en cada uno de los territorios, esto es, 
la institucionalidad, los entes territoriales, la 
academia, el sector privado representado en las 
cámaras de comercio, agremiaciones y empre-
sarios interesados en la implementación de la 
estrategia. 

En este marco, se articularon los actores en 
territorio para aunar esfuerzos, capacidades, 
inversiones y acciones con el fin de desarrollar 
procesos de fomento a la economía circular, 
gestión de conocimiento, fortalecimiento de ca-
pacidades y priorización, formulación y gestión 
de proyectos regionales de economía circular, y 
se da continuidad e institucionalizan los Talleres 
Regionales de Economía Circular desarrollados 
en el 2019, al tiempo que responden también 
a los compromisos adquiridos con la firma del 
Pacto Regional por la ENEC. 

Con miras a la descentralización de las accio-
nes relacionadas con la transición hacia una 
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economía circular, y buscando que las regiones 
tengan agencia sobre sus propias dinámicas 
socioeconómicas, los ministerios de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible y de  Comercio, Indus-
tria y Turismo, han generado unas instancias de 
acompañamiento que le permitan a las Comisio-
nes Regionales de Competitividad e Innovación, 
a las Cámaras de Comercio, a los entes territo-
riales y a las autoridades ambientales fortalecer 
capacidades y generar una oferta diferenciada 
de incentivos para la economía circular. Adicio-
nalmente, desde la Presidencia de la República, 
el Departamento Nacional de Planeación y los 
demás ministerios vinculados, hacemos parte 
del Comité Técnico Mixto de Sostenibilidad, que 
busca fortalecer en el país los procesos que se 
adelantan en materia de bioeconomía, biodiver-
ciudades, economía circular y cambio climático, 
con miras a una más efectiva articulación de 
agendas, esfuerzos y recursos. 

En julio de 2022 llevamos a cabo, en coopera-
ción con aliados de la cooperación internacio-
nal y del sector privado, la primera versión de 
la Expo Circular y Carbono Neutral, espacio que 
contó con más de 1000 participantes, 100 pa-
nelistas, 120 puntos de exhibición de programas 
y proyectos, y que fomentó sinergias y conexio-
nes comerciales hacia la circularidad y las cero 
emisiones y se evidenciaron los avances en la 
implementación de la Estrategia Nacional de 
Economía Circular y la Estrategia Colombiana 
de Carbono Neutralidad. 

3.6	O portunidades de financiamiento de la 	
	 economía circular

La economía circular cuenta con múltiples ac-
tores e interlocutores a todos los niveles y en 
todos los sectores, se pone de relieve el rol 
fundamental que cumple el sector privado, y en 
particular, las empresas en el desarrollo y éxito 
de la transición hacia la economía circular. 

Es importante resaltar el acercamiento sis-
temático a las regiones a través de las Mesas 

Regionales de Economía Circular, a fin de que 
logren con autonomía una dinámica pertinente 
y coherente a las características propias de las 
regiones, y donde la oferta institucional de los 
ministerios se consolida como una batería de 
herramientas de soporte, económicas y finan-
cieras, para atender las necesidades del desa-
rrollo de las regiones.

Se resaltan oportunidades de financiamiento a 
través de entidades como INNpulsa, Bancóldex, 
Procolombia, Colombia Productiva, Findeter, 
entre otras, las cuales ponen al servicio de los 
empresarios convocatorias dirigidas a impulsar 
el desarrollo de modelos de negocio circular; 
mediante mapeo de los instrumentos financie-
ros públicos aplicados, así como de los instru-
mentos privados, incluyendo actores principales 
identificados en la banca nacional e Internacio-
nal, banca multilateral, inversores privados, do-
nantes y filantropía, portafolios de instrumentos 
de inversión y financiación de proyectos empre-
sariales de transferencia de tecnologías en eco-
nomía circular. 

Adicionalmente desde los entes territoriales, 
con recursos del Fondo de Compensación Am-
biental (FCA), como instrumento financiero de 
redistribución de recursos entre corporaciones, 
el Fondo Nacional Ambiental (FONAM) median-
te el cual se puede financiar la ejecución de 
actividades, estudios, investigaciones, planes, 
programas y proyectos, de utilidad pública e in-
terés social, encaminados al fortalecimiento de 
la gestión ambiental, a la preservación, conser-
vación, protección, mejoramiento y recupera-
ción del medio ambiente y a través del Sistema 
General de Regalías, cuyo objetivo es establecer 
mecanismos de equidad en la distribución de los 
recursos para promover el desarrollo y la com-
petitividad y propiciar la restauración social y 
económica en las regiones donde se genera la 
exploración y la explotación de recursos natura-
les, se pueden desarrollar proyectos de fomento 
a la economía circular en cada una de las regio-
nes. Es importante anotar que el sector banca-

rio cada vez más está ampliando sus portafolios 
para incluir líneas de financiación específicas 
para innovación y emprendimiento circular.

3.7 	El reto mayor, la cultura ciudadana y 	
	 la gestión de conocimiento

Una de las herramientas más importantes para 
la masificación del concepto de economía circu-
lar es la divulgación a los distintos grupos de in-
terés. Es así como Minambiente y los diferentes 
actores vinculados a la Mesa Nacional de Co-
municación y Cultura Ciudadana, han trabajado 
en la formulación y posterior implementación 
del Plan de Comunicación y Cultura Ciudada-
na, que presenta un marco general para crear 
iniciativas de distintos actores, públicos y priva-
dos, para promover la economía circular como 
práctica deseable y necesaria en las cadenas de 
producción y consumo.

A través de la Mesa Nacional de Comunicación y 
Cultura Ciudadana, que convoca a actores de los 

sectores productivos, las instituciones públicas, 
la academia y la sociedad civil en general, se han 
adelantado acciones para establecer roles, men-
sajes y canales a través de los cuales se promue-
ven estilos de vida sostenible, el consumo respon-
sable, la gestión integral de residuos sólidos y el 
direccionamiento de la productividad y eficiencia 
en los procesos productivos al interior de las em-
presas, en el marco de la economía circular. 

El Plan de Comunicación, por su parte, tiene una 
serie de estrategias dirigidas de manera dife-
renciada a los sectores productivos, a las cade-
nas de distribución, a los gestores, prestadores 
del servicio público de aseo y organizaciones 
de recicladores de oficio, y a los ciudadanos en 
general como usuarios del servicio público de 
aseo y gestores de cambio en las dinámicas de 
consumo. Cada uno de estos grupos de interés 
debe recibir información relevante a través de 
campañas con enfoque sectorial y territorial que 
fomenten la transición hacia un modelo econó-
mico sostenible de ciclo cerrado. 
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El fortalecimiento de capacidades y la gestión 
de conocimiento son fundamentales para ase-
gurar la transición a la circularidad. Es así que 
el Ministerio acompaña el proceso de articula-
ción entre el Servicio Nacional de Aprendizaje 
(SENA) y  la Cooperación Alemana para el Desa-
rrollo GIZ, durante el 2020 desarrollaron el cur-
so complementario virtual titulado “Aplicación 
de conceptos de economía circular en contextos 
productivos”. Este curso permite al aprendiz te-
ner todos los fundamentos conceptuales de la 
economía circular y además tener un acerca-
miento a los diferentes modelos de negocio que 
permiten la circularidad.  Adicionalmente, bajo 
el mismo proceso se trabaja con la GIZ en la 
estructuración de un paquete de oferta forma-
tiva que va dirigido a diferentes públicos, dan-
do especial atención a la población recicladora, 
acompañado por un programa de desarrollo de 
contenidos y espacios comunicativos. Uno de los 
principales logros de este proceso es la puesta 
en marcha del Laboratorio de Economía Circu-
lar del SENA, en su complejo de Paloquemao, el 
cual permite procesos de ideación, prototipado 
y formación en la práctica a los diferentes ac-
tores, con énfasis especial en los recicladores, 
empresarios y emprendedores en general. 

En esta misma línea, y con el concurso de la 
Unión Europea y la Universidad Pontifica Boli-
variana, se avanza en un proceso de asistencia 
técnica para fortalecer la gobernanza en las 
Mesas Regionales de Economía Circular, con un 
caso piloto para le región Caribe. 

3.8 	El sistema de información de economía 	
	 circular

Para que Colombia cuente con la información 
estadística sobre Economía Circular que le per-
mita tomar las decisiones más acertadas para el 
tránsito del modelo lineal a circular, se requie-
re de un Sistema de Información de Economía 
Circular -SIEC, concebido como un conjunto 
articulado de elementos que interactúan entre 
sí para recopilar, consolidar y difundir la infor-

mación estadística relacionada con la Economía 
Circular.

La ENEC estableció este sistema de Informa-
ción como uno de los mecanismos para su im-
plementación y fortalecimiento. En tal sentido, 
trabajamos bajo la coordinación del DANE y con 
el concurso de diferentes entidades públicas, 
de investigación, académicas, sectoriales, entre 
otros, en la estructuración del referido Sistema 
de Información de Economía Circular ( SIEC). 
Para ello se han establecido 6 submesas de 
trabajo, asociadas a cada uno de los flujos de la 
ENEC.

El SIEC está integrado por las entidades públi-
cas y privadas que son productoras o usuarias 
de información de economía circular, las políti-
cas y normas relacionadas, los procesos técni-
cos, la infraestructura y tecnología involucrada 
en la gestión de la información sobre la materia. 

En el marco del SIEC se  avanza en el diseño de 
la Cuenta Satélite de Economía Circular, basa-
do en el modelo estándar para la producción de 
estadísticas (GSBPM), que incorporará nuevos 
indicadores y diagramas de flujos de materiales, 
como herramientas adicionales de medición y 
mapeo de la circularidad en el país. 

Parte de la importancia del análisis de la infor-
mación es que permite tener políticas públicas 
más eficaces y escenarios de evaluación y toma 
de decisiones más ágiles para tener procesos 
productivos limpios, circulares y sostenibles. 

La Mesa de Información de Economía Circular 
(MIEC), se activó en el 2019 como un espacio 
para articular a las entidades del Sistema Esta-
dístico Nacional (SEN) para identificar, fortale-
cer y generar información estadística relevante 
y oportuna requerida en la toma de decisiones y 
la evaluación de la política pública asociada a la 
economía circular. A julio de 2022, el Departa-
mento Administrativo Nacional de Estadísticas 
(DANE) ha publicado cinco Reportes de Econo-

mía Circular, donde presenta indicadores y dia-
gramas de Sankey de los flujos de materiales y 
energía, muy valiosos para el entendimiento de 
la economía circular en el país, los cuales pue-
den ser consultados en la página web del DANE. 

El reto a la fecha es garantizar que el Sistema 
sea lo suficientemente robusto y eficiente para 

garantizar el seguimiento y medición de accio-
nes, desarrollo y proyectos en el marco de la 
transición a la circularidad, así como una bate-
ría de indicadores pertinentes para la toma de 
decisiones asociadas a la formulación, imple-
mentación y evaluación de programas, proyec-
tos y modelos de negocio en el marco de la eco-
nomía circular. 

Colombia y la Ocde

Colombia se convirtió oficialmente en el 37º miembro de la Organización el 28 de abril de 2020, concluyen-
do con éxito un proceso de adhesión que comenzó en 2013.

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible participa en dos comités en el marco de la OCDE: Quí-
micos y Políticas Ambientales. En 2018 existían 22 compromisos postacceso por cumplir, 11 relacionados 
con el comité de químicos y 11 relacionados con el de Ambiente. 

A lo largo de los años 2020, 2021 e inicios de 2022, Colombia ha trabajado, consolidado y presentado ante 
la OCDE cuatro reportes formales, exponiendo sus avances frente a las áreas identificadas por mejorar. 
Es así como en el cierre del primer trimestre de 2022, el balance general de resultados de la OCDE deta-
lla es realmente positivo. El cumplimiento de estos compromisos significan avances muy importantes en 
políticas asociadas a la economía circular, la gestión de sustancias químicas, la prevención y el manejo de 
accidentes mayores, la información y las cuentas ambientales.  

Adicionalmente, el país ha participado de manera muy activa en el programa de Acción Climática de la 
OCDE (IPAC, por sus siglas en inglés) que le permitirá a Colombia contar con una herramienta para el se-
guimiento de indicadores claves en la acción climática. Contará con un DASHBOARD de los 10 indicadores 
más importantes de cambio climático, un monitor para el reporte anual de los avances en sus compromi-
sos de mitigación y adaptación, un benchmark de las políticas y programas de cambio climático efectivas a 
nivel mundial, y una plataforma de dialogo internacional sobre este tema. 

Finalmente, y gracias al protagonismo de Colombia en el marco de la OCDE, el Ministro Carlos Correa fue 
designado vice chair de la reunión ministerial del comité de política ambiental realizado en abril de 2022, 
desde donde lideró las discusiones sobre biodiversidad. Así mismo, el Director de Cambio Climático y 
Gestión del Riesgo fue elegido como miembro del Bureau del Comité de Política Ambiental para el periodo 
2021-2022.



88           /           Colombia más sostenible y competitiva Hacia un país carbono neutral y de naturaleza positiva         /        89  

Cuando hablamos de ecosistemas pensamos 
en la importancia que cobra la biodiversidad en 
nuestro territorio. No podemos hablar de pro-
tección y conservación de los bosques sin hablar 
de lo imperante que es cuidar y promover el au-
mento de la biodiversidad en Colombia.

Los ecosistemas donde habita la vida, la flora y la 
fauna silvestre son valores invaluables que deben 
ser protegidos y conservados a partir de diferen-
tes enfoques y estrategias. De ahí, Colombia cuen-
ta entre otras estrategias con la Política Nacional 
para la Gestión Integral de la Biodiversidad y sus 
Servicios Ecosistémicos, la cual plantea un cam-
bio sustancial en la forma de abordar la gestión de 
la biodiversidad, lo que se refleja en el desarrollo 
conceptual y la propuesta técnica que hace.

La prioridad del Gobierno Nacional ha sido la 
protección y conservación a través de las estra-
tegias de:

•	 Lucha contra la deforestación
•	 Restauración ecológica
•	 Sistemas Sostenibles de Conservación
•	 Pagos por Servicios Ambientales
•	 Incentivos a la conservación
•	 Nuevas áreas protegidas y otras medidas 

efectivas de conservación
•	 Modernización de la gestión de los recursos 

naturales a partir de la actualización del 
marco normativo del sector

Para ello, en este capítulo trataremos cada uno 
de estos temas que de manera integral han sido 

abordados para la protección y conservación de 
los ecosistemas y el enfoque a la conservación 
de la biodiversidad: 

4.1 La biodiversidad en Colombia

El término biodiversidad surgió por primera vez 
en la literatura científica en un informe guber-
namental estadounidense escrito en 1980. Sin 
embargo, no se volvió popular hasta después de 
que fuera usado por Edward Osborne Wilson en 
1998, en su libro BioDiversity, una colección de 
artículos de autoridades internacionales sobre 
el tema que recopiló las ponencias del Foro Na-
cional Americano de 1986.

No hay una sola definición de biodiversidad o 
la diversidad de la vida; Wilson la definió como 
“la variedad de los organismos considerada en 
todos los niveles, desde las variantes genéticas 
en las poblaciones, los conjuntos de especies e 
incluso los niveles taxonómicos superiores”. El 
Convenio sobre la Diversidad Biológica de 1992, 
define la biodiversidad como “la variabilidad de 
organismos vivos de cualquier fuente, incluidos, 
entre otros, los ecosistemas terrestres y marinos y 
otros ecosistemas acuáticos y los complejos ecoló-
gicos de los que forman parte; comprende la diver-
sidad dentro de cada especie, entre las especies y 
la de los ecosistemas”.

En la práctica, la biodiversidad se asocia con el 
número de organismos diferentes o especies en 
una región determinada. Es así como Colombia, 
se conoce como el país más diverso en aves y 

Capítulo 4     		  Protección y conservación  
				    de los ecosistemas
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el segundo en plantas, mariposas y peces dul-
ceacuícolas. No obstante, esta medida conocida 
como riqueza, puede complementarse con otros 
niveles de organización biológica que son medi-
bles: el de paisaje, el de ecosistemas y comuni-
dades y poblaciones y el genético. 

El nivel de paisaje comprende los diferentes ti-
pos de ecosistemas en una región. El ecosiste-
ma es una unidad que relaciona los elementos 
abióticos y las comunidades que dependen de 
él. Las comunidades incluyen las diferentes po-
blaciones de especies que a su vez reflejan la 
variabilidad genética. 

En este contexto, es claro que la biodiversidad no 
es solo el número de ecosistemas, paisajes, es-
pecies o genes. En el estudio de estos niveles de 
organización se deben tener en cuenta la com-
posición, estructura y función. La composición se 
refiere a los elementos presentes en cada nivel 
(por ejemplo, el listado de especies en un ecosis-
tema o el número de ecosistemas presentes en 
un paisaje). La estructura incluye el arreglo espa-
cial de los componentes (como la distribución de 
las capas de vegetación presentes en un bosque 
o cuantos machos, hembras y juveniles hay en 
una población). La función incluye los procesos 
ecológicos que desempeñan estos componentes 
en su estructura (para citar un caso, la fijación 
de carbono por las plantas o la polinización por 
parte de los insectos). De este último atributo se 
deriva una parte importante de las contribucio-
nes de la naturaleza para las personas.

Colombia ratificó mediante la ley 165 de 1994 el 
Convenio de Diversidad Biológica, que es la norma 
marco de biodiversidad del país. A partir de allí se 
diseñó y formuló el Plan de Acción de la Biodiversi-
dad entre 1996 y 1998. Con ello se inician los infor-
mes de país sobre el estado de la biodiversidad, el 
primero de los cuales se elaboró en 1997 e incluía 
un inventario a nivel nacional de esta. 

La riqueza, en términos generales, ha sido el in-
dicador más común para referirse a la biodiver-

sidad a partir de la representación del número 
de especies presentes en un territorio determi-
nado. Los listados registrados indican que en el 
territorio nacional hay 63.303 especies, estima-
tivo que incluye mamíferos, aves, reptiles, plan-
tas con flores, helechos y plantas vasculares. En 
ese sentido, Colombia ocupa el primer lugar de 
diversidad en aves y orquídeas, el segundo en 
diversidad de plantas, anfibios, peces dulceacuí-
colas y mariposas, el tercero para reptiles, pal-
mas y el cuarto lugar en mamíferos.

4.1.1. La Amazonía: ecosistema estratégico

Colombia hace parte, junto con Bolivia, Brasil, 
Ecuador, Perú y Venezuela, del grupo de los 
países megadiversos por albergar un elevado 
número de especies. La Amazonia equivale a 
483.164 kilómetros cuadrados del territorio na-
cional y abarca los departamentos completos de 
Amazonas, Caquetá, Putumayo, Guaviare, Guai-
nía y Vaupés, y parte de los departamentos de 
Vichada, Meta, Cauca y Nariño, lo que represen-
ta 42,3 % del área continental del país.

Hablar de la Amazonia colombiana es respirar pro-
fundo y adentrarse en un mar de bosques verdes, 
donde el cielo y las estrellas son la guía espiritual 
del ser humano, donde las comunidades indígenas 
son la gobernanza del territorio y donde cada km2 
de extensión cumple una función ecosistémica en 
el mundo. Cuidar la Amazonia colombiana es un 
derecho y deber de todos los ciudadanos del mun-
do, y hacerlo con las comunidades debe ser la vi-
sión de presente y futuro. 

Es tan importante destacar que la Amazonia se cons-
tituye como la región con más superficie y el mayor 
número de plantas conocidas del territorio nacional, 
seguida de la región del Pacífico. El Herbario Amazó-
nico Colombiano tiene documentadas 8329 especies 
(7535 plantas vasculares y 794 no vasculares), las 
cuales están agrupadas en 222 familias y 1698 géne-
ros. Así mismo, en la Amazonia colombiana se regis-
tran a la fecha 2200 especies de plantas con alguna 
categoría de uso, muchas de ellas introducidas

Por otro lado, el Instituto SINCHI ha registrado 
alrededor de 1290 especies, incluyendo anfibios 
(175), reptiles (179), aves (764) y mamíferos (172) 
en diferentes localidades y hábitats de los depar-
tamentos de Caquetá, Guainía, Guaviare, Vaupés y 
Sur del Vichada principalmente, aunque también 
se cuenta con información puntual de los depar-
tamentos de Amazonas, Putumayo y sur del Meta.  

La biodiversidad acuática amazónica es amplia-
mente reconocida y valorada. Por ejemplo, se esti-
ma una cifra cercana a 1400 especies de microal-
gas en esta zona del país. Así mismo, los trabajos 
con un esfuerzo taxonómico considerable per-
miten citar 292 géneros de macroinvertebrados 
acuáticos para la amazonia colombiana. 

Por su parte, el cálculo de biodiversidad para el 
grupo de peces en la panamazonia oscila entre 
1.033 y 7.000 especies, de las cuales 751 se en-
cuentran en la Amazonia colombiana, que aporta 
a las estadísticas nacionales el mayor número de 

especies asociada a un área hidrográfica. Conside-
rando dicha riqueza, los peces ofrecen un impor-
tante servicio de aprovisionamiento siendo útiles 
como fuente de alimento, empleando alrededor de 
150 especies y como un aporte a las economías lo-
cales a partir del uso de 313 (60 %) de las especies 
aprobadas como recurso ornamental.

En el caso de la fauna, reportes recientes dan 
cuenta de más de 2500 especies de vertebrados 
en la toda la Amazonia como anfibios (577), repti-
les (281), aves (más de 1300) y mamíferos (más de 
430). No obstante, es bien conocido que la riqueza 
de especies está aún significativamente subesti-
mada y que a medida que se amplían las áreas de 
estudio y se incorporan herramientas de análisis 
genético que permiten evidenciar la diversidad 
dentro de taxones con distribuciones amplias, la 
riqueza aumenta.

Los bosques amazónicos conjugan con las comu-
nidades sentimientos de arraigo, de conservación, 
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de ancestralidad y de respeto por no solo lo que 
habita y toma valor en ella, sino por el resto de la 
humanidad. Las comunidades indígenas son enal-
tecidas a través de los diferentes programas que 
el Gobierno Nacional ha implementado en ella. El 
Pacto de Leticia, el Programa Visión Amazonia, 180 
Millones de Árboles, un instituto dedicado exclusi-
vamente a investigar la Amazonia, como lo es el 
SINCHI, y otras acciones son, en sí, esfuerzos que 
desde el Gobierno Nacional se han realizado para 
conservarla. 

4.1.2 Nuestros ecosistemas marinos y costeros

Colombia es el único país de Suramérica con 
costas en el Mar Caribe y el Océano Pacífico. Sus 
más de 900.000 kilómetros cuadrados de aguas 
jurisdiccionales le dan una riqueza adicional 

única y diversa. Con el fin de conservar su bio-
diversidad, cuenta con una la Política Nacional 
Ambiental para el Desarrollo Sostenible de los 
Espacios Oceánicos y las Zonas Costeras e Insu-
lares de Colombia formulada en año 2000.

Más recientemente, dispone de la política, Co-
lombia Potencia Bioceánica Sostenible 2030, 
adoptada el 31 de marzo de 2020 por el Consejo 
Nacional de Política Económica y Social median-
te documento CONPES 3990. Esta tiene por ob-
jeto proyectar al país como potencia bioceánica 
para finales de la década, mediante el aprove-
chamiento integral y sostenible de su ubicación 
estratégica, condiciones oceánicas y recursos 
naturales para contribuir al crecimiento y desa-
rrollo sostenible.

4.1.3  	Ecosistemas estratégicos para la 	
conservación de la biodiversidad marina  
y costera 

Manglares

El manglar es uno de los ecosistemas más im-
portantes del mundo, pues el 80 % de las es-
pecies marinas depende de ellos para subsistir. 
Colombia se encuentran entre los 12 primeros 
países con mayor extensión de ecosistema de 
manglar en el mundo (Spalding, Kainuma, & Co-
llins, 2011) y ocupa el tercer lugar con los bos-
ques de mangles más altos del planeta (Simard 
et al., 2019). En América del Sur los manglares 
actualmente ocupan cerca de 23.882 kilómetros 
cuadrados (Spalding, Kainuma, & Collins, 2011), 
y Colombia es el segundo país con mayor ex-
tensión de manglares, precedido de Brasil. Los 
manglares de Colombia tienen una extensión 
aproximada de 290.704 ha, distribuidos en los 
litorales Caribe, con 25,5 %, el Pacífico con el 
74,5%, y el litoral insular, con el 0,07 %.

Los manglares proporcionan un conjunto de be-
neficios a las comunidades, tanto en el ámbito 
local, regional, nacional y global. Entre el man-
glar y las comunidades locales del litoral co-
lombiano se han entretejido estrechos vínculos 
ecológicos, económicos, sociales y culturales. 
Los medios de subsistencia y el bienestar de los 
hogares de las comunidades asociadas al man-
glar dependen de un adecuado flujo de bienes y 
servicios del ecosistema.

Arrecifes de coral 

Colombia es el único país de Suramérica que 
cuenta con costa en el Mar Caribe y el Océano 
Pacífico, y se estima que posee una extensión de 
coral aproximada de 1091 Km2 (Díaz et al., 2000). 
En el Caribe se encuentran en la región insular 
del archipiélago de San Andrés, Providencia y 
Santa Catalina, así como en el borde costero, en 
las zonas de Bahía Portete, Santa Marta-Tayro-
na, el sector de Chocó Darién, el archipiélago de 

Nuestra Señora del Rosario y San Bernardo, Isla 
Fuerte e Isla Tortuguilla. En el Pacífico, los sitios 
más representativos son la ensenada de Utría, 
Punta Tebada, Isla Gorgona e Isla Malpelo.

En el Caribe colombiano, el 78 % de las forma-
ciones coralinas se encuentra dentro de dife-
rentes categorías de conservación del Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas (Sinap) y para el 
Pacifico el 91 % (Invemar, 2020).

Desde la década de los 80, en el país se ha re-
portado una considerable afectación a los eco-
sistemas de coral, principalmente asociada a 
alteraciones causadas por el hombre, como: 
contaminación, alta sedimentación, sobrepes-
ca, turismo irresponsable y enfermedades cau-
sadas por patógenos no frecuentes en medios 
marinos (Gil-Agudelo et al., 2009).

Pastos marinos

Las praderas de pastos marinos se encuentran 
únicamente en el Caribe colombiano, con una 
extensión estimada de 66.132,47 hectáreas. El 
departamento con mayor extensión es La Guaji-
ra, con 56.424,86 hectáreas. En Colombia solo se 
registran seis especies:  Thalassia testudinum, 
Syringodium filiforme, Halodule wightii, Halo-
phila decipiens, H. Baillonis y Ruppia marítima.

4.1.4 Fauna estratégica

Peces condrictios

Los tiburones y las rayas marinas han sido uti-
lizados como alimento para el sustento huma-
no, al igual que son importantes para el turismo 
en ciertas regiones, y su rol ecológico es fun-
damental en el adecuado funcionamiento de 
los ecosistemas marinos. Los tiburones y rayas 
son capturados en todo el mundo con intereses 
comerciales y ‘recreativos’, pero la actividad de 
comercio y la falta de sensibilidad hacia estos 
peces vienen diezmando sus poblaciones a un 
acelerado ritmo. 
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En Colombia hay 176 especies de condrictios 
registradas. Es importante resaltar que los ti-
burones hasta 2021 fueron considerados como 
parte de los recursos pesqueros, y como tal se 
establecieron volúmenes de aprovechamiento 
para la pesca artesanal sobre estas especies, y 
un porcentaje de captura incidental para la pes-
ca industrial. Esto llevó a que varias especies 
se encuentren amenazas. De hecho, según la 
evaluación realizada en el Libro Rojo de Peces 
Marinos de Colombia (Chasqui et al., 2017) se 
encuentran registradas 16 especies identifica-
das de tiburones y rayas, que presentan algún 
grado de amenaza (dos especies en estado Pe-
ligro Crítico, CR, una en Peligro y 13 en estado 
Vulnerable, VU).

Tortugas marinas

En Colombia hay seis especies de tortugas ma-
rinas registradas: tortuga carey (Eretmochelys 
imbricata), las tortugas gogo (Caretta caretta), 
canal (Dermochelys coriacea), blanca (Chelonia 
mydas), prieta (Chelonia agassizii) y caguama 
(Lepidochelys olivacea). Todas las especies se 

encuentran en riesgo de extinción. 

Mamíferos Acuáticos

En Colombia se han reportado 42 especies, lo 
que representa el 31 por ciento del total a nivel 
mundial. Desde la década de los 90 los mamífe-
ros acuáticos en Colombia se han consolidado 
como sujetos carismáticos en el turismo de na-
turaleza. El turismo de avistamiento se realiza 
sobre la ballena jorobada (Megaptera novaean-
gliae) en el Pacífico colombiano, especialmen-
te en bahía Málaga, golfo de Tribugá y bahía de 
Tumaco. 

4.2 	Principales motores de la pérdida de 	
	 biodiversidad

4.2.1 Deforestación

De acuerdo con cifras oficiales del Sistema de 
Monitoreo de Bosques y Carbono (Ideam, 2022), 
la superficie de bosque reportada para el terri-
torio continental e insular del país para el cierre 
del año 2021 fue de 59,5 millones de hectáreas, 

equivalentes al 52,1 % del territorio nacional. 
Ese nivel está muy por encima del promedio 
mundial, que asciende a 31 %, según el informe 
de recursos naturales de la FAO. 

Los números citados ubican a Colombia como 
el tercer país de Suramérica con mayor área en 
bosques. Estos representan cerca del 1,5 % de 
la superficie forestal global, pero son el sopor-
te y condición por la cual el país es catalogado 
como el segundo con mayor biodiversidad en el 
mundo. 

La Amazonia representa la mayor proporción 
de bosques naturales del  país, con 39 millones 
de hectáreas de bosque (66 %), los Andes con 
11,3 millones de hectáreas (19 %), las regiones 
del Pacífico con 5,45 millones (9 %), Orinoquía 
con 2.079.496 hectáreas (3,5 %) y el Caribe con 
1.644.864 millones hectáreas de bosque (2,8 %). 
En Colombia cerca del 53 % de los bosques na-
turales se localiza en áreas de resguardos in-
dígenas, territorios colectivos de comunidades 
negras y zonas de reserva campesina. El análisis 
de este indicador a nivel departamental permite 
resaltar que para el año 2021, los departamentos 

que concentran la mayor proporción de la super-
ficie del bosque natural del país son: Amazonas 
(18 %), Guainía (11 %) y Caquetá (11 %).

La actualización de la cifra oficial de deforesta-
ción para el año 2021 permite identificar que en 
Colombia se perdieron 174.103 ha (ver figura 5), 
identificándose un aumento del 1,5 % respecto 
de la pérdida reportada para el año 2020, con lo 
que se logró contener el comportamiento cre-
ciente de este flagelo; las cifras oficiales iden-
tificaron que la curva ascendente se quebró y 
el país presentó una reducción acumulada de 
45.449 hectáreas. Colombia perdió cerca de 3.2 
millones de hectáreas de bosque en los últimos 
veintiún años, transcurridos hasta 2021. Para 
este periodo las mayores superficies defores-
tadas se concentraron entre 2016 a 2018; sien-
do 2017 el de mayor superficie deforestada con 
219.552 hectáreas. A escala regional, la pérdida 
en la cobertura de bosque natural se concentró 
principalmente en las regiones de la Amazonia 
(58 %), Andes (18 %) y Caribe (10 %). La región 
de la Amazonia es la que presenta la mayor de-
forestación, con la acumulación de 1,86 millo-
nes de hectáreas desde comienzos del siglo XXI.

FIGURA 5
Dinámica de la superficie deforestada en Colombia, periodo 2013 – 2021.

Fuente: Ideam 2022.
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Cinco departamentos presentaron el 64 % de la 
deforestación nacional acumulada para el pe-
ríodo 2000-2021: Caquetá (21 %), Meta (16 %), 
Guaviare (11 %), Antioquia (8 %) y Putumayo (7 
%). En lo referente al nivel municipal, entre 2014 
y 2020, según la información disponible, se iden-
tificó que en la jurisdicción de 15 municipios se 
concentró el 58 % de la deforestación acumu-
lada nacional, siendo los casos más extremos 
San Vicente del Caguán (120.258 ha), Cartage-
na del Chairá (114.550 ha), La Macarena (85.257 
ha), San José del Guaviare (83.887 ha), Calamar 
(43.666 ha) y Mapiripán (45.931 ha).

Las principales causas directas de la deforesta-
ción en los últimos años a nivel nacional fueron 
la praderización orientada al acaparamiento de 
tierras, las prácticas insostenibles de ganadería 
extensiva, los cultivos de uso ilícito, el desarro-
llo de infraestructura de transporte no planifi-
cada, la extracción ilícita de minerales, la tala 
ilegal y la ampliación de la frontera agrícola en 
áreas no permitidas.

Cuando se pierde el bosque a causa de la defo-
restación, se afecta la posibilidad de superviven-
cia de infinidad de organismos, desde hongos, 
invertebrados y musgos hasta reptiles, aves y 
mamíferos. La fragmentación que suele acom-
pañar a la deforestación tiene efectos sobre las 
condiciones ambientales del territorio, como 
cambios en la radiación solar que llega al suelo, 
la evaporación, la temperatura, los vientos, en-
tre otros. Por otro lado, los procesos ecológicos 
se pueden interrumpir como consecuencia de 
estos cambios, pero también por la alteración 
de ciclos hídricos, la desaparición local de espe-
cies, la imposibilidad de los individuos de des-
plazarse entre los fragmentos e incluso por la 
llegada de especies invasoras.

La deforestación también puede tener graves 
consecuencias socioeconómicas: por ejemplo, 
puede amenazar los medios de vida, la cultura 
y la supervivencia de las poblaciones que de-
penden de los bosques, incluidos los pueblos 

indígenas; debilitar las economías locales y na-
cionales; provocar conflictos sociales por los 
recursos naturales; aumentar el impacto de los 
desastres naturales; y producir desplazamien-
tos de la población.

4.2.2 	Contaminación marina (Calidad del Agua 
Marina)

Los mares y océanos son los ecosistemas más 
productivos del planeta. Sin embargo, el costo 
ambiental del desarrollo económico y las diná-
micas del crecimiento, han llevado a que las ac-
tividades socioeconómicas y productivas causen 
contaminación, uno de los principales impul-
sores directos del cambio y degradación de los 
ecosistemas y pérdida de biodiversidad.

Por esta razón, Colombia tiene el compromi-
so de prevenir la contaminación y proteger los 
ecosistemas marinos y costeros frente a los 
factores de cambio y degradación ambiental, 
que están amenazando la diversidad marina y 
sus servicios ecosistémicos.  En el “Pacto Re-
gión Océanos”, el Gobierno Nacional estableció 
en su Plan de Desarrollo 2018-2022 una meta 
para el seguimiento de la calidad de las aguas 
marinas y costeras del país a través de la medi-
ción del Índice de Calidad de las Aguas Marinas 
y Costeras. 

El programa nacional de monitoreo de la “Red 
de vigilancia para la Conservación y Protección 
de las Aguas Marinas y Costeras de Colombia 
(REDCAM); coordinado por el Invemar y confor-
mado por el Minambiente y las 12 corporaciones 
autónomas regionales y de desarrollo sosteni-
ble con jurisdicción marina, viene contribuyendo 
desde el 2001 con la información científica sobre 
contaminación marina en el país. Los resultados 
de la evolución histórica con una mirada a 20 
años de monitoreo en Colombia han mostrado 
una alta variabilidad de la calidad del agua mari-
na y costera, con cambios interanuales a escala 
nacional, regional y local, con rangos entre pési-
ma y óptima calidad (ICAM 2,6 % y 96,7%). 

El 78,4 % de las aguas marino-costeras de los 
sitios evaluados presentaron excelente calidad y 
buenas condiciones para la preservación de flo-
ra y fauna. El litoral Pacífico presentó mejor ca-
lidad del agua marina y costera en el 62 % de los 
sitios de muestreo que se ubicaron en las cate-
gorías óptima, adecuada y aceptable, mientras 
que en el litoral Caribe se obtuvo un 54 %. Así 
mismo, la temporada seca presentó aguas de 
mejor calidad, en comparación con la época de 
lluvias, debido a la influencia de las precipitacio-

nes sobre las escorrentías urbanas y agrícolas 
que arrastran todo tipo de residuos contaminan-
tes que deterioran la calidad del agua en la zona 
costera. Estos hechos ponen en evidencia que 
se debe seguir avanzando en medidas eficaces 
para reducir la presión de las fuentes de conta-
minación que afectan la calidad del agua en los 
ambientes marinos y costeros, adoptar buenas 
prácticas productivas, incrementar la infraes-
tructura de saneamiento básico de municipios 
costeros y mejorar su funcionamiento.

FIGURA 6
Representación de las categorías del índice de calidad de aguas marinas y costeras obtenidas históricamente 
entre los años 2001 al 2020 en los departamentos costeros de los litorales Caribe y Pacífico colombianos.

 

Fuente: Invemar, 2021
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La contaminación marina por residuos plásticos 
se ha convertido en un tema de gran importan-
cia para científicos, conservacionistas, gestores 
ambientales y la comunidad en general, debido 
a los impactos que producen en el ecosistema, 
los organismos marinos y en las personas. 

Entre el 60 y 90 % de la basura marina son plásticos, 
debido a la alta producción (311 millones de tonela-
das métricas a 2014), y al inadecuado manejo y dis-
posición directa a los cuerpos de agua naturales, 
los cuales llegan a las zonas marinas y costeras 
por introducción directa, o a través de tributarios 
que descargan sus aguas en el mar. También pro-
vienen de actividades realizadas en el mar como la 
industria pesquera, pesca artesanal, extracción de 
minerales, acuicultura y el transporte marítimo. 
Los plásticos pueden estar en la columna de agua 
o estar acumulados en el sedimento de ambientes 
costeros, marinos y oceánicos, gracias a procesos 
físicos oceanográficos como vientos, mareas, dife-
rencias de salinidad y corrientes marinas. 

En Colombia se expidió la Política Nacional para 
la Gestión Integral de Residuos Sólidos (CONPES 
3874 de 2016). No obstante, existen barreras rela-
cionadas con el uso masivo de productos plásticos, 
manejo de residuos sólidos y falta de cuantificación 
sobre los niveles de basuras y microplásticos pre-
sentes en los sistemas marinos y costeros en las 
diferentes áreas geográficas del país. 

El Minambiente ha desarrollado instrumentos 
normativos en el marco de la economía circular 
y los compromisos OCDE, los cuales incluyen la 
prohibición y/o restricción del uso de plásticos 
de un solo uso en áreas protegidas en Colombia 
(con controles permanentes en aquellas con vo-
cación ecoturística, buscando impactar positiva-
mente 17.466.974 ha, lo que corresponde al 8.4 
% del territorio nacional), al igual que la restric-
ción a las bolsas plásticas.

4.2.3 Especies invasoras

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble a través de un trabajo técnico y científico ac-

tualizó la Lista Oficial de especies amenazadas 
en Colombia a través de la Resolución 1912 de 
2017 “Por la cual se establece el listado de las 
especies silvestres amenazadas de la diversidad 
biológica colombiana continental y marino cos-
tera que se encuentran en el territorio nacional, 
y se dictan otras disposiciones”, permitiendo 
a través de esta regulación ampliar el conoci-
miento del estado actual de las poblaciones así 
como sus riesgos y amenazas asociadas. Entre 
el periodo 2002 a 2019 se ha generado norma-
tiva referente a los listados y conservación de 
especies amenazadas en el país.

En el gobierno del presidente Iván Duque, se 
adelantaron los estudios de riesgo y aprobación 
del comité técnico de especies invasoras para 
modificar y adicionar al libro de especies invaso-
ras para adicionar al libro de especies invasoras 
las siguientes: Alopochen aegyptiaca (ganso del 
Nilo), Paulownia tomentosa (árbol del Kiri), Pro-
cambarus clarkii (Cangrejo rojo) e Hipopótamo 
Común (Hippopotamus amphibius).

En los últimos años el Invemar ha realizado es-
tudios en cooperación con otras instituciones 
del Sistema Nacional Ambiental (SINA), espe-
cialmente con el Ministerio de Ambiente y De-
sarrollo Sostenible, sobre algunas de las espe-
cies exóticas marinas incluidas en el libro Guía 
de las especies introducidas marinas y costeras de 
Colombia. En particular se ha trabajado con las 
especies camarón jumbo Penaeus monodon, al-
meja asiática Corbicula fluminea, coral copos de 
nieve Carijoa riisei, alga aplanadora de arrecifes 
Kappaphycus alvarezii, y pez león Pterois volitans. 

Cada una de estas especies exóticas introduci-
das al país, han tomado un nivel de invasión en 
el territorio, para ello, el comité técnico de es-
pecies exóticas e introducidas ha hecho los res-
pectivos estudios que determinan su invasión en 
los ecosistemas del territorio.

Es así, como en los años 80, la especie exótica 
introducida Hipopótamo Común fue víctima del 
tráfico ilegal de fauna silvestre y llegó a Colom-

bia cuatro (4) ejemplares de esta especie. El cre-
cimiento de la especie se ha dado a tal fin que 
en el Gobierno del presidente Iván Duque y bajo 
el liderazgo del ministro Carlos Eduardo Correa, 
se actualizaron los estudios de riesgo de poten-
cial invasor con la academia a través del Insti-
tuto de Ciencias Naturales, el Sistema Nacional 
Ambiental a través del Instituto Alexander von 
Humboldt, Invemar, Sinchi e Iiap y se determinó 
que la especie es invasora para los ecosistemas 
de Colombia. El crecimiento de la especie se ha 
dado de tal forma que en el año 2022 se estima-
ron 145 individuos en los municipios de Puerto 
Triunfo, Puerto Nare, Puerto Boyacá y Puerto 
Boyacá, la estructura está dominada por indivi-
duos juveniles 48 % seguida por sub-adultos 29 
% y adultos 23 %, existen tres grupos poblacio-
nales conformados por 4 a 35 individuos, estos 
grupos se concentran en Doradal, Río Cocorná 
e Isla del Silencio (río Magdalena entre Puerto 
Triunfo y Puerto Boyacá). 

Es un herbívoro que en las condiciones de los 
ecosistemas colombianos predomina como 
asocio de resort para la especie y que no tiene 
controladores biológicos para el control de la 
especie en territorio, afectando la biodiversi-
dad y presencia de especies nativas amenaza-
das como el manatíes. Bajo este contexto, este 
gobierno expidió la resolución 0346 de 2022 por 
medio de la cual se declaró la especie Hipopo-
tamus Anphibious (Hipopótamo Común) especie 
invasora. Esto actualizó la resolución de espe-
cies invasoras y se trabaja en el plan de manejo 
ambiental para el manejo y control de la especie. 

4.2.4 Tráfico de fauna y flora

El término “Tráfico Ilegal de Especies Silvestres”, 
señalado en la Estrategia como: “Todas aquellas 
actividades ilícitas de aprovechamiento, movili-
zación, tenencia, uso y comercio de especímenes 
silvestres (organismos de la diversidad biológica, 
vivos o muertos o cualquier parte, producto o deri-
vado”, (Minambiente, 2002, Estrategia Nacional), 
ha venido siendo incorporado en la normativi-

dad nacional e internacional, lo que ha permi-
tido que se vengan implementando sistemas de 
vigilancia y control de tráfico de especies a ni-
vel local y nacional, tanto por parte del Estado 
como a través de mecanismos complementarios 
de control social,  en el territorio nacional, pues 
las referidas normas que se citan a continuación 
le dan alcance a las Autoridades Administrativas 
Ambientales, a las entidades Policivas, Judicia-
les y de Control y a las Autoridades Territoriales, 
para actuar en situaciones que dentro de sus 
respectivas jurisdicciones amenacen a la biodi-
versidad que poseen, incluyendo dentro de éstas 
al Tráfico Ilegal de Especies.

El Ministerio de Ambiente y desarrollo sosteni-
ble emprendió acciones decididas para la lucha 
contra el tráfico ilegal de fauna silvestre. Es así 
como expidió la ley de delitos ambientales en 
la cual se fortaleció la tipificación del delito de 
tráfico ilegal de fauna entre 300 y 40 mil sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes y 60 
a 135 meses para quien trafique, adquiera, ex-
porte o comercialice sin permiso de la autoridad 
competente. 

De forma similar, se expidió la ley 2153 de 2021 
la cual tiene por objeto crear un sistema de in-
formación registro y monitoreo que permita con-
trolar, prevenir y evitar el tráfico ilegal de fauna 
y flora silvestre, en las vías nacionales, centros 
comerciales, plazas de mercado, terminales de 
transporte, aeropuertos, puertos marítimos y 
fluviales, bodegas, correos y encomiendas de 
transporte público, entre otros. 

Colombia como país megadiverso en fauna, en 
el año 2022 ratificó la declaración de Lima sus-
crita en el año 2019, por medio de la cual los 
países y autoridades ambientales deben velar 
por luchar decididamente contra el tráfico ilegal 
de especies de fauna silvestre.

Con la expedición de políticas públicas decididas 
y modernas, es que el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible dado herramientas a las 
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autoridades ambientales y locales para la lucha 
contra el tráfico ilegal de especies. Muestra de 
ello es que de acuerdo con el SISTEMA DE IN-
FORMACIÓN ESTADÍSTICO, DELINCUENCIAL, 
CONTRAVENCIONAL Y OPERATIVO DE LA POLI-
CÍA NACIONAL – SIEDCO, en el año 2020 se in-
cautaron 19580 especies de Fauna mientras que 
en el año 2021 se incautaron 16701 especies. En 
lo corrido del año 2022 se han incautado 10603 
especies de fauna, donde 7230 incautaciones 
corresponden a reptiles, 2042 a aves y 1331 a 
mamíferos. 

4.2.5 Política de Bienestar Animal

La Ley 1955 de 2019, por el cual se adopta el 
Plan Nacional de Desarrollo 2018 - 2022 esta-
bleció en su artículo 324 la necesidad de formu-
lar la política nacional de protección y bienestar 
de animales domésticos y silvestres.  El docu-
mento de política pública aprobado el pasado 
mes de julio de 2022 proyecta acciones para el 
periodo 2022 – 2030, “procurando atender la in-
suficiente cobertura en protección y bienestar 
de los animales en Colombia, vinculando en su 
desarrollo tanto a las entidades señaladas en la 

política, como a alcaldías municipales y distrita-
les, gobernaciones, organizaciones no guberna-
mentales y sociedad civil”5. 

4.3 	Acciones para proteger nuestros 	
	 ecosistemas

El pacto por la sostenibilidad definió acciones 
para convertir a la biodiversidad y el capital 
natural en activos estratégicos de la Nación, al 
tiempo que hacen de su preservación uno de los 
objetivos centrales del desarrollo para el disfru-
te pleno de las futuras generaciones. Para esto, 
es necesario contrarrestar las dinámicas actua-
les de deforestación y degradación de ecosiste-
mas y articular acciones del Estado para ges-
tionar integralmente las áreas ambientalmente 
estratégicas del país. 

4.3.1. Compromisos internacionales

4.3.1.1 Coalición de Alta Ambición para la 
Naturaleza y las Personas 

Este es el nombre que recibe un grupo intergu-
bernamental con más de 80 países miembros, 

establecido para lograr un acuerdo ambicioso 
en el Marco Global de Biodiversidad Post 2020 
del Convenio sobre la Diversidad Biológica. Su 
propósito central es revertir la tendencia severa 
de pérdida de biodiversidad y revivir los ecosis-
temas que son críticos para la supervivencia de 
las especies y la humanidad. También promueve 
el papel integral que la conservación adicional 
terrestre y marina debe desempeñar en la Con-
vención Marco de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático. 

Colombia formalizó su membresía en la Coali-
ción en febrero del 2020, durante la segunda se-
sión de negociaciones del Marco Post-2020 que 
se llevó a cabo en Roma, Italia, y desde entonces 
ha promovido la inclusión del manejo efectivo de 
las Áreas Protegidas y las Otras medidas Efica-
ces de Conservación.

El objetivo central de la agrupación es la con-
servación de al menos el 30 por ciento de los 
ecosistemas terrestres y marinos a 2030. Para 
garantizar que la conservación pueda desarro-
llar plenamente su potencial, existen varios ob-
jetivos específicos:

•	 Un acuerdo para proteger al menos el 30 % 
de los ecosistemas terrestres y marinos del 
planeta para 2030 en el Marco Post 2020 a 
adoptarse durante la 15ª Conferencia de las 
Partes en el Convenio sobre la Diversidad 
Biológica.

•	 Promover soluciones basadas en la 
naturaleza en la Convención Marco de las 
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático.

•	 Otras bases comunes sobre el marco de 
biodiversidad global posterior a 2020 que 
se adoptará en la COP15, en particular el 
marco de implementación. En el marco de 
biodiversidad posterior a 2020, también se 
apoya una meta sobre la restauración de 
los ecosistemas, ya que está estrechamente 
relacionado con la meta de áreas 
conservadas.

•	 Mayor financiamiento público y privado de 

áreas protegidas para garantizar la gestión 
a largo plazo y la gobernanza local.

•	 La gestión efectiva de las áreas protegidas y 
conservadas y el apoyo al resto del planeta 
para ser gestionado de manera sostenible.

•	 Apoyar un mecanismo de implementación 
claro para poner a la naturaleza en el 
camino hacia la recuperación para 2030. 

La Coalición para la Alta Ambición por la Na-
turaleza y las Personas cuenta con un enorme 
potencial para impulsar los objetivos de desa-
rrollo sostenible y asegurar la protección de la 
naturaleza en la adopción del marco global para 
la biodiversidad posterior a 2020. En consecuen-
cia, no solo ha basado su propuesta en un cono-
cimiento científico y técnico robusto, sino que, 
al ser constituida al alto nivel, ha catalizado la 
visibilidad y la voluntad política necesaria para 
la materialización de acuerdos relevantes. 

La conservación del 30 % de los ecosistemas 
terrestres, de agua dulce y marinos del planeta 
antes del 2030 es fundamental, pero no es sufi-
ciente para catalizar el cambio transformacio-
nal necesarios para detener la pérdida de biodi-
versidad y alcanzar la visión a 2050 del Convenio 
sobre Diversidad Biológica de Vivir en armonía 
con la naturaleza. Por ello, para el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, otra de las 
medidas o conceptos clave s2on las Soluciones 
Basadas en la Naturaleza, incluidas en el Plan 
de Desarrollo.

Minambiente cuenta con un portafolio cons-
truido en conjunto con el DNP, en el que se han 
identificado 365 proyectos que se apoyan en las 
soluciones señaladas. Dentro de este portafolio 
47 % de los proyectos están relacionados con el 
sector agrícola y forestal, el 13 % con el de turis-
mo, y el 12 % con el de alimentos.

 4.3.1.2. Alianza Global por los Océanos 

Reino Unido y Costa Rica lideran la Global Ocean 
Alliance bajo la negociación del Marco Post 2020, 

5  https://www.
minambiente.gov.co/
direccion-de-bosques-
biodiversidad-y-servicios-
ecosistemicos/politica-de-
bienestar-animal/
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con el objetivo de promover una meta para la 
conservación del 30 % del océano global al 2030 
en el Convenio sobre la Diversidad Biológica, 
para de esa manera lograr un posicionamiento 
más contundente de la biodiversidad marina y 
costera en el Convenio. 

Además, busca promover la conservación y uso 
sostenible del océano como solución basada en 
naturaleza para contribuir al desarrollo eco-
nómico, los medios de subsistencia, la pesca, 
la salud y el bienestar humano, además de in-
crementar la resiliencia al cambio climático y 
los desastres naturales, y garantizar la salud 
del océano a largo plazo. Empujar en la misma 
dirección aumentará la probabilidad de que se 
adopte una meta para la conservación de al me-
nos el 30 % de los ecosistemas terrestres y de 
agua dulce y el 30 % de los ecosistemas marinos.

En virtud de lo anterior, Colombia adhirió a la 
Alianza el 8 de junio de 2021 durante el Día Inter-
nacional de los Océanos. Adicionalmente, desde 
el inicio del proceso de negociación del Marco 
Post 2020 definió su interés en ser líder del pro-
ceso en su condición de país megadiverso. 

Colombia hospedó la PreCOP 15 de Biodiver-
sidad el 30 de agosto de 2021, en el marco de 
las negociaciones del Marco Global Post 2020. 
Esta tuvo como propósito constituirse en un hito 
en apoyo del proceso de negociación para im-
pulsar un compromiso político de alto nivel que 
conduzca a revertir la tendencia de pérdida de 
biodiversidad en el mundo para el 2030. 

Durante el evento, los representantes del “Pacto 
de Líderes por la naturaleza”, la “Coalición para 
la Alta Ambición por la Naturaleza y las Perso-
nas” y la “Alianza Global por los Océanos” adopta-
ron una declaración conjunta en la cual hicieron 
una llamado para garantizar que el Marco Post 
2020 contenga los siguientes compromisos: 

1. 	 Lograr metas ambiciosas sobre la 
conservación y restauración de ecosistemas 

y especies, incluso para modificar la curva 
de la pérdida de biodiversidad para 2030;

2. Transformar los actuales patrones 
insostenibles de consumo y producción en 
sostenibles para satisfacer las necesidades 
de las personas sin dejar de estar dentro de 
los límites de las fronteras planetarias;

3. 	 Incrementar la inversión en la protección de 
la naturaleza;

4. 	 Incorporar la conservación y el uso 
sostenible de la diversidad biológica en los 
procesos e instrumentos de adopción de 
decisiones en todos los niveles del Gobierno 
y la sociedad, incluidos sectores clave como 
la producción de alimentos, la agricultura, 
la pesca y la silvicultura, la acuicultura, 
la energía, el turismo, el transporte, la 
infraestructura y las industrias extractivas, 
comercio y cadenas de suministro y salud;

5. 	 Asegurar medios de implementación 
efectivos y adecuados, incluso mediante:

- 	 Incrementar y mejorar significativamente 
la movilización de recursos de todas las 
fuentes, incluso mediante la promoción de 
mecanismos innovadores;

- 	 Eliminar incentivos dañinos mientras se 
crean positivos; y

- 	 Alinear los flujos financieros con una 
economía de naturaleza positiva, 
incorporando a las empresas y al sector 
privado, incluido el financiero.

6. 	 Desarrollar un sólido mecanismo de 
seguimiento y revisión para respaldar los 
compromisos;

La confirmación de la voluntad de Colombia en 
este frente se evidenció a finales en junio de 
2022, durante la Cumbre de los Océanos, or-
ganizada en conjunto por los gobiernos de Ke-
nia y Portugal bajo el auspicio de las Naciones 
Unidas. En esta se anunció que el país superó 
la meta establecida de declarar el 30 por ciento 
de sus áreas marinas como protegidas antes del 
2030. En concreto, más de 30,2 millones de hec-
táreas -que equivalen a casi una tercera parte 
del total de la superficie no continental- perte-

necen ahora a esa categoría, algo que bien se 
puede calificar como un hito global.

Dentro de los nuevos territorios protegidos se 
encuentran la Reserva Natural Cordillera Sub-
marina Beata, ubicada al norte de la península 
de La Guajira, al igual que las Colinas y Lomas 
Submarinas de la Cuenca Pacífico Norte, frente 
al departamento del Chocó. Igualmente, se au-
mentó el perímetro de los Santuarios de Fauna 
y Flora Malpelo, junto con el Distrito Nacional de 
Manejo Integrado Yuruparí-Malpelo, en inme-
diaciones de la isla del mismo nombre.

Esta última determinación resulta clave para 
poder proteger el área marina más grande del 
hemisferio occidental. Se trata del Corredor Ma-
rino del Pacífico Este Tropical (CMAR), que com-
partimos con Costa Rica, Panamá y Ecuador. 
Gracias al entusiasta apoyo del banco de desa-
rrollo CAF contaremos con la financiación que 
nos permitirá estudiar, monitorear y preservar 
un vasto patrimonio común. 

Así mismo, y gracias a un esfuerzo de conserva-
ción entre Colombia y República Dominicana, se 
consolidó el Corredor Beata-Taino: Orlando Jor-
ge Mera, una de las áreas marinas protegidas 
más grandes del Gran Caribe, relevante por ser 
un paisaje de montes submarinos que proveen 
hábitat a diferentes organismos bentónicos y 
pelágicos, siendo catalogados como “hotspots” 
de biodiversidad, los cuales además de su sin-
gularidad son poco representados dentro de los 
sistemas de áreas protegidas y requieren de 
mayores esfuerzos de investigación para cono-
cer todo su potencial de biodiversidad.

4.3.1.3 El Pacto de Leticia

La Amazonía es una región de especial importancia 
para Colombia y el mundo. En ella se encuentran 
ecosistemas como selvas inundables, pantanos, 
ciénagas, bosques de tierra firme y sistemas flu-
viales, que garantizan la estabilidad del clima mun-
dial mediante la regulación de las lluvias, al man-
tener y posibilitar continuamente el ciclo del agua. 
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A nivel internacional, estas particularidades de 
la región amazónica también son reconocidas y 
su conservación y manejo despierta el interés 
general. No obstante, son los países amazóni-
cos los que ejercen los derechos soberanos so-
bre este territorio y sus recursos naturales. 

Por ello han reconocido la importancia de la 
cooperación regional para lograr un desarrollo 
armónico de la zona. Este desarrollo se pro-
mueve desde 1978 a través del Tratado de Coo-
peración Amazónica, un instrumento jurídica-
mente vinculante que compromete a sus ocho 
signatarios (Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, 
Guyana, Perú, Surinam y Venezuela) con la pre-
servación del medio ambiente y la conservación 
y utilización racional de los recursos naturales 
de la Amazonía.

Durante mediados de 2019 se presentaron in-
cendios forestales en la región amazónica –
principalmente Brasil y en menor escala Bolivia, 
Paraguay y Perú–. Aunque existen precedentes, 
agosto de 2019 fue particularmente activo. Bajo 
este contexto, y ante la urgente necesidad de 
acciones puntuales para hacerle frente a estas 
amenazas, Colombia convocó la Cumbre por la 
Amazonía, que se celebró en la ciudad de Leticia 
y tuvo como resultado la suscripción del Pac-
to de Leticia por la Amazonía, el 6 septiembre 
siguiente.

Vale la pena recordar que el Plan Nacional de 
Desarrollo 2018- 2022 definió el gran Pacto por 
la Región de la Amazonía, “Desarrollo Sosteni-
ble para una Amazonía Viva”, cuyos objetivos se 
concretan en:

Proteger y conservar los ecosistemas de la 
Amazonia como garantía para la equidad 
intergeneracional; 

•	 Conectar la región y garantizar el acceso 
a los servicios públicos de la población 
rural dispersa, consolidar un sistema de 

transporte Intermodal en la Amazonia.
•	 Promover la multiculturalidad y aprovechar 

de manera sostenible la biodiversidad de la 
región, desarrollando modelos productivos 
sostenibles asociados a la agro diversidad y 
al biocomercio de la Amazonia.

Siendo coherente con lo anterior, el Gobierno 
elevó la protección del patrimonio natural a un 
asunto de seguridad nacional, concibiéndose así 
la Política Nacional de Defensa y Seguridad para 
la Legalidad, el Emprendimiento y la Equidad. 
Asimismo, se creó el Consejo Nacional de Lu-
cha Contra la Deforestación, con el propósito de 
hacer frente a una de las principales amenazas 
de la Amazonía de manera conjunta e integral. 
Todo ello sumado a la implementación de la Es-
trategia Integral de Control a la Deforestación y 
Gestión Integral del Bosque y al fortalecimien-
to de la legalidad en las Zonas Estratégicas de 
Intervención Integral a través de la desarticula-
ción de las organizaciones criminales, el debi-
litamiento de las economías ilegales, y la veri-
ficación de la licitud de la tenencia y el uso de 
la tierra.

En el año 2019 el presidente Duque convocó a 
Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, Guyana, Perú 
y Surinam, para suscribir el Pacto de Leticia por 
la Amazonía, que es un documento político no 
vinculante jurídicamente pero que contiene la 
renovación del compromiso de sus signatarios 
con la protección de este importante bioma, a 
través de la cooperación regional y de labores 
puntuales y estratégicas que se desarrollan en 
un Plan de Acción acordado en diciembre de 
2019. 

Los ejes acordados son reforestación, conserva-
ción, uso sostenible de los bosques y la biodiver-
sidad y promoción de la bioeconomía; seguridad 
Amazónica; gestión de la Información y del co-
nocimiento y reportes; empoderamiento de las 
mujeres y pueblos indígenas, y financiamiento y 
cooperación internacional.

4.3.1.4 	A lianza global para la protección de 	
los páramos

La Ley 1930 de 2018 define a los páramos como 
“ecosistemas de alta montaña, ubicados entre 
el límite superior del bosque andino y, si se da 
el caso, el límite inferior de los glaciares, en 
el cual dominan asociaciones vegetales tales 
como pajonales, frailejones, matorrales, prados 
y chuscales, además puede haber formaciones 
de bosques bajos y arbustos y presentar hume-
dales como los ríos, quebradas, arroyos, turbe-
ras, pantanos, lagos y lagunas, entre otros”

En América del Sur, los páramos forman un 
corredor entre la cordillera de Mérida en Vene-
zuela hasta la depresión de Huancabamba en el 
norte del Perú, con dos complejos más separa-
dos: los páramos centroamericanos en Costa 
Rica y Panamá y la Sierra Nevada de Santa Mar-
ta en Colombia. 

En el país, los páramos se han delimitado por 
complejos, como una forma de agrupación del 
ecosistema de acuerdo a criterios biogeográfi-
cos. Su ubicación no está sujeta a una cota es-
pecífica ya que el inicio de estos ecosistemas se 
encuentra en la denominada Zona de Transición 
Bosque-Páramo (ZTBP), la cual varía por diver-
sos factores biofísicos y altitudinales. Esta alti-
tud no solo cambia entre las diversas zonas de 
un mismo complejo, sino que lo hace entre com-
plejos y cordilleras, debido a factores orográfi-
cos (tipología de montañas) y climáticos locales. 

El páramo es proveedor de agua para las regio-
nes andinas de Venezuela, Colombia, Ecuador y 
Perú. Muchos de los grandes ríos de la región 
se originan en estos ecosistemas gracias a su 
importante capacidad de regulación hídrica. 
Esta se debe principalmente a que llueve con 
frecuencia, pero con baja intensidad, lo que per-
mite una entrada lenta del agua al sistema y una 
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acumulación, así mismo, lenta y regulada que se 
favorece por la buena capacidad de infiltración 
de los suelos.

Lo anterior mitiga la vulnerabilidad frente a 
eventos climáticos extremos, permitiendo el 
control de inundaciones y sequías; también los 
páramos proveen servicios base como la forma-
ción del suelo y el ciclaje de nutrientes, claves 
en la producción de alimentos y plantas medici-
nales; brindan servicios culturales, al ser sitios 
de gran importancia para diversas comunidades 
locales, como pueblos indígenas, y ofrecen be-
neficios recreacionales por poseer una sin igual 
belleza escénica.

Los páramos son refugios de biodiversidad, pues 
casi un 80 % de las plantas con flores en estas 
áreas están restringidas únicamente a dichos 
ecosistemas. De las cerca de 26.000 especies 
de plantas vasculares registradas en Colom-
bia, 3400 habitan en los páramos, y de estas, al 
menos el 21 % son endémicas del país. Para la 
fauna son también refugios: de las aves de Co-
lombia 61 son especies endémicas del páramo. 

Sin embargo, hay riesgos. Varios estudios cal-
culan que, para 2050, los páramos tropicales 
podrían haber reducido el 31 % de su distribu-
ción geográfica. El mal uso de la tierra también 
afecta estos ecosistemas, pues un 15,4 % (equi-
valente a 449.500 ha) de la vegetación nativa de 
los 37 complejos de páramo del país ha sido re-
emplazada por otro tipo de coberturas. 

La Alianza, entonces, será una plataforma de 
diálogo y trabajo conjunto, que articulada en el 
marco político internacional y regional actual, 

contribuya a la implementación de programas, 
proyectos e iniciativas, que fortalezcan la coo-
peración financiera, técnica y científica para la 
conservación de los páramos. Instrumentos, 
programas, iniciativas o alianzas a nivel inter-
nacional y nacional relevantes para la gestión de 
los ecosistemas de Alta Montaña. 

Se trata, entonces, de contribuir a la gestión 
integral de los páramos a través de un marco 
de cooperación técnica, científica y financiera a 
escala global que fortalezca la conservación, la 
restauración y el uso sostenible de la biodiver-
sidad y mejora de los sistemas socioecológicos.

Dentro de la hoja de ruta se encuentra:

•	 Posicionar en la agenda internacional los 
ecosistemas de páramo y su importancia 
en una estrategia global de conservación de 
ecosistemas estratégicos. 

•	 Estructurar un mecanismo financiero 
para la implementación de acciones 
que contribuyan a la conservación y uso 
sostenible de la biodiversidad de los 
páramos y sus servicios ecosistémicos, y la 
adaptación al cambio climático, mejorando 
las condiciones de vida, particularmente de 
las sociedades que habitan en los páramos.

•	 Construir un portafolio de proyectos 
que incluya acciones estratégicas para 
garantizar la protección de los páramos 
desde una perspectiva integral, teniendo en 
cuenta las necesidades financieras, técnicas 
y científicas.  

•	 Fomentar la apropiación ciudadana sobre la 
conservación de los páramos, reconociendo 
su papel en el equilibrio global

4.3.2 Áreas protegidas y conservadas

La protección y conservación de áreas exige in-
tervenciones integrales y coordinadas entre el 
gobierno, privados y sociedad civil tanto en las 
áreas del Sistema Nacional de Áreas Protegidas 
(SINAP) como en otras ambientalmente estraté-
gicas por fuera de las áreas protegidas, a fin de 
consolidar una protección y conservación real y 
efectiva del patrimonio natural del país.

La deforestación, entendida como la conversión 
de los bosques a otro tipo de uso de la tierra, 
ha sido uno de los motivos a nivel global para 
la creación de áreas protegidas que conserven 
la biodiversidad natural y cultural y los bienes y 
servicios esenciales para la sociedad. De acuer-
do con el informe Estado de los Bosques la Red 
Mundial de Áreas Protegidas protege cerca de 

2000 millones de hectáreas, equivalente al 15 % 
de la superficie terrestre del planeta. La mayor 
parte de los bosques en áreas protegidas se en-
cuentra en América del Sur (31 %). 

En 1960 se declaran las Reservas Forestales 
Protectoras Nacionales Quebradas El Peñón y 
San Juan en el Tolima y se declara en el Huila 
el primer Parque Nacional Natural (PNN) Cue-
va de los Guacharos. Así durante 60 años se ha 
logrado la declaración de 418 áreas protegidas 
de carácter nacional y regional, que permiten la 
conservación de más de 30 millones de hectá-
reas, pero que no se han escapado del proceso 
de deforestación

A nivel mundial desde el Convenio sobre Di-
versidad Biológica se insta a todos los países 
miembros a alcanzar la meta de proteger y con-

Tribugá, reserva de biósfera

Ecosistemas terrestres, costeros o marinos, o una combinación de ambos, han sido reconocidas interna-
cionalmente por el Programa sobre el Hombre y la Biósfera (MAB) de la Unesco. De las 686 Reservas de 
Biósfera constituidas en 122 países, Colombia cuenta con cinco. La de Tribugá será la primera en la región 
del Pacífico. Se sumaría así a cinnturón Andino, Tuparro, Sierra Nevada de Santa Marta, Ciénaga Grande 
de Santa Marta y Seaflower.

La reserva de biósfera Tribugá-Cupica-Baudó posee importancia global, nacional y local porque es un te-
rritorio de “enorme riqueza étnica, cultural, histórica, con una biodiversidad excepcional, pero frágil, única 
en el mundo” (WWF, 2016). Es considerado uno de los 35 hotspots a nivel global 

Presenta valores naturales particulares no solo por sus estructuras, diversidad, sino también por las fun-
ciones, bienes y servicios que proveen los ecosistemas a las poblaciones. Su biodiversidad tiene el capital 
natural renovable sobre el que se fundamenta el sustento y el desarrollo de los habitantes de la reserva, 
reconocida como territorio ancestral y de asentamiento de pueblos indígenas emberá y comunidades ne-
gras.

Con una zona núcleo compuesta por el Parque Nacional Natural Utría, con una superficie de 28.005 hectá-
reas en jurisdicción de los municipios de Nuquí y Bahía Solano y una zona tampón integrada por el Distrito 
Regional de Manejo Integrado (DRMI), el área de traslape del Parque Utría, con los resguardos indígenas 
de la Zona Exclusiva de Pesca Artesanal; el DRMI Tribugá, en Nuquí, en el golfo de Tribugá, con una exten-
sión de 151.643.47 hectáreas, de las cuales 113.169.90 corresponden a áreas marinas, la declaratoria de 
la reserva fortalecería la estrategia de protección ambiental de esta zona del Pacífico colombiano.
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servar el 30 % de sus territorios al 2030.  Para 
lograr esta meta no sólo se incluirán las áreas 
protegidas como estrategia de protección, sino 
también otras formas de conservación como las 
Otras Medidas Efectivas de Conservación basa-
das en áreas OMEC. Durante la COP 14 de 2018 
realizada Egipto, se aprobaron los lineamientos 
relacionados con las OMEC y se invitó a los paí-
ses miembros a identificar y reportar interna-
cionalmente las OMEC, “porque solo si se inclu-
yen otras iniciativas de conservación basadas en 
áreas, como son las OMEC, se podrá alcanzar la 
meta mundial de proteger y conservar al menos el 
30 % del planeta al 2030”. (Decisión 14/8).

En el contexto colombiano y siguiendo las direc-
trices internacionales, se introduce OMEC  en el 
marco de la Ley 2169/2021 de Acción Climática, 
“se crea el Sistema Nacional de Áreas de Conser-
vación, el cual estará conformado por el Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas de Colombia (SINAP) 

y por otras áreas de especial importancia ambien-
tal estratégica, las que deberán cumplir con los 
criterios establecidos para las Otras Medidas Efec-
tivas de Conservación basadas en áreas (OMEC), el 
cual será coordinado por el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible”.

Una OMEC es la abreviación para Otras Medidas 
Efectivas de Conservación basadas en áreas y 
es definida como: “un área geográficamente de-
limitada -diferente a un área protegida-, la cual 
está siendo gobernada y gestionada para lograr 
resultados de conservación (a mediano y largo pla-
zo) de la biodiversidad, las funciones, los servicios 
ecosistémicos asociados y los valores culturales, 
espirituales y socioeconómicos de un área”. Para 
que un área pueda ser reportada como OMEC al 
Centro Mundial para el Monitoreo de la Conser-
vación (WCMC), debe cumplir con los siguientes 
criterios i) las OMEC no pueden incluir áreas 
protegidas y deben estar delimitadas; ii) inclu-

yen áreas de conservación y uso sostenible; 
iii) se muestran esfuerzos de gobernanza y de 
gestión ambiental encaminados a la obtención 
de resultados en términos de la conservación 
de la biodiversidad; iv) el área tiene funciones 
y servicios asociados de los ecosistemas y va-
lores culturales, espirituales, socioeconómicos 
y otros localmente relevantes. (Decisión 14/8 y 
Guía de UICN). 

El reporte internacional de OMEC es una opor-
tunidad que abre el Convenio sobre Diversidad 
Biológica, para visibilizar a nivel mundial, los 
esfuerzos que los actores locales y las comuni-
dades vienen adelantando en áreas estratégicas 
-diferentes a las áreas protegidas- en pro de su 
conservación y sostenibilidad. De igual manera, 
este reporte es una apertura de oportunidades 
de cooperación internacional y de recursos de 
agencias multilaterales, Gobiernos y donantes, 
interesados en apoyar los proyectos ambienta-
les que se proponen desde los actores locales 
que habitan en estas áreas.

4.3.2.1 	E strategias de protección y conserva-
ción adoptadas 

Para alcanzar esta meta del 30 % del país prote-
gido y conservado, se trabajó en dos estrategias: 

ü	La primera, la declaración o ampliación 
de áreas protegidas para contribuir a la 
protección del país, y  

ü	La segunda, el reporte internacional de 
Otras Medidas Efectivas de Conservación- 
OMEC al Centro Mundial para el Monitoreo 
de la Conservación (WCMC), como otras 
formas de conservación que se vienen 
gestionando desde los territorios.

Los resultados en materia de declaratoria de 
áreas protegidas se lograron gracias al lide-
razgo del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, en coordinación con Parques Nacio-
nales y el Instituto de Investigaciones Marinas y 
Costeras (Invemar), y como aliados estratégicos 

Conservación Internacional, WWF y Fundación 
Malpelo, y con conceptos favorables de la Aca-
demia de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales. 

La estrategia de conservación,  a partir del re-
porte internacional de OMEC, se lideró desde el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
acompañado por 28 Corporaciones Autónomas 
Regionales, otras entidades del Sistema Nacio-
nal Ambiental, y como aliado estratégico Con-
servación Internacional, con quien se identificó 
y preparó técnicamente las nominaciones OMEC 
en todo el territorio nacional, para su posterior 
reporte a la plataforma internacional al Cen-
tro Mundial de Monitoreo de la Biodiversidad 
(WCMC). La alianza con Conservación Interna-
cional permitió la estructuración de un equipo 
central de 25 científicos y expertos ambienta-
les de reconocida trayectoria como su director 
Fabio Arjona, Fernando Trujillo (director de la 
Fundación Omacha) y Carlos Castaño Uribe (di-
rector de Herencia Verde), quienes a lo largo de 
estos años han venido liderando la investigación 
aplicada y acompañando  la gestión ambiental 
en territorio de la mano de las comunidades lo-
cales y autoridades ambientales regionales, lo 
que nos permitió focalizarnos en áreas ambien-
talmente estratégicas donde son evidentes los 
esfuerzos en materia de su gestión ambiental, 
en pro de su conservación. Para contribuir a la 
meta 30x30, se priorizaron las OMEC de gober-
nanza pública, es decir que la gobernanza está 
siendo liderada por instituciones públicas como 
el Ministerio de Ambiente y las autoridades am-
bientales regionales.

Los resultados de la implementación de estas 
dos estrategias se presentan a continuación:

4.3.2.2 Meta marina

En lo que respecta a protección, el país alcanzó 
30.353.722 hectáreas protegidas en el SINAP. 
Esto se logró con la declaratoria y ampliación en 
este Gobierno, de las siguientes áreas:
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FIGURA 8
Resultado: Colombia logra 35.391.348.19 hectáreas en áreas protegidas y conservadas, que equivalen a 31 % del 
área terrestre del país.

Fuente: construcción propia

•	 La Reserva Natural Cordillera Submarina 
Beata (Resolución 0672 del 28 de junio de 
2022). 

•	 Colinas y Lomas Submarinas de la Cuenca 
Pacífico Norte (Resolución 0671 del 28 de 
junio de 2022).

•	 La ampliación del Santuario de Flora y 
Fauna de Malpelo (Resolución 0669 del 28 
de junio de 2022).

•	 La ampliación del Distrito Nacional de 
Manejo Integrado Yurupari-Malpelo 
(Resolución 0670 del 28 de junio de 2022).

Se avanzó en la estrategia de conservación, a 
partir del reporte internacional de tres (3) áreas 
OMEC (Otras Medidas Efectivas de Conserva-
ción), que representan un total de 4.594.722 
hectáreas, dentro de las cuales se destaca el 
área de conservación especial “sector islas-ca-

yos este, sudeste y roncador como parte de la 
Reserva de Biosfera de Seaflower” (3.881.088,91 
hectáreas). 

La importancia de esta OMEC radica en su con-
tribución a la integridad del territorio marítimo 
del Archipiélago de San Andrés, Providencia y 
Santa Catalina, en la medida en que sirve como 
espacio de conectividad ecológica con el Distrito 
de Manejo Integrado, garantizando una reserva 
biológica, pesquera y de conocimiento de las 
aguas profundas de la tercera barrera arrecifal 
más grande del mundo. Esta conectividad eco-
lógica entre el área protegida y la OMEC repre-
senta una unidad de paisaje biogeográfico y de 
biosfera, manteniendo las rutas de migraciones 
y despensa marítima que contribuye al bienes-
tar y seguridad alimentaria del pueblo raizal en 
su “maritorio”.

4.3.2.3 Meta terrestre 

En materia de áreas protegidas se destaca la 
ampliación del “Área natural única de los Es-
toraques”, reconocida por su especial geología, 
pasando de 662 a 1.053 hectáreas. 

Un esfuerzo importante fue la estrategia de conser-
vación, a partir del reporte internacional de OMEC 
al Centro de Monitoreo Mundial de la Biodiversidad 
(WCMC): Se paso de cero (O) OMEC reportadas en 
el 2018 a 53 OMEC que equivalen a 16.311.310 hec-
táreas reportadas en este 2022.  Con este reporte 
internacional de OMEC se está visibilizando a nivel 
mundial, los esfuerzos que los actores locales y 
las comunidades adelantan en áreas estratégi-
cas (diferentes a las áreas protegidas), en pro de 
su conservación y sostenibilidad. De estas OMEC 
reportadas 4,9 millones de hectáreas ya han sido 
aprobadas y publicadas en la plataforma WCMC y 
11.3 millones de hectáreas fueron aprobadas por 
este Centro y están en proceso de publicación.

Dentro de estas OMEC terrestres se destacan: 

•	 Las Reservas de Biosfera de la Sierra 
Nevada de Santa Marta y El Tuparro.

•	 Los Sitios RAMSAR: Ciénaga Grande de 
Santa Marta, la Estrella Fluvial del Inírida, 
Río Bita y los Lagos de Tarapoto.

•	 El Área de Manejo Especial de la Macarena.
•	 Las cuencas hidrográficas que han sido 

ordenadas y están siendo gestionadas. 
•	 La Zona Amortiguadora de la Serranía de 

Chiribiquete como parte del Patrimonio 
Natural y Cultural de la Humanidad: Todas las 
acciones de conservación que se implementen 
en esta OMEC (zona amortiguadora) 
constituyen una estrategia eficaz como anillo 
de protección del Parque Nacional Natural 
Serranía de Chiribiquete (área núcleo) y de 
los grupos de indígenas no contactados que 
transitan entre las dos áreas. De esta forma, 
los esfuerzos de conservación se orientan 
a cumplir los compromisos adquiridos por 
el Estado colombiano ante la Unesco, de 
mantener los atributos que sustentan el Valor 
Universal Excepcional de este Patrimonio 
Mundial de la Humanidad. 

FIGURA 7
Colombia logra 34.830.125 hectáreas de sus áreas marinas protegidas y conservadas, lo que representan el 37,6 
% de la zona marina del país.

Fuente: construcción propia
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 4.3.2.4 Superamos la Meta   30X30

Con los anteriores esfuerzos en materia de pro-
tección y conservación, Colombia tiene hoy el 
37,63 % de su zona marina y el 31 % de su área 
terrestre protegidas y conservadas. “Es la más 
grande conquista de la conservación que ha logra-
do nuestro país” (palabras del señor presidente 
de la República, Iván Duque, durante la Quinta 
Sesión de la Comisión Intersectorial del Gabine-
te Presidencial para la Acción Climática y el cie-
rre ambiental en Leticia, el 26 de julio de 2022). 

Este Gobierno supera la meta global (30 %), 
protegiendo y conservando las áreas marinas 
y las áreas terrestres del país, 8 años antes de 
lo establecido por el Convenio sobre Diversidad 
Biológica, convirtiéndose en el primer país de 
América Latina y el Caribe en cumplir la meta 
global, antes del 2030. 

De esta forma, estamos contribuyendo con la pro-
tección de la biodiversidad y la defensa de los eco-
sistemas del azul de nuestros mares y el verde de 
nuestra tierra. ¡COLOMBIA, 30 ANTES DEL 30!

Esta iniciativa es liderada por el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible y Parque Na-
cionales Naturales, y apoyada por socios funda-
dores como WWF, Conservación Internacional, 
Gordon and Betty Moore Foundation, WCS, Fon-
do Patrimonio Natural; y por los cooperantes 
Andes Amazon Fund y TNC. 

Además cuenta con el apoyo de cooperantes 
internacionales como la Unión Europea, FAO, 
GCF, KFW, GEF a través del Banco Mundial, y 
el respaldo de entidades del Sistema Nacional 
Ambiental (SINA), como los institutos Humboldt, 
Invemar, AvH, SINCHI, las Corporaciones Autó-
nomas Regionales (CAR) y de Desarrollo Sos-
tenible, entre otras entidades, indispensables 
para la implementación del programa. 

Este incluye un acuerdo de financiación de 245 
millones de dólares para la primera etapa, 
que cubrirá 32 millones de hectáreas de áreas 
protegidas.

Para estos primeros 10 años se espera priorizar 
cinco mosaicos: Caribe, Transición Orinoquía, 
Andes, Pacífico Marino Costero y Amazonía; 
adicionalmente, se contemplan intervenciones 
en nueve áreas protegidas fuera de los corredo-
res de conectividad que hacen parte de dichos 
mosaicos. Herencia Colombia también priorizó 
el proceso de declaratoria de dos áreas prote-
gidas marinas: Cordillera Beata, en el Caribe, y 
Colinas y Lomas Submarinas de la Cuenca Pací-
fico Norte; y la ampliación de dos: Santuario de 
Flora y Fauna de Malpelo y el Distrito Nacional 
de Manejo Integrado Yuruparí-Malpelo, a lo cual 
se traduce en más de 17 millones de hectáreas 
que contribuirán a la conservación y al manejo 
sostenible de la riqueza natural de los océanos6.

4.3.4 Plantar 180 millones de árboles

Desde los comienzos de la presente administra-
ción, el Gobierno definió duplicar las áreas bajo 
Sistemas Sostenibles de Conservación, pasando 

FIGURA 9
Colombia, 30 antes del 30

Fuente: construcción propia

4.3.3 Herencia Colombia

El Programa de Financiamiento para la Perma-
nencia (PFP) Herencia Colombia (HeCo) es una 
iniciativa de largo plazo creada para salvaguar-

dar el capital natural del país.  Actúa como un 
fondo de transición que apalanca recursos públi-
cos y privados, en el que el Gobierno asume com-
promisos políticos significativos para garantizar 
la sostenibilidad de la iniciativa a largo plazo. 

6   https://www.
minambiente.gov.co/
bosques-biodiversidad-y-
servicios-ecosistemicos/
con-cooperantes-
internacionales-gobierno-
garantiza-recursos-para-
sus-areas-protegidas/
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de una línea base de 701.900 ha a 1.401.900 ha, 
en donde las áreas bajo procesos de restaura-
ción ecológica que se pretende alcanzar son de 
301.900 ha a través de la siembra de 180 millo-
nes de árboles (MA) en sistemas sostenibles de 
conservación.  

La meta de 180 millones de árboles nace en el 
marco de la estrategia mundial 1 Trillion Trees, 
la cual busca plantar un billón de árboles para 
2030, que son la expresión concreta de prote-
ger, restaurar y no deforestar, para así frenar 
los efectos adversos al cambio climático. El pro-
pósito se enmarca en la Contribución Nacional-
mente Determinada, el Plan Nacional de Res-
tauración Ecológica, la Política Nacional para la 
Gestión Integral de la Biodiversidad y sus Servi-
cios Ecosistémicos, que dispuso las pautas para 
la gestión de la biodiversidad en Colombia, y con 
la Política Nacional para el Control de la Defo-
restación y la Gestión Sostenible de los Bosques.

Colombia hizo el anuncio formal en enero de 
2020, durante la reunión del Foro Económico 
Mundial en Davos (Suiza), donde la plantación de 
180 millones de árboles implica la restauración, 
recuperación, y rehabilitación de los diferentes 
ecosistemas del territorio nacional. 

El esfuerzo de la meta de siembra de 180 mi-
llones de árboles va dirigido al uso de especies 
nativas de árboles, arbustos, frailejones y pal-
mas. La flora nativa hace parte de la riqueza 
natural de cada región y por ende de un país 
megadiverso, y está profundamente asociada a 
la cultura de las comunidades mestizas, cam-
pesinas, población negra, afrocolombiana, rai-
zal, palenquera e indígena. Es así como el esta-
blecimiento de material vegetal nativo, parte del 
reconocimiento de los actores locales y de cómo 
las siembras de grupos de plantas aportan de 
diferentes maneras al restablecimiento del pai-
saje a diferente escala y redunda en procesos 

que aportan a orientar las acciones hacia la 
educación ambiental, la reactivación económi-
ca, la recuperación, rehabilitación, restauración 
y conservación o manejo sostenible de las áreas 
priorizadas para restaurar. 

Colombia se trazó la estrategia de sembrar 180 
millones de árboles en el país para recuperar 
zonas deforestadas y ecosistemas degradados, 
para ello, a partir de la identificación del plan 
nacional de restauración ecológica, se necesitó 
el andamiaje de áreas de intervención donde se 
ubicaron cerca de 3 millones de hectáreas en el 
país, se identificaron 3439 viveros entre privados 
y públicos y se impulsaron 400 viveros adiciona-
les para un total de 3839 viveros, se identifica-
ron esos stakeholders que estarían interesados 
en sumarse al programa de recuperación de 
los ecosistemas alcanzando 500 aliados a nivel 
nacional, 350 juntas de acción comunal, 26 re-
servas de la sociedad civil, de ahí, cada aliado 
desplegó estrategias y proyectos que vincularan 
a las comunidades, donde se han alcanzado más 
de 30 mil personas en todo el territorio nacional 
movilizadas para sembrar árboles por Colom-
bia. Hoy, a agosto de 2022, el país completó más 
de 152 millones de árboles plantados, resulta-
do de meses de planificación para seleccionar, 
recoger y almacenar semillas, y propagar plán-
tulas de 300 especies nativas en 3839 viveros, 
características propias de cada uno de los eco-
sistemas a recuperar. Las jornadas de siembra 
se han realizado en los 32 departamentos, gra-
cias a la acción coordinada de 500 actores estra-
tégicos conformados por comunidad, sociedad 
civil, autoridades ambientales, organizaciones 
no gubernamentales, entidades públicas y pri-
vadas, consolidando así una cultura de la res-
tauración ecológica, como una estrategia de de-
sarrollo sostenible que promueve la adaptación 
y la mitigación al cambio climático.

Hoy Colombia cuenta con la estrategia RESPIRA 
2030, donde Conservar, Restaurar, Educar y No 
deforestar son y serán pilares fundamentales 
para alcanzar la anhelada carbononeutralidad. 

De ella se espera que a 2030 se conserve 1 mi-
llón de hectáreas a través de Pagos por Servi-
cios Ambientales, se restaure ecológicamente 
1 millón de hectáreas alcanzando cerca de 500 
millones de árboles nuevos nativos en el país, 
se eduque a través de SAVIA y se reduzca a 0 la 
deforestación. El momento de actuar llegó y al 
cierre del gobierno se alcanzaron 380 mil hec-
táreas en pagos por servicios ambientales, 206 
mil hectáreas de restauración ecológica y 152 
millones de árboles en el país, implementación 
de SAVIA en territorio y reducción de la tenden-
cia de la deforestación en 34%. Colombia debe 
seguir.

4.3.5 	Restauración Coralina a Gran Escala 
“un Millón de Corales por Colombia”

Este proyecto que nació por inspiración del pes-
cador artesanal Casimiro Hyman Newball, de 
científicos y funcionarios del ministerio, preo-
cupados por las afectaciones del huracán IOTA 
sobre los arrecifes de las islas de Providencia y 
Santa Catalina, sólo entre finales de mayo y co-
mienzos de junio de 2022, en un jornada masiva 
que llamamos Coralízate, y en asocio con entida-
des e individuos, fueron sembrados en los terri-
torios marítimos de Colombia 113.136 fragmen-
tos de coral y trasplantados 2574 adicionales.

El esfuerzo, que se prolongó a lo largo de dos 
semanas, concluyó en Bahía Concha, cerca de 
Santa Marta, uno de los múltiples puntos en 
donde se viene trabajando para restaurar una 
riqueza inigualable. La meta del programa es 
recuperar 200 hectáreas de arrecifes coralinos 
en diversas zonas del Caribe y el Pacífico.

Sitios como el archipiélago de San Andrés, Pro-
videncia y Santa Catalina; el Parque Tayrona y 
la Bahía de Taganga, en el Magdalena; las islas 
del Rosario y de San Bernardo, en Bolívar; la 
ensenada de Utría, en Chocó; isla Gorgona, en 
el Cauca, entre otros puntos de la geografía son 
objetivo del esfuerzo. Viveros y cuidados están a 
cargo de las respectivas autoridades ambienta-
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les, con el apoyo de Corales de Paz y Conserva-
ción Internacional. 

Todo forma parte del proyecto Un Millón de 
Corales por Colombia, que se extenderá has-
ta diciembre de 2023. A mediados de 2022 van 
400.000 corales sembrados.

La justificación es clara. Los arrecifes de coral 
se cuentan entre los ecosistemas biológicamen-
te más productivos, así como también de los de 
mayor biodiversidad. En apenas unos metros 
cuadrados es posible contabilizar centenares de 
especies y miles de individuos.

Gracias a este invaluable patrimonio, la vida en 
todas sus formas puede florecer. El cálculo es 
que centenares de millones de personas en los 
cinco continentes y más de 100 países se nutren 
de los recursos que no existirían de otra forma.

A pesar de la importancia de estas áreas ubica-
das principalmente en el Indo-Pacífico, el Mar 
Rojo, la Polinesia y partes del Atlántico, el ser 
humano ha sido un verdadero depredador. Un 
reporte reciente estimó que una quinta parte de 
los arrecifes de coral del mundo se destruyeron 
sin posibilidades de recuperarse, mientras que 
un 24 por ciento adicional están en riesgo de 
colapsar.

Para Colombia, que cuenta con una extensión 
de corales estimada en 1091 kilómetros cua-
drados (77 % de ellas ubicadas en el archipié-
lago de San Andrés) el llamado a la acción es 
urgente. Los expertos sostienen que un 29 % de 
dicha extensión muestra una alta necesidad de 
restauración, por cuenta de la sobreexplotación, 
el turismo irresponsable, la alta sedimentación 
o el uso indiscriminado de redes que barren la 
superficie marina. 

Mención aparte merece el calentamiento global, 
que eleva las temperaturas en el agua y acidifica 
los océanos. Una de sus manifestaciones es el 
blanqueamiento coralino, en el cual se rompe la 

relación entre el coral y un alga microscópica, 
llamada zooxanthellae, de la cual deriva la ma-
yor parte de su alimento.

Frente a tan serias amenazas, no queda otra sa-
lida que la de reaccionar. Este proyecto, que de-
manda la construcción de viveros, al igual que el 
involucramiento de la población local que recibi-
rá un pago por el servicio de proteger su entorno 
submarino, es el camino adecuado para rever-
tir una tendencia preocupante, con respuestas 
efectivas antes de que sea tarde.

4.3.6 Pago por Servicios Ambientales

El PSA es un incentivo económico, en dinero o 
especie, que reconocen los interesados en los 
servicios ambientales a los propietarios, po-
seedores u ocupantes en áreas y ecosistemas 
estratégicos por acciones de preservación o 
restauración que generen o mantengan los ser-
vicios ambientales, mediante un acuerdo volun-
tario entre las partes.

Este esquema tiene el potencial de estimular 
esfuerzos y acciones de conservación en áreas y 
ecosistemas estratégicos, al tiempo que deses-
timula acciones y prácticas que contribuyen a la 
transformación y degradación de ecosistemas. 
En el 2017 se expidió el Decreto Ley 870 por el 
cual se establece el Pago por Servicios Ambien-
tales y otros incentivos a la conservación. El 
CONPES 3886 del mismo año estipula los propó-
sitos generales del programa y su marco de ac-
ción: Colombia deberá contar con un millón de 
hectáreas bajo este esquema para el 2030. En 
2018, a través del Decreto 1007, se reglamentó 
el incentivo cuyos elementos son:

•	 Incentivo a reconocer: se tendrá como 
referente el costo de oportunidad de las 
actividades productivas agropecuarias más 
representativas que se adelanten en las 
áreas y ecosistemas estratégicos. Este valor 
podrá calcularse con base en los beneficios 
económicos netos que generan dichas 

actividades, o en el valor de la renta o alquiler 
para las actividades previamente señaladas. El 
costo de oportunidad es el valor de referencia 
para la estimación del incentivo por reconocer, 
puesto que mide el sacrificio, la renuncia o la 
privación de ejecutar una actividad productiva 
determinada en el predio, en virtud de cumplir 
el objetivo de mantenimiento y la generación 
del servicio ambiental, mediante las acciones 
de preservación y restauración a las que se 
refiere la norma.

•	 Beneficiarios:

1.	 Propietarios de los predios: corresponden 
a titulares con derechos sobre el uso, 
goce y disposición de los predios. Pueden 
ser propietarios de predios privados o 
propietarios de predios colectivos y están 
sujetos al cumplimiento de la función social 
y ecológica de la propiedad.

2.	 Poseedores regulares: cuentan con la 
tenencia del predio con ánimo de señor o 
dueño, obtenida gracias a la existencia de 

un justo título que sumariamente acredite la 
posesión pacífica, tranquila e ininterrumpida 
de acuerdo con las leyes civiles.

3.	 Grupos étnicos: que se encuentren en áreas 
de titulación colectiva o privada, áreas 
sujetas a procesos en trámite de ampliación, 
saneamiento y constitución de resguardos 
indígenas o consejos comunitarios u otra 
forma de propiedad colectiva, y otros más 
protegidos en el Decreto 2333 de 2014.

4.	 Ocupantes de predios: que se encuentren 
en cualquiera de las siguientes situaciones: 
(a) los que ocupen predios baldíos que 
acrediten las calidades y condiciones para 
ser sujetos de adjudicación conforme 
lo dispuesto por la Ley 160 de 1994, o la 
norma que la modifique o sustituya; y (b), 
quienes ocupen predios ubicados en áreas 
de protección y manejo ambiental especial, 
antes del 27 de mayo de 2017, fecha de 
expedición del Decreto Ley 870.

•	 Interesados: En virtud del marco normativo 
vigente, los interesados incluyen a 
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autoridades ambientales, entidades 
territoriales y demás personas públicas, 
privadas o mixtas que se benefician directa o 
indirectamente de los servicios ambientales. 
De igual forma, están habilitadas las 
personas públicas o privadas en el marco 
de licencias ambientales, permisos, 
concesiones, autorizaciones y demás 
instrumentos de control y manejo ambiental.

•	 Acciones: Reconoce acciones de 
preservación y restauración. Las acciones 
de preservación consisten en designar un 
área específica al mantenimiento de las 
coberturas naturales y la biodiversidad, 
mientras que la acción de restauración 
en designar un área específica a la 
restauración, recuperación y rehabilitación 
ecológica, incluida la restauración vía 
sistemas productivos sostenibles como los 
sistemas silvopastoriles y agroforestales. 
Estas acciones deben permitir la generación 
o mantenimiento de servicios ambientales 
de acuerdo con las modalidades de PSA. 

•	 Acuerdo: este genera derechos y 
obligaciones para las partes contratantes 
y sus causahabientes. Ello supone que 
el pago se realiza en la medida en que 
el beneficiario del incentivo acredite su 
compromiso y desarrolle las acciones 
que permitan restablecer el servicio 
ambiental o recuperar el uso del suelo 
según su vocación y aptitud. Los acuerdos 
tienen la naturaleza de ser instrumentos 
que formalizan voluntariamente los 
compromisos individuales o colectivos, 
en donde se indican las acciones, la 
periodicidad del pago, los parámetros del 
incentivo, las obligaciones de las partes, e 
incluso las causales de incumplimiento.

Se han definido diferentes modalidades de pago 
por servicios ambientales, las cuales se refieren 
a un servicio ambiental que busca mantener o 
generarse mediante la implementación del PSA:

•	 Calidad y Regulación hídrica: corresponde 

al PSA asociado a recurso hídrico que 
permiten el abastecimiento del agua 
en términos de cantidad o calidad, para 
satisfacer prioritariamente el consumo 
humano, e igualmente, otros usos como 
el agropecuario, la generación de energía, 
uso industrial y el mantenimiento de 
procesos ecosistémicos. Esta modalidad 
se orienta prioritariamente a áreas o 
ecosistemas estratégicos y predios con 
nacimientos y cuerpos de agua, o en zonas 
de recarga de acuíferos, que surten de 
agua fuentes abastecedoras especialmente 
de acueductos municipales, distritales y 
regionales, y distritos de riego; igualmente, 
las zonas de importancia para la regulación 
y amortiguación de procesos y fenómenos 
hidrometeorológicos y geológicos extremos 
con incidencia en desastres naturales.

•	 Conservación de la biodiversidad: 
corresponde al PSA que permiten la 
conservación y enriquecimiento de la 
diversidad biológica que habitan en las 
áreas y ecosistemas estratégicos. abarca 
áreas, ecosistemas estratégicos y predios 
que proveen o mantienen el hábitat de 
especies importantes o susceptibles para 
la conservación y/o grupos funcionales de 
especies, o que corresponden a áreas de 
distribución de especies de importancia 
ecológica entre ellas endémicas, 
amenazadas, migratorias, o especies 
nativas con valor cultural y socioeconómico.

•	 Reducción y captura de Gases Efecto 
Invernadero: corresponde a los PSA 
de mitigación de las emisiones de 
gases de efecto invernadero. Se tiene 
en consideración áreas, ecosistemas 
estratégicos y predios cuya cobertura 
vegetal cumpla una función esencial en 
dicha mitigación, para lo cual se tendrá 
en cuenta la información reportada por 
los diferentes sistemas de monitoreo 
disponibles y las recomendaciones 
técnicas y normativas establecidas por las 
autoridades ambientales competentes.

•	 Culturales, espirituales y de recreación: 
Corresponde al PSA que permiten la 
generación de beneficios no materiales 
obtenidos de los ecosistemas a través del 
enriquecimiento espiritual, el desarrollo 
cognitivo, la reflexión, la recreación y las 
experiencias estéticas. Se tiene en cuenta 
para la aplicación de esta modalidad las 
áreas y ecosistemas estratégicos y predios 
que, por su conformación geográfica, 
riqueza de especies y belleza escénica, 
otorgan los beneficios no materiales antes 
señalados.

Por otro lado, el seguimiento y monitoreo es un 
proceso esencial para otorgar el Pago por Ser-
vicios Ambientales a quienes han suscrito un 
acuerdo de conservación y opera para verificar 
el cumplimiento de la obligación acordada con 
el beneficiario. Coberturas y variables biofísicas 
y elementos de la biodiversidad son criterios en 
esta evaluación.

Existen tres elementos clave para tener en cuen-
ta. El primero corresponde al seguimiento de 
acuerdos de conservación, el cual es realizado 
por los operadores de los proyectos, quienes ve-
rifican en territorio, el cumplimiento de las accio-
nes de restauración o preservación por las cuales 
se otorga el incentivo. El segundo corresponde al 
análisis de cambios de cobertura a nivel satelital 
en el área de dichos acuerdos, donde se verifica 
los predios mediante el uso de imágenes sateli-
tales de alta resolución. El tercero corresponde 
al al monitoreo de los servicios ecosistémicos 
(servicios ambientales), el cual busca verificar 
que la biodiversidad y sus servicios de regulación, 
asociados con la regulación y calidad hídrica y la 
captura de gases de efecto invernadero; así como 
servicios intangibles, como los relacionados con 
las experiencias espirituales y culturales, au-
mentan o se mantienen en un tiempo determina-
do, respecto a su condición inicial. 

Con respecto a las fuentes de financiación para 
la implementación de este tipo de proyectos 

pueden ser tanto de orden internacional como 
nacional, regional o local. Una alternativa es la 
financiación con recursos provenientes de Tasa 
por Utilización de Aguas y Transferencia del 
Sector Eléctrico de conformidad con el plan de 
ordenación y manejo de la respectiva cuenca. 
Así mismo, podrá aplicarse la inversión forzosa, 
el cual establece que todo proyecto que requie-
ra licencia ambiental y cuya ejecución necesite 
el uso de agua tomada directamente de fuentes 
naturales, deberá destinar no menos del 1 % de 
la inversión para la recuperación y conservación 
de la cuenca abastecedora, y las compensacio-
nes por pérdida de biodiversidad en el marco de 
la licencia ambiental. 

Adicionalmente, se cuenta con recursos habili-
tados del Impuesto Nacional al Carbono creado, 
cuyo recaudo actualmente se destina al Fondo 
Colombia en Paz. Igualmente, se consideran 
como fuente de financiación las Obras por Im-
puestos, que permiten que las empresas invier-
tan hasta el 50 % de su impuesto de renta en 
proyectos de impacto económico y social.  Por 
otro lado, la jurisprudencia ha habilitado a las 
autoridades ambientales para destinar recursos 
del recaudo de las tasas con que cuenten en su 
respectiva jurisdicción, bajo la modalidad que 
posibilite la renovabilidad del recurso del cual 
se deriva la utilidad producto de la utilización 
por parte de los contribuyentes. También es po-
sible la financiación a través del Sistema Gene-
ral de Regalías.

Finalmente, es importante resaltar que se han 
generado importantes avances en la imple-
mentación del Programa Nacional de PSA que 
coordina el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible. En el año 2021 se implementaron un 
total de 21 proyectos bajo esquemas de PSA, los 
cuales involucran 9 autoridades ambientales, 
conservando 144.502 hectáreas, distribuidos en 
10 departamentos y 22 municipios.

Estos avances permitieron que durante los años 
2019 a 2021 se conservaran un total de 260.110 
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hectáreas bajo esquemas de Pago por Servicios 
Ambientales, superando la meta del cuatrienio 
en 33 %, beneficiando a 10.262 familias. Con 
esta cifra se logra un acumulado total desde el 
año 2018 hasta la fecha de 443.828 hectáreas 
bajo PSA.

4.3.7 	El Control de la deforestación, conser-
vación y prevención de la degradación de 
ecosistemas en áreas protegidas

Parques Nacionales en el marco de la Política de 
Participación Social en la Conservación constru-
ye de forma participativa diferentes estrategias 
de manejo articuladas al cumplimiento misional 
y a las actividades permitidas, de conformidad 
con los requerimientos plasmados en los Planes 
de Manejo de las áreas protegidas del SPNN. 

Para desarrollar las estrategias mencionadas 
de manera conjunta, en la práctica se estable-
cen acuerdos que se construyen e implementan 
con familias campesinas y pescadoras que habi-
tan o hacen uso de las áreas protegidas. Las ac-
ciones relacionadas se abordan con un enfoque: 
diferencial, territorial, transicional y participati-
vo hacia la resolución de los conflictos socio am-
bientales en armonía con la zonificación para el 
manejo del área protegida y el ordenamiento te-
rritorial en el que ésta se encuentra. Lo anterior 
se complementa con un proceso de restauración 
ecológica participativa.

Desde 2006, cuando se inició un registro más ri-
guroso de los ejercicios de restauración se cuen-
tan 26.941 hectáreas en proceso de restaura-
ción, de las cuales 872,25 se han implementado 
en 2021. Así mismo, durante los periodos 2018, 
2019 y 2020 se realizó la siembra de 234.846 in-
dividuos de árboles, arbustos y frailejones y en 
2021 se han sembrado 183.809. 

Los procesos desarrollados conjuntamente con 
los grupos étnicos (pueblos indígenas y comu-
nidades negras, afrodescendientes y raizales), 
se han realizado en el marco de tres grandes 

ejes: acompañamiento y orientación para el re-
lacionamiento con las autoridades de los gru-
pos étnicos para construir rutas de trabajo con 
Parques Nacionales Naturales de Colombia; 
procesos de planeación y manejo de áreas pro-
tegidas superpuestas con territorios de grupos 
étnicos (incluyendo traslapes, territorios de uso 
y colindancia o relación con territorios de comu-
nidades indígenas o afrocolombianas); y acom-
pañamiento a mecanismos de coordinación de 
la función pública de la conservación con pue-
blos indígenas y la construcción de esquemas 
de manejo conjunto con comunidades negras, 
afrodescendientes y la población raizal de la Isla 
de Providencia.

El apoyo presupuestario tiene el objetivo de apo-
yar el desarrollo local sostenible en áreas am-
bientalmente sensibles que buscan la combina-
ción correcta de conservación del capital natural 
y su uso sostenible. 

En este sentido, el Programa viene trabajando 
con comunidades indígenas, afrodescendientes 
y campesinas en las seis regiones que impacta 
Parques Nacionales, logrando a noviembre 2021 
un total general de 1430 acuerdos de Sistemas 
Sostenibles para la Conservación, Acuerdos de 
Ecoturismo, Acuerdos de Restauración Ecoló-
gica y Acuerdos de Conservación, con comu-
nidades campesinas que han buscado lograr 
la conservación, restauración, rehabilitación y 
recuperación de más de 24.978 hectáreas. Así 
mismo, se ha logrado el apoyo a 305 empren-
dimientos sostenibles derivados de actividades 
permitidas en las áreas protegidas y sus zonas 
de influencia del SPNN 

Las Intervenciones integrales en territorios en-
focadas en áreas ambientalmente estratégicas y 
las comunidades que los habitan

Para el caso específico de acciones y metas 
enfocadas en el fortalecimiento del Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas, en el desarrollo 
del Pacto en mención, se desarrollan objetivos 

puntuales enfocados a la conservación de eco-
sistemas y consolidación del SINAP. La estrate-
gia de conservación de Reservas Naturales de 
la Sociedad Civil es un aporte importante a la 
lucha contra la deforestación. El trámite se lleva 
a cabo en Parques Nacionales Naturales desde 
el año 2001 y desde entonces los usuarios han 
solicitado 1923 trámites de registro, de los cua-
les hoy se cuenta con 941 reservas en el RUNAP.

En septiembre de 2020, representantes del Mi-
nisterio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
Parques Nacionales Naturales de Colombia, el 
Fondo Patrimonio Natural, la Fundación Gordon 
and Betty Moore, Conservation International, 
Wildlife Conservation Society y World Wildlife 
Fund, firmaron un nuevo acuerdo. Se trata de fo-
mentar la cooperación, asegurar la financiación 
a largo plazo e incrementar la capacidad del Sis-
tema Nacional de Áreas Protegidas de Colom-
bia, SINAP, y otras estrategias de conservación 
a través de la iniciativa Herencia Colombia, cuyo 
objetivo es asegurar la conservación y financia-
ción de 20 millones de hectáreas para el año 
2040, priorizando áreas estratégicas en las re-
giones de los Andes, la Orinoquía, la Amazonía, 
el Pacífico y la Sierra Nevada de Santa Marta.

Finalmente, es relevante señalar que con el 
propósito de cumplir con el mandato del PND 
2018-2022 de formular una nueva política para 
que desarrolle la visión a 2030, se siguió la ruta 
metodológica acordada hasta llegar en septiem-
bre a la aprobación y publicación del documen-
to CONPES 4050 Política para la Consolidación 
del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, cuyo 
objetivo es reducir al 2030 el riesgo de pérdida 
de naturaleza en el Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas.

Declaración conjunta de Intención sobre Reduc-
ción de Emisiones por Deforestación y Degrada-
ción de Bosques y Desarrollo Sostenible

En 2014, Colombia se acogió a la llamada Decla-
ración de Nueva York para llegar a deforestación 

neta cero en la Amazonia a 2020. En septiembre 
de 2015 el país hizo compromisos en materia de 
cambio climático, en los temas de mitigación, 
adaptación y medios de implementación, para el 
año 2030. Dado que aproximadamente la mitad 
de las emisiones de gases de efecto invernade-
ro de Colombia provienen de la deforestación, la 
degradación de los bosques y el sector agrope-
cuario, los esfuerzos para frenarla serán decisi-
vos para que cumpla con sus compromisos.

•	 En noviembre de 2015 se suscribió en el 
marco de la COP21 en París una declaración 
conjunta de Intención sobre Reducción de 
Emisiones por Deforestación y Degradación 
de Bosques y Desarrollo Sostenible (REDD+)
con Alemania, Noruega y Reino Unido. 
Este texto se dio principalmente bajo dos 
modalidades: una que reconoce logros 
en la implementación de condiciones 
habilitantes y de política necesarias para 
desincentivar y retroceder el avance en 
deforestación y degradación en el país; 
y otra que hace hincapié en pagos sobre 
la base de reducciones de emisiones 
verificadas derivadas de la reducción de la 
deforestación. Así nace Visión Amazonía, 
una iniciativa del gobierno de Colombia 
anidada en el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, que con el apoyo 
financiero del Reino Unido, Alemania y 
Noruega, a través del banco KfW, busca 
reducir las emisiones provenientes por 
deforestación en la Amazonía colombiana, 
que impulsa estrategias de protección de los 
bosques y el uso sostenible de los recursos 
naturales, a la vez que empodera a las 
comunidades locales y los pueblos indígenas 
generando alternativas productivas bajas en 
deforestación.

Este programa es la unión de voluntades para 
proteger la Amazonía colombiana y reducir las 
emisiones provenientes de la deforestación. De-
bido a que el país en 2020 alcanzó algunos hitos 
ambientales, Alemania, Noruega y Reino Unido 
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anunciaron, en la COP 26 de Glasgow, una do-
nación de 33.5 millones de dólares para que Co-
lombia refuerce su política en este sentido. Es-
tos recursos serán distribuidos entre el Fondo 
Colombia Sostenible y el Programa Visión Ama-
zonía, desde donde se reinvertirán en acciones 
innovadoras que contribuyan a combatir la de-
forestación, por ejemplo, en la iniciativa Pagos 
por Servicios Ambientales (PSA), en el manejo 
forestal sostenible, la restauración de bosques 
y paisajes, y el empoderamiento de los pueblos 
indígenas y de las comunidades locales en los 
territorios.

En 2018 se definió la Estrategia Integral de Con-
trol a la Deforestación y Gestión en Bosques- 
Bosques Territorio de Vida, que tiene el objetivo 
de reducir la deforestación y degradación de los 
bosques promoviendo su conservación y manejo 
sostenible bajo un enfoque de desarrollo rural 
integral, a través de cinco líneas de acción y con 
metas a 2030.

Algunas acciones relevantes en la implementa-
ción de la Estrategia son: 

•	 CONPES 3934. Política de crecimiento 
verde, con el objetivo de Impulsar a 
2030 el aumento de la productividad y 
la competitividad económica del país, al 
tiempo que se asegura el uso sostenible 
del capital natural y la inclusión social, de 
manera compatible con el clima.

•	 CONPES 4021. Política Nacional para el 
Control de la Deforestación y la Gestión 
Sostenible de los Bosques cuyo objetivo es 
Implementar estrategias transectoriales 
para el control de la deforestación y la 
gestión de los bosques para impulsar el uso 
sostenible del capital natural, la economía 
forestal y el desarrollo comunitario en 
los Núcleos Activos de Deforestación. 
Consolidación del Sistema de Monitoreo 
de Bosques y Carbono (SMBYC), que 
genera y publica las cifras anuales de 
deforestación, boletines trimestrales de 

detecciones tempranas de deforestación y 
reportes semanales de alerta temprana de 
deforestación que permiten identificar las 
áreas donde es persistente este fenómeno.

•	 Campaña Militar y Policial Artemisa cuenta 
con el liderazgo jurídico de la Fiscalía 
General de la Nación, el apoyo de la Armada 
Nacional, la Fuerza Aérea Colombiana 
y el Ejército Nacional, en coordinación 
con la Policía Nacional (DIJIN y DICAR), a 
través de articulación interinstitucional del 
Ministerio de Ambiente con las autoridades 
ambientales como Parques Nacionales 
Naturales, las Corporaciones Autónomas 
Regionales y las autoridades político-
administrativas regionales. Se desarrollaron 
veintiún (21) operaciones desde abril del 
2019 hasta mayo de 2022, en los principales 
Núcleos Activos de Deforestación, y asociado 
principalmente a las temporadas secas, 
donde se implementan actividades de control 
a la deforestación en 23.842 hectáreas que 
habían sido deforestadas y se contribuyó 
al control en áreas especial importancia 
ecológica, afectadas por la ocurrencia de los 
principales núcleos activos de deforestación 
priorizados, a saber:

	 NAD PNN Tinigua (Incluye sectores del 
PNN Cordillera de los Picachos)

	 NAD Yarí sur (Incluye sectores de la ZRF 
de la Amazonia declara por la L2/59 
en San Vicente del Caguán, y del PNN 
Serranía de Chiribiquete).

	 NAD Macarena Norte (Incluye sectores 
del PNN Sierra de La Macarena).

	 NAD El Camuya (departamento de 
Caquetá).

	 NAD Calamar – Miraflores.
	 NAD Nukak (departamento de Guaviare).
	 NAD Mapiripán (sur del departamento 

del Meta).
	 NAD Marginal de la Selva
	 NAD Putumayo Norte
	 NAD Pacifico Sur (incluye sectores de los 

departamentos de Nariño y Cauca).

•	  En el artículo 9º de la Ley 1955 de 2018, se 
creó el Consejo Nacional de Lucha contra la 
Deforestación y otros Crímenes Ambientales 
Asociados (Conaldef) para la defensa del 
agua, la biodiversidad y el medio ambiente, 
presidido por el ministro de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible y conformado por el 
consejero presidencial para la Seguridad 
Nacional, el ministro de Defensa Nacional, 
el ministro de Justicia y del Derecho, el 
procurador general de la Nación y el fiscal 
general de la Nación. Deberá participar el 
ministro de Relaciones Exteriores, de existir 
acciones en zonas fronterizas o que involucren 
extranjeros, así como los ministros de 
Agricultura y Desarrollo Rural, Transporte y 
Minas y Energía, cuando los asuntos a tratar 
correspondan a sus competencias. 

El Conaldef, como organismo colectivo de coor-
dinación y orientación superior en lucha contra 
la deforestación cuenta con la concurrencia de 
las capacidades y misionalidades de las entida-
des que lo conforman para: 

•	 Proponer la política, planes, programas y 
estrategias de lucha contra la deforestación 
y otros delitos ambientales asociados, 
así como definir y coordinar las medidas 
interinstitucionales para su control.

•	 Evaluar avances en la lucha contra la 
deforestación y otros crímenes ambientales 
asociados.

•	 Mantener contactos con Gobiernos o entidades 
extranjeras en asuntos de su competencia y 
adelantar gestiones ante los mismos con el fin 
de coordinar la acción con la de otros Estados 
y de obtener la asistencia que fuere del caso, 
entre otras. 

•	 Acuerdos cero deforestación: Estrategia 
liderada por el gobierno, donde a través 
de una serie de acuerdos voluntarios, los 
sectores económicos se comprometen a 
eliminar la huella de deforestación de sus 
cadenas de suministro, para contribuir 
al mantenimiento de los bosques en pie 

y permitir que los consumidores puedan 
identificar productos cero deforestación 
en el mercado. A la fecha se han firmado 
acuerdos con los sectores de: aceite de 
palma, lácteos, carne, cacao y café. 

Ley de Delitos Ambientales

Una importante proporción de los ecosistemas 
naturales mencionados han sido transformados 
y degradados. Según el Plan Nacional de Res-
tauración Ecológica, Rehabilitación y Recupe-
ración de Áreas Degradadas, para 2015 existían 
aproximadamente 23,3 millones de hectáreas 
susceptibles de ser restauradas, rehabilitadas o 
recuperadas.

Por su parte, de acuerdo con la Unión Interna-
cional para la Protección de la Naturaleza, para 
2017, de las cerca de 30.000 especies identifi-
cadas en el territorio nacional, se identificaron 
1203 amenazadas desde distintas categorías, en 
las que 173 se encuentran en peligro crítico, 390 
en peligro y 640 especies en categoría vulnera-
ble. Del total señalado, 407 corresponden a es-
pecies de animales y 796 a especies de plantas.

En ese contexto, es de especial significación la 
expedición de la Ley 2111 de 2021, “Por medio 
de la cual se sustituye el Título XI ‘De los de-
litos contra los recursos naturales y el medio 
ambiente’ de la Ley 599 de 2000, se modifica la 
Ley 906 de 2004 y se dictan otras disposiciones”, 
al considerar que es una herramienta clave en 
la lucha por la defensa de nuestros recursos 
naturales y del medio ambiente. La Ley brinda 
diferentes herramientas a la Fiscalía General de 
la Nación, con la finalidad de poder contrarres-
tar los nuevos fenómenos de criminalidad que 
atentan contra los recursos naturales y el medio 
ambiente, como la deforestación, y su financia-
ción ilegal, el tráfico de fauna, la financiación 
de áreas de especial importancia ecológica y la 
apropiación ilegal de baldíos de la Nación, entre 
otros, asimismo, fortaleciendo con verbos recto-
res nuevos y aumento de penas.  
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Es importante resaltar que el delito de defo-
restación es uno de los principales aportes a la 
protección de los recursos naturales y el me-
dio ambiente, debido a que en la actualidad es 
el problema ambiental más grave que afecta al 
país y sus principales causas son los cultivos de 
uso ilícito, ganadería en zonas no permitidas, 
exploración y explotación ilícita de minerales, 
acaparamiento de tierras y para mejora o cons-
trucción de infraestructura ilegal, lo que ha per-
mitido identificar una relación directa en dichos 
territorios entre Grupos Armados Organizados y 
los principales fenómenos criminales con afec-
tación directa a los recursos naturales y el me-
dio ambiente. 

Finalmente, se fortalece la Fiscalía General de 
la Nación con la creación de la Dirección de Apo-
yo Territorial y Dirección Especializada para los 
Delitos contra los Recursos Naturales y el Medio 
Ambiente, con miras a aumentar la presencia 
efectiva de la entidad en territorios apartados o 
de difícil acceso, con el fin de lograr la interven-
ción inmediata de la Fiscalía frente a los com-
partimientos delictivos de los recursos natura-
les y el medio ambiente.

4.3.8 Planes de conservación de especies 

Conservación de Tiburones, Rayas Marinas y 
Quimeras

Dada la alta vulnerabilidad de las especies de 
tiburones en Colombia y a nivel mundial, el pre-
sidente de la República, Iván Duque Márquez, en 
un hecho sin precedentes en el país, ordenó en 
noviembre de 2020 que estas especies fueran 
sujetas de especial protección y que por ende se 
prohibiera su aprovechamiento comercial tanto 
a escala industrial como artesanal.

Esto se materializó el 5 de marzo de 2021, me-
diante decisión del Comité Ejecutivo para la 
Pesca (Integrado por el Ministerio de Agricultu-
ra y Desarrollo Rural, el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, y la Autoridad Nacional 

de Acuicultura y Pesca (Aunap) de excluir a los 
tiburones, rayas marinas y quimeras del listado 
de los recursos pesqueros de Colombia, pasan-
do en consecuencia a ser considerados recursos 
hidrobiológico cuya administración es compe-
tencia del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible y las Corporaciones Autónomas Re-
gionales y las de Desarrollo Sostenible.

En ese sentido, se expidió el Decreto 281 del 18 de 
marzo de 2021, y la Resolución 0854 de 2022, por 
medio de las cuales se establecen disposiciones 
tendientes a su conservación, y se adopta el Plan 
Ambiental para la Protección y Conservación de 
Tiburones, Rayas Marinas y Quimeras 2022-2035. 
Dentro de las medidas se destacan: 1) Prohibicio-
nes de pesca comercial, aleteo, importaciones y 
exportaciones, 2) Protección de las áreas claves 
para la reproducción y crianza de las especies, 
3) Criterios para el ecoturismo asociado a tibu-
rones y rayas marinas, 4) Medidas tendientes a 
eliminar la captura incidental en las pesquerías, 
y 5) El diseño y la implementación de proyectos 
que involucren incentivos económicos dirigidos 
a comunidades de pescadores artesanales que 
voluntariamente celebren acuerdos para la con-
servación de estas especies.

Conservación de Mamíferos Acuáticos

A partir de un trabajo liderado por el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible y la Fun-
dación Omacha, el apoyo de WWF y Conserva-
ción Internacional Colombia, y la participación 
de una investigadora de la Universidad del Valle, 
por primera vez, en 2022 el país empezó a contar 
con un Plan de Acción Nacional para la Conser-
vación de los Mamiferos Acuaticos 2022-2035.

El plan tiene por objetivo general desarrollar es-
trategias para la preservación, recuperación, uso 
sostenible y conocimiento de las poblaciones de 
los mamíferos acuáticos tanto de aguas marinas 
como continentales, a partir de las siguientes lí-
neas estratégicas: 1) Investigación y monitoreo, 2) 
Manejo Sostenible, 3) Información y Divulgación, 

4) Normativa, Política y Fortalecimiento Institucio-
nal, y 5) Educación, Capacitación y Participación.

4.4 Casos ejemplares de gestión territorial

4.4.1 	Restauración de Manglares e “Iniciativas 
Carbono Azul” 

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble, en conjunto con Corporaciones Autónomas 
Regionales, institutos de investigación y organi-
zaciones no gubernamentales, ha venido apo-
yando diferentes proyectos de restauración de 
manglares a lo largo del país.

Se destacan: 

•	 Con Corpamag e Invemar, en la Ciénaga 
Grande de Santa Marta, más de 7000 
hectáreas de bosque de mangle se han 
recuperado en los últimos cinco (5) años, 
llegando a un reporte actual de 39.899 ha de 
cobertura en buen estado. 

•	 En la Ribera de Mallorquín, en el 
departamento del Atlántico, se trabaja en la 
restauración de 279 hectáreas de manglar a 
través de una alianza entre la Corporación 
Autónoma Regional del Atlántico (CRA), 
Grupo Argos y Conservación Internacional. 

•	 En el departamento de Córdoba y en el 
Urabá antioqueño, se están reforestando 
más de 721.000 plántulas de mangle, en 
asocio con la CVS y Corpourabá. 

•	 En el municipio de Nuquí (Choco, Pacífico 
colombiano), en articulación con consejos 
comunitarios y resguardos indígenas, 
Codechocó e IIAP se han sembrado 29.000 
plántulas de mangle. 

De especial relevancia son las “Iniciativas de 
Carbono Azul”. Para Colombia se ha definido 
carbono azul como el conjunto de las existencias 
de carbono orgánico y sus flujos biológicamente 
mediados, que son capturados y almacenados 
por los organismos vegetales de los ecosis-
temas marino-costeros. Este implica tanto el 

carbono almacenado en las biomasas vegetales 
(por ejemplo, árboles de manglar) como en los 
sedimentos que sirven de sustrato (suelo) para 
las plantas características del respectivo eco-
sistema de carbono azul, tales como pastos ma-
rinos, manglares y marismas. Los manglares 
como ecosistemas de carbono azul son claves 
para enfrentar los efectos adversos del cambio 
climático a través de su conservación (preser-
vación, restauración y uso sostenible) y utiliza-
ción como Soluciones Climáticas basadas en la 
Naturaleza. 

Colombia ha hecho una apuesta importante 
frente a los retos del cambio climático, imple-
mentando actualmente seis iniciativas de car-
bono azul en el territorio nacional: 

	 Proyecto “Vida Manglar”, en el golfo de 
Morrosquillo. 

	 Bahía Hondita, en La Guajira. 
	 Ribera de Mallorquín, Atlántico. 
	 Reserva de la Biósfera Seaflower. 
	 Manglares en jurisdicción de Cardique. 

Se destaca el proyecto “Vida Manglar”, primer pro-
yecto para un ecosistema marino costero, en al-
canzar la certificación bajo los estándares Verified 
Carbon Standard (VCS) y The Climate, Community 
and Biodiversity (CCB) -VERRA-; a nivel mundial. 

El Proyecto Golfo de Morrosquillo “Vida Man-
glar” tiene como socios, además del Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, Invemar, 
Conservación Internacional Colombia, Funda-
ción Omacha, Corporación Autónoma Regio-
nal de los Valles del Sinú y San Jorge (CVS), la 
Corporación Autónoma Regional de Sucre (Car-
sucre). Además, se ha contado con apoyo de la 
Unión Europea, Fundación Natura, Appel y el 
Banco Interamericano de Desarrollo.

El proyecto “Vida Manglar” tiene como objetivo 
evitar la emisión de aproximadamente 939.296 
toneladas de CO2 equivalente a la atmósfera en 
los próximos 30 años, protegiendo 11.625 ha en 
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los departamentos de Córdoba y Sucre y benefi-
ciando a más de 600 familias de mangleros.

4.4.2 	Plan de Restauración Ecológica Bahía de 
Cartagena

En 2017, la Procuraduría Delegada para Asuntos 
Ambientales y Agrarios radicó una Acción Popular, 
con el fin de obtener la protección de los derechos 
e intereses colectivos en relación con la problemá-
tica ambiental de la Bahía de Cartagena, y que fue 
amparado mediante sentencia judicial. 

De lo anterior, nace la misión de formular un 
Plan Maestro de Restauración Ecológica de la 
Bahía de Cartagena, documento que fue adopta-
do mediante Resolución No. 0848 del 5 de agosto 
de 2022, suscrita por el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, la Corporación Autóno-
ma Regional del Canal del Dique (Cardique), la 
Dirección General Marítima (Dimar), la Alcaldía 
del Distrito de Cartagena y el Establecimiento 
Público Ambiental de Cartagena (EPA).

Este plan de restauración fue trabajado de manera 
conjunta en el marco del Comité Ambiental Inte-

rinstitucional para la Restauración de la Bahía de 
Cartagena y Barbacoas, en el que participan ins-
tituciones del orden nacional como Minambiente, 
Ideam, Anla; del orden regional como Cormagdale-
na; del orden local como la alcaldía de Cartagena, 
la gobernación de Bolívar, Cardique, EPA; repre-
sentantes de las comunidades, de los pescadores, 
de los consejos comunitarios, de los empresarios, 
y de la academia, entre otros actores importantes. 

El plan abarca diferentes programas resaltando 
los relacionados con:

•	 Evaluación, prevención, reducción y control 
de fuentes de contaminación.

•	 Rehabilitación y restauración de 
ecosistemas marinos y costeros degradados

•	 Conservación de especies y biodiversidad 
marina

•	 Áreas marinas y costeras protegidas
•	 Educación ambiental y uso sostenible
•	 Sistemas de información
•	 Gestión estratégica de los intereses 

marítimos

4.4.3 Operación Cangrejo Negro

Colombia, en noviembre de 2020, por primera 
vez en más de 100 años, se vio afectada por el 
paso de los huracanes Eta e Iota, de categoría 4 
y 5, respectivamente, por el archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina, que cau-
saron gran devastación ambiental en los ecosis-
temas de las islas.

En respuesta y en un hecho sin precedentes el 
Sistema Nacional Ambiental de Colombia, se 
articuló para estructurar e implementar la Ope-
ración Cangrejo Negro, estrategia para llevar a 
cabo la restauración ecológica en el archipiéla-
go, con una inversión aproximada de 19 mil mi-
llones de pesos, con 27 objetivos y 54 activida-
des que incluyen: 

•	 La implementación de un programa de 
incentivos económicos para 320 familias de 
la comunidad raizal.

•	 La limpieza de alrededor de 13 hectáreas de 
arrecifes coralinos y más de 60 hectáreas de 
pastos marinos.

•	 Restauración de manglares
•	 La remoción de más de 17 toneladas de 

residuos.
•	 La siembra de 145.257 fragmentos de coral 

cultivados y 9767 fragmentos trasplantados.
•	 Promoción y asistencia a los negocios 

verdes afectados por los huracanes.
•	 El restablecimiento del Sistema de 

Monitoreo Meteorológico y de Variabilidad 
Climática.

•	 El desarrollo de un portafolio de soluciones 
climáticas basadas en la naturaleza para el 
contexto insular.

•	 Prevención de incendios forestales
•	 Viveros comunitarios

4.4.4 	Erosión costera: Soluciones Basadas en 
la Naturaleza

Colombia cuenta con su Plan Maestro de Erosión 
Costera, el cual se trabajó con el apoyo del Gobier-
no de Holanda; este desarrolla una visión y una 
estrategia nacional a largo plazo. Por primera vez 
se cuenta con una ley para su implementación, 
la Ley de Acción Climática (Ley 2169 de 2021), la 
cual, entre varios temas, se ha propuesto a 2025 
intervenir los puntos críticos diagnosticados, con 
medidas de mitigación de los impactos socioeco-
nómicos y ecológicos de más del 11 % de la pobla-
ción colombiana ubicada en zonas costeras.

También se resalta que en cooperación con el 
Gobierno de Alemania, el Ministerio de Ambien-
te de Colombia, viene ejecutando el Proyecto de 
Adaptación Basada en Ecosistemas para la Pro-
tección Contra la Erosión Costera en un Clima 
Cambiante, que busca atender los problemas de 
erosión costera, pérdida de resiliencia ecosisté-
mica y aumento de la vulnerabilidad socioam-
biental en áreas marinas y costeras debido a las 
fuertes condiciones océanoclimáticas en el Ca-
ribe colombiano, particularmente en los depar-
tamentos de La Guajira, Magdalena, Córdoba y 
Antioquia, con una inversión de ocho millones de 
euros. Incluye intervenciones en ecosistemas de 
manglar, recuperación de playas, reforestación 
con uva playera, protección de pastos marinos; 
protección de dunas y entrega de 280 estufas 
ecológicas para prevenir la deforestación.
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Uno de los objetivos de las personas en el 
mundo es tener un acceso fácil y equitativo a 
trabajos, servicios, y equipamientos, siendo esta 
promesa validada en las ciudades, con lo cual 
las áreas urbanas se han expandido rápidamen-
te. (Romer, 2014).

El planeta es cada vez más urbano: en la pri-
mera década del siglo XXI más de la mitad de la 
población se encuentra localizada en ciudades, 
y según proyecciones de organismos multila-
terales se espera que para 2030 esta cantidad 
aumente al 60 %. Las ciudades generan aproxi-
madamente el 80 % del PIB mundial. (McKinsey 
Global Institute, 2011)

Pero lograrlo ha tenido resultados completa-
mente disímiles. Es así como los procesos de 
urbanización han conllevado, de manera persis-
tente, a una notable expansión urbana, cambios 
en la estructura familiar, incremento en asen-
tamientos informales, mayor emisión de gases, 
altos niveles de migración, exclusión y desigual-
dad. (UN Hábitat, 2016).

Si bien los altos niveles de urbanización han sido 
una constante a nivel global, Colombia se ha 
caracterizado de manera particular por ser un 
país mayoritariamente urbano. Según el DANE, 
el 77,1 % de la población vive en cabeceras mu-
nicipales y centros poblados con altas tasas de 
crecimiento. Además, se sabe que el 76 % del 
PIB se produce en las ciudades, y que la huella 
urbana entre 1990 y 2015 aumentó en promedio 
2,5 veces. 

Es por ello que, tanto la Nueva Agenda Urbana 
y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, hacen 
un llamado a cada gobierno tanto nacional como 
local para modificar las dinámicas del desarro-
llo urbano, haciendo nuevas propuestas, fuera 
de las planteadas en los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio.

Con este nuevo enfoque se busca ser más es-
pecífico en las decisiones con respecto a los 
ámbitos rurales y urbanos, reconociendo, por 
ejemplo, que las relaciones entre naturaleza y 
calidad de vida son intrínsecas. Por ende, los 
problemas inicialmente identificados en los ob-
jetivos de desarrollo del milenio deben ser abor-
dados bajo acciones que conlleven a un desarro-
llo sostenible ambiental, económico y social.

Por lo anterior, el Gobierno Nacional ha plan-
teado transformar las ciudades colombianas 
en Biodiverciudades, que son espacios urbanos 
donde la naturaleza hace parte del desarrollo 
urbano sostenible, y con lo cual se da solución a 
las principales problemáticas ambientales, so-
ciales y económicas del país. 

La Iniciativa Biodiverciudades, en el marco del 
Pacto por la Sostenibilidad del Plan Nacional 
de Desarrollo 2018-2022 ”Pacto por Colom-
bia, Pacto por la Equidad”, es liderada por el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble, en articulación con el Instituto Alexander 
von Humboldt, y se encuentra alineada con los 
compromisos internacionales establecidos en la 
Agenda de Desarrollo Sostenible 2030, la Nueva 

Capítulo 5     		  Biodiverciudades
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Agenda Urbana, el Acuerdo de Paris sobre Cam-
bio Climático y el Convenio sobre la Diversidad 
Biológica.

5.1 Contexto

La urbanización en Colombia es un fenómeno 
acompañado por la transición demográfica de 
zonas rurales a urbanas, y la rápida expansión 
física de las ciudades ha incrementado en las úl-
timas décadas no solamente en Colombia, sino 
a nivel mundial (UN Hábitat, 2016). De igual ma-
nera, esta transición demográfica conllevó una 
expansión física de las ciudades. Se evidencia 
que de 1990 a 2015, la huella urbana colombiana 
aumentó un 75 %. (Angel, 2017).

Si bien las poblaciones urbanas han crecido 
rápidamente, la velocidad con la cual siguen 
creciendo tiende a disminuir con el tiempo. En 
1950, la población urbana global presentaba una 
tasa de crecimiento anual de 3.1 %, la cual se 
redujo a 2.3 % en los 2000s, y se estima que para 
2050 disminuya a tan solo 1 %. (Angel, 2017).

Cuando la población urbana aumenta, también 
lo hace la demanda de suelo para diferentes 
usos. A modo general, se puede afirmar que las 
ciudades se han expandido a una tasa mayor 
que sus poblaciones. Mientras que entre 1990 y 
2015, la población urbana aumentó en promedio 
un múltiplo de 1.9, la huella urbana aumentó en 
promedio un múltiplo de 2.5. Igualmente, el 64 
% de las ciudades han por lo menos doblado el 
área ocupada por su área construida y el espacio 
abierto desde 1990; y el 28 % de las ciudades 
han cuadriplicado sus áreas. (Angel, 2017).

Al ser un país con una alta biodiversidad, las ciu-
dades colombianas se han asentado en diversos 
ecosistemas. Tanto que, de las 32 ciudades ca-
pitales, 27 se han localizado sobre ríos. Otros 
ejemplos de convivencia entre el proceso de ur-
banización y ecosistemas incluyen situaciones 
tan llamativas como Bogotá con 17 complejos de 
humedales que aún subsisten en las más de 33 

mil hectáreas de suelo urbano, los 5 complejos 
de ciénagas que definen Barrancabermeja, la 
presencia de 567 especies de aves en Cali (DAG-
MA, 2019) o las más de 100 especies de mamí-
feros que han sido identificados en Medellín en 
su área urbana. 

El proceso de consolidación de las ciudades ha 
impactado, naturalmente, los mercados de tie-
rras y vivienda, como también los ecosistemas. 

Las disparidades en el acceso y calidad de vi-
vienda en Colombia se hacen evidentes a través 
del déficit habitacional. Según el DANE (2020), el 
déficit habitacional en las áreas urbanas colom-
bianas es de 2.761.705 hogares, representando 
un 24,84 % de la población urbana en Colombia 
viviendo con carencias habitacionales. Se obser-
va también que el déficit habitacional es genera-
do principalmente por las condiciones de la vi-
vienda; a nivel cualitativo, 18,7 % de los hogares 
urbanos viven con carencias cualitativas, y 6,1 % 
a nivel cuantitativo.

Al hacer un análisis más detallado de la situa-
ción ambiental de las ciudades los principales 
retos son: (i) adaptación al cambio climático, (ii) 
contaminación del aire y el agua (iii) presión so-
bre recursos naturales en el sector residencial 
(iv) población en riesgo por fenómenos natu-
rales y (v) escaso espacio público y coberturas 
vegetales.

Con respecto al cambio climático, este afecta a 
poblaciones, vías, viviendas, actividades econó-
micas y ecosistemas. Por ello, el Grupo Intergu-
bernamental de Expertos sobre Cambio Climáti-
co (IPCC) definió una serie de riesgos asociados 
con el Cambio Climático para América Latina, 
en el cual se destacan: la disminución en la dis-
ponibilidad de agua en regiones semiáridas y 
aquellas que dependen del aporte de glaciares; 
inundaciones y deslizamientos en áreas urba-
nas y rurales por el aumento de la precipitación, 
como también el ascenso del nivel del mar (Mi-
nambiente, 2017)

Para Colombia, la información generada por el 
Ideam (2017) evidenció que la totalidad de los 
municipios tienen algún tipo de riesgo, estando 
las ciudades de la región Andina y Caribe como 
parte del grupo de lugares con mayor riesgo. 
Según el DNP (2014) en la primera se prevé una 
mayor vulnerabilidad asociada a la escasez hí-
drica, incremento de la temperatura y reducción 
del área de nevados y páramos. 

De acuerdo con la información de la Tercera Co-
municación Nacional de Cambio Climático, 37 
ciudades con poblaciones mayores a los 10 mil 
habitantes, que además son ciudades capitales 
y presentan tasas de crecimiento demográfi-
co positivo, presentan alto o muy alto riesgo al 

cambio climático, siendo encabezada esta lista 
por San Andrés, Bogotá, Cartago y Cali.

En cuanto a la contaminación en especial del aire, 
según el Ideam (2018), hay una alta preocupación 
sobre el material particulado en ciudades como 
Bogotá, Cali, Medellín y Santa Marta, así como los 
municipios de Ráquira y Yumbo, donde se supe-
raron los límites permisibles. En cuanto a ruido, 
en Bogotá y Cali al menos el 30 % de la población 
urbana se ve afectada por ruido por encima de los 
niveles permitidos. Esto sumado al impacto en la 
generación de emisiones de gases de efecto inver-
nadero en las ciudades, en donde el 25 % del balan-
ce nacional corresponde en su conjunto a los secto-
res de transporte, industria, comercio y residencial.

FIGURA 10
Puntos críticos calidad del aire PM 2.5

Siguiendo con la descripción de los retos a nivel 
de sostenibilidad ambiental en las ciudades, se 
observa el incremento en el consumo de recur-
sos naturales como agua, energía, madera, pé-
treos, entre otros. Según el Ministerio de Minas y 
Energía y la UPME, citados por el DNP (2018), el 

sector de las edificaciones aparece en el tercer 
lugar con 22,04 % de la participación nacional del 
consumo de energía por encima de la minería y 
las actividades agropecuarias. Con relación al 
consumo nacional de agua, el sector residencial 
consume el 8,2 % del agua a nivel nacional su-
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perando al sector industrial, minero y de hidro-
carburos, siendo esto parte de la actual regula-
ción a nivel nacional a través de la resolución 549 
de 2015 del MVCT y de la NTC 3112 de 2016 del 
MADS que buscan establecer criterios de diseño 
y construcción sostenible en las edificaciones. 

Complementando el análisis de las ciudades a 
nivel ambiental, se destaca lo relacionado con el 
riesgo de desastres naturales, de lo cual según 
el DNP (2018) en Colombia existen alrededor de 
6,7 millones de personas socialmente vulnera-
bles y expuestas a amenazas por inundaciones, 
movimientos en masa y avenidas torrenciales. 
Igualmente, cerca de 16 millones de personas 
en zonas de amenaza sísmica alta, concentra-
das principalmente en las capitales del país y un 

11 % de personas habitan en zonas de amena-
za alta de las 37 ciudades que incluyo el ICAU 
en 2013. Esto implica tanto un costo social alto 
como económico. De no hacerse nada para re-
ducir estas condiciones, se perdería al año 0,5 
% del PIB.

Con respecto a espacio público, se encuentra 
que las ciudades como Barranquilla, Ibagué, 
Pereira y Cali están por debajo del promedio na-
cional de espacio público por habitante que está 
en 4.39 m2 por habitante (DNP, 2017). En cuanto 
a los datos de arbolado urbano, estos ubican a 
Manizales como la ciudad con mayor número de 
árboles en Colombia, con 51,8 árboles por habi-
tante y Santa Marta la de menor con apenas 2,6 
árboles (Red de ciudades como vamos, 2020). 

planeación urbana. Implica pasar de un mode-
lo urbano homogéneo enfocado en soluciones 
puntuales donde el crecimiento urbano no ha 
considerado la capacidad de carga del entorno 
natural y se terminan profundizando las altera-
ciones a los servicios ecosistémicos existentes, 
hacia un modelo de ciudad socioecosistémica, 
en donde la complejidad de la interrelación en-
tre componentes sociales, económicos y ecoló-
gicos sean considerados en función de lograr 
un bienestar humano y la sostenibilidad de los 
ecosistemas (Azcárate & Ruiz, 2019).

Este replanteamiento recoge muchos de los con-
ceptos y propuestas que han sido reiterativas 
desde agendas ambientales como las cumbres 
internacionales relacionadas con desarrollo sos-
tenible entre ellas Cumbre de la Tierra en Rio de 
Janeiro en 1992 hasta la reciente COP21 de París, 
pasando por la aprobación de la Agenda 2030 so-
bre el Desarrollo Sostenible de la ONU en 2015.

Junto a la sostenibilidad de las ciudades también 
se deberá asociar la imperante necesidad de mo-
dificar las dinámicas de segregación socioam-

biental que se da en las ciudades. Ejemplo son 
los barrios con población de mayores ingresos 
que presentan mejores indicadores de cobertura 
forestal y por ende mejores condiciones ambien-
tales, al contrario de los barrios de bajos ingresos.

En Washington, de acuerdo con Gowen y Meli-
nik (2013) citado por Maddox (2019), se encontró 
una fuerte correlación entre ingresos y cobertu-
ra de árboles a nivel de vecindario, encontrando 
que barrios de bajos ingresos además de tener 
menos arboles tendían a perderlos a un mayor 
ritmo que en barrios de altos ingresos. 

Ahora bien, la sostenibilidad ya no solo implica 
mantener un balance entre consumo y recupe-
ración de recursos naturales. Es necesario que 
las ciudades se adapten al cambio climático y 
se mitiguen los gases de efecto invernadero ge-
nerado por las actividades propias de la ciudad, 
como el transporte o la industria.

5.2 	Desarrollo de la Iniciativa 		
	B iodiverciudades 

FIGURA 11
Espacio Público m2 por Habitante

Uno de los principales cambios que se plantea 
desde la Iniciativa Biodiverciudades es modifi-
car el pensamiento que las ciudades son fuente 
importante de efectos ecológicos negativos. En 
cambio, se busca entender las ciudades como 
centros de innovación cuya densidad demográ-
fica ofrece economías de escala que permiten 
reducir los efectos ambientales, tales como las 

emisiones de gases de efecto invernadero per 
cápita (McGranahan y Satterthwaite, 2014).

Llegar a este punto de replantear la importancia 
del patrimonio natural en el desarrollo urbano 
como parte del mejoramiento de la calidad de 
vida de los habitantes urbanos, es una sentida 
necesidad en los debates relacionados con la 
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Como se ha mencionado previamente más per-
sonas llegan cada día a las ciudades siendo 
atraídas por oportunidades de empleo y oferta 
de servicios e infraestructura de mejor calidad. 
De acuerdo con el Banco Mundial para 2030 el 
número de habitantes en ciudades subirá en 1,5 
millones de personas cada semana.

Ante presiones inmensas sobre recursos finitos, 
la propuesta es restablecer la relación de las ciu-
dades con la naturaleza, entendiéndolas como 
sistemas económicos, sociales y ecológicos que 
pueden funcionar armónicamente. Ello en con-
sistencia con la visión del Convenio de las Nacio-
nes Unidas sobre la Diversidad Biológica (CDB) 
de “Vivir en armonía con la naturaleza para 2050”.

Desde las políticas públicas esta situación ha 
sido abordada y desarrollada bajo diferentes 
propuestas: Gestión Ambiental Urbana (2009), 
del Espacio Público (2012), Sistema de Ciudades 
(2014) Cambio Climático (2017) y Edificaciones 
Sostenibles (2018), que han expresado la nece-
sidad de identificación de la estructura ecológi-
ca principal urbana. De la misma manera, plan-
tear una expansión urbana planificada, trabajar 
sobre las amenazas y riesgos de origen natural, 
la gestión del espacio público, transporte urba-
no sostenible, criterios de sostenibilidad en las 
edificaciones, investigación ambiental urbana y 
el mejoramiento institucional de la gestión am-
biental. Esta situación también ha sido comple-
mentada por planes de acción como lo llevado 
a cabo por Findeter y el Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID) de Ciudades Sostenibles y 
Competitivas en 15 ciudades colombianas.

En términos generales puede decirse que una 
Biodiverciudad se entiende como aquella “ciu-
dad que reconoce, prioriza e integra la biodiver-
sidad y sus beneficios hacia un desarrollo urba-
no-regional sostenible”, lo que supone que, el 
fin o propósito de una Biodiverciudad o las ciu-
dades que decidan adoptar o reconocerse como 
tal, es cuidar su biodiversidad y reconocer sus 
beneficios. 

Priorizar la biodiversidad en las ciudades, de 
acuerdo con el Foro Económico Mundial es una 
oportunidad de inversión de 583 mil millones de 
dólares en soluciones basadas en la naturaleza 
para infraestructura e intervenciones que libe-
ren espacio para la biodiversidad en las ciuda-
des. Este cambio de dirección podría crear más 
de 59 millones de empleos para 2030 a escala 
global, incluidos 21 millones de empleos dedi-
cados a restaurar y proteger los ecosistemas 
naturales.

Las ciudades colombianas se han consolidado 
como una red de ciudades, alrededor de pro-
yectos que reintroducen la biodiversidad en la 
ciudad, aumentan la capacidad de resiliencia 
urbana, son lideradas por sus propios alcaldes 
en sus transformaciones e involucran a la ciu-
dadanía en acciones de protección y educación 
ambiental. 

Entendiendo que para hacer posible dicho pro-
pósito se requieren medios o acciones habilitan-
tes, la estrategia contempla cinco ejes o líneas 
estratégicas que posibilitan que una ciudad pue-
da ser considerada como Biodiverciudad. 

•	 Incorpora en su economía urbana la 
biodiversidad: diversifica sistemas 
de producción urbanos a partir de la 
biodiversidad con lo cual se generen 
más empleos a partir del ecoturismo, la 
bioeconomía y el impulso a la economía 
circular.

Incorporar las acciones necesarias para tran-
sitar hacia ciudades sostenibles, incluyentes y 
neutras en carbono, trae beneficios estimados a 
nivel internacional en retornos de U$2.8 billones 
al año al 2030 y se generarían nuevas fuentes 
de empleo logrando 87 millones de nuevos em-
pleos a 2030 (Transitions, 2019).

•	 Planifica su ciudad considerando las 
características de los ecosistemas de 
su entorno: orientar esfuerzos hacia un 

crecimiento urbano ordenado dando énfasis 
a la ciudad existente y futura, en donde se 
reduzca la ocupación de zonas de riesgo de 
desastres naturales, como también acerque 
la naturaleza a las personas.

Más de 700.000 personas han perdido la vida, 
más de 1,4 millones han sufrido heridas y alre-
dedor de 23 millones se han quedado sin hogar 
como consecuencia de los desastres en el pe-
riodo de 2005 a 2015 (Marco de Sendai para la 
Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030). 
Las pérdidas económicas totales ascendieron a 
más de 1,3 billones de dólares a nivel mundial.

Además, se presentan procesos como ocupa-
ción de rondas de ríos y laderas que colocan en 
riesgo a la población, en Colombia alrededor de 
6,7 millones de personas vulnerables y expues-
tas a amenazas por fenómenos naturales (DNP, 
2018), siendo imperativo aumentar la biodiver-
sidad en cada espacio de la ciudad para contra-
rrestar esta situación.

•	 Impulsa en su ciudad la educación 
ambiental para aumentar el conocimiento, 
uso y protección de la biodiversidad: 
Involucrar a la ciudadanía en procesos 
de educación ambiental que les permita 
reconocer, acercarse y proteger la 
naturaleza, con lo cual cambien hábitos 
actuales hacia acciones de bajo impacto 
ambiental.

Es necesario que las personas conozcan infor-
mación como la tasa de crecimiento de un frai-
lejón, una especie de páramo que crece 1 cm al 
año, con lo cual cuando sucede un incendio en 
un páramo estamos perdiendo siglos de desa-
rrollo de un ecosistema, y que mejor lugar para 
aprender sobre la biodiversidad urbana en par-
ques y jardines botánicos en cada ciudad.

•	 Construye sus proyectos de desarrollo 
urbano incorporando la biodiversidad: 
fundamental para aumentar la capacidad 

de resiliencia de las ciudades frente al 
cambio climático, como también es una 
estrategia para acercar la biodiversidad a 
los ciudadanos.

•	 El monitoreo de las condiciones 
ambientales se hace analizando su 
impacto tanto en la salud humana como 
en la biodiversidad: en las ciudades la 
salud humana, de la fauna y la flora es 
fundamental para garantizar que sean 
espacios competitivos y de mayor calidad de 
vida.

La OMS estima que 7 millones de muertes ocu-
rren cada año debido a la contaminación atmos-
férica. En las Américas, fallecen más de 131 mil 
personas en países de bajos ingresos y 96 mil en 
países de altos ingresos por causas vinculadas a 
la polución del aire.

En consecuencia, no solo es un imperativo mo-
ral y ecológico posicionar la biodiversidad en el 
centro de la planificación y desarrollo de las ciu-
dades, sino que también es necesario evidenciar 
la importancia de la biodiversidad para diversifi-
car la economía urbana.

Hay tres ejemplos de cómo se evidencia:

	 A partir de aumentar el arbolado urbano 
en las ciudades se evitarían la presencia 
de islas de calor y por ende se generaría 
una reducción del consumo de energía 
para el mantenimiento de sistemas de 
calefacción.

	Bajo esta estrategia se ha reportado 
aumento hasta de un 276 % del uso del 
espacio público por peatones.

	Reducción del 13 % de la temperatura. 
(Ayuntamiento de Hermosillo, 2020)
	 La adecuación de sistemas de manejo 

del agua a partir de sistemas urbanos de 
drenaje sostenible, pues se ha perdido 
un 15 % de la infiltración del agua 
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hacia los sistemas de recarga hídrica. 
(Ayuntamiento de Hermosillo, 2020)

	 Generar nuevos empleos a partir de 
la biodiversidad. Según las Naciones 
Unidas, la economía verde puede crear 
24 millones de empleos de aquí a 2030. 
Entre ellos proyectos de energía basada 
en fuentes renovables, restauración 
ecológica, arborización urbana, y el 
recambio de la infraestructura gris por 
una infraestructura verde, entre otros.

La implementación de la iniciativa se ha hecho 
a nivel global y nacional, con el fin de debatir el 
planteamiento propuesto. Para ello el Ministe-
rio de Ambiente construyó alianzas con el Foro 
Económico Mundial, WRI, MIT, BID, CAF, e ICLEI, 
y a nivel nacional con el Instituto Humboldt, SIN-
CHI, IIAP, y Asocapitales.

A nivel global, el Gobierno Nacional impulsó la 
iniciativa BiodiverCities by 2030 en alianza con 
el Instituto Humboldt y el Foro Económico Mun-
dial, la cual quedó inscrita en la Agenda de Na-
turaleza del Foro. El objetivo es crear conciencia 
a nivel mundial, en torno a la importancia de la 
biodiversidad en las ciudades para hacer frente 
a la crisis climática, además de establecer e in-
corporar un marco compartido y una perspecti-
va prospectiva sobre ciudades positivas para la 

naturaleza y promover la proyección global de la 
iniciativa.

A nivel nacional el trabajo se realiza de la mano 
de los gobiernos locales ofreciendo asistencia 
técnica y financiera. Para la selección de las ciu-
dades de la iniciativa se consideró como punto 
de partida la “Política Nacional para consolidar 
el Sistema de Ciudades en Colombia”. Este com-
prende criterios y formas de ocupación urbana 
del territorio y relaciones funcionales entre los 
municipios; el tamaño poblacional; la función 
político-administrativa de los municipios; y la 
importancia estratégica de los municipios en las 
regiones. 

Así, el universo de ciudades en Colombia se po-
dría definir en 151, las cuales se clasifican en 
funcionales o aglomeraciones, entendidas como 
el conjunto de ciudades y sus centros urbanos 
contiguos (incluidos territorios de influencia) 
entre los que existen relaciones funcionales en 
términos de actividades económicas, oferta y 
demanda de servicios. Usualmente las ciudades 
funcionales se encuentran concentradas en tor-
no a una ciudad principal o núcleo. 

También está las ciudades uninodales, que co-
rresponden a aquellos centros urbanos cuya 
área funcional aún se mantiene dentro del límite 
político-administrativo que define su municipio. 

A partir de este grupo, la iniciativa de Biodiver-
ciudades consideró los siguientes criterios para 
hacer parte inicial de la estrategia:

•	 Incluir en su Plan de Desarrollo Distrital o 
Municipal proyectos asociados al desarrollo 
urbano con la inclusión de la biodiversidad 
urbana y perirurbana.

•	 Presentar la solicitud de inclusión de la 
ciudad en la iniciativa por parte de los 

alcaldes, demostrando un compromiso de 
un alto nivel ante la iniciativa.

•	 Representar las regiones naturales de 
Colombia, entre ellas Insular, Caribe, 
Andina, Pacífica, Orinoquia y Amazonia. 

Las 14 ciudades que a la fecha hacen parte de la 
Iniciativa Biodiverciudades son:

TABLA 2
Listado de municipios que conforman la propuesta del Sistema de Ciudades

Fuente. Anexo 1 del CONPES 3819 de la “Política Nacional para consolidar el Sistema de Ciudades en Colombia”.
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Bogotá, Bojacá, Cajicá, Chía, Cota, Facatativá, Funza, Gachancipá, Guatavita, 
La Calera, Madrid, Mosquera, Nemocón, Sesquilé, Sibaté, Soacha, Sopó, 
Sutatausa, Tabio, Tausa, Tocancipá, Zipaquirá. 

Medellín Barbosa, Bello, Caldas, Copacabana, Envigado, Girardota, Itagüí, La 
Estrella, Medellín, Sabaneta. 

Cali Cali, Candelaria, Florida, Jamundí, Pradera, Vijes, Yumbo, Padilla, Puerto 
Tejada, Villa Rica. 

Barranquilla
Baranoa, Barranquilla, Galapagar, Malambo, Palmar de Varela, Polonuevo, 
Ponedera, Puerto Colombia, Sabanagrande, Sabanalarga, San Cristobal, 
Santo Tomás, Sitionuevo, Soledad, Tubará, Usiacurí.
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Cartagena Arjona, Cartagena, Clemencia, Santa Rosa, Turbaco, Turbaná, Villanueva.
Bucaramanga Bucaramanga, Floridablanca, Girón, Piedecuesta. 

Cúcuta Cúcuta, Los Patios, San Cayetano, Villa del Rosario. 
Pereira Dosquebradas, Pereira, Santa Rosa de Cabal. 

Villavicencio Villavicencio, Restrepo.
Armenia Armenia, Calarcá, Circasia, La Tebaida. 

Pasto Nariño (municipio), Pasto
Manizales Manizales, Villamaría.
Rionegro El Carmen de Viboral, Guarne, La Ceja, Marinilla, Rionegro. 

Tunja Chivatá, Combita, Motavita, Oicatá, Tunja. 
Tuluá Andalucía, Tuluá.

Girardot Flandes, Girardot, Ricaurte. 

Sogamoso Busbanzá, Corrales, Firavitoba, Iza, Monguí, Nobsa, Sogamoso, Tibasosa, 
Tópaga.

Duitama Cerón a, Duitama. 

Ciudades 
Unidonales 

Capitales de 
departamento 

Ibagué, Santa Marta, Valledupar, Montería, Neiva, Popayán, Sincelejo, 
Riohacha, Florencia, Yopal, Quibdó.

Otras Buenaventura, Palmira, Barrancabermeja, Apartadó, Cartago. 
Ciudades con menos de 100.000 habitantes

Ciudades 
unidonales 

Capitales de 
departamento 

Arauca, San Andrés, San José del Guaviare, Mocoa, Leticia, Mitú, Inírida, 
Puerto Carreño. 

Ciudades con 
funciones 

subregionales

Guadalajara de Buga, San Andrés de Tumaco, Fusagasugá, Maicao, 
Ciénaga, Ocaña, Ipiales, Caucasia, Turbo, Pamplona, San Gil, Puerto Asís, 
Honda, Málaga. 
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TABLA 3
Listado Biodiverciudades

No Ciudad
1 San Andrés y Providencia – Región Insular
2 Barranquilla – Región Caribe
3 Montería - Región Caribe 
4 Pasto – Región Pacífica 
5 Quibdó - Región Pacífica
6 Armenia - Región Andina
7 Barrancabermeja - Región Andina
8 Bucaramanga - Región Andina
9 Manizales - Región Andina

10 Medellín - Región Andina
11 Pereira - Región Andina
12 Villavicencio - Región Orinoquía 
13 Yopal - Región Orinoquía 
14 Leticia – Región Amazónica. 

Bajo la premisa “Construir sobre lo construido”, 
la primera fase de la estrategia tuvo como propó-
sito la integración y participación de las ciudades, 
a través de diálogos regionales, que permitieran 
construir un concepto común y propio que reco-
giera las principales visiones, retos y desafíos 
territoriales acerca de la planificación urbana y 
la adopción de un concepto orientado a la trans-
formación a partir de un modelo de sostenibilidad 
apropiado para diferentes regiones del país. 

En este sentido, se llevó a cabo un proceso par-
ticipativo que contó con diferentes actores, el 
cual permitió consolidar las primeras bases de 
conceptualización de la iniciativa, teniendo un 
mejor entendimiento del contexto local para la 
construcción de Biodiverciudades en Colombia. 
Estos diálogos regionales realizados durante 
2019 y 2020 fueron liderados por el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible con el apoyo 
del World Resources Institute (WRI). 

Como punto de partida para la realización de diá-
logos regionales, previamente se había hecho la 
selección de las primeras ciudades en las que se 
implementaría la estrategia a manera de pilotos y 

ejemplos de transformación urbana sostenible y co-
nectada a su riqueza natural. Esta se hizo buscando 
la representatividad de la diversidad ambiental, so-
cial, cultural y económica del territorio nacional, e 
incluyó a Barranquilla, Bucaramanga, Medellín, Ba-
rrancabermeja, Villavicencio, Quibdó, Leticia, Mani-
zales, Montería y San Andrés, como pioneras. 

En una primera fase de Biodiverciudades se realiza-
ron 21 Diálogos Regionales, en los cuales se logró:

•	 Apropiación del concepto por parte de 
los gobiernos locales y demás actores 
estratégicos en cada ciudad. 

•	 Identificación de actores, según su grado de 
interés o influencia sobre la estrategia. 

•	 Conformación de algunos comités técnicos
•	 Identificación de retos y prioridades de las 

ciudades. 

Así mismo, en Barranquilla se realizó un primer 
ejercicio de ciencia participativa que integró a la 
ciudadanía en torno a la identificación y registro 
de especies en la ciudad. Este Bioblitz permitió 
que la ciudadanía conociera y se interesara por 
la biodiversidad local. 

Metodológicamente, la puesta en marcha de la Iniciativa de Biodiverciudades, liderada por el Gobier-
no Nacional, buscaba abordar una ruta de siete acciones para su implementación, en un periodo de 
tres años:

FIGURA 12
Ruta de Implementación de Biodiverciudades

TABLA 4
Resumen Diálogos Regionales de las 10 primeras Biodiverciudades
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Ciudades

Metodología

Apropiacion del 
concepto

Identificación de 
actores(Interés -  

influencia)

Conformación 
del comite 

técnico

Ejercicio de 
Ciencia Ciuda-

dana

Identificación 
de prioridades 

/ retos

Identificación 
de Proyectos Indicadores Sesiones

Barranquilla 1er Diálogo ® 2do Diálogo ® Ejercicio ciencia 
ciudadana 1er Diálogo ® 1er Diálogo ® 2

Leticia 1er Diálogo ® 1er Diálogo ® 1
Quibdó 1er Diálogo ® 1er Diálogo ® 1

Villavicencio 1er Dialogo ® 1er Dialogo ® 2do Diálogo ® 1er Diálogo ® 2do Diálogo ® 2
San Andrés 1er Diálogo ® 1er Diálogo ® 0

AM Bucaramanga 1er Diálogo ® 1er Dialogo ® 3er Diálogo ® 4to Diálogo ® 5to Diálogo ® 5
Barrancaberneja 1er Diálogo ® 1er Dialogo ® 2do Diálogo ® 2do Diálogo ® 4to Diálogo ® 4
Medellín (AMVA) 1er Diálogo ® 2do Diálogo ® 2do Diálogo ® 4

Montería 1er Diálogo ® 1

Manizales 1er Diálogo ® 1

Total de sesiones 21

1
2

3
4

5
6

7
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La segunda fase, de consolidación de la iniciati-
va, trajo la ampliación del grupo. Es así como las 
14 Biodiverciudades firmaron un memorando de 
entendimiento entre la Alcaldía local, Gobierno 
Nacional y autoridad ambiental, en donde se 
establecía el mecanismo de diálogo, la hoja de 
ruta y los proyectos priorizados para implemen-
tar la propuesta de Biodiverciudad. 

Posteriormente, se inició el trabajo de asisten-
cia financiera, que comprende un paquete de 
112 proyectos por un valor cercano a los $481 
mil millones, de los cuales se ha logrado el fi-
nanciamiento de $321 mil millones. 

Los proyectos van desde jardines botánicos, eco-
parques basados en manglares, bioeconomía, 
avistamiento de aves, proyectos urbanísticos 
alrededor de ríos, transformación de residuos a 
partir de insectos, arborización urbana, recupe-
ración de quebradas y parques biodiversos.

Proyecto Ciénaga de Mallorquín, en 
Barranquilla

Con respecto a asistencia técnica el Gobierno 
Nacional ha priorizado 14 proyectos por un valor 

de $248 mil millones equivalentes al 80 % de los 
proyectos financiados de Biodiverciudades.

Dos de estos proyectos son la propuesta de 
desarrollo urbano basado en la biodiversidad 
en Barranquilla en la Ciénaga de Mallorquín y 
Caño La Ahuyama. La propuesta para el Ecopar-
que Ciénaga Mallorquín se basa en el diseño de 
elementos urbanos y de paisaje que solucionen 
problemas de contaminación, crecimiento urba-
no no controlado, y que, a su vez, generen las 
bases para una ciudad biodiversa. El proyecto de 
Caño la Ahuyama busca ampliar la sección del 
canal Ahuyama, la construcción de un dique al 
costado occidental, reduciendo las inundaciones 
en los barrios aledaños.

Para lograr que otras ciudades logren tener 
proyectos de impacto a escala urbana y metro-
politana como Barranquilla, el Minambiente se 
propuso acompañar la estructuración e imple-
mentación de proyectos que incorporan infraes-
tructura sostenible y soluciones basadas en la 
naturaleza. Por ello con recursos del BID se es-
tructura la ruta de transformación de seis ciu-
dades colombianas para ser Biodiverciudades, 
con un análisis de su oferta de servicios ecosis-

témicos urbanos (Armenia, Barrancabermeja, 
Leticia, Montería, Pereira y Yopal).

Esta línea de asistencia técnica se fortaleció 
con dos proyectos más: el primero se adelan-
ta con el Instituto Tecnológico de Massachuse-
tts con el fin de apoyar a una Biodiverciudad, a 
través de un proyecto de investigación del curso 
de la Escuela de Arquitectura y Planeación, con 
el objetivo de ahondar en la relación entre los 
ambientes urbanos y la biodiversidad; cómo la 
biodiversidad urbana influye en las funciones de 
los ecosistemas y los servicios subyacentes que 
afectan el bienestar humano, y explora la posi-
bilidad de que los hábitats urbanos pueden ser 
refugios o trampas ecológicas para la biodiver-
sidad (Quibdó)

Y además el proyecto NaBa: Nature-Based Resi-
lient Cities tiene como objetivo dos ejes de desa-
rrollo: bajas emisiones de carbono y resiliencia 
y Biodiversidad Urbana. El proyecto formulará 
e implementará actividades enfocadas en au-
mentar el bienestar humano y la conservación 
de los ecosistemas en siete ciudades, a través 
de acciones directamente vinculadas al cambio 
climático y la planificación urbana.

Siguiendo con el trabajo de mejorar las condi-
ciones técnicas de las ciudades, otro proyecto 
importante ha sido mejorar el sistema de mo-
nitoreo de calidad del aire. Este proyecto parte 
de una base fundamental, mejorar la calidad del 
aire en las ciudades no solo impacta a los se-
res humanos, también afecta a la fauna y flora 
urbana. Por ello se invirtieron USD 2,5 millones 
para que 11 ciudades actualicen su información 
y cuenten con un sistema de monitoreo de la ca-
lidad del aire y de condiciones meteorológicas 
actualizado (Barranquilla, Montería, Barranca-
bermeja, Manizales, Villavicencio, Leticia, Quib-
dó, Yopal, Armenia, Pasto y San Andrés).

Otro proyecto asociado al monitoreo ambiental 
fue la creación de una red de ciudadana de mo-
nitoreo de la biodiversidad urbana. Este proceso 

innovador se basa en la construcción colectiva 
de conocimiento científico en el que diversos pú-
blicos contribuyen activamente con su conoci-
miento, recursos o herramientas. En las ciuda-
des, la ciencia participativa se ha convertido en 
una oportunidad para fomentar la apropiación 
social del conocimiento de la biodiversidad y for-
talecer la conexión vital con la naturaleza urba-
na (Armenia, Barrancabermeja, Leticia, Maniza-
les, Montería, Pasto, Yopal y Villavicencio)

Junto a la implementación, estructuración de pro-
yectos y el monitoreo de la biodiversidad ha sido 
prioridad en el Minambiente que más personas y 
en especial niños se unan a la Iniciativa Bidiver-
ciudades, por ello se estructuraron y financiaron 
tres proyectos dirigidos a ellos.  Uno de ellos es 
el financiamiento de 150 ecoviveros en colegios, 
para que los niños conozcan del proceso de pro-
pagación de las plantas, y contribuyan a la restau-
ración ecológica de los ecosistemas presentes en 
las ciudades. Este proyecto se complementa con 
la capacitación de 208 madres comunitarias ca-
pacitadas en biodiversidad urbana y de 420 pro-
fesores capacitados en educación ambiental y el 
lograr, a finales de 2022, que 140 PRAES estén 
actualizados y articulados con este planteamiento 
de ciudades basadas en la biodiversidad.

Además, este trabajo ha tenido apoyo de otros 
sectores, uno de ellos Minciencas, que financia 
la expedición científica en Barranquilla, con el 
objetivo de reconocer y generar información so-
bre la biodiversidad urbana con un enfoque de 
bioeconomía, priorizando dos grupos biológicos 
de interés para el país: aves y plantas útiles. Por 
un lado, el proyecto visibiliza el conocimiento 
que existe en el territorio sobre la biodiversidad 
urbana y, por otro, genera nuevo conocimiento 
sobre la misma. Por ejemplo, mediante la iden-
tificación de cadenas de valor. Todo ello impul-
sado a través de estrategias de apropiación y 
participación ciudadana.

Otro aliado fue Asocapitales, que está trabajan-
do para financiar la actualización de 6 inventa-



142           /           Colombia más sostenible y competitiva Hacia un país carbono neutral y de naturaleza positiva         /        143  

rios de gases de efecto invernadero, con lo cual 
6 biodiverciudades logren tener la información 
más actualizada sobre los sectores que en su 
ciudad generan mayor impacto por emisiones 
y sobre ellos aplicar Soluciones Basadas en la 
Naturaleza para transitar hacia ciudades carbo-
no neutrales. 

Y finalmente, en línea con el proyecto que se tra-
bajó con Asocapitales, está el proyecto de reduc-
ción de emisiones de GEI con recursos del GEF, 
enfocado en espacio público y edificaciones. El 
objetivo es incrementar la eficiencia energética 
en el sector de la construcción en Barranquilla, 
Montería y Pasto, mediante el desarrollo de ac-
ciones que involucren las diferentes etapas del 
ciclo de vida de las edificaciones e intervencio-
nes en el espacio público.

5.3 Recomendaciones

•	 Incorporar la biodiversidad en el desarrollo 
del país es fundamental. Por ello se debe 
analizar su armonización en las ciudades 
desde un punto de vista económico en 
su aporte a la generación de empleos, 
como un punto de partida en la planeación 
para reducir la vulnerabilidad de las 
comunidades ante el cambio climático y 
como un indicador de mejor calidad de vida, 
al garantizarles a los ciudadanos acceso a la 
biodiversidad en los espacios públicos. 

•	 La educación ambiental es un componente 
fundamental dentro de las estrategias 
de desarrollo y planeación urbana. Las 
ciudades no solo se transforman a partir 
de políticas públicas adoptadas por los 
gobiernos locales o la innovación que estos 
realicen dentro de sus instrumentos de 
planificación, sino que también requiere 
del compromiso y la participación de 
sus habitantes. Esto para que a partir 
de la comprensión de su entorno y del 
reconocimiento de la biodiversidad 
existente dentro de su ciudad -tanto en la 
zona urbana como en la rural-, y de los 

servicios ecosistémicos que esta provee, los 
ciudadanos adopten cambios de actitudes 
y prácticas más responsables sobre el uso 
y consumo de los recursos, y habiten su 
ciudad desde una comprensión que permita 
hacerlos parte del esfuerzo frente al cambio 
climático y el uso y la conservación de la 
biodiversidad.

•	 La transformación de las ciudades 
colombianas a espacios urbanos 
más sostenibles, conectados con su 
biodiversidad, resilientes al cambio 
climático y carbono neutrales, debe hacerse 
desde un enfoque prospectivo, territorial 
y participativo que involucre y articule 
diferentes aliados de manera que se trabaje 
en sinergia con actores del ámbito público 
y privado, pero también con cooperación 
internacional y la sociedad civil. Esto 
permitirá garantizar grandes colaboraciones 
y aportes que lleven no solo a la consecución 
de unos proyectos o programas, sino a la 
continuidad y sostenibilidad en el tiempo de 
la implementación de planes o estrategias 
globales que permitan la innovación de 
las ciudades bajo la premisa de un “futuro 
mejor y más sostenible” en Colombia.

•	 Trabajar entre gobiernos locales y gobierno 
nacional es fundamental para que las 
políticas públicas ambientales. Por ello el 
trabajo en la Iniciativa de Biodiverciudades 
ha generado un impacto tan alto en los 
municipios donde se desarrolla, al contar 
con el respaldo directo de los alcaldes. 

•	 Investigar en biodiversidad urbana, su 
contribución en la economía, planeación 
y educación ambiental en las ciudades es 
fundamental, para que un planteamiento 
como este se ajuste a las realidades tan 
cambiantes del país y del mundo. Por ello 
vincular a centros de investigación nacional 
como internacional es fundamental. 

•	 Posicionar este planteamiento de 
armonización de la biodiversidad con el 
desarrollo urbano debe ser una prioridad 
en las próximas conferencias de desarrollo 

urbano, cambio climático y biodiversidad. 
Con esto se coloca en la discusión actual 
la financiación de este tipo de iniciativas 
como también la implementación del 
planteamiento en otras ciudades del mundo.

•	 Ajustar la Ley 388 de 1997 es fundamental, 
pues las ciudades en Colombia requieren 
de un marco normativo actualizado, con 

mejoras institucionales para garantizar su 
cumplimiento, ajustado a la actual realidad 
de crisis climática, pérdida de biodiversidad 
y aumento de la contaminación. Es deseable 
incorporar la biodiversidad en cada aspecto 
de la planeación y no restringirla a los 
asuntos ambientales.
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La Ley 99 de 1993 creó el Sistema Nacional 
Ambiental (SINA) como el conjunto de orienta-
ciones, normas, actividades, recursos, progra-
mas e instituciones que permiten la puesta en 
marcha de los principios generales ambientales 
contenidos en la normativa vigente. Al Minis-
terio de Ambiente le corresponde coordinarlo 
para asegurar la adopción y ejecución de las 
políticas y de los planes, programas y proyectos 
respectivos, para garantizar el cumplimiento de 
los deberes y derechos del Estado y de los par-
ticulares en relación con el medio ambiente y el 
patrimonio natural de la Nación.

El Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pac-
to por Colombia, Pacto por la Equidad” definió 
la necesidad de generar un fortalecimiento 

institucional de las autoridades ambientales. 
A partir de ello, fueron identificados retos aso-
ciados a sistemas de información eficientes y 
al mejoramiento de las capacidades técnicas, 
mediante un marco normativo menos complejo 
y con mayores estándares de armonización de 
los procesos del sector, a través de una mayor 
coordinación del SINA.

Promover el desarrollo con un eje transversal 
basado en la sostenibilidad ambiental es un ob-
jetivo claro. Por esta razón resultan clave las ac-
ciones integrales, intersectoriales, multiescala-
res y participativas, que propicien la gobernanza 
ambiental territorial y con las que se logren ge-
nerar sinergias entre actores y organizaciones 
gubernamentales y no gubernamentales.

Capítulo 6     		  Fortalecimiento del Sistema Nacional 	
				A    mbiental (SINA)

FIGURA  13
Estructura general del SINA

MINISTERIO DE AMBIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE
Ente rector del Sistema, formulador de Políticas y coordinador de la gestión ambiental ene el país

SINA

© Fotografía Emilio Aparicio
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Para cumplir estos propósitos se requiere: i) 
mejorar los niveles de conocimiento sobre los 
riesgos de desastres y el cambio climático, para 
prevenir y mitigar sus impactos; ii) Definir y 
adoptar estrategias integrales para la reducción 
de la deforestación; iii) promover el diálogo y la 
educación ambiental para la solución asertiva 
de conflictos socio ambientales; iv) fortalecer la 
capacidad de gestión de las instituciones am-
bientales, la investigación y la gestión pública; 
v) mejorar la efectividad del licenciamiento am-
biental y vi) estandarizar los procedimientos y 
otros instrumentos de control ambiental.

El fortalecimiento del SINA en su conjunto, re-
sulta trascendental para lograr el cumplimien-
to de los compromisos ambientales globales, 
tales como los derivados de la actualización de 
la Contribución Nacionalmente Determinada, 
dirigida hacia un desarrollo adaptado y resilien-
te al clima y compatible con el objetivo de car-
bono neutralidad establecido para el año 2050. 
Además, este hace posible llevar adelante, si-
multáneamente, una planificación estratégica 
territorial previsiva, con visión de largo plazo, 
eficiente en su gestión y ejecución, y eficaz en su 
seguimiento, evaluación y control, que impulse 
la gobernanza ambiental territorial.  

6.1 	Ordenamiento ambiental para 		
	 la construcción de territorios 
	 sostenibles

En materia de ordenamiento ambiental territo-
rial, la falta de instrumentos de planificación y 
ordenamiento actualizados ha generado conflic-
tos ambientales, crecimiento desordenado en el 
uso y ocupación del suelo, conflictos en relación 
con la ejecución de los proyectos incluidos en 
los planes de desarrollo y deficiente inclusión 
de la dimensión ambiental en los planes de or-
denamiento territorial. Respecto a este último 
aspecto, según cifras del Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio, a 2021, 892 municipios del 
país tenían desactualizados sus planes de orde-
namiento territorial, en relación con la vigencia 

de largo plazo. Ello hace necesario fortalecer 
la incorporación de la dimensión ambiental en 
los instrumentos de planificación y ordenamien-
to territorial, particularmente para precisar el 
alcance de las determinantes ambientales, su 
inclusión en los planes de ordenamiento territo-
rial y el proceso de concertación ambiental.

En este sentido, se han concentrado los es-
fuerzos en el fortalecimiento de las CAR y la 
elaboración de lineamientos y directrices para 
garantizar la articulación, coherencia y armonía 
del accionar institucional. Esto considerando, 
además, el reto de entender que las dinámicas 
ambientales traspasan los límites geopolíticos 
y administrativos y demandan un accionar su-
pramunicipal e interinstitucional que conduzca 
a trazar una verdadera ruta para el desarrollo 
sostenible de las regiones.

De esta manera, se utilizaron como herramientas 
diez publicaciones, en las cuales hay lineamientos 
que facilitan la comprensión y promoción del de-
sarrollo regional y territorial a partir del recono-
cimiento de la dimensión ambiental como la base 
que soporta el desarrollo sostenible. Dentro de las 
publicaciones más relevantes, se destacan:

	Lineamientos para la formulación de 
determinantes ambientales para el suelo 
suburbano.

	Orientaciones para la incorporación de 
la dimensión ambiental en los planes de 
desarrollo territoriales 2020-2023.

	Criterios orientadores para el 
relacionamiento de las Corporaciones 
Autónomas Regionales y de Desarrollo 
Sostenible con los pueblos indígenas en 
procesos de ordenamiento territorial.

	Lineamientos para la actualización de 
las determinantes ambientales por parte 
de las Corporaciones para el Desarrollo 
Sostenible de la Amazonía – Tercera orden 
de la Sentencia STC 4360 de 2018 Amazonia 
Sujeto de derechos.

	Portafolio de Oferta de Servicios 

Institucionales del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible.

	Orientaciones para la definición y 
actualización de las determinantes 
ambientales por parte de las autoridades 
ambientales y su incorporación en los planes 
de ordenamiento territorial, Versión 2.0.

	Lineamientos ambientales para las actividades 
de industria y turismo en suelo rural.

Lineamientos y consideraciones ambientales 
para la definición, concertación y seguimiento 
de las determinantes ambientales aplicables a 
instrumentos de planificación intermedia: Pla-
nes Parciales.

En el marco de este proceso, se ha trabajado 
en mesas técnicas con autoridades ambien-
tales regionales y urbanas, para aclarar el al-
cance como determinantes ambientales de los 
instrumentos de planificación y ordenamiento 
ambiental, con el fin de apoyar la apropiación 
de contenidos técnicos ambientales en los pro-
cesos de ordenamiento territorial. Adicional-
mente, se han realizado jornadas de asistencia 
técnica a las autoridades ambientales y entes 
territoriales para incentivar el uso de las publi-
caciones en el ordenamiento territorial. Es de 
resaltar que el acompañamiento del Ministerio 
parte de la definición conjunta de un plan de tra-
bajo (Figura 14). 

FIGURA  14
Plan de Trabajo para la actualización de las determinantes ambientales

Uno de los principales resultados 
es que, al cierre del primer trimes-
tre de 2022, 22 autoridades am-
bientales han logrado actualizar 
sus determinantes ambientales 
(Figura 15). Otra estrategia está di-
rigida a la capacitación de las auto-
ridades ambientales a través de los 
Conversatorios sobre Ordenamiento 
Ambiental Territorial, espacios de 
encuentro virtual dispuestos para 
las autoridades ambientales regio-
nales y urbanas con el objetivo de 
promover el diálogo, el intercam-
bio de conocimientos y experien-
cias exitosas, para lograr arreglos 
institucionales relacionados con 
los procesos de ordenamiento am-
biental territorial. 
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En relación con el fortalecimiento institucional 
y al trabajo articulado con las entidades terri-
toriales, en articulación con las Corporaciones 
Autónomas Regionales, las de Desarrollo Sos-
tenible, las Autoridades Ambientales Urbanas 
y las Gobernaciones, el Ministerio proporciona 
asistencia técnica para la incorporación de los 
lineamientos y directrices ambientales en los 
planes de desarrollo y planes de ordenamiento 
territoriales. Dentro de las experiencias exitosas 
merece ser resaltado el trabajo conjunto desa-
rrollado en 2021 con los departamentos de Gua-
jira, Meta, Antioquia, Cundinamarca, Boyacá, 
Santander, Guaviare, Caquetá, Norte de Santan-
der, Caldas, Quindío y Vaupés, y los municipios 

y distritos de Leticia, Barranquilla, Cartagena y 
Santa Marta, con los cuales se orientó la incor-
poración de las determinantes ambientales en 
sus planes de ordenamiento y las prioridades de 
política ambiental en los planes de desarrollo 
territorial.

Así mismo, con el apoyo del programa Visión 
Amazonia, se asistió y acompañó a los 15 mu-
nicipios de mayor tasa de deforestación de la 
región amazónica en el ajuste de sus Planes de 
Ordenamiento Territorial, para apoyar el cumpli-
miento de la actualización de estos instrumen-
tos, en el marco de lo establecido en la Senten-
cia 4360 de 2018, Amazonia sujeto de derechos.

Así las cosas, el fortalecimiento institucional 
a partir de la expedición de herramientas que 
compilen lineamientos y directrices, sumado a 
procesos de asistencia técnica a entidades terri-
toriales y autoridades ambientales como acto-
res estratégicos en los procesos de planificación 
y ordenamiento territorial, ha permitido focali-
zar las temáticas a tratar a escala local a partir 
del conocimiento de experiencias en territorio, 
para facilitar y agilizar los procesos de concer-
tación y asistencia técnica desde las autoridades 
ambientales a los municipios y distritos, fortale-
ciendo el diálogo entre dichos actores.

Otra de las líneas estratégicas a cargo del Mi-
nisterio, es la emisión del concepto de la certi-
ficación de la función ecológica de la propiedad, 
a solicitud expresa de la Agencia Nacional de 
Tierras (ANT). 

Esta incorpora en sus procesos de ampliación, 
saneamiento y reestructuración de resguardos 
indígenas, el informe rendido por el Ministerio 
sobre las dinámicas y actuaciones que en mate-
ria ambiental identifica en las visitas de campo 
realizadas en las áreas objeto de ampliación en 
los resguardos indígenas, dirigidas a fortalecer 
los procesos de Ordenamiento Ambiental Terri-
torial y la Gobernanza de los Resguardos. 

Es así como entre 2018 y 2022, fue emitida una 
veintena de conceptos de Certificación del Cum-
plimiento de la Función Ecológica de la Propie-
dad. Tales procesos se realizaron en los depar-
tamentos de Antioquia, Caquetá, Amazonas, 
Magdalena, Chocó, Nariño, Casanare, Huila, 
Caldas, Risaralda, Cauca, Meta y Tolima. 

Acorde con ello, es recomendable continuar con 
este plan de fortalecimiento institucional de au-
toridades ambientales y entidades territoriales 
para que, de manera conjunta, se logren defi-
nir mecanismos que conduzcan a las adminis-
traciones municipales a priorizar la revisión y 
ajuste de sus planes de ordenamiento territo-
rial. Igualmente, para orientar la planificación 

ambiental del territorio de manera participativa, 
fortaleciendo el relacionamiento con comunida-
des étnicas y con una prospectiva de largo plazo 
que permita fomentar la gobernanza y armoni-
zar las actuaciones de las administraciones en 
función de las características y potencialidades 
ambientales propias de cada territorio.

6.2 	El aporte del sector ambiental para la 	
	 gestión del catastro multipropósito

Desde el Gobierno Nacional se han venido im-
plementando transformaciones en materia de 
gestión territorial, buscando armonizar la pla-
neación para el desarrollo y el ordenamiento te-
rritorial en pro de garantizar la eficiente gestión 
con base en información territorial y la mejora 
de los servicios a los ciudadanos. Es así como se 
ha puesto en marcha el programa para la adop-
ción e implementación del catastro multipropó-
sito rural-urbano.

Por ello, desde el sector y con el apoyo de la coo-
peración del gobierno del Reino Unido a través 
del programa Tefos (Territorios Forestales Sos-
tenibles), se identificó la necesidad de ampliar 
las actividades dentro del proyecto para contri-
buir a reducir la deforestación, proporcionando 
seguridad jurídica en la tenencia de la tierra a 
las comunidades locales en estado de vulnera-
bilidad, asentadas históricamente en áreas del 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas (Sinap) 
y/o en zonas ambientalmente estratégicas. Esto 
contribuirá principalmente a:

1.	 La formación y/o actualización del catastro 
multipropósito, lo que impactará la 
planificación y ordenamiento territorial, así 
como la planificación de los procesos de 
formalización de la tenencia de la tierra.

2.	 Fortalecer las capacidades institucionales, 
técnicas, tecnológicas y de talento humano 
del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible 
para gestionar la información del catastro 
multipropósito.

3.	 Al fortalecimiento fiscal en la atención de 

FIGURA 15
Estado de actualización de las 
determinantes ambientales
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los conflictos de Uso, Ocupación y Tenencia 
de la tierra.

4.	 Mitigación y adaptación al cambio climático 
en municipios ambientalmente estratégicos 
con altos niveles de deforestación.

6.3 	Contribución al cumplimiento del 	
	 acuerdo de paz con legalidad

En relación con el Acuerdo de Paz, el Ministe-
rio formuló un documento orientador sobre las 
consideraciones ambientales que deberían ser 
tenidas en cuenta en el proceso de negociación, 
en el cual se identificaron las principales pro-
blemáticas ambientales que se podrían presen-
tar en el territorio tras su firma, especialmente 
referidas a la deforestación y los conflictos so-
cioambientales asociados a la expansión de la 
frontera agrícola y la tenencia de la tierra.

De ahí tuvo su origen el Plan de Zonificación 
Ambiental para las 16 subregiones y los 170 
municipios priorizados por los Programas de 
Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET).  Este 
se enmarca en los principios de transformación 
estructural del campo, enfoque territorial, de-
sarrollo sostenible y participación comunitaria. 
A la vez, reconoce y tiene en cuenta las nece-
sidades, características y particularidades eco-
nómicas, culturales y sociales de los territorios 
y las comunidades, considera la multidimensio-

nalidad, multiculturalidad y las relaciones hori-
zontales y verticales entre actores, generando 
valor agregado local. 

En la actualidad, el Plan de Zonificación Am-
biental cuenta con cierre técnico y fue adoptado 
a través de la Resolución 1608 de 2021, consti-
tuyéndose en un Plan Nacional Sectorial insumo 
para la reforma rural integral y que ha permitido 
la coordinación institucional entre las diferentes 
entidades del orden nacional y regional, respon-
sables de su implementación para los próximos 
10 años. Para dar inicio a la implementación del 
mismo, se gestionó ante el Fondo Colombia Sos-
tenible un proyecto por valor de 2,5 millones de 
dólares, que permitirá poner en marcha el plan 
de acción de corto plazo, a partir de la formula-
ción de siete zonificaciones ambientales parti-
cipativas de escala detallada, que permitirán la 
ampliación del inventario de áreas de especial 
importancia ambiental, la identificación de al-
ternativas productivas ambientalmente sosteni-
bles y la estabilización de la frontera agrícola.

Por tanto, en los próximos años el desafío y el 
de las demás entidades involucradas en la im-
plementación del plan de acción, lo constituye la 
promoción de la participación activa de las ins-
tituciones responsables y la gestión de recursos 
para su cumplimiento, especialmente a través 
de fuentes de cooperación internacional.

6.4 	Acciones para fortalecer las 		
	 instituciones del Sistema Nacional 	
	A mbiental 

Las entidades del Sistema Nacional Ambiental 
representan un gran soporte para una mejor 
gestión ambiental, cuyos esfuerzos deben con-
ducir a la conservación de los recursos natura-
les en el país. Dentro de ellas, las Corporaciones 
son las directas responsables de la ejecución 
de la política ambiental, y por tal razón desde 
el Ministerio avanza en su fortalecimiento para 
mejorar el seguimiento y la evaluación a la pla-

nificación y a los resultados de la gestión de las 
Corporaciones con base en lo dispuesto en el 
Decreto 1076 de 2015, el cual establece que:

-	 El Sistema de Información para la 
Planeación y Gestión Ambiental, parte del 
Sistema de Información Ambiental para 
Colombia (SIAC), será el que se utilice para 
el seguimiento y evaluación del Plan de 
Acción Cuatrienal de las CAR, plan en el 
que se encuentran todos los proyectos y 
acciones que realizan durante el periodo de 
cada administración.

FIGURA 16
Zonificación 
Ambiental 
Participativa para 
las subregiones de 
PDET
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-	 El Director General deberá presentar 
informes periódicos ante su Consejo 
Directivo, de los cuales deberá enviar 
informes periódicos al Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible. En el caso 
del informe anual deberá incluir el reporte 
de los Indicadores Mínimos de Gestión del 
artículo 6 de la Resolución 667 de 2016, con 
los cuales se quiere tener un reflejo de la 
gestión desarrollada, el impacto generado y 
que permitan construir a nivel nacional un 
agregado para evaluar la política ambiental. 

Con fundamento en lo dispuesto por el CONPES 
3934 de 2018, y ante la imposibilidad de tener 
información estandarizada y oportuna que die-
ra cuenta de la ejecución del Plan de Acción y 
de la gestión de todas las CAR, que permitiera 
a su vez que los Consejos Directivos orientaran 
la toma de decisiones, se adelantó la tarea de 
implementar el Sistema de Información de Pla-
nificación y Gestión Ambiental de las Corpora-
ciones Autónomas Regionales, pensado con un 
enfoque de arquitectura empresarial que per-
mite conocer cómo se realiza la planificación 
en las Corporaciones, define estándares de re-
porte y facilita organizar la información para su 
análisis y para posibilitar, en el mediano plazo, 
el acceso de la ciudadanía a la información de 
la gestión del sector. El Ministerio ha trabajado 
en el diseño, desarrollo e implementación de 
dicho Sistema y de su herramienta informática 
que le sirve de base, llamada CARdinal (http://
www.siac.gov.co/cardinal), adoptada mediante 
Resolución 2012 del 2022, en el cual las CAR de-
berán reportar semestralmente el avance de su 
gestión.

Así mismo, el Decreto 1076 de 2015 estableció 
que el Ministerio debería definir Indicadores 
Mínimos de Gestión, que servirán de referencia 
para que las Corporaciones concreten los avan-
ces de su gestión y el sector tenga insumos para 
analizar su impacto y construir a nivel nacional 
un agregado para evaluar la política ambiental. 

Atendiendo lo establecido en este decreto, el Mi-
nisterio elaboró en los  año 2017 y 2018 un Índice 
de Evaluación del Desempeño de las CAR (IEDI), el 
cual no fue difundido ni utilizado en los Consejos 
Directivos para orientar la gestión de las CAR. 

Lo anterior, en razón a que el Indicador contenía 
una excesiva cantidad de variables[1], los resul-
tados del índice no presentaban correlaciones 
positivas con todas las variables medidas, el  
modelo propuesto tenía bajo poder de clasifica-
ción (la mayoría de las corporaciones presentan 
desempeños muy cercanos) y se presentaban  
diferencias en la información reportada por las 
CAR  para calcular el IEDI y la reportada por 
ellas mismas en los informes de gestión.

Tras una labor conjunta con las CAR, se elaboró 
a partir del 2020 un  nuevo  índice más robusto 
basado en veinte indicadores y cincuenta y tres 
variables, contenidas y distribuidas en tres com-
ponentes que miden la eficiencia y eficacia en el 
desempeño misional, el desempeño financiero 
y el desempeño  administrativo. Con este nuevo 
indicador, se ha venido apoyando  a los Consejos 
Directivos para que orienten el mejoramiento 
continuo de la gestión de las CAR. 

Esto permitirá:

	 Avanzar en el cumplimiento de la meta 
definida en el Plan Nacional de Desarrollo 
2018-2022 de incrementar en 6 puntos 
porcentuales promedio el desempeño de las 
Corporaciones, pasando del 61 % al 67 % 
promedio.

	 Identificar acciones de mejora, brindar 
asistencia técnica focalizada y compartir 
experiencias exitosas entre todas las 
CAR, aspectos que, en conjunto, permiten 
fortalecer la capacidad institucional 
del SINA, el cumplimiento de la gestión 
misional de las CAR y el avance en las 
metas del IEDI (Figura 17). 

Otro aspecto que merece especial atención es 
el fortalecimiento financiero para asumir los 
crecientes retos y compromisos asumidos como 
país. Bajo esta mirada se apoyó la discusión que 
permitió la expedición del Acto Legislativo 05 de 
2019, que redistribuyó los recursos del Siste-
ma General de Regalías (SGR), permitiendo por 
primera vez que se destinaran recursos para el 
sector y que, mediante la Ley 2056 de 2020, se 
incluyera por primera vez al Ministerio de Am-
biente y Desarrollo Sostenible como uno de los 
órganos del SGR.

En este papel corresponde al Ministerio definir 
la estrategia nacional de protección de áreas 
ambientales estratégicas con el apoyo del De-
partamento Nacional de Planeación y en coor-
dinación con las Corporaciones, lo cual per-

mitirá la asignación local de recursos para la 
inversión en ambiente y desarrollo sostenible 
en los municipios con menores recursos. Así 
mismo, la estructuración de las convocatorias y 
establecer, en conjunto con el DNP y las CAR, 
los lineamientos y criterios para evaluar la via-
bilidad y aprobación de los proyectos de inver-
sión que corresponden a la asignación ambien-
tal y los recursos que corresponden al 20% del 
mayor recaudo. Por otra parte, en conjunto con 
Minciencias y el DNP, será elaborado el Plan de 
Convocatorias para la asignación de recursos en 
ciencia, tecnología e innovación ambiental.

La posibilidad de recursos adicionales facilita-
rá gestionar los retos del sector, tales como la 
demanda de una mayor articulación de las en-
tidades, la gestión de información y la oferta de 

1. [1] El IEDI estaba 
conformado por 195 indi-
cadores y 1.548 variables 
(excesivo número de 
variables)

FIGURA 17
Comportamiento del desempeño institucional de las CAR (2019 -2021)

Elaboración: Minambiente
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servicios ecosistémicos, el avance en los proce-
sos de zonificación del territorio y en la armo-
nización entre los Instrumentos de planificación 
ambiental y los Instrumentos de planificación 
municipal, departamental y nacional. Igualmen-
te, se debe avanzar en el diseño de esquemas 
asociativos para la ejecución de los recursos de 
la asignación local, en el entendido que la aso-
ciatividad permitirá fomentar la cooperación 
entre actores de diferente naturaleza en proce-
sos colectivos. Ello permitirá activar y canalizar 
fuerzas dispersas y latentes hacia el logro de un 
fin común: la conservación del medio ambiente 
y sus bienes y servicios ambientales.

6.5 	Una atención más eficiente de los 	
	 trámites ambientales 

Otro aspecto a destacar es la formulación e im-
plementación de la “Estrategia de Coordinación 
y Articulación para la Unificación y Estandari-
zación de los Tramites Ambientales a cargo de 
las Corporaciones Autónomas Regionales y de 
Desarrollo Sostenible (CoordinAR)”. Con ella se 

busca dar respuesta a las quejas de los usua-
rios, respecto del alto número de días que han 
empleado algunas Corporaciones para otorgar 
o negar solicitudes de trámites ambientales, así 
como las diferencias entre unas y otras respec-
to de los requisitos solicitados para un mismo 
trámite.

El diagnóstico realizado mostró que la mayoría 
de los tiempos de los trámites ambientales des-
bordan los términos establecidos por la norma. 
A manera de ejemplo, en 2020 las Corporacio-
nes tardaron en promedio 163 días en evaluar 
las solicitudes de Licenciamiento Ambiental, 
cuando los cálculos normativos establecen 96 
días con requerimientos de información adicio-
nal; 108 días en promedio para evaluar un trá-
mite de Concesión de Aguas cuando la norma 
establece 61 días; 123 días en promedio em-
pleados para evaluar un Permiso de Vertimien-
tos cuando por cálculo normativo son 85 días; o 
68 días en promedio en evaluar las solicitudes 
de Aprovechamiento Forestal cuando por norma 
no se deberían sobrepasar los 41 días (Tabla 5).

Así las cosas, fue estructurada una estrategia 
con base en lo dispuesto en el artículo 5º del 
Decreto 2106 de 2019, que dispone que “Las 
autoridades encargadas de reglamentar trámites 
creados o autorizados por la ley, deberán garanti-
zar que la reglamentación sea uniforme, con el fin 
de que las autoridades que los apliquen no exijan 
requisitos, documentos o condiciones adicionales 
a los establecidos en la ley o reglamento”. La pro-
puesta incluye:

(i)	 Ejercer la función de inspección y vigilancia 
para analizar la implementación del marco 
normativo ambiental de los trámites 
ambientales de mayor demanda a cargo de 
las Corporaciones.

(ii)	Coordinar con las Corporaciones el 
cumplimiento de las disposiciones legales 
y reglamentarias en el desarrollo de 
sus funciones de autoridad ambiental 
regional, así como de administradoras de 
los recursos naturales renovables, de los 
ecosistemas estratégicos y del ambiente de 
sus respectivas jurisdicciones. 

Se trata de dar cumplimiento al artículo 125 del 
Decreto Ley 2106 de 2019, que prohíbe a las au-
toridades ambientales exigir en los trámites de 
permisos, concesiones, autorizaciones y licen-
cias ambientales, requisitos y procedimientos 
que no estén previstos en la norma.

La labor se adelante de forma proactiva para 
incentivar a las Corporaciones a mejorar en el 
cumplimiento de la normatividad vigente en ma-
teria de  procesos y procedimientos relaciona-
dos con los trámites ambientales a su cargo, con 
el fin de fortalecer la percepción de los usuarios 
frente a la mejora en la eficiencia en los tiempos 
de atención de dichos trámites por parte de las 
CAR, para así conseguir mejoras en el desem-
peño de las Corporaciones frente a los indicado-
res de cumplimiento de términos.

Bajo los antecedentes identificados, en 2021 se 
presentó la “Estrategia de Coordinación y Arti-
culación para la Unificación y Estandarización 
de los Tramites Ambientales a cargo de las CAR 
– CoordinAR” en cinco fases, a saber:  

TABLA 5
Total trámites y tiempo promedio (días)

Tipo de permiso Tiempo en 
la norma

2019 2020

Total 
trámite

Tiempo 
promedio

Total 
trámite

Tiempo 
promedio

LICENCIA AMBIENTAL (LA)* 96 379 156 112 163

CONCESIÓN DE AGUAS (CA) 61 6704 117 4811 108

PERMISO DE VERTIMIENTOS (VT) 85 4984 156 1527 123

APROVECHAMIENTO FORESTAL (AF) 41 6405 82 4371 68

Fuente: DOAT-SINA, Informe de Evaluación IEDI 2019 y 2020.
* No incluye DAA

Figura 18
Fases estrategia coordinAR

1 2 3 4 5



156           /           Colombia más sostenible y competitiva Hacia un país carbono neutral y de naturaleza positiva         /        157  

Los desarrollos hechos incluyen:

Fase 1: Acercamientos con los sectores que pre-
sentaron observaciones respecto de los trámi-
tes ambientales adelantados por las CAR. Iden-
tificación de consultas en los diferentes canales.

Esta incluyó espacios de diálogo con los sectores 
que presentaron observaciones y con el Departa-
mento Administrativo de la Función Pública. A su 
vez, la revisión tanto de los informes del Sistema 
Único de Información de Trámites vigencia 2021, 
como el estado de los trámites ambientales de 
los Proyectos de Interés Nacional y Estratégicos  
y, adicionalmente, los resultados de los indica-
dores que hacen parte del Índice de Evaluación 
del Desempeño Institucional de las Corporacio-
nes relacionados con tiempos para la atención de 
los diferentes trámites ambientales priorizados; 
finalmente se revisaron los trámites realizados a 
través de la ventanilla única ambiental.

A partir de los resultados, se priorizaron los siete 
(7) trámites ambientales listados a continuación:

	Concesión de Aguas Superficiales
	Permiso de Prospección y Exploración de 

Aguas Subterráneas
	Concesión de Aguas Subterráneas
	Permiso de Vertimiento al Agua y al 

Suelo 
	Permiso de Ocupación del Cauce 
	Permiso / Autorización de 

Aprovechamiento Forestal 
	Diagnóstico Ambiental de Alternativas y 

Licenciamiento Ambiental

Fase 2: revisión de los Formatos Únicos Nacio-
nales de los trámites priorizados, con lo cual se 
realizaron las observaciones identificadas tanto 
por las áreas técnicas, como la Oficina Asesora 
Jurídica, con el fin de identificar, aquellos requi-
sitos adicionales que estaban siendo solicitados 
en dichos formatos a la luz de las normas vigen-
tes. Adicionalmente, una revisión del normogra-
ma de cada trámite priorizado, a fin de identificar 

los vacíos procedimentales en la norma especial 
y establecer las necesidades de estandarización 
en función de lo dispuesto en el artículo 34 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. Con estos insumos, 
se elaboraron los flujogramas debidos.

La labor comprendió 86 talleres, que contaron 
con la participación de 1664 asistentes (entre 
funcionarios y contratistas) de las 33 Corpora-
ciones Autónomas Regionales. 

Fase 3:

(i)	 Identificación de medidas de mejora 
administrativas y tecnológicas (digitales y de 
automatización) que pueden ser adoptadas 
por las Corporaciones, para lo cual se 
propuso la suscripción de un acuerdo de 
voluntades.

(ii)	Identificación de necesidades y 
requerimientos de modificación 
reglamentaria con el fin de simplificar 
requerimientos de los trámites 
ambientales (p.e. acceso a bases de datos 
de entidades que suplen requerimientos 
como certificados de libertad y tradición, 
certificados de cámaras de comercio, 
certificados de uso del suelo, entre otros) 
e igualmente reglar, los términos de los 
diferentes procedimientos.

Adicionalmente, con el apoyo del Departamento 
Administrativo de la Función Pública, se realiza-
ron tres talleres con las Corporaciones respecto 
de las estrategias de racionalización normativa.

Fase 4: acuerdo de voluntades para firma de las 
Corporaciones y consolidación de las recomen-
daciones relacionadas con ajustes normativos. 
Como conclusión: i) Existen vacíos normativos 
en los procedimientos, ii) No se aplica el artículo 
34 del CPACA para suplir vacíos en los tiempos 
de los procedimientos y iii) Se exigen requisitos 
que retrasan los tiempos por debilidades en los 
procesos de interoperabilidad entre autoridades.

Con fundamento en lo expuesto se recomienda 
a las CAR implementar las medidas de mejora 
propuestas, incluida la revisión y uso de los flu-
jogramas estandarizados y avanzar en la identi-
ficación de ajustes concretos al Decreto 1076 de 
2015 respecto de los trámites analizados.

6.6 	Reforma del Sistema Nacional 		
	A mbiental

Con el propósito de fortalecer la transparencia, 
gobernabilidad y gestión de las Corporaciones 
Autónomas Regionales y de Desarrollo Soste-
nible, el Gobierno presentó en noviembre del 
2018 el proyecto de ley “Por medio del cual se 
fortalecen las Corporaciones Autónomas Regio-
nales y de Desarrollo Sostenible en el marco del 
Sistema Nacional Ambiental, establecido en la 
Ley 99 de 1993, y se dictan otras disposiciones - 
Proyecto de Ley 243 de 2018 Cámara”.

Dicho proyecto se votó por unanimidad, inte-
grando la visión del Gobierno Nacional y de to-
dos los partidos representados en la Comisión 
Quinta de la Honorable Cámara de Represen-
tantes. Con la aprobación de Cámara avanzó 
en su discusión en primer debate del Senado, 
en el que fue aprobado, pero no alcanzó a ser 
discutido en segundo debate en Senado, porque 
su agendamiento no tuvo la prioridad requerida 
para ello.

Dicho proyecto se caracterizaba por lo siguiente: 
i) Era multipartidista, conciliaba las iniciativas 
de varios partidos políticos, ii) La construcción 
de la iniciativa contó con la participación perma-
nente de Asocars y la anuencia de los directores 
generales de las CAR del periodo Institucional 
2016-2019, iii) Se propiciaron espacios de discu-
sión con los órganos de control (Contraloría Ge-
neral de la República), iv) El proyecto reconocía 
la importancia de las Corporaciones Autónomas 
Regionales y su autonomía regional. v) El articu-
lado del proyecto de ley respondía a los compro-
misos y observaciones derivadas de la OCDE en 
términos de transparencia y participación. 

En el año 2021, el Ministerio preparó un nuevo 
proyecto de ley “Por medio de la cual se modi-
fica la Ley 99 de 1993, se fortalece la coordina-
ción del Sistema Nacional Ambiental y se dictan 
otras disposiciones”, el cual no alcanzó a ser 
radicado.

Esta iniciativa legislativa busca garantizar el for-
talecimiento, el trabajo articulado y la vigencia 
en el tiempo del Sistema Nacional Ambiental , 
de acuerdo con las nuevas circunstancias, retos 
y oportunidades de un país que privilegia el de-
sarrollo sostenible. El proyecto de ley establece 
mecanismos e instancias que posibilitan la arti-
culación de la planificación y gestión ambiental 
en todos los niveles, así como su seguimiento. 
Asimismo, busca regular los macro procesos de 
gestión ambiental; establecer los alcances de 
las funciones de inspección, vigilancia y control 
del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Soste-
nible como ente rector del SINA; definir direc-
trices para la gobernanza ambiental en térmi-
nos de transparencia y acceso a la información, 
garantía de participación, de las entidades del 
SINA, así como orientar los instrumentos de 
manejo presupuestal de las corporaciones para 
facilitar su gestión.

6.7 	El SINA frente a las metas 		
	 ambientales de 2030

Tras la adopción de la Constitución Política en 
1991, la Ley 99 de 1993 creó al Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible y reorgani-
zó el SINA Central con la definición de 33 CAR 
y 5 Institutos de Investigación para asegurar la 
adopción y ejecución de las políticas del sector. 
Durante la existencia del Sistema en el Minis-
terio se han liderado las acciones de política y 
ejercido la coordinación y articulación de sus 
instituciones, con especial énfasis en sus auto-
ridades ambientales regionales para fortalecer 
la ejecución.

En este marco, Colombia se ha vinculado acti-
vamente en la adopción y desarrollo de los prin-
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cipales compromisos internacionales para la 
conservación del medio ambiente a 2030. Ante 
la necesidad de fortalecer los escenarios para 
el relacionamiento, diálogo, deliberación, prio-
rización de acciones y construcción de acuerdos 
por parte de las 48 entidades y autoridades del 
Sistema Nacional Ambiental Central, se reali-
zó la Cumbre SINA 2021, una oportunidad para 
construir acuerdos de manera consensuada, es-
pecialmente en lo relacionado con:

	Planificación estratégica de los asuntos 
ambientales de importancia nacional o 
regional, que considere las diferentes 
visiones de las entidades del SINA.

	Articulación de los planes institucionales 
de las entidades del SINA, su ejecución 
y seguimiento, a fin de evidenciar sus 
resultados y aportes a la sostenibilidad 
del país.

	Impulso de iniciativas para movilizar 
recursos técnicos y financieros 
(nacionales e internacionales) con el 
fin de fortalecer la gestión de nuestras 
entidades.

	Gestión del conocimiento ambiental de 
las entidades del SINA encargadas de la 
política y la acción ambiental.

Considerando los retos propuestos, surge el 
tema de la coordinación y articulación como uno 
de los asuntos centrales para la construcción de 
acuerdos que permitan llevar adelante acciones 
estratégicas, que posibiliten la interrelación ac-
tiva de los diversos integrantes del SINA Cen-
tral, considerando la importancia de su funcio-
namiento sistémico, para contribuir de manera 
más eficiente a los objetivos de la Cumbre.

Esta fue establecida como parte de un proceso 
de construcción colectiva de resultados de im-
pacto que permitiera establecer acuerdos entre 
las entidades para la implementación de estra-
tegias y como proceso continuo para la toma de 
decisiones consensuadas entre las entidades 
del SINA Central. Para ello se realizó un encuen-
tro presencial en octubre de 2021, se suscribió 
un pacto con 51 compromisos en seis temáticas 
de mayor interés para el sector y se han venido 
adelantando espacios virtuales de trabajo. 

FIGURA 19
Pactos SINA
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“Son las 7 de la mañana y el ruido de los co-
petones (Zonotrichia capensis) y las mirlas (Turdus 
fuscater) que saltan de rama en rama por toda la 
ciudad, le anuncian a Ángel Gabriel que es hora de 
salir de su casa para ir al colegio. Su mamá en-
ciende como todas las mañanas el radio.Parece 
que es solo un día como los otros, hasta que justo 
mientras Ángel lleva a su boca una dulce agua de 
panela, escucha un anuncio en la radio, que daría 
un giro no solo al día, sino a su historia de vida.

A solo dos casas de la suya y pasando cuatro ár-
boles de Chicalá Amarillo, vive Juliana, su amiga 
inseparable desde los 4 años y con quien sueñan 
convertirse, él en director de cine, y ella en una 
famosa escritora.

Siempre han jugado debajo de estos árboles sin 
darse cuenta de que un colibrí barbudito (Oxypo-
gon guerinii) escuchaba todo lo que hablaban y 
las historias que inventaban para cuando hicie-
ran su primera película.

¡Atención, jóvenes! ¡Esta oportunidad es 
para ustedes! La Escuela Nacional de For-
mación Ambiental Savia desde el programa 
Ambiente y Arte, promueve la conservación 
de nuestra riqueza natural impulsando el 
talento de jóvenes por toda Colombia. Esta-
mos buscando los superhéroes de la biodi-
versidad que quieran participar en un con-
curso de cortometrajes hechos con celular”.

Este fue el anuncio que se hizo en radio y que 
Ángel Gabriel casi pudo memorizar.

Capítulo 7     		  Educación ambiental

Corrió a buscar… ¿adivinen a quién…? 

A juliana, ella no tardo en tomar su lápiz y su 
cuaderno para crear un sorprendente guion y 
Ángel Gabriel alistó su celular y comenzó a pen-
sar en la escenografía que necesitaba para ha-
cer realidad el guion de Juliana y replicar todas 
las ideas que en su mente saltaban.

Soñaron durante días la mejor historia para que 
más personas en Colombia actúen con decisión 
para proteger este país megadiverso, el cual 
ocupa el primer lugar en especies de aves y or-
quídeas, el segundo en riqueza de plantas, anfi-
bios, mariposas y peces de agua dulce, el terce-
ro en especies de palmas y reptiles, y el cuarto 
en mamíferos.

El colibrí barbudito, mensajero de los mágicos 
páramos y bosques colombianos, se encargó 
de seleccionar los personajes y disponerlo todo 
para que Ángel y Juliana grabaran una conmo-
vedora historia que tocara el corazón de niños 
y jóvenes para que aprecien más los bosques, 
agua y fauna del lugar donde viven.

Y una noche, cuando ya la cordillera Oriental, la 
más joven de América, se disponía a abrazar por 
completo el sol de Bogotá, se anunció que Ángel 
Gabriel y su historia Soy tu ejemplo, basada en 
la vida de un reciclador y su labor, fue seleccio-
nada como la ganadora del festival de cine. El 
colibrí barbudito volvió a su nido habiendo cum-
plido la misión que solo cumplen las criaturas 
de este país de encanto y que con su magia van 

© Fotografía Emilio Aparicio
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sembrando la semilla de la conservación en el 
corazón de los jóvenes”.

Esta es mi historia: soy Ángel Gabriel Dávila 
Pinchao, un joven de 16 años que, como muchos 
jóvenes de Colombia, quiere aportar positiva-
mente al país. Junto a Savia (Escuela Nacional 
de Formación Ambiental), creada durante este 
Gobierno, me convertí en un superhéroe de la 
biodiversidad a través del cine. (Dávila Pinchao, 
2022)

Ángel Gabriel fue el ganador del festival de cine 
hecho con celulares Smartfilms en la categoría 
Juvenil, con la temática Héroes de la Biodiver-
sidad. Así, con la formación ambiental tocamos 
la vida de jóvenes, niños, niñas y en general de 
Colombia para asegurar en estas generaciones 
aportes concretos en materia de conservación 
de una biodiversidad que pone a nuestro país en 
lo más alto a nivel mundial. 

La educación es un agente de cambio y com-
ponente de desarrollo humano. La educación 
es una garantía fundamental incluida en la De-
claración Universal de los Derechos Humanos – 
Artículo 26.  La importancia de la educación ra-
dica en el poder transformacional de la sociedad 
desde lo individual y colectivo y esta debe darse 
en condiciones de equidad, calidad e igualdad. 
Así mismo son imprescindibles los aportes de 
la educación en la reducción de la desigualdad y 
fortalecimiento de la democracia de los países, 
cuando se tiene a la población educada se forta-
lece el análisis crítico para la toma de decisio-
nes; La Comisión Económica para América Lati-
na y el Caribe – CEPAL, ha mencionado que las 
sociedades con altos niveles de educación son 
además más competitivas y productivas (Rodri-
guez, 2015). 

Los cambios acaecidos en los últimos años han 
sido notables, llevándonos a transformacio-
nes de distinta índole en todos los ámbitos de 
nuestra sociedad.  Estos cambios se dan cada 
vez con mayor celeridad y continuarán por vías 

y caminos que esperamos ser capaces de anti-
cipar, o cuando menos seguir con la rapidez que 
la actualidad exige. Uno de los ámbitos donde 
mayoritariamente estamos llamados a asumir 
una condición crítica y activa frente a estos cam-
bios es el de la educación y la formación de los 
ciudadanos.

“Una de las primeras funciones que incumben 
a la educación consiste, pues, en lograr que la 
humanidad pueda dirigir cabalmente su pro-
pio desarrollo. En efecto, deberá permitir que 
cada persona se responsabilice de su destino a 
fin de contribuir al progreso de la sociedad en 
la que vive, fundando el desarrollo en la par-
ticipación responsable de las personas y las 
comunidades”. (UNESCO, 1996)

Educar es impulsar el sueño y la obligación de 
endogenizar el conocimiento en la sociedad, 
buscando un desarrollo que le permita al país 
participar en escenarios competitivos globales 
con mayores niveles de autonomía. Los países 
son impulsados por el conocimiento, encontran-
do allí la fuente de la resolución de problemas 
complejos que trascienden los límites nacio-
nales para instalarse en las agendas públicas 
mundiales; entre ellos el cambio climático.

7.1 Educación ambiental y sostenibilidad

El término educación ambiental fue incorporado 
en el siglo XX, según expertos se usó por pri-
mera vez durante la reunión fundacional de la 
Unión Internacional para la Conservación de la 
Naturaleza (UICN), realizada en 1957; sin em-
bargo, fue hasta 1970 cuando en la Carta de Ne-
vada de la UICN se definió conceptualmente la 
educación ambiental como:

 “…Proceso de reconocer valores y clarificar 
conceptos, en el orden de desarrollar las des-
trezas y actitudes necesarias para comprender 
y apreciar las interrelaciones entre el hombre, 
su cultura y su entorno biofísico. La Educación 
Ambiental también implica la práctica en la 

toma de decisiones y en la autoformación de 
un código de conducta acerca de las cuestio-
nes que afectan a la calidad ambiental” (Alon-
so, 2010). 

Posteriormente, durante la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Humano (Esto-
colmo, Suecia 1972) en la cual se abordaron te-
máticas relacionadas con desarrollo sostenible 
y protección de medio ambiente, se establece la 
Educación Ambiental como uno de los 26 prin-
cipios fundamentales para lograr la sensibiliza-
ción de la ciudadanía y avanzar hacia el desarro-
llo sostenible, y se resalta el rol de los medios 
de comunicación en la prevención del deterioro 
ambiental  (principio 19) (Organización de las 
Naciones Unidas , 1972), en el mismo sentido el 
Acuerdo de París (Artículo 12) reconoce la im-
portancia de la educación en la lucha contra el 
cambio climático.

La materialización de la educación ambiental se 
ha realizado paulatinamente en diferentes lu-
gares del mundo, actualmente se implementan 
prácticas, procesos pedagógicos y formativos 
orientados a sensibilizar a las comunidades so-
bre las problemáticas ambientales relacionadas 
con el cambio climático, gestión de residuos só-
lidos, uso sostenible de la biodiversidad, conser-
vación de ecosistemas, entre otros.

No debe negarse que las crisis ambientales son 
causa de preocupación en la sociedad en ge-
neral y es reconocido el rol de las instituciones 
educativas en los procesos de transformación 
social que ha conllevado a que en ellas se ge-
neraran las primeras agremiaciones ambienta-
les denominadas “Clubes de amantes de la na-
turaleza” o “Clubes escolares” en países como 
Zambia, Kenia, Indonesia, Estados Unidos y la 
antigua Unión Soviética (Asamblea General de 
las Naciones Unidas, 1987). 

Durante la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre Medio Ambiente en Estocolmo, se planteó 
la necesidad imprescindible de la educación en 

cuestiones ambientales, dirigida tanto a las ge-
neraciones jóvenes como a los adultos, inspira-
da en el sentido de la responsabilidad humana 
frente a la protección y mejoramiento del medio 
ambiente. 

Durante la Conferencia Intergubernamental de 
Educación Ambiental de Tiblisi (1979) se destacó 
el enfoque global que le da a la educación am-
biental un carácter interdisciplinario y ético, se-
ñalando la exigencia de considerar el ambiente 
en su totalidad, de otorgar un amplio reconoci-
miento a la vida, la trascendencia de promover 
un cambio de valores y la necesidad del trabajo 
articulado. (Canaza Choque, 2019) 

El poder transformacional de la educación y 
de la educación ambiental, se requiere para la 
construcción de valores éticos en la ciudadanía, 
estos deben estar orientados a promover la con-
servación y uso sostenible de la biodiversidad 
a través de procesos pedagógicos y formativos 
que sensibilicen a todos los actores de la socie-
dad sobre problemas ambientales locales y pla-
netarios y los lleven a tomar acciones.

Es preciso que, desde la educación ambiental se 
impulse la comprensión de procesos ecológicos y 
su interrelación con los enfoques económico, so-
cial, cultural, político e intergeneracional, redu-
ciendo de esta manera brechas que limitan una 
adecuada participación de la ciudadana en asun-
tos ambientales, e inculcando sentido de respon-
sabilidad compartida para la gestión sostenible 
de los recursos naturales (Martinez, 2010).

La Organización de las Naciones Unidas para 
la Educación, la Ciencia y la Cultura – UNESCO, 
estableció entre 2005 y 2014 el decenio de la 
Educación para el Desarrollo Sostenible y cons-
truyó la estrategia denominada Educación para 
el Desarrollo Sostenible, la cual incluye una hoja 
de ruta a través de la cual se espera a 2030 pro-
porcionar a los estudiantes de cualquier edad, 
los conocimientos, competencias, actitudes y 
valores que se requieren para superar los de-
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safíos mundiales, fundamentalmente el cambio 
climático, la degradación medioambiental, la 
pérdida de biodiversidad, la pobreza,  las des-
igualdades entre otros (UNESCO, 2014).

Colombia ratifica la importancia de la educa-
ción ambiental, por lo que en diferentes normas 
y políticas ambientales se considera como una 
estrategia transversal para el logro de la sos-
tenibilidad. Desde la década de los 70 se cons-
truyeron las primeras estrategias y aproxima-
ciones pedagógicas en la materia; desde el año 
2012 el país cuenta con la Política Nacional de 
Educación Ambiental, la cual se encuentra en 
implementación; se han identificado diferentes 
experiencias significativas de educación am-
biental, las cuales son lideradas por institucio-
nes públicas, privadas, organizaciones de la so-
ciedad civil y comunidades locales. 

En este sentido, es necesario reconocer la ar-
dua labor que realizan comunidades indígenas 
para la protección de los ecosistemas; los traba-
jos que adelantan comunidades campesinas en 
las zonas de influencia de hábitats de especies 
sombrilla; el desempeño del ecoturismo en pro-
cesos de conservación y restauración ecológica; 
la protección del corredor biológico del jaguar 
(Panthera onca) que hacen las comunidades de 
la Sierra Nevada de Santa Marta.  

Hemos tenido la oportunidad de conocer de 
cerca muchas de ellas y saber de cientos más 
que están atravesadas por procesos formativos 
gestados y promovidos desde los territorios y 
en la voz de líderes comunales, comunidades 
étnicas, grupos de jóvenes o iniciativas motiva-
das por mujeres, siempre conocedoras y porta-
doras de tradiciones ambientales que protegen 
la biodiversidad. Un reconocimiento a todos los 
que desde las aulas y muchos espacios fue-
ra de ellas construyen escenarios de un futuro 
sostenible.

7.2 	Escuela Nacional de Formación 	
	A mbiental Savia

Gates (2021) manifiesta que el relevo genera-
cional por sí solo no conllevará a un modo de 
vida más sostenible, las sociedades requieren 
de nuevas generaciones apropiadas del cono-
cimiento ambiental, sensibles ante las proble-
máticas y conocedoras de la importancia de 
la conservación de los recursos naturales, de 
manera que, educar ambientalmente no in-
corpora únicamente elementos físicos, sino 
también aspectos culturales, sociales, éticos, 
biológicos, entre otros, mediante los cuales 
los ciudadanos fortalecen procesos cognitivos 
y conductuales direccionados al aprovecha-
miento sostenible de los recursos naturales. 

Savia tiene como objetivo formar mentes y cora-
zones que apropian conocimiento ambiental para 
que tengamos un estilo de vida que aprecia la tie-
rra y todo lo que en ella habita. Es una propuesta 
de escuela itinerante que recorrerá todos los de-
partamentos del país reconociendo experiencias 
ambientales, provocando intercambio de saberes 
y la innovación en las prácticas pedagógicas. 

Igualmente, es el eje articulador de las estra-
tegias de la Política Nacional de Educación Am-
biental (2002), en articulación con el Ministerio 
de Educación. Dispone de un espacio físico con 
una oferta permanente de formación y participa-
ción y de un ecosistema web que facilite la con-
sulta permanente de contenidos y la interacción 
de redes de conocimiento. Promueve la creación 
de alianzas con el sector público y privado para 
potencializar estrategias de sostenibilidad y for-
mación ambiental.

A través del programa ambiente y arte, pretende in-
centivar la producción creativa de diversos grupos, 
colectivos o artistas en torno a los temas ambienta-
les para llegar a más públicos en lenguajes nuevos. 

Savia permitirá tocar, oler, sentir, disfrutar y 
aprovechar sosteniblemente, vivir en este privi-
legiado lugar de la Tierra llamado Colombia.

Una escuela que tiene como ingrediente prin-
cipal la participación de sus integrantes en la 
construcción colectiva de conocimiento, cuya 
propuesta se desarrolla en los territorios para 
que cada persona que se vincula a ella tenga 
una experiencia en la que los ecosistemas se 
convierten en aulas vivas aptas para aprender, 
enseñar y hacer ciencia participativa.

Savia tiene en los niños y los jóvenes el motor de 
sus acciones, para hacer que encuentren en la 

Un testimonio personal

Yo, Carlos Eduardo Correa, tenía aproximadamente 7 años cuando mi abuelo me llevaba a recorrer el río 
Sinú, y en cada recorrido me contaba las historias, mitos, tradiciones y culturas que se forjaron alrededor 
de él; así, fui comprendiendo desde la experiencia y la tradición oral la relación directa y los impactos po-
sitivos o negativos que cada uno de nosotros ejerce en los entornos que nos rodean.

Después de varios años, fueron muchas las reflexiones que construí, cuando escuchaba noticias sobre las 
problemáticas ambientales que  todos, conscientes o inconscientemente, hemos generado en las últimas 
décadas: incendios forestales, deforestación, minería ilegal, caza indiscriminada, contaminación de los 
ríos y mares, afectación a los humedales y ciénagas, entre muchas más; algo que evidentemente refleja 
el acelerado y desbordado consumismo de los recursos naturales no renovables, afectando el equilibrio 
natural de nuestra propia existencia.   

Una de las experiencias que me ayudaron a proyectar una visión más sólida sobre la importancia de trans-
formar nuestros territorios urbanos en biodiverciudades y nuestros ecosistemas en aulas de formación, 
fue la de ser alcalde de Montería (Córdoba), en el período 2012-2015. Allí nos empeñamos en conectar la 
ciudad con su entorno ambiental, a través de la resignificación y protección del río Sinú, haciendo de este 
un lugar común para acercar a la gente a su ecosistema, que lo pudieran tocar, sentir, conocer, valorar las 
especies que en él habitan, y los servicios que nos presta. Así, nos hemos ido dando cuenta de que no es 
necesario que todos seamos pedagogos, tengamos una carrera profesional  afín a los temas ambientales 
o seamos expertos en ecosistemas, todos los colombianos podemos ser conocedores y enseñar a otros 
sobre el valor de nuestra biodiversidad.

Una vez en el Ministerio, nos dimos a la tarea de escuchar, preguntar, conocer y dialogar con niños y niñas, 
jóvenes, profesionales del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, los institutos de investigación, 
periodistas, profesionales de las Corporaciones Autónomas Regionales, entre otros, en lo que llamamos 
‘Laboratorios de Ideas: transformando la cultura ambiental’; tratamos así de encontrar el mejor camino 
posible para darle vida a una estrategia que a futuro dejará una huella, que hoy fuera una semilla podero-
sa de transformación, que tuviera como base la formación ambiental articulada con el sector educativo, 
los sectores de la economía y los territorios.

Con el apoyo del Gobierno Nacional, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible ha puesto en mar-
cha la Escuela Nacional de Formación Ambiental Savia, como un aporte concreto para articular y poten-
ciar iniciativas territoriales y sectoriales en temas de formación ambiental para la ciudadanía. 

Una escuela es una posibilidad de crear y transformar la vida de las personas. Hemos soñado y construido 
Savia con los aportes de niños, jóvenes, profesionales y comunidades, e inspirada en el desafío de ser un 
país conectado vitalmente a su biodiversidad.
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riqueza natural de su país una motivación dia-
ria para aprender y actuar en favor de su pro-
tección; igualmente, dinamiza la integración 
de los sectores productivos, comunicadores, 
estudiantes, maestros, líderes comunitarios y 
muchos más, en iniciativas de restauración que 

permitan mantener el equilibrio del planeta; en 
conclusión, cree en una Colombia biodiversa 
que se educa a través de su experiencia con la 
naturaleza para formar en nuestros ciudadanos 
una manera distinta de transformar los desafíos 
ambientales en sueños cumplidos.

El Club Ambiental es un grupo de trabajo encar-
gado de la instalación, implementación y dina-
mización de los ecoviveros para la conservación, 
la transferencia de conocimientos y la divulga-
ción de estrategias, desarrollando actividades 
que permitan la participación de la comunidad, 
la articulación territorial; contribuyendo al for-
talecimiento de la cultura y conservación am-
biental, a través de procesos de formación.

A nivel nacional, se entregarán 6000 cartillas 
pedagógicas para el fortalecimiento de los pro-
cesos de conservación y restauración forestal.

Es también desde la Escuela Nacional de For-
mación Ambiental Savia, desde donde se impul-
sa el cumplimiento, en articulación con el SINA 
y en especial con las Corporaciones Autónomas 
Regionales, del Pacto por la Educación Ambien-
tal surgido en la Cumbre SINA de 2021, y me-
diante el cual se pretende fortalecer la acción 
territorial para la formación ambiental.

7.3 	Trabajo mancomunado con las 		
	 comunidades étnicas

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble adquirió compromisos con los grupos étni-
cos en el marco de la consulta previa del PND 
2018 -2022. Adicionalmente, en el marco de la 
minga suroccidente realizada durante el año 
2019, la entidad suscribió compromisos adicio-
nales valorados en 20.000 millones de pesos.

Los anteriores se han venido ejecutando a tra-
vés de una larga serie de iniciativas orientadas 
a trabajar con las comunidades que habitan di-
rectamente en el territorio y son aliados natu-
rales en el cuidado del medio ambiente. Dentro 
de los esfuerzos adelantados vale la pena se-
ñalar el diseño de una Política Ambiental Indí-
gena con las autoridades tradicionales, al igual 
que el fortalecimiento de capacidades técnicas, 
administrativas y financieras, entre otras labo-
res. Otro ejemplo concreto es el desarrollo de 
una secuencia metodológica en el componente 

de planes ambientales que garanticen acciones 
para los planes de vida, como instrumento autó-
nomo de planeación y salvaguarda, de acuerdo 
con la delegación realizada por la Comisión de 
Impulso Ambiental.

Por otra parte, en lo que atañe a los compro-
misos con comunidades negras, afrocolombia-
nas, raizales y palenqueras se labora en inicia-
tivas tales como la formulación de un programa 
de gestores ambientales para el desarrollo de 
proyectos etnoambientales, la protección de co-
nocimientos tradicionales y el desarrollo de los 
aportes de las mujeres negras en el cuidado y 
protección del ambiente.

Así mismo, con la Organización de los pueblos 
de la Amazonia Colombiana (OPIAC) se hicieron 
progresos orientados a aunar esfuerzos téc-
nicos, administrativos y financieros entre las 
partes para continuar con la recolección de in-
sumos de los pueblos y comunidades indígenas 
de la región amazónica, y construir participati-
vamente el capítulo indígena del Plan de Acción 
y del Pacto Intergeneracional por la Vida de la 
Amazonía Colombiana (Pivac).

También es importante los pasos dados a partir 
de la Minga Suroccidente, encaminados a reali-
zar acciones para optimizar los espacios de vida 
mediante la implementación de actividades aso-
ciadas a disminuir los impactos que generan los 
desequilibrios ambientales que afecten el buen 
vivir, la biodiversidad, el agua, el suelo en terri-
torios indígenas priorizados y adscritos al Con-
sejo Regional Indígena del Cauca.

A su vez, se firmó un convenio interadministrati-
vo para implementar acciones de educación am-
biental, participación comunitaria en la gestión 
ambiental, restauración, conservación y fortale-
cimiento de procesos propios del buen vivir, el 
cuidado de la madre tierra desde los usos y cos-
tumbres en el resguardo indígena Kogui-Mala-
yo-Arhuaco Kiubuldo Munkuawunaka, Gunmaku 
y Kutunsama y el Consejo Comunitario Jacobo 

FIGURA 20
Estrategias de la Escuela Nacional de Formación Ambiental Savia

Con la expedición de la Ley 2169 del 22 de diciem-
bre de 2021, por medio de la cual se impulsa el 
desarrollo bajo en carbono del país mediante el 
establecimiento de metas y medidas mínimas en 
materia de carbono neutralidad y resiliencia climá-
tica, en su artículo 7 incorpora a Savia en la tarea 
de diseñar e implementar estrategias pedagógicas 
para sensibilizar y formar a la ciudadanía sobre las 
causas y las consecuencias del cambio climático, 
fortaleciendo las competencias ciudadanas para la 
participación efectiva en la acción por el clima. 

Para el primer año de la a Escuela nos traza-
mos, entre otras metas, resignificar mínimo 
1000 PRAES de instituciones educativas en todo 
el país, llegar con formación en acción climá-
tica a por lo menos 30 mil actores territoriales 
con un especial énfasis en niños, niñas, adoles-
centes y jóvenes, incorporar el componente de 
ciencia participativa en 10 biodiverciudades de 

Colombia y concretar al menos 15 alianzas con 
sectores y organizaciones para llevar formación 
ambiental a diferentes públicos.

No menos trascendental es el establecimiento 
de un millar de nuevos viveros -de 50 metros 
cuadrados de área cada uno- en igual número 
de colegios a nivel nacional a través del pro-
grama Educar con la Naturaleza. El objetivo es 
sembrar 3 millones de árboles con el propósi-
to de producir plántulas que acabarán siendo 
trasplantadas a nivel nacional, como parte de la 
meta de 180 millones de árboles.

En cada institución educativa donde se instale un 
vivero se conformará un grupo interdisciplinario 
llamado Club Ambiental. Los grupos incluyen di-
rectivos, docentes, estudiantes, padres de familia, 
Juntas de Acción Comunal, Jóvenes Red Nacional 
Jóvenes Ambientales, Alcaldía, Gobernación y CAR. 
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Pérez Escobar del departamento del Magdalena.

Lo anterior, además de avances con el pueblo 
rom, muestra la determinación de fortalecer las 
alianzas con las comunidades étnicas, a sabien-
das de que son las primeras interesadas en la 
defensa del patrimonio natural y la preservación 
de la biodiversidad.

7.4 	El camino hacia adelante en la 		
	 educación ambiental

La Ley 2169 del 22 de diciembre de 2021 nos ha 
dejado trazadas metas claras en la tarea común 
de cumplir con las desafiantes metas en mate-
ria de reducción de gases efecto invernadero al 
año 2030. Entre ellas cinco en el ámbito de edu-
cación, formación y sensibilización:

1. 	 Actualizar a 2030 la Política Nacional de 
Educación Ambiental para resignificarla y 
evidenciar en ella la importancia y premura del 

abordaje en todos los niveles de la educación 
del cambio climático, de acuerdo con el contexto 
nacional, regional y local, desde los enfoques 
de derechos humanos, intergeneracional, 
diferencial, étnico y de género. 

2.  Incorporar a 2030 el cambio climático en 
la educación formal (preescolar, básica 
primaria y secundaria, media y superior) 
y en la educación para el trabajo y el 
desarrollo humano, en el marco de la 
autonomía institucional, como componente 
esencial para promover una transición justa, 
desde los enfoques en derechos humanos, 
intergeneracional, diferencial, étnico y de 
género. 

3.  Integrar a 2030 en las políticas, normatividad 
e instrumentos de cambio climático, 
procesos de formación, capacitación y 
sensibilización con enfoque en derechos 
humanos, diferencial, étnico de género e 
intergeneracional. 

4.  Definir e implementar a 2025, estrategias en 

los PIGCCT y PIGCCS para integrar procesos 
de formación, capacitación y sensibilización, 
con enfoque en derechos humanos, 
intergeneracional, diferencial, étnico y de 
género. 

5.  Diseñar e implementar estrategias 
pedagógicas en el marco de la Escuela 
Nacional de Formación Ambiental (Savia) 
para sensibilizar y formar a la ciudadanía 
sobre las causas y las consecuencias 
del cambio climático, fortaleciendo 
las competencias ciudadanas para la 
participación efectiva en la acción por el 
clima.

Así mismo, es necesario responder desde los 
esfuerzos gubernamentales, académicos y de 
organizaciones en la formación y sensibilización 
cada vez más específica, integrada a dinámicas 
locales y vislumbrando soluciones desde la eco-
nomía circular y los emprendimientos verdes, a 
los retos en la gestión de plásticos y microplás-
ticos y el impacto en las fuentes hídricas y los 
océanos.

Una constante actitud de reinvención de la aca-
demia es clave para tener un papel cada vez 
más preponderante en la formación de cultura 
ambiental ciudadana. Para ello, la educación 
ambiental debe seguir haciendo parte de la 
agenda nacional, lo ambiental en general, el co-
nocimiento y los resultados de los ejercicios de 
investigación deben llegar a los espacios más 
cotidianos de la gente. En lenguajes compren-
sibles que puedan ser apropiados en cualquier 
edad y contexto.

Resignificar los PRAES y PROCEDAS, con miras 
a poner en el centro de la formación ambiental 
los temas estructurales de la agenda pública 
ambiental del país.  La restauración ecológica, 
la ciencia participativa, la acción climática, la 
economía circular, la gestión integral del agua. 
Estos temas no caducan con un gobierno, al 
contrario, deben fortalecerse y potenciarse con 
nueva ideas y recursos.

Trabajar con las entidades del Gobierno con 
competencia, para incorporar en la primera in-
fancia la formación ambiental, no solo para los 
niños entre los 0 y los 5 año,s sino también para 
los cientos de cuidadoras o cuidadores que for-
man en ellos las bases de sus valores éticos y 
comportamentales. No podemos aspirar a una 
ciudadanía ambiental sin pensar en los nativos 
ambientales.

Fomentar desde todos los espacios formativos 
el emprendimiento verde, como una manera só-
lida, sostenible y escalable de producir conser-
vando. Incorporar a los espacios educativos y los 
planes y proyectos escolares esta línea, trabajar 
conjuntamente en los espacios gubernamenta-
les de promoción del emprendimiento la línea 
formativa de negocios verdes y sostenibles.

Todo lo anterior, exige de los dirigentes y res-
ponsables de las políticas educativas y ambien-
tales una gran capacidad para emprender la 
búsqueda de las respuestas más favorables y 
seleccionar los caminos más convenientes en el 
propósito de construcción de propuestas para la 
formación permanente, sistémica y que permita 
las transformaciones culturales que requiere la 
agenda ambiental global.  

La articulación debe ser por lo tanto un esfuerzo 
constante, una tarea diaria para sumar esfuer-
zos de los diferentes agentes responsables (Go-
bierno Nacional y municipal, el sector empresa-
rial, el sector académico regional, el SINA, las 
universidades, entre otros), buscando un énfasis 
en el fortalecimiento de una línea de educación 
ambiental que facilite el acercamiento al origen 
de los conflictos socio ambientales desde un en-
foque participativo y en la lógica del respeto a 
los derechos humanos y del ambiente. 

Hay que continuar formando ciudadanos al-
fabetizados ambientalmente y con conciencia 
social, porque un país que conserva su biodi-
versidad cree y se responsabiliza de las nuevas 
generaciones.
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